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   La perpetración impune de crímenes internacionales de violencia sexual se ha 
convertido en un rasgo característico de los conflictos armados actuales, sobre todo en 
los conflictos recientes o que están todavía en curso en África. La violencia sexual es un 
fenómeno complejo, cuya comisión durante los conflictos enraiza en las desigualdades y 
discriminaciones de género existentes en las sociedades pre-conflictuales. Así, durante 
la fase post-conflicto, los Estados inmersos en un proceso de transición se enfrentan a la 
dificil tarea de poner fin a la impunidad que rodea la comisión de estos crímenes y 
satisfacer los derechos de las víctimas de crímenes de violencia sexual a la justicia, la 
verdad y la reparación. En consecuencia, este trabajo examina las contribuciones de los 
mecanismos de justicia transicional para luchar contra la impunidad que rodea la 
comisión de crímenes internacionales de violencia sexual en los conflictos armados 
africanos, así como para construir una sociedad igualitaria entre sexos y transformar la 
justicia de género, evitando así la perpetración de crímenes internacionales de violencia 
sexual en el futuro.  
 
Palabras clave: crímenes internacionales de violencia sexual, mecanismos de justicia 









A perpetración impune de crimes internacionais de violencia sexual converteuse 
nun trazo característico dos conflitos armados actuais, sobre todo nos conflitos recentes 
ou que están aínda en curso en África. A violencia sexual é un fenómeno complexo, 
cuxa comisión durante os conflitos enraíza nas desigualdades e discriminacións de 
xénero existentes nas sociedades pre-conflituais. Así, durante a fase pos-conflito, os 
Estados inmersos nun proceso de transición enfróntanse á difícil tarefa de pór fin á 
impunidade que rodea a comisión destes crimes e satisfacer os dereitos das vítimas de 
crimes de violencia sexual á xustiza, á verdade e á reparación. En consecuencia, este 
traballo examina as contribucións dos mecanismos de xustiza de transición para loitar 
contra a impunidade que rodea a comisión de crimes internacionais de violencia sexual 
nos conflitos armados africanos, así como para construír unha sociedade igualitaria 
entre sexos e transformar a xustiza de xénero, evitando así a perpetración de crimes 
internacionais de violencia sexual no futuro. 
 
Palabras chave: crimes internacionais de violencia sexual, mecanismos de xustiza de 








The perpetration of unpunished intenational violent sex crimes has become a 
characteristic feature in nowadays armed conflicts, especially in recent armed conflicts 
in Africa. Sexual violence is a complex phenomenon which is based on gender 
inequality and discrimitation in pre-conflict societies. Therefore, during the post-
conflict phase, those States involved in a transition process must face the tough task to 
put an end to the impunity that surrounds these crimes. Likewise, they must provide the 
victims of violent sex crimes with rights related to justice, truth and reparation.  
The present thesis examines the contributions of transitional justice mechanisms 
to fight against the impunity surrounding the perpetration of international violent sex 
crimes in african armed conflicts. These mechanisms deal with the construction of an 
egalitarian society in relation to gender differences and the transformation of gender 
justice, thus avoiding the perpetration of international violent sex crimes in the future. 
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 1.JUSTIFICACIÓN DEL TEMA Y FORMULACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE PARTIDA 
Si bien son varios los motivos que justifican la elección de la temática estudiada  
en este trabajo, todos ellos se pueden resumir en uno sólo. Se trata del interés que nos 
suscita el fenómeno de la violencia sexual cometida durante los conflictos armados y 
sobretodo la cultura de impunidad que persiste en la fase post-conflicto. Partiendo de 
este presupuesto, en el presente trabajo se estudian los mecanismos contemplados en el 
plano internacional para hacer frente a la impunidad que rodea la perpetración de 
crímenes internacionales de violencia sexual durante los conflictos armados. 
Concretamente, centramos nuestro análisis en los aportes de los llamados mecanismos 
de justicia transicional para satisfacer los derechos a la justicia, la verdad y la 
reparación de las víctimas de crímenes internacionales de violencia sexual perpetrados 
durante algunos de los conflictos armados y situaciones de tensión recientes o que están 
todavía en curso en África. 
Nuestra preocupación por estas cuestiones surge a raíz del notable incremento de 
la comisión de este tipo de crímenes en la actualidad y las dificultades con las que se 
encuentra la Comunidad Internacional para poner fin a la impunidad durante la fase 
post-conflicto, a pesar de la claridad con la que el Derecho Internacional vigente 
prohíbe y criminaliza la perpetración de estos crímenes durante los conflictos armados. 
Fenómeno, el de la violencia sexual durante los conflictos, que se manifiesta con 
rotundidad en el continente africano, razón por la cual nuestro estudio se centra en dicho 
ámbito geográfico.  
La comisión generalizada y sistemática de crímenes internacionales de violencia 
sexual durante los conflictos armados obliga a los Estados a perseguir penalmente a los 
autores de dichos crímenes. Si bien, la existencia de obstáculos a la persecución penal 
en la fase post-conflicto requiere el uso de métodos alternativos a la justicia penal y al 
modelo retributivo de justicia para fomentar la rendición de cuentas y hacer efectivos 




crímenes internacionales de violencia sexual. En este sentido, aunque en los últimos 
años el uso de mecanismos de justicia transicional en la fase de reconstrucción y 
rehabilitación post-conflicto para fomentar la rendición de cuentas por la comisión de 
crímenes internacionales está cobrando fuerza en el plano internacional, por el momento 
la relación entre justicia transicional, género y crímenes de violencia sexual sigue 
siendo una cuestión poco explorada en el Derecho Internacional en general y en el 
campo de la justicia transicional en particular. Consecuentemente, consideramos que 
resulta conveniente adentrarnos en el estudio de esta relación, en virtud de lo cual 
planteamos la siguiente hipótesis:  
A priori, consideramos que el uso de mecanismos de justicia transicional en la 
fase post-conflicto puede contribuir a cercar la brecha de impunidad que rodea la 
comisión de crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados africanos, a 
satisfacer los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y la reparación, a sentar 
las bases para construir una sociedad igualitaria entre sexos y a transformar la justicia 
de géner, evitando la repetición de nuevos crímenes en el futuro.  
2. ESTADO DE LA CUESTIÓN Y OBJETIVOS  
La existencia de una nueva tipología de conflictos armados, denominados 
nuevas guerras en contraposición a las guerras tradicionales libradas entre Estados, se 
manifiesta con rotundidad en África. De esta manera, los conflictos armados africanos 
actuales se caracterizan por ser conflictos asimétricos, en los que a los enfrentamientos 
clásicos se suma la guerra de guerrillas, la insurgencia y contrainsurgencia. Además, 
concurren con la intervención de pluralidad de actores y habitualmente son de carácter 
interno, si bien, a menudo una de las partes enfrentadas, o las dos, cuentan con el apoyo 
militar y/o económico de un gobierno extranjero (conflictos armados 
internacionalizados). 
En cuanto a las causas del conflicto, la oposición al poder político sigue siendo 
uno de los principales motivos que originan el estallido de conflictos armados y las 
situaciones de tensión en África. También la lucha por el control de los recursos 
naturales y las materias primas, que suelen servir a las partes beligerantes para financiar 








Independientemente de las causas que originen el conflicto armado o la situación 
de tensión la comisión de violencia sexual es un rasgo consustancial a todos ellos. En 
África, al igual que sucede en otros territorios, la existencia de sociedades patriarcales y 
androcéntricas origina y perpetúa las discriminaciones de género que son causa y 
consecuencia de la comisión de crímenes de violencia sexual durante los conflictos 
armados.  
Así, en los últimos años, las Naciones Unidas, la Unión Africana y 
organizaciones internacionales no gubernamentales como Amnistía Internacional o 
Human Rights Watch han documentado la comisión de crímenes de violencia sexual en 
los conflictos y situaciones de tensión de Malí, Sudán (Darfur), República Democrática 
del Congo, Costa de Marfil, Somalia, Sudán del Sur, Kenia, Nigeria, Liberia y 
República Centroafricana, por parte de los ejércitos o fuerzas de seguridad de los 
Estados, grupos armados como ISIS o Boko Haram, ejércitos extranjeros o personal de 




Al respecto, el Derecho Internacional actual dispone que la comisión de 
crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados da lugar al deber estatal de 
garantizar y respetar los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y la reparación. 
Ante la ausencia de persecuciones penales nacionales y la insuficiencia de 
persecuciones internacionales, a lo largo de las últimos años se ha buscado satisfacer 
estos derechos a través del establecimiento de una serie de instrumentos denominados 
mecanismos de justicia transicional.  
En este sentido, son varios los Estados africanos que en los últimos años han 
tratado de satisfacer los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y la reparación a 
través de procedimientos judiciales, Comisiones de la verdad y reparaciones. En este 
trabajo se han estudiado los casos de Sierra Leona, Liberia, Kenia, Marruecos, 
República Centroafricana y República Democrática del Congo, que hemos seleccionado 
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 Escola de Cultura de Pau, Alerta 2016! Informe sobre conflictos, derechos humanos y construcción de 
paz (Barcelona: Icaria, 2016). 
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ya que en todos ellos se han establecido uno o varios mecanismos de justicia 
transicional con el propósito de contribuir a la rendición de cuentas por la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual durante los conflictos armados vividos en 
dichos países.  
Así, en Sierra Leona, con el fin de hacer frente a las graves violaciones de los 
derechos humanos y los crímenes internacionales que tuvieron lugar durante el conflicto 
armado que se desarrolló en el país entre 1991 y 2002, se estableció, en virtud de un 
acuerdo alcanzado entre la ONU y el gobierno de Sierra Leona, el Tribunal Especial 
para Sierra Leona, encargado de juzgar a los autores de los crímenes perpetrados 
durante el conflicto armado. Dicho Tribunal condenó a cincuenta años de prisión al ex 
presidente de Liberia, Charles Taylor, por la comisión de crímenes de guerra y de lesa 
humanidad en Sierra Leona y en Liberia. Además, en el año 2002 se inauguró la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona (TRC, por sus siglas en 
ingles) creada dos años antes en virtud del artículo XXVI del Acuerdo de Paz de Lomé, 




Por su parte, en Liberia se estableció en el año 2005 la Comisión de la Verdad y 
la Reconciliación (TRC, por sus siglás en ingles) tras ser aprobada su creación por la 
Asamblea legislativa transicional tras la firma del Acuerdo de paz de Accra (Ghana) en 
2003, con el propósito de que investigase las graves violaciones a los derechos 
humanos, incluyendo los asesinatos, violencia sexual y explotación de recursos públicos 
perpetrados durante los conflictos armados que asolaron el país entre 1979 y 2003
4
. En 
Kenia, tras la conocida como “violencia postelectoral” que tuvo lugar entre diciembre 
de 2007 y febrero de 2008, se creó en 2008, la Comisión de la Verdad, la Justicia y la 
Reconciliación de Kenia (TJRC, por sus siglas en inglés) con el objetivo de que 
investigase, la violencia sexual, los asesinatos, desplazamientos forzados y torturas 
cometidos en el país durante dicho periodo
5
. Además, la Corte Penal Internacional abrió 
en marzo de 2010 una investigación sobre la situación de Kenia que ha dado lugar a la 
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, Truth, Justice and Reconciliation Mandate, 2005. 
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Si bien, la CPI decidió cerrar en marzo de 2015 el caso seguido contra Uhuru 
Kenyatta, ex presidente del país, por falta de pruebas contra el acusado
7
. En 2004 el 
monarca Mohamed VI estableció en Marruecos la Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación (IER, por sus siglas en francés) con el fin de investigar las violaciones 
de los derechos humanos de los opositores durante el reinado de su padre, Hassan II
8
.  
A consecuencia del conflicto armado que tuvo lugar entre 2002 y 2003 en la 
República Centroafricana se cometieron crímenes de guerra y de lesa humanidad (entre 
ellos crímenes internacionales de violencia sexual) por los cuales la Corte Penal 
Internacional ha condenado a Jean-Pierre Bemba Gombo a 18 años de prisión. Además, 
dicho órgano judicial, en virtud del artículo 75 ER, ha otorgado reparaciones a las 
víctimas del caso Lubanga Dylo. Asimismo, también las Comisiones de la verdad de 
Sierra Leona, Kenia, Marruecos y Liberia han recogido en sus Informes finales 
programas de reparaciones destinados a las víctimas de los crímenes que han 
investigado. 
Así, cada vez existe más consenso en el plano internacional sobre la necesidad 
de diseñar un modelo de justicia que sea capaz de enfrentar el pasado a la vez que 
contribuye a sentar las bases para construir una sociedad igualitaria, democrática y 
reconciliada, viendose tal consenso favorecido por el hecho de que en los últimos años 
el campo de la justicia transicional haya experimentado un desarrollo notable en varios 
sentidos.  
En primer lugar, la progresiva configuración de los derechos de las víctimas de 
graves violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario a 
la justicia, la verdad y la reparación ha propiciado que éstos hayan pasado de ser meras 
aspiraciones de las víctimas a convertirse en obligaciones legalmente vinculantes en el 
Derecho Internacional. Y es que gracias a la jurisprudencia emanada de órganos 
jurisdiccionales tales como el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Penal Internacional, el Derecho 
Internacional ha evolucionado de tal forma que hoy existen estándares jurídicos claros 
en relación a estos derechos. De la misma manera, es importante resaltar la práctica 
nacional seguida en los últimos años en relación al establecimiento de Comisiones de la 
Verdad y la creación de programas de reparaciones, que ha contribuido a reforzar los 
derechos a la verdad y a la reparación.  
En este sentido, destaca especialmente el papel de la CPI, por ser un órgano 
jurisdiccional con competencia material para perseguir los crímenes que habitualmente 
se cometen durante los conflictos armados o las dictaduras. Así, hoy día se considera 
que la CPI es un actor clave en el campo de la justicia transicional. Si bien se ha de 
tener en cuenta que en la práctica la actividad de la CPI se verá condicionada por 
cuestiones de carácter político y por la necesidad de contribuir al mantenimiento de la 
paz y seguridad internacionales, así como por las limitaciones jurídicas que se derivan 
del principio de complementariedad, que obliga a la CPI a prestar atención a la acción 
judicial de las jurisdicciones nacionales. No obstante, el hecho de que hasta ahora la CPI 
se haya ocupado casi en exclusividad de situaciones en África está causado un profundo 
malestar en algunos Estados africanos que han empezado a mostrar su intención de 
retirarse del ER.  
En segundo lugar, a la creación de un enfoque común en el campo de la justicia 
transicional ha contribuido significativamente la adopción en 2004 del Informe del 
Secretario General de Naciones Unidas sobre el Estado de Derecho y la justicia de 
transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos
9
, y la creación por parte 
del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas mediante la resolución 18/7 
en septiembre de 2011 de la figura del Relator Especial sobre la promoción de la 
verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no-repetición, en la persona del 
colombiano Pablo del Grieff. Ambos hechos han permitido la configuración de una 
serie de buenas prácticas basadas en experiencias de todo el mundo que servirán para 
sentar las bases de la justicia en los procesos de transición futuros. No obstante, tanto el 
Secretario General como el Relator  Especial, y el Alto Comisionado de Naciones 
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Unidas para los Derechos Humanos, a través de la creación de la colección de 
instrumentos denominada Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han 
salido de un conflicto
10
, han subrayado la necesidad de valorar el contexto de cada país, 
evitando extrapolar plantillas o modelos de justicia transicional de un Estado a otro.  
Esta idea viene a romper con la práctica seguida por la academia hasta ahora
11
. 
Y es que la atención académica prestada al campo de la justicia transicional ha estado 
dominada por el análisis teórico y el discurso dogmático. En este sentido, cabe 
considerar que dicho campo ha llegado al culmen de su desarrollo teórico y necesita 
vislumbrar nuevos horizontes. Por lo que consideramos que a partir de ahora la 
investigación en el campo debe dirigirse hacia el análisis empírico de los mecanismos 
de justicia transicional en el caso concreto.  
Por otra parte, nos llama la atención que, a pesar de la existencia en el Derecho 
Internacional de la prohibición clara e incuestionable de cometer actos de violencia 
sexual durante los conflictos armados; de la adopción de instrumentos en el ámbito 
regional africano, tales como el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos (“Protocolo de Maputo”) o la creación de instrumentos e iniciativas 
(como la “Política de Género”) dirigidos a implementar en el continente la Agenda del 
Consejo de Seguridad de “Mujeres, paz y seguridad” y del mandato de incluir la 
perspectiva de género a la resolución y reconstrucción post-conflicto recogido en el “ 
Declaración y Programa de Acción de Viena” y la “Declaración y Plataforma de Acción 
de Beijing”, la relación entre justicia transicional, género y la comisión de crímenes de 
violencia sexual en los conflictos armados africanos sigue estando poco estudiada
12
.  
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A lo largo de los últimos años la creación de dependencias y proyectos sobre 
cuestiones de género en organizaciones no gubernamentales e institutos de investigación 
dedicados al campo de la justicia transicional como son el Centro Internacional de 
Justicia Transicional (Nueva York) o el Ulster University’s Transitional Justice Institute 
(Belfast); la adopción de las primeras sentencias condenatorias por la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual, la inclusión de un mandato de género y la 
mejora en la calidad y cantidad de Comisiones de la verdad que investigan estos 
crímenes, así como la inclusión de las víctimas de crímenes de violencia sexual en los 
programas de reparaciones, están permitiendo importantes avances en el estudio de 
dicha relación. 
Por todo ello, consideramos interesante centrar nuestro análisis en el estudio del 
campo de la justicia transicional y la comisión de crímenes de violencia sexual en los 
conflictos armados africanos. Partimos pues, como ya hemos anticipado, de la 
consideración de que los mecanismos de justicia transicional pueden contribuir a cercar 
la brecha de impunidad que rodea la comisión de estos crímenes y a quebrar las 
desigualdades de género que están en la raíz de su perpetración así como a sentar las 
bases con las que evitar la repetición de los mismos, por lo que en nuestra opinión es 
necesario ahondar en el estudio de dicha relación.   
Nuestro trabajo se desarrolla con el propósito de atender a los siguientes 
objetivos generales y específicos. 
Objetivos generales 
-Realizar un análisis práctico, actual, original, neutral y crítico con el fin de valorar el 
papel ejercido por los mecanismos de justicia transicional en la lucha contra la 
impunidad que rodea la comisión de los crímenes sexuales durante los conflictos 
armados. 
-Examinar en qué medida se está incorporando la perspectiva de género al marco 
normativo del conflicto, post-conflicto y justicia penal internacional en general, y a los 
mecanismos de justicia transicional en particular. Y en este sentido, valorar si dicha 
incorporación promueve la rendición de cuentas por la comisión de crímenes de 




-Analizar desde un punto de vista práctico si, en la actualidad, el marco normativo que 
disponen los sectores del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho 
Internacional Humanitario y el Derecho Internacional Penal, sirve para responder a la 
comisión de crímenes sexuales que tiene lugar durante los conflictos armados. 
Objetivos específicos 
-Examinar si el campo de la justicia transicional identifica satisfactoriamente los 
desafíos que se derivan de las dimensiones de género de los conflictos, y clarificar los 
aportes de la incorporación de la perspectiva de género a los mecanismos de justicia 
transicional. 
-Atender a la configuración normativa de los crímenes de índole sexual, estudiando el 
proceso de interrelación entre los sectores del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Penal Internacional, que 
permitió concluir la configuración de los elementos normativos de los crímenes 
internacionales de violencia sexual. Así mismo, estudiar los instrumentos que 
configuran la prohibición de cometer actos de violencia sexual durante los conflictos, en 
el ámbito africano y las iniciativas seguidas por la Unión Africana para cercar la brecha 
de la impunidad relativa a los crímenes sexuales.  
- Valorar la consideración de la violencia sexual como una cuestión que puede 
amenazar la paz y seguridad internacionales. Más concretamente, analizar de qué 
manera la Agenda de “Mujeres, Paz y Seguridad” es un instrumento útil y aplicable para 
redirigir las causas discriminatorias de género que subyacen en la comisión de crímenes 
sexuales durante el conflicto; y ver cuál es el papel que dicha agenda atribuye a los 
mecanismos de justicia transicional de cara a abordar la cuestión de la impunidad por la 
comisión de crímenes sexuales durante los conflictos armados.  
-Evaluar, en base al análisis empírico de casos, si en la actualidad se puede concluir que 
el uso de mecanismos de justicia transicional durante la etapa post-conflicto puede 
ayudar a poner fin a la impunidad que rodea la comisión de crímenes sexuales, tomando 
como referencia el estudio de casos de algunos de los conflictos armados africanos 




3. METODOLOGÍA  
Todo estudio científico con vocación de objetividad de la rama que sea debe 
llevarse a cabo siguiendo una metodología concreta. Si bien toda disciplina sigue una 
estructura metodológica que permite extraer conclusiones de los datos teóricos o 
fácticos que se hayan recabado, cuando se trata de ciencias sociales y jurídicas se ha de 
tener en cuenta que el objeto de análisis de éstas, el comportamiento humano y su 
interacción en la sociedad, dota al método científico social de ciertas características que 
es necesario considerar. Así, en lo que sigue determinaremos los aspectos 
metodológicos de nuestra investigación teniendo en cuenta la pertenencia del Derecho a 
esta rama científica. 
Históricamente, la investigación en ciencias sociales se ha caracterizado por el 
uso de tres métodos científicos: el método cuantitativo, el método cualitativo y el 
cualitativo interpretativo (también llamado “método de la crítica social”). Si bien, 
teniendo en mente el objeto de análisis de las ciencias sociales y jurídicas, la mayoría de 
estudios de esta rama científica se decantan por el uso del método cualitativo pues como 
postula MASON “está basado en métodos de generación de datos flexibles y sensibles 
al contexto social en el que se producen”
13
. Por el contrario, el método cuantitativo, 
propio de la investigación en ciencias naturales, es sumamente beneficioso para la 
experimentación pero carece de realismo en la ciencia jurídica en la que no existen las 
reglas dogmáticas susceptibles de ser comprobadas en todo caso. Y es que en el 
Derecho el análisis científico se “contamina” con factores externos a los elementos 
jurídicos como son la política, la moral, la religión y el rol cultural, que alteran la 
consecuencia lógica.   
En los últimos años se ha propuesto un tercer método denominado cualitativo 
interpretativo que busca trascender el análisis teórico, realizando trabajos de 
investigación que inciten a los inviduos y a la sociedad a la acción. En la medida en que 
esta investigación pretende conocer una realidad e interpretarla, planteando preguntas y 
siendo críticos, este trabajo se desarrollará siguiendo los planteamientos de este método 
científico.  
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Por otra parte, se suele considerar que la investigación en ciencias sociales y 
jurídicas se desarrolla en dos fases. En relación a la primera de las fases, la de 
observación, se ha de advertir que otro rasgo característico de la investigación en 
ciencias sociales y jurídicas es que durante la fase de búsqueda y recopilación de datos 
se debe hacer frente a la falta de información respecto de ciertos asuntos, dada la 
vinculación de esta rama científica con la política, la diplomacia, la moral o la religión, 
que dificulta la labor investigadora.  
En en el caso particular de nuestra investigación, conviene añadir una dificultad 
extra que se refiere al parco desarrollo normativo y jurisprudencial en el plano 
internacional de los mecanismos de justicia transicional. Este hecho, fruto del 
tradicional desinterés hacia el análisis jurídico del campo de la justicia transicional -con 
la excepción del prolijo análisis de la realidad latinoamericana, realizado 
fundamentalmente a raíz de la actividad jurisprudencial de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos- se hace especialmente evidente en el caso del ámbito africano, 
donde los estudios sobre el tema son prácticamente inexistentes. Razón por la cual para 
la realización de este trabajo se ha tenido que acudir directamente a las fuentes 
documentales primarias de los mecanismos de justicia transicional, como son los 
Informes finales de las Comisiones de la verdad africanas analizadas y la 
documentación oficial de los programas estatales de reparaciones. Además, para la 
elaboración de este trabajo se ha tenido en cuenta la jurisprudencia en materia de 
crímenes internacionales de violencia sexual –especialmente de la Corte Penal 
Internacional- los instrumentos adoptados en el seno de Naciones Unidas, la Unión 
Africana y las organizaciones subregionales del ámbito africano y la doctrina 
especializada.  
Así, el proceso de recopilación de datos se ha llevado a cabo a través del análisis 
documental de los fondos bibliográficos de la Biblioteca Concepción Arenal de la 
Universidad de Santiago de Compostela, proceso que completamos con la realización de 
dos estancias de investigación. La primera de ellas fue realizada en junio de 2014 en el 
Ulster University’s Transitional Justice Institute (Belfast), instituto de investigación 
especializado en el campo de la justicia transicional, que me permitió conocer de 
primera mano los estudios recientes en el campo y ampliar conocimientos respecto a las 
cuestiones de género y justicia transicional.  La segunda se llevó a cabo entre los meses 




Políticas de la Facultad de Ciencias Políticas de la Universidad Autónoma del Estado de 
México y en la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México (México), que 
me posibilitó profundizar mis conocimientos sobre el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos en general, y el Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos en particular. 
En relación a la segunda fase, “el análisis sistemático de los datos recopilados” 
se ha de advertir que en ciencias sociales y jurídicas la labor interpretativa se realiza a 
través de “juicios de valor”, que en nuestra opinión, sobre todo si nos dirigimos hacia el 
uso del método cualitativo interpretativo, dan lugar al surgimiento de debates e ideas 
que hacen avanzar la ciencia. 
El Derecho Internacional Público, como disciplina perteneciente a la rama de las 
ciencias sociales y jurídicas, tiene el propósito de conocer el comportamiento humano y 
el orden social, así como de analizarlo e interpretarlo. Es decir, su pretensión es 
acercarse a una determinada realidad comprendida en el ámbito de la Sociedad 
Internacional, pero su desarrollo práctico se ve condicionado fundamentalmente por tres 
aspectos. En primer lugar, por la falta de un legislador universal y la vinculación de esta 
disciplina con los órganos de poder, lo que supone que el Derecho Internacional se vea 
condicionado por las interferencias de la voluntad política. En segundo lugar, la 
subjetividad en la percepción de los valores que subyacen en la norma por parte de la 
colectividad multicultural que compone la Sociedad Internacional. En tercer lugar, la 




Ante esta situación, siguiendo la teoría tridimensional del Derecho Internacional 
Público de RUILOBA SANTANA
15
, al llevar a cabo nuestra investigación tendremos 
en cuenta que para acercarnos a la realidad de la Sociedad Internacional deberemos 
seguir un método que nos permita abarcar los tres aspectos del Derecho Internacional 
Público a través de una dimensión jurídico-positiva, es decir deberemos aproximarnos 
al Derecho como norma que, ante la ausencia de un legislador universal único, deberá 
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ser completada con una dimensión fáctica, que nos obliga a presar atención a la práctica 
social de la Sociedad Internacional y una dimensión axiológica, que enfatizando en la 
validez moral de esas normas, nos permitirá dirigir nuestros pasos hacia la investigación 
crítica y constructiva.  
Así, partiremos del estudio de la normativa internacional que, desde los ámbitos 
internacional y regional africano, prohibe, criminaliza y sanciona la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual durante los conflictos armados, y el marco 
jurídico internacional de los derechos a la justicia, la verdad y la reparación que asisten 
a las víctimas de estos crímenes; que habremos de completar con el estudio de la praxis 
seguida en el plano internacional en relación a estas cuestiones. Si bien para la 
realización de este examen tendremos en cuenta en todo momento la perspectiva de 
género, que nos permitirá llevar a cabo un análisis crítico y constructivo de los aspectos 
discriminatorios de género que subyacen en la norma internacional en general y en los 
mecanismos de justicia transicional en particular,  que en nuestra opinión están en la 
raíz de la comisión de crímenes internacionales de violencia sexual durante los 
conflictos armados. 
Este último planteamiento nos lleva a tener en cuenta otro parámetro en la 
búsqueda de nuestro método de investigación. Nos estamos refiriendo a la inclusión del 
parámetro género en el Derecho Internacional. En este sentido, la errónea utilización de 
los términos sexo y género que tradicionalmente se ha hecho en el Derecho 
Internacional Público,  ha propiciado que se adopte un enfoque equivocado en el plano 
internacional en relación a la cuestión de los crímenes internacionales de violencia 
sexual. En este sentido, la tardía incorporación de las teorías feministas al Derecho 
Internacional Público se hizo notar en el androcentrismo que subyace en la 
configuración de la norma que prohibe la comisión de actos de violencia sexual durante 
los conflictos armados. Cuestión que fue ampliamente criticada al final de la década de 
los noventa y los primeros años del nuevo siglo en los trabajos realizados por 
integrantes de la corriente feminista de la disciplina, entre las que se encuentran 
COPELON y GARDAM, que adoptaron una postura crítica respecto a la asociación de 




la vulnerabilidad femenina y el papel subordinado al que dicha norma relega a las 
mujeres durante los conflictos armados
16
.  
La revisión feminista del método de creación de la norma internacional se 
translada  en la primera década del nuevo siglo al ámbito de la resolución y 
reconstrucción post-conflicto, pues al albor de la incorporación de los asuntos de mujer, 
paz y seguridad a la agenda del Consejo de Seguridad que supone la adopción de la 
Resolución 1325 (2000), este órgano recoge el binomio mujer y seguridad sin 
comprender las diferencias conceptuales existentes entre los términos sexo y género. En 
palabras de RODRIGUEZ MANZANO “la Resolución 1325 presenta la integración del 
género como sinónimo de integración de las mujeres”
17
. Asimismo, como han apuntado 
las feministas irlandesas del Ulster’s University Transtional Justice Institute BELL y 
O’ROURKE, la incorrecta equiparación que se ha hecho en el Derecho Internacional 
entre género, mujer y violencia sexual se refleja en la ausencia de análisis de género en 
el campo de la justicia transicional
18
, y además ha impedido disociar la construcción 
“mujer como víctima”  y “hombre como perpetrador”, de la que resulta la invisibilidad 
de la violencia sexual perpetrada contra los hombres. No obstante, se ha de reconocer 
que en los últimos años se está empezando a vislumbrar un cambio en este sentido a raíz 
de los trabajos realizados por autores que, como SIVAKUMARAN, profundizan en los 
términos género y masculinidad y llevan a cabo un análisis crítico de la respuesta que el 
Derecho Internacional ofrece a los hombres víctimas de violencia sexual
19
. Además, 
conviene destacar la atención que en los últimos años se está prestando al fenómeno de 
la violencia sexual en los conflictos armados y a la reconstrucción y resolución post-
conflicto desde la literatura académica española. Así, para la elaboración de este trabajo 
se han tenido muy en cuenta los estudios sobre este particular que, desde el rigor 
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científico, aportan luz a este complejo fenómeno que es la comisión de crímenes 
internacionales de violencia sexual durante los conflictos armados
20
.  
Así, a los efectos de desarrollar nuestra investigación se habrán de tener en 
cuenta los aspectos que caracterizan el Derecho Internacional y la revisión 
metodologica que del mismo hace el feminismo. Ambas cuestiones nos servirán para, 
siguiendo el método cualitativo-interpretativo, abordar el tema a estudiar y concluir si 
los mecanismos de justicia transicional contribuyen a poner fin a la impunidad que 
rodea la comisión de crímenes internacionales de violencia sexual durante los conflictos 
armados.  
4. ESTRUCTURA   
El presente trabajo se estructura en cuatro capítulos, cada uno de los cuales 
responde a las diversas aristas que -a nuestro entender- vertebran la contribución de los 
mecanismos de justicia transicional a la lucha contra la impunidad por la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual durante los conflictos armados. Teniendo 
en cuenta que el campo de la justicia transicional se cimenta sobre los sectores jurídicos 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional 
Humanitario y el Derecho Internacional Penal, el estudio de cada una de dichas aristas 
se realiza sobre la base del marco normativo dispuesto por estos sectores del Derecho 
Internacional. No obstante, el sector que soporta en mayor medida la base teórica de 
este trabajo es el del Derecho Internacional Penal, precisamente por haber surgido el 
campo de la justicia transicional como reacción ante la inacción estatal para perseguir 
penalmente a los autores de crímenes internacionales durante los conflictos armados.  
De este modo, en el primer capítulo, Configuración y desarrollo de la 
prohibición de cometer de violencia sexual durante el conflicto armado en el orden 
internacional, estudiaremos la base normativa del Derecho Internacional sobre la que se 
estructura la prohibición de cometer actos de violencia sexual durante el conflicto 
armado. Se trata de una revisión del proceso de configuración de la prohibición en el 
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 Entre otros cabe mencionar los trabajos de Isabel Lirola Delgado y Magdalena M. Martín, Crímenes 
internacionales de violencia sexual y conflictos armados (Pamplona: Thomson Reuters Aranzadi, 2016); 
Raquel Vanyó Salcedo, El Horizonte 1325 en Derecho Internacional: Cartografía del Posconflicto con 




que se han tratado de sistematizar los crímenes internacionales de violencia sexual, 
acudiendo para ello a la normativa emanada del Derecho Internacional Humanitario, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Penal. De 
esta manera, en un primer epígrafe introductorio (1) se relatará el fenómeno de la 
violencia sexual perpetrado durante los conflictos armados, concluyendo que la misma 
es una manifestación de la violencia basada en el género y fiel reflejo de la 
representación hiperbolizada de la estructura social prebélica. Sobre la base de estas 
ideas, en un segundo epígrafe (2) se van a aclarar ciertas cuestiones terminológicas entre 
el término “violencia sexual” y los conceptos jurídicos de “violencia basada en el 
género” y “violencia sexual relativa al conflicto”. En un tercer epígrafe (3) se estudiará 
el proceso de interacción normativa en el que confluyen los sectores del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el 
Derecho Internacional Penal, y que deriva en la prohibición de cometer actos de 
violencia sexual durante los conflictos armados y la incriminación de tales conductas. 
En un cuarto epígrafe (4) se abordará la prohibición y criminalización de los crímenes 
de violencia sexual en el ámbito regional y sub-regional africano, y se estudiará la 
persecución de crímenes internacionales de violencia sexual por los Estados africanos.  
Al segundo capítulo lo hemos denominado Mecanismos para hacer frente a la 
impunidad de los crímenes internacionales de violencia sexual. La contribución de la 
justicia transicional a la rendición de cuentas. Especial consideración del ámbito 
africano. En un primer epígrafe (1) haremos referencia a la reconstrucción post-
conflicto y el deber de rendir cuentas por los crímenes perpetrados durante el conflicto 
armado. En un segundo epígrafe (2) estudiaremos en qué consiste en la actualidad el 
concepto impunidad para el Derecho Internacional, pues como ya hemos indicado, 
consideramos que la existencia de la misma es uno de los rasgos comunes a la violencia 
sexual perpetrada durante los conflictos armados, y enlazaremos esta cuestión con un 
breve estudio sobre la incompatibilidad de las amnistías con el Derecho Internacional 
vigente. Además, se tratarán las cuestiones teóricas del campo de la justicia transicional 
(origen y evolución del término, el dilema, los debates y modelos en torno al campo). 
Así, en un tercer epígrafe (3) profundizaremos en el campo de la justicia transicional y 
se estudiarán las posibles contribuciones del campo a la lucha contra la impunidad por 
la comisión de crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados. En un 




generales a los que se enfrenta el campo de la justicia transicional en el continente 
africano en la actualidad. Así como los problemas (retos) particulares que atañen a cada 
uno de los mecanismos de justicia transicional y se hará referencia a la necesidad de 
incorporar la perspectiva de género a dichos mecanismos. En un quinto epígrafe (5) se 
dará cuenta de la necesaria proyección de género en los mecanismos de justicia 
transicional con el fin de que éstos puedan hacer frente a la lucha contra la impunidad 
por la comisión de crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados.  
Por su parte, el tercer capítulo lo hemos titulado La contribución de la Agenda 
de “Mujeres, Paz y Seguridad” a la Justicia Transicional en África. En un primer 
epígrafe (1) se presentará la Agenda de “Mujeres, paz y seguridad” reflejando el cambio 
que la adopción de la misma ha supuesto para la visión de la mujer en los conflictos 
armados. En el segundo epígrafe (2) se califica la violencia sexual como un fenómeno 
susceptible de amenazar la paz y seguridad internacionales. En el tercer epígrafe (3) se 
analizarán las referencias a la justicia transicional recogidas en las resoluciones del 
Consejo de Seguridad que comprenden la Agenda de “Mujeres, paz y seguridad”. En un 
cuarto epígrafe (4) se estudiará la aplicación en el plano universal, el ámbito regional 
africano y en algunos Estados africanos de la citada Agenda, así como los instrumentos 
de monitoreo y evaluación que pueden utilizarse para seguir la implementación de la 
misma.  
El cuarto capítulo titulado El funcionamiento de los mecanismos de justicia 
transicional en la práctica. Estudio de casos en el contexto africano analiza cada uno de 
los mecanismos de justicia transicional a la luz de una serie de casos pertenecientes al 
ámbito regional africano a fin de concluir si en la actualidad la justicia transicional 
constituye una opción eficaz para cercar la brecha de impunidad que rodea la comisión 
de crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados recientes o que están 
todavía en curso en el continente. Así, en un primer epígrafe introductorio (1) se 
presenta el capítulo, explicando el porqué de este análisis. En un segundo epígrafe (2) se 
tratarán los procedimientos judiciales en los que la CPI investiga y/o enjuicia crímenes 
de violencia sexual. Si bien, se hará estudiando los problemas que suscita -a lo largo de 
las fases procesales en las que se estructuran los procedimientos judiciales en dicho 
órgano jurisdiccional- la atención hacia las víctimas de los crímenes de violencia sexual. 
En el tercer epígrafe (3) se analizarán las Comisiones de la Verdad africanas que han 




para establecer la verdad, rehabilitar y reparar a las víctimas de estos crímenes y 
transformar la justicia de género. En el cuarto epígrafe (4) se hace referencia al sistema 
de reparaciones de la CPI y a algunos de los programas estatales de reparaciones 
africanos.  
Por último, finalizaremos este trabajo con las conclusiones que hemos extraído 





CAPÍTULO I. CONFIGURACIÓN Y DESARROLLO DE 
LA PROHIBICIÓN DE COMETER ACTOS DE 
VIOLENCIA SEXUAL DURANTE EL CONFLICTO 
ARMADO EN EL ORDEN INTERNACIONAL 
1. INTRODUCCIÓN 
Los conflictos armados contemporáneos, con independencia de su carácter 
internacional o interno, hacen de la población civil su víctima principal, cebando sobre 
ella sus desastrosas y dramáticas consecuencias en forma de ataques armados, 
reclutamientos forzosos, violencia y limpieza étnica, genocidio, desapariciones forzadas 
y secuestros, torturas y mutilaciones y dando lugar a desplazamientos masivos de las 
personas afectadas que se ven obligadas a huir de la tierra, abandonando sus familias, 
hogares y posesiones.  
Los riesgos de sufrir éstos y otros actos delictivos durante el transcurso del 
conflicto aumentan en particular en el caso de las mujeres y las niñas, ya que además de 
estar expuestas a los efectos que se ciñen sobre la población civil, también lo están a 
sufrir ciertas formas de violencia especialmente dirigidas contra ellas en base a su sexo 
y a los roles de género y los patrones culturales asociados a su condición femenina, 
entre las que, de forma prevalente y sistemática, se encuentra la violencia sexual
21
. Se 
añade el hecho de que también los hombres y niños suelen ser objeto de violencia 
sexual durante los conflictos, motivada a menudo con el objeto de atacar y destruir el 
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 Las consecuencias que los conflictos armados tienen para los civiles han sido objeto de numerosos 
estudios académicos e institucionales recientes que coinciden en afirmar que los actos delictivos citados 
en el texto son inherentes a la mayoría de los conflictos contemporáneos. La idea que precisa esta nota se 
puede encontrar en: María Julia Moreyra, Conflictos armados y violencia sexual contra las mujeres 
(Buenos Aires: Editores del Puerto, 2007). Véase también: Agencia de Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR), “El mundo de las mujeres refugiadas”, Revista ACNUR 114, 2002. En este estudio 
el organismo de Naciones Unidas estimaba que el 80% de las víctimas de los conflictos armados que 
tuvieron lugar al albor del nuevo siglo, eran mujeres y niños. Ruth Abril Stoeffels, La asistencia 




sentido de la masculinidad y la virilidad
22
, es decir una violencia basada así mismo en 
consideraciones de género, poder y dominación
23
.  
Ahora bien, perpetrada contra ambos sexos, la violencia sexual no es ni mucho 
menos un fenómeno nuevo, sino que ha sido consustancial a toda la tipología de guerras 
y crisis desarrolladas en distintas épocas y contextos
24
. No obstante, durante siglos la 
violencia sexual fue considerada tácitamente como un efecto inevitable de las guerras y 
se ha silenciado calificándola de “daño colateral”. De esta manera, la violencia sexual 
como consecuencia fatal pero ineludible de las guerras, ha sido minimizada a lo largo de 
la historia, asociando su perpetración al deseo irrefrenable de los hombres 
combatientes
25
, y al aislamiento obligatorio al que éstos se ven sometidos durante la 
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 Secretario General de Naciones Unidas, Women, Peace and Security: Study submitted by the Secretary 
General pursuant to Security Council Resolution 1325(2000), 2002, párr.59.  
23
 A menudo la violencia sexual contra los hombres se basa en las nociones de poder y dominación, 
estando ambas nociones conectadas con la idea de masculinidad atribuida a los hombres por el tradicional 
reparto de roles de género. De esta manera, los estereotipos de género sugieren que los hombres no 
pueden ser víctimas, sólo perpetradores. Así, existe en la sociedad la idea de que los hombres víctimas de 
violencia sexual no son verdaderos hombres. Véase: Sandesh Sivakumaran, “Sexual Violence Against 
Men in Armed Conflict”, European Journal of International Law 18, no. 2 (April 2007): 270.  
24
 La publicación en 1975 del libro de Susan Brownmiller Against Our Will: Men, Women and Rape, 
permitió que por primera vez se conociesen datos específicos sobre el fenómeno de la violencia sexual en 
los conflictos armados. Susan Brownmiller, Against Our Will: Men, Women And Rape (United States: 
Simon and Schuster, 1975). Desde entonces, se han ido conociendo datos que hacen referencia a la 
comisión de este tipo de crímenes en los conflictos armados que han tenido lugar a lo largo del siglo XX. 
Así, se ha hablado de que durante la Segunda Guerra Mundial el ejército soviético podría haber violado a 
un número indeterminado de mujeres alemanas (se estima que entre 100.000 y un millón). Entre 80.000 y 
200.000 mujeres asiáticas, en su mayoría coreanas, fueron víctimas de esclavitud sexual por parte del 
ejército japonés en los burdeles que este ejército tenía repartido por toda Asia (caso de las “Comfort 
women”) antes y después de la Segunda Guerra Mundial. También se ha hablado de la comisión de actos 
de esta índole durante la independencia de la India, y la participación del continente que dio lugar a la 
creación de India y Pakistán. En este caso se baraja la cifra de 70.000 mujeres que sufrieron violencia 
sexual y otras muchas que huyeron o se suicidaron para impedir ser víctimas de tales actos, o que fueron 
asesinadas por sus familias para evitar que las violaciones mancharan el honor familiar. En su estudio 
sobre la violencia sexual en conflicto, Vilellas ofrece éstos y otros datos referentes a la comisión de 
crímenes sexuales en varios conflictos alrededor del mundo. Véase: María Vilellas Ariño, “La violencia 
sexual como arma de guerra”, Quaderns de Construcció de Pau 15 (septiembre 2010): 6-7.  En el caso 
del conflicto que tuvo lugar en la República Democrática del Congo entre los años 1996 y 2003 se estima 
que se produjeron alrededor de 40 violaciones por día en la provincia de Kivu. Véase: Claudia Rodriguez, 
“La Violencia Sexual en Kivu Sur”, Forced Migration Review (2007): 45. Como explica esta autora la 
comisión de actos de violencia sexual contra las mujeres y también contra algunos hombres, fue uno de 
los elementos definitorios del conflicto, con consecuencias devastadoras para las víctimas por su crueldad 
y el carácter masivo con el que se cometieron los actos. Por su parte, los casos de Yugoslavia y Ruanda 
sirvieron para despertar la conciencia de la Comunidad Internacional sobre el fenómeno de la violencia 
sexual durante los conflictos armados. (se habla de cifras que varían entre las 20.000 y 50.000 mujeres 
violadas en el caso de Yugoslavia y cientos de miles en el de Ruanda).Véase: Jeanne Ward, “Bosnia and 
Herzegovina If Nor Now, When?: Addressing Gender based Violence in Refugee, Internally Displaced, 
and Post-Conflict Settings”, Regional Human Right Commission (2002): 81.  
25
 Durante mucho tiempo uno de los argumentos más recurrentes para explicar la comisión de violencia 
sexual durante los conflictos ha vinculado la comisión de estos actos con la “urgencia sexual” masculina 
(término usado por Seifert para describir este fenómeno) que los soldados experimentan durante los 






. No en vano con demasiada frecuencia los propios ejércitos entendían la 
violación como uno de los botines de guerra legítimos con el que apaciguar a las 
tropas
27
. Así, la categorización histórica de la violencia sexual como consecuencia 
intrínseca a los conflictos ha tenido como consecuencia que se hayan pasado por alto las 
verdaderas razones de su comisión y sobre todo los efectos tan devastadores que su 
perpetración produce en las víctimas y en la sociedad en general.  
En la actualidad, la doctrina mayoritaria considera que la violencia sexual en los 
conflictos armados no se produce como consecuencia de los impulsos de un grupo de 
soldados descontrolados, sino que a menudo constituye una táctica de guerra deliberada 
y calculada
28
, que, con unos propósitos claros y basada en consideraciones de género, 
pretende lograr el control del enemigo y del curso del conflicto a través del daño 
infringido al cuerpo y mente de la víctima y a la comunidad a la que ésta pertenece.   
Es decir, con el fenómeno de la violencia sexual perpetrada en los conflictos 
armados se asiste a la instrumentalización del cuerpo femenino o feminizado con el fin 
de conseguir ventajas militares a través de la desestabilización del enemigo
29
. Además 
                                                                                                                                                                          
explicaban que los niveles de testosterona aumentan un 80% en situaciones de tensión, achacando a una 
cuestión hormonal y fisiológica la comisión de actos de naturaleza sexual. Argumento rechazado por la 
autora que considera que no pueden alegarse cuestiones biológicas para legitimar la violencia sexual. 
Ruth Seifert, “The Second Front: the logic of sexual violence in wars”, Women´s Studies International 
Forum 19, (issue 1-2 January-April, 1996): 35-43, citando a John Archer y Barbara Lloyd, Sex and 
Gender (Nueva York: Cambridge University Press, 1989). 
26
 Beatriz Frieyro de Lara, “Mujeres: Objetivo militar”, en Género, conflictos armados y seguridad. La 
asesoría de género en operaciones, coord. Margarita Robles Carrillo (Granada: Editorial Universidad de 
Granada, 2012), 64. 
27
 Naciones Unidas, Division for the Advancement of Women Department of Economics and Social 
Affairs, “Sexual Violence and Armed Conflict. United Nations Response”, Programa de divulgación 
sobre el genocidio en Ruanda, 1998.  
28
 Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), “La violación como táctica de 
guerra”, 2006, disponible en: 
http://www.unwomen.org/~/media/headquarters/media/publications/unifem/evawkit_06_factsheet_confli
ctandpostconflict_es.pdf; véase también: Blanca Palacián de Inza, “La violencia sexual como arma de 
guerra”, Documento Análisis 7/2013, Instituto Español de Estudios Estratégicos (enero 2014): 1. Por su 
parte, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas reconoció por vez primera que la violencia sexual 
puede considerarse como una táctica de guerra en la Resolución 1820 (2008), S/1820/2008, de 19 de 
junio de 2008, reconocimiento que ha seguido posteriormente en subsiguientes resoluciones e informes.   
29
 Generalmente, cuando se ha hablado de los efectos desestabilizadores de la violencia sexual se ha 
hecho vinculando la comisión de estos actos con la idea de que los hombres son los guardianes de la 
sexualidad femenina. En contextos de conflictos armados, en los que la mayoría de las mujeres quedan 
solas al frente del cuidado familiar, la comisión de actos delictivos de naturaleza sexual persigue la 
desestabilización del sexo masculino que se siente culpable de no haber podido proteger a sus parientes 
femeninas y evitar que se cometieran dichos actos, sumiendo a los hombres en un estado depresivo 
beneficioso para la parte beligerante contraria que se aprovecharía de la debilidad masculina para tomar 
ventaja estratégica en el curso del conflicto armado. Utilizamos el término feminizado para referirnos a la 
violencia sexual cometida contra los hombres. Esta dinámica se basa en el tradicional reparto de roles de 




la violencia sexual es utilizada como forma de castigo o para extraer información sobre 
cuestiones de interés estratégico
30
. Por otra parte, para entender el uso de la violencia 
sexual como táctica de guerra es necesario contextualizar el tejido social androcéntrico 
y patriarcal que, estando todavía presente en muchas sociedades, legitima y posibilita la 
perpetración de esa violencia. Esto es, la violencia sexual durante los conflictos es la 
representación hiperbolizada de la estructura social prebélica, ya que los “patrones 
sociales de conducta son transportados al seno del conflicto armado donde sigue 
imperando el mismo esquema social”
31
. Consecuentemente, hoy día se considera que la 
violencia sexual consituye un acto de violencia basada en el género.  
La doctrina feminista ha llegado a esta conclusión tras el estudio del crimen de 
violación, afirmando que este crimen es una cuestión de género y no de sexo
32
. Así ha 
sido interpretado por CHINKIN que, siguiendo a BROWNMILLER, considera que la 
violación es un acto de poder y control manifestado a través del privilegio masculino 
sobre la discriminación de las mujeres
33
 y llega a la conclusión de que la violación es 
producto de la cultura patriarcal que predispone a los hombres a la violencia, una 
                                                                                                                                                                          
mujeres como víctimas y a los hombres como perpetradores. En estos contextos socioculturales la 
feminización de la víctima masculina a través de la violación responde al propósito de humillar y 
desestabilizar al hombre, que pasará a ser ninguneado y criticado por la sociedad a la que pertenece. 
Véase al respecto: Amnistía Internacional, “Democratic Republic of Congo: Mass Rape –Time for 
Remedies-“, AI Index: AFR 62/018/2004, London, (2004): 19. 
30
 Sobre este particular, la Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para la 
violencia sexual relacionada con los conflictos, Zainab Bangura, afirmó en el año 2012 la existencia de 
este tipo de prácticas en los conflictos de Siria y Libia. Véase: UN News Centre, “Eradicating Sexual 
Violence in conflict not a misión imposible”, 18 octubre 2012, disponible en:  
http://www.un.org/apps/news/story.asp?NewsID=43325#.WBniJ9XhDIV, última visita: septiembre 2016. 
Por su parte, el Secretario General de Naciones Unidas, incluye a Afganistán y Malí como países en los 
que se han cometido actos de violencia sexual como táctica de guerra contra hombres y niños. Asamblea 
General y Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, “Informe del Secretario General de Naciones 
Unidas sobre la violencia sexual relacionada con los conflictos”, A/67/792-S/2013/149, 14 de marzo de 
2013, párr.10.  
31
 Carolina Jiménez Sánchez, Las mujeres en los conflictos armados: conflicto, proceso de paz y 
posconflicto (Málaga: Atenea. Estudios sobre la mujer. Universidad de Málaga, 2016), 60, citando a Pilar 
Estébanez Estébanez, “El papel de la mujer en conflictos armados y guerras”, Coords. Soledad Becerril 
Bustamante, en El papel de la mujer y el género en los conflictos, Cuaderno de Estrategia 157, Instituto 
Español de Estudios Estratégicos (octubre 2012): 263-302.  
32
 Sin embargo, cierto sector doctrinal ha enfatizado el carácter violento del crimen de violación, en vez 
de  hacer hincapié en el elemento sexual. Al respecto, véase: Regina Graycar y Jenny Morgan, The 
Hidden Gender of Law (Australia: The Federation Press, 2002). 
33
 Christine Chinkin, “Rape and Sexual Abuse of Women in International Law”, European Journal of 
International Law 5 (issue 3: 1994): 326-341, en el que hace sigue las teorías de Susan Bromwiller, 




interpretación que ha sido criticada por considerar que minimiza la gravedad de la 
violación y el elemento de violencia y agresión
34
.  
 En nuestra opinión, el planteamiento de CHINKIN subraya uno de los 
elementos más característicos que definen la dinámica con la que se comete la violencia 
sexual en los conflictos, esto es, la utilización simbólica del cuerpo femenino o 
feminizado como instrumento vehicular con el que infringir daño a la víctima y a la 
comunidad
35
. Si bien, no puede obviarse el carácter violento del acto, que acarrea 
consecuencias físicas, psicológicas y emocionales para las víctimas que generalmente 
son pretendidas por el autor al realizar el acto de naturaleza sexual y que también se 
basan en consideraciones de género
36
.  
En suma, consideramos que la violencia sexual perpetrada durante los conflictos 
armados constituye una táctica de guerra con la que el perpetrador pretende tomar 
ventaja del curso del conflicto armado, y refleja la existencia de la estructura patriarcal 
y las discriminaciones de género de la sociedad prebélica.  
Fenómeno, el de la violencia sexual perpetrada durante los conflictos armados, 
que como hemos visto permaneció invisible para la Comunidad Internacional en el 
pasado; circunstancia que empezó a cambiar a mediados del siglo XX, especialmente en 
la década de los noventa, con el desarrollo en el Derecho Internacional de un conjunto 
de normas destinadas a dirigir y poner fin a la violencia sexual en conflicto
37
.  
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 Al respecto, véase: Carine Mardorossian, “Toward a New Femenist Theory of Rape”, Signs 27, nº3, 
(2002):743-775. 
35
 Naciones Unidas, “Informe del Representante Especial sobre violencia contra la mujer”, Rhadika 
Coomaraswamy, UN.DOC/E/CN.4/1998/54, 26 de enero de 1998, párrafos 12 y ss. En este informe la 
Relatora considera que históricamente se ha entendido la violencia sexual como un tipo de violencia que 
atenta contra el honor y la moral, ya no sólo de la víctima sino de la comunidad en la que ésta vive, 
puesto que el concepto de feminidad ha sido construido en asociación con la castidad, la virginidad y la 
pureza. De este modo, al cometer un acto de violencia sexual contra una mujer se cometía contra toda la 
comunidad, puesto que con la comisión de estos actos se pretendía lanzar el mensaje al enemigo de que 
ha fracasado en su deber de proteger a la mujer. De esta manera, la Relatora considera que en la 
perpetración de violencia sexual durante los conflictos el cuerpo de la mujer es usado simbólicamente 
como instrumento con el que violar a toda la comunidad. 
36
 Este sería el caso de los crímenes de embarazo forzado y esterilización forzada, ya que con su 
perpetración no sólo se busca infringir un daño mental sino también físico a las víctimas al alterar el 
estado ginecológico de las mismas.  
37
 En 1993, a propósito del conflicto armado en la ex Yugoslavia, la Asamblea General consideró que los 
actos de violencia sexual perpetrados durante el conflicto constituían un arma de guerra y un instrumento 
de limpieza étnica en la Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas 48/153 del 20 de 
diciembre de 1993, titulada “La situación de los derechos humanos en el territorio de la ex Yugoslavia: 
violaciones de los derechos humanos en la República de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia y 




De esta manera, la prohibición de cometer actos de violencia sexual establecida 
en el Derecho Internacional Humanitario a través de los Convenios de Ginebra de 1949 
y los Protocolos Adicionales de 1977, se completa con la protección configurada a raíz 
del establecimiento de un conjunto de normas que desde el ámbito del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos se dirigen a proteger a las mujeres y niñas 
durante los conflictos armados o en tiempo de paz, la cual encuentra en los instrumentos 
nucleares que conforman el marco jurídico de los derechos humanos el núcleo 
normativo básico con el que ejercer esa protección en base al principio de no 
discriminación por razón de género. Así, debemos observar la protección ejercida por la 
aplicación de instrumentos convencionales de carácter general como son el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos o la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, junto a la protección específica 
recogida en la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer de 1979.   
Por su parte, ante la generalización de la violación de mujeres en el conflicto de 
la ex Yugoslavia, en 1992 el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas condenó los 
actos y declaró que las detenciones y las violaciones sistemáticas, masivas y 
organizadas de mujeres, en particular musulmanas, en Bosnia-Herzegovina constituía 
un delito internacional que era necesario abordar
38
. Tras esta declaración, el órgano 
encargado de la seguridad de Naciones Unidas prosiguió en su empeño de que los 
individuales responsables de cometer actos de violencia sexual respondieran penalmente 
por tales actos e instó la creación de sendos Tribunales Penales Internacionales: el 
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia(TPIY) y el Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda (TPIR), en cuyos estatutos se incorpora la violación como 
crimen de lesa humanidad, y la violación, prostitución forzada y “cualquier otra forma 
de agresión indecente” en el del TPIR exclusivamente
39
.   
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 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, Resolución 798, S/RES/798 (1992), 18 de diciembre de 
1992.  
39
 En el año 1991 se inició en el territorio de la ex Yugoslavia un conflicto armado multiétnico en el que 
se puso en funcionamiento la práctica denominada “limpieza étnica” dando lugar a gravísimas violaciones 
de las normas del Derecho Internacional Humanitario e incumpliendo todas las partes en conflicto con las 
obligaciones impuestas por el Derecho Internacional Humanitario, especialmente con los Convenios de 
Ginebra de 1949. La Organización de Naciones Unidas estima que se produjeron entre 50.000 y 200.000 
violaciones a mujeres. Naciones Unidas, “Iniciativa de Naciones Unidas para detener la violencia sexual 
en las situaciones en conflicto”, disponible en:  
http://www.stoprapenow.org/uploads/aboutdownloads/1282162745.pdf. última visita: septiembre 2016.  




En la misma línea, a lo largo de la década de los 2000 fueron creados varios 
tribunales mixtos para enjuiciar a los responsables de la comisión de crímenes de 
violencia sexual durante los conflictos que tuvieron lugar en Timor-Leste, los “Paneles 
Especiales para el Enjuiciamiento de delitos graves en Timor-Leste” (2000)
40
; en Sierra 
Leona, “Tribunal Especial para Sierra Leona” (2002)
41
; en Camboya, “Salas 
Extraordinarias para el Enjuiciamiento de los crímenes cometidos durante el periodo de 
la Kampuchea Democrática” (2003)
42
; y, en Irak, “Tribunal Especial de Irak” (2003)
43
. 
Todos ellos han recogido en sus Estatutos delitos de naturaleza sexual, aunque el tipo de 
crímenes recogido varía de uno a otro Tribunal.  
De lo que no hay lugar a duda es que la inclusión de crímenes sexuales en los 
Estatutos de todos estos órganos jurisdiccionales ha coadyuvado a la criminalización en 
el ámbito del Derecho Internacional Penal de la violencia sexual. Este proceso de 
criminalización internacional, que como ya vimos fue iniciado con la inclusión de los 
crímenes sexuales en los Estatutos del TPIY y TPIR y la jurisprudencia de ambos 
Tribunales, culminó con la adopción del Estatuto de Roma y la creación de la Corte 
Penal Internacional (CPI) en el año 1998. Este hito supuso que, por primera vez, fuesen 
recogidos en un instrumento jurídico de alcance universal los delitos de violación, 
                                                                                                                                                                          
1993, por la que se establecía el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia y se aprobaba su 
estatuto, en cuyo artículo 5 la violación figuraba como crimen de lesa humanidad. Por su parte, desde 
abril a junio de 1994 entre 250.000 y medio millón de mujeres y niñas fueron violadas en el marco de uno 
de los genocidios más execrables del siglo veinte. De la misma manera que ya sucediera en Yugoslavia, el 
Consejo de Seguridad adoptó la Resolución 955 (1994) el 8 de noviembre de 1994, a través de la cual 
creó el Tribunal Penal Internacional de Ruanda para “enjuiciar a los responsables de genocidios y otras 
violaciones del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de Ruanda y a ciudadanos de 
Ruanda responsables de genocidio y otras graves violaciones de esa naturaleza cometidas en el territorio 
de Estados vecinos entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1994”. A tal fin el Consejo de Seguridad 
aprobó también el estatuto de dicho tribunal en el que se recogían los actos de violación como crimen de 
lesa humanidad en el artículo 3 y la violación y prostitución forzada como violaciones del artículo 3 
común a los Convenios de Ginebra y del Protocolo Adicional II de los Convenios (artículo 4).   
40
 Establecidos con competencia jurisdiccional exclusiva sobre “delitos graves” cometidos a propósito del 
proceso de independencia que tuvo lugar en 1999, fueron establecidos por la Administración de 
Transición de las Naciones Unidas para Timor Oriental por medio del Reglamento 2000/15, de 6 de junio 
de 2000. 
41
 El Tribunal Especial para Sierra Leona fue establecido en virtud del acuerdo firmado entre la ONU y 
Sierra Leona en enero de 2002 en Freetown, para que se juzgasen los crímenes cometidos en el territorio 
del país desde 1996. Es un tribunal mixto con competencia para juzgar casos que violan las normas del 
DIH y del derecho de Sierra Leona.  
42
 Las Salas Extraordinarias fueron creadas por el acuerdo firmado el 17 de marzo de 2003 entre Naciones 
Unidas y el gobierno de Camboya a fin de que juzgasen los crímenes cometidos por el ejército de los 
Jemeres Rojos entre 1975-1979.  
43
 Dicho Tribunal fue creado el 19 de marzo de 2003  por la Autoridad de la Coalición Provisional, 
formada por Estados Unidos, Australia, Reino Unido y Polonia, con el fin de que se juzgasen los 




prostitución forzada, esclavitud sexual, esterilización forzada y embarazo forzoso como 
crímenes internacionales de violencia sexual.  
En este contexto se sitúa el marco prohibicionista y proteccionista frente a la 
violencia sexual contra las mujeres y los menores en los conflictos armados que 
establecen los instrumentos desarrollados convencionalmente en el ámbito regional 
africano. Tales instrumentos que, como el denominado “Protocolo de Maputo” 
refuerzan la normativa internacional en la materia, se completan con una serie de 
instrumentos de soft law adoptados por la Unión Africana y organizaciones sub-
regionales pertenecientes al ámbito sub-regional africano.  
Partiendo de estas ideas introductorias, a lo largo de este capítulo, llevaremos a 
cabo un análisis (2), breve pero necesario, sobre las diferencias conceptuales existentes 
entre los términos “violencia sexual”, “violencia basada en el género” y “violencia 
sexual relativa al conflicto”. A continuación (3), realizaremos un examen de la 
normativa internacional que desde los ámbitos del Derecho Internacional Humanitario, 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Penal, 
prohíbe y criminaliza la comisión de actos de violencia sexual en los conflictos y 
protege a los individuos para evitar que sufran tales actos. Por último, estudiaremos (4) 
de qué manera los instrumentos convencionales en el ámbito regional africano 
contribuyen a configurar e implementar la prohibición de cometer actos de violencia 
sexual durante los conflictos armados.  
2. DELIMITACIONES CONCEPTUALES Y CUESTIONES PREVIAS: “VIOLENCIA 
SEXUAL”, “VIOLENCIA BASADA EN EL GÉNERO” Y “VIOLENCIA SEXUAL 
RELACIONADA CON LOS CONFLICTOS”  
Resulta necesario comenzar delimitando el concepto de “violencia sexual”, con el 
fin de concretar a qué nos referimos cuando hablamos de la violencia sexual que se 
perpetra durante los conflictos armados, en relación a otros conceptos similares que 
también se utilizan, dependiendo del contexto normativo e institucional, para referirse a 




Así, desde una perspectiva general del concepto y no estrictamente jurídica, por 
violencia sexual se entiende:  
todo acto sexual, la tentativa de consumar un acto sexual, los comentarios o 
insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para comercializar o utilizar de 
cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante coacción por otra persona, 
independientemente de la relación de ésta con la víctima, en cualquier ámbito, 




Por su parte, con el término jurídico “violencia basada en el género” se hace 
referencia a: “una forma de discriminación que inhibe seriamente la capacidad de las 
mujeres para disfrutar de sus derechos y libertades en base de igualdad con el 
hombre”
45
. En similar sentido, el concepto de “discriminación contra la mujer” incluye:   
 
la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es 
mujer o que le afecta de forma desproporcionada”. Este tipo de violencia incluiría 
“actos que infrinjan daño o sufrimiento de índole física, mental o sexual, las amenazas 




Por tanto, los términos “violencia sexual” y “violencia basada en el género” no son 
sinónimos a pesar de que en numerosas ocasiones sean utilizados como tal, sino que la 
violencia sexual es únicamente una de las formas en que se puede manifestar la 
violencia basada en el género. Si trasladamos esta idea a las situaciones de conflicto 
comprobamos que efectivamente las mujeres se ven afectadas durante los mismos por 
multitud de abusos y actos violentos que trascienden el ámbito sexual, lo que supera la 
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 Organización Mundial de la Salud, Violencia contra la mujer: violencia de pareja y violencia sexual 
contra la mujer. Nota descriptiva nº239, Ginebra, 2011. Aunque existen muchas otras definiciones, hemos 
preferido reseñar ésta puesto que consideramos que abarca todos los elementos definitorios que 
comprenden el término, ya que subraya los elementos sexual, coactivo y otorga amplitud contextual sin 
que a su vez se describa ningún acto concreto, lo cual deja abierta la posibilidad de que nuevos modos de 
comisión de este tipo de violencia puedan ser englobados en la misma.  
45
 Recomendación General Nº19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 20 
de enero de 1992.  
46
 Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, adoptada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 18 de septiembre de 1979. Véase también la definición 
otorgada por el Comité Permanente Inter-Agencial, que define la violencia basada en el género en estos 
términos: “cualquier acto dañino que es perpetrado contra una persona, y que se basa en las diferencias 
sociales atribuidas entre hombres y mujeres”. Comité Permanente Inter-Agencial (IASC), Guidelines for 




visión estrictamente “sexualizada” de este tipo de violencia
47
. A este respecto, conviene 
recordar que en la sociedad prebélica las mujeres sufren actos derivados de la 
discriminación de género que les supone ser objeto de conductas violentas, que 
asumidas por cultura o tradición, o bajo coacción, se repiten y exacerban durante el 
conflicto.  
Por tanto, como destaca JIMÉNEZ SÁNCHEZ, deben diferenciarse, de un lado las 
consecuencias derivadas de la violencia sexual y de otro las que se derivan de la 
comisión de actos violentos durante los conflictos armados que tienen un impacto 
específico de género
48
. Dicho lo cual, hemos de reconocer que ambos tipos de violencia 
(sexual y basada en el género) afectan significativamente a las mujeres que sufren las 
consecuencias con mayor intensidad que los hombres, aunque no en exclusividad. 
Sin embargo, fruto de la definición del término “violencia basada en el género” que 
(hasta ahora) se ha venido manejando a nivel normativo en el Derecho Internacional es 
habitual que éste tipo de violencia se asocie exclusivamente con la violencia sexual 
perpetrada contra las mujeres. Se fomenta así un enfoque simplista de la dinámica que 
las relaciones de género juegan en los conflictos, en general y del impacto que dichas 
relaciones causan en ambos sexos, en particular. No en vano, desde los ámbitos del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario se ha fomentado la creación de un entramado normativo proteccionista y 
victimizante en pro de la mujer
49
que, en vez de reducir la práctica discriminatoria, ha 
contribuido a su fortalecimiento, puesto que ha desprovisto a las mujeres de toda 
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 Kauma Bennoune, “Do We Need New international Law to Protect Women in Armed Conflicts?”, 
Case Western Reserve Journal of International Law 2 nº38 (2006/2007): 363-391.  
48
 Dicha autora realiza un estudio de las diferentes consecuencias que tiene la violencia basada en el 
género durante las diferentes etapas que componen el ciclo conflictual. Carolina Jiménez Sánchez, Las 
mujeres en los conflictos armados: conflicto, proceso de paz y posconflicto…, 62-64. Sobre la base de ese 
estudio podemos observar como las consecuencias de tipo sexual son sólo uno de los tipos de 
consecuencias que causa la comisión de violencia basada en el género.  
49
 No supone nada nuevo el decir que, sobre todo el Derecho Internacional Humanitario, pero también el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos han contribuido fervientemente a la vieja idea de que 
durante los conflictos armados las mujeres constituyen un grupo poblacional vulnerable necesitado de 
protección. Esta idea de vulnerabilidad asociada a las mujeres cuyo nacimiento algunos autores sitúan en 
la Ilustración, véase: Shani D’ Cruze y Anupama Rao, “Violence and Vulnerabilities of Gender”, Gender 
& History 16 (issue 3, november 2004): 495-512, y otros asocian a la abolición de la escalvitud y la 
protección de los débiles, véase: Charli Carpenter, Innocent Women and Children: Gender, Norms and 
the Protection of Civilians, Routledge, 2006, tiene serias implicaciones para el liderazgo que las mujeres 
pueden ejercer en la gestión y reconstrucción de las sociedades posconflicto. En este sentido, en los 
últimos años se ha ido conformando una postura doctrinal feminista crítica con la visión que el Derecho 
Internacional propugna sobre la vulnerabilidad femenina. Al respecto, véase: Judith Gardam & Hilary 
Charlesworth, “Protection of Women in Armed Conflict”, Human Rights Quaterly 22, nº1 (2000): 148-




capacidad de acción en el ciclo conflictual y ha mitigado los efectos que tanto la 
violencia basada en el género como la violencia sexual causan en el sexo masculino.  
Y a mayor abundamiento, los efectos derivados de la equiparación lingüística entre 
los términos “violencia basada en el género” y “violencia sexual” se han trasladado a la 
acción institucional de Naciones Unidas, creando confusión sobre los límites 
conceptuales asociados a dichos términos y dando lugar a que no se contemple en toda 




Una de las consecuencias principales de la equiparación de los términos “violencia 
sexual” y “violencia basada en el género” es que se ignoren los efectos que los 
conflictos armados tienen en los hombres. En nuestra opinión, el estudio de las 
dimensiones de género del conflicto debe abarcar las consecuencias que el mismo 
provoca en ambos sexos. Pero mientras que la realidad muestra que los hombres y niños 
son también víctimas de la violencia sexual por razones de género
51
, no existe un 
término equiparable  al de “violencia basada en el género” que califique la violencia 
sexual perpetrada contra los hombres como una cuestión de género.  
En este sentido, al igual que sucede con la violencia sexual cometida contra las 
mujeres, cuando las víctimas son hombres la comisión de este tipo de violencia obedece 
a unos objetivos y propósitos claros y constituye una táctica de guerra. Así, 
SIVAKUMARAN reconoce que, aunque son varias las razones por las que se comete 
violencia sexual contra los hombres, destaca una de ellas
52
.  
                                                          
50 A este respecto desde ciertas posturas feministas se está haciendo hincapié en el hecho de que las 
discusiones sobre el lenguaje en términos de género deben trasladarse al ámbito de la paz y seguridad 
internacionales. En concreto, Scully considera que en los asuntos concernientes a la Agenda sobre 
“Mujeres, paz y seguridad” la retórica es importante, puesto que son muchas las actividades que la 
Comunidad internacional está llevando a cabo y que tienen como referencia dicha “Agenda”, por lo que el 
uso que se hace de estos términos en la misma podría ayudar a mantener o derribar los estereotipos de 
género que subyacen en muchas sociedades. Pamela Scully, “Vulnerable women: A Critical Reflection on 
Human Rights Discourse and Sexual Violence”, Emory International Law Review 23 nº1 (2009): 113-23.  
51
 En los últimos años hemos asistido a una creciente preocupación por la violencia sexual cometida 
contra hombres y niños en el conflicto. Sivakumaran recoge estudios, datos y discusiones en la materia y 
estima que a pesar de las dificultades que supuso documentar los casos de violencia sexual masculina en 
el campo de concentración “Sarajevo Canton”, de las seis mil víctimas ahí recluidas cinco mil eran 
hombres y de estos 80% informaron haber sido violados. Además, reconoce que durante diversos foros 
sobre violencia sexual que fueron celebrados en el seno de Naciones Unidas, los delegados de varios 
países alegaron tener conocimiento de la comisión de violencia sexual y de género también contra 
hombres y niños. Sandesh Sivakumaran, Sexual Violence against Men in Armed Conflict, 276. 
52
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En su opinión, la dinámica de la violencia sexual contra hombres en el marco de los 
conflictos armados está asociada al poder y la dominación, y la construcción de la 
masculinidad en torno al hombre como protector de sí mismo y de los otros 
pertenecientes a su grupo. De este modo, para este autor, “la violencia sexual contra los 
hombres simboliza el des-empoderamiento del grupo nacional, racial, religioso o 
étnico’’, ya que entiende que “el poder y la dominación están conectados con la 
masculinidad y el contexto de la violencia sexual masculina en el conflicto, el poder y la 
dominación se manifiestan a sí mismos en forma de emasculación”
53
. Así, se puede 
concluir que la comisión de violencia sexual contra los hombres durante los conflictos 
armados está profundamente conectada con el modo en que se ha construido 
tradicionalmente el concepto de lo masculino, de manera que su perpetración forma 
parte de la dimensión de género del conflicto y como tal debería ser abordada por el 
Derecho Internacional.  
Sin embargo, hasta muy recientemente, la violencia sexual contra los hombres no ha 
contado con reconocimientos institucional por parte de Naciones Unidas, ya que los 
términos “violencia basada en el género” y “violencia sexual” se asocian únicamente 
con la perpetrada contra las mujeres a través del uso de expresiones tales como “mayor 
vulnerabilidad de mujeres y niños”
54
, o bien se pretendía reflejar una cierta neutralidad 
terminológica en cuanto al sexo por medio del uso de expresiones tales como “en 
particular, mujeres y niños”. Esta neutralidad en realidad no era tal puesto que al uso de 
expresiones supuestamente neutras se solía añadir el término “violencia basada en el 
género”, que como hemos visto, se vinculaba a la violencia ejercida contra la mujer.  
En los últimos años se ha producido un cambio de rumbo terminológico a raíz de la 
introducción en el ámbito de las Naciones Unidas de otro término para referirse a la 
violencia sexual que tiene lugar durante los conflictos armados. Dicho término, que se 
define por primera vez en el Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre 
la violencia sexual relacionada con los conflictos de 2012 es el de “violencia sexual 
relacionada con los conflictos’’ que se refiere a
55
:  
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 Ibídem., p. 270 (traducción propia). 
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 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, “Resolución 1820 sobre la Mujer, la paz y la seguridad”, 
S/RES/1820, 19 de junio de 2008. 
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 Consejo de Seguridad, “Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre la violencia sexual 





incidentes o pautas de violencia sexual (a los efectos del listado de conformidad con la 
Resolución 1960 [2010] del Consejo de Seguridad), es decir, la violación, la 
esclavitud sexual, la prostitución forzada, los embarazos forzados, la esterilización 
forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable que se 
cometa contra las mujeres, los hombres o los niños. Estos incidentes o pautas de 
comportamiento se producen en situaciones de conflicto o posteriores a los conflictos 
o en otras situaciones motivo de preocupación (por ejemplo, durante un 
enfrentamiento político). Además, guardan una relación directa o indirecta con el 
propio conflicto o enfrentamiento político, es decir, una relación temporal, geográfica 
o causal. 
 
A diferencia del concepto “violencia basada en el género”, el término de “violencia 
sexual relacionada con los conflictos”, además de a la violencia contra las mujeres, 
alude expresamente a la violencia sexual cometida contra hombres y niños en el seno de 
un conflicto o tras él. Por ello, consideramos que con su adopción, el Consejo de 
Seguridad refleja la dimensión de género en su integridad. Hay que añadir que dicho 
término ha sido objeto de posteriores concreciones desde que fuese definido por primera 
vez en el año 2012. Así, mientras que inicialmente tal término únicamente aludía a la 
relación directa o indirecta de la violencia sexual con el conflicto armado, en los 
informes subsiguientes del Secretario General se específica la casuística que da lugar a 
esas relaciones directas o indirectas con el conflicto, de forma que “la vinculación puede 
manifestarse en el perfil del autor o de la víctima, el clima de impunidad o la situación 
de colapso del Estado, la existencia de una dimensión transfronteriza o el 
incumplimiento de las disposiciones de un acuerdo de alto el fuego”
56
.  
Por tanto, con la incorporación del concepto “violencia sexual relacionada con los 
conflictos” la cuestión de la violencia sexual pasa a tratarse como una cuestión distinta 
de la “violencia sexual contra la mujer”, dejándose a un lado la estructura simbiótica 
usada anteriormente en el orden internacional. De esta manera, se constata un cambio de 
rumbo en Naciones Unidas respecto a épocas anteriores y una adecuación al contexto 
                                                                                                                                                                          
sin definirse, en la Resolución 1960 (2010) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, S/RES/1960, 
16 de diciembre de 2010. 
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 Secretario General de Naciones Unidas,“Informe del Secretario General sobre la violencia sexual 
relacionada con los conflictos, S/2012/33”, párr.2. En la misma línea: “Informe del Secretario General 
sobre la violencia sexual relacionada con los conflictos”, S/2014/181, 13 de marzo de 2014, párr.1; 
“Informe del Secretario General sobre la violencia sexual relacionada con los conflictos”, S/2013/149, 2 




actual en un doble sentido. De un lado, a través del reconocimiento de la comisión de 
actos de violencia sexual contra hombres y niños en los conflictos, y de otro, mediante 




En suma, consideramos que desde un punto de vista jurídico, conviene la utilización 
del término “violencia sexual relacionada con los conflictos” sobre los otros que hemos 
examinado, por reflejar éste una visión global e integradora del fenómeno de la 
violencia sexual en los conflictos armados actuales.   
3. PROHIBICIÓN Y CRIMINALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN EL 
DERECHO INTERNACIONAL 
El marco jurídico aplicable a los crímenes internacionales de violencia sexual es 
el resultado de la confluencia e interacción de normas e instrumentos jurídicos 
procedentes de tres sectores del Derecho Internacional: el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional 
Penal. Dichos ámbitos sectoriales no funcionan como compartimentos estanco ni se 
comportan de manera estática, sino que interactúan entre sí, a través de un proceso de 
fertilización del que resultan una serie de normas destinadas a evitar, prohibir y 
sancionar la violencia sexual perpetrada durante los conflictos armados
58
. 
Así, en el orden jurídico internacional surgido con posterioridad a la II Guerra 
Mundial se fue configurando a través de la entonces recién nacida Organización de las 
Naciones Unidas un sistema universal de protección de los Derechos Humanos, 
destinado a evitar la repetición de las masacres que tuvieron lugar en dicha contienda. 
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 Este cambio de rumbo se evidencia en el hecho que desde la adopción del citado ISGNU A/66/657-
S/2012/33, el Secretario General ha adoptado en los años sucesivos (2013, 2014 y 2015) dos tipos de 
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Con este objetivo la adopción de una serie de Tratados internacionales de derechos 
humanos y otros instrumentos ha dado lugar al reconocimiento de una serie de derechos 
inderogables e inherentes a la persona, tales como el derecho a la vida, a no sufrir 
torturas o tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, a no ser esclavizado, a la 
integridad física y psíquica. Estos derechos protegen a todas las personas y deben ser 
garantizados en todo tiempo y lugar.  
En este sentido, y aunque inicialmente llama la atención la invisibilidad 
normativa de la violencia sexual en los instrumentos convencionales de protección de 
los Derechos Humanos de ámbito universal, en los últimos años la contribución del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos a la cuestión de la violencia sexual 
durante los conflictos armados se ha articulado a través de tres líneas de acción: la 
interpretación integradora, comprehensiva y renovadora de los instrumentos 
convencionales por parte de los órganos encargados de su supervisión, la adopción de 
nuevos instrumentos convencionales y de soft law tanto en el plano universal como 
regional y la confluencia e interacción con las normas del Derecho Internacional 
Humanitario y el Derecho Internacional Penal
59
. Todo ello ha dado como resultado la 
categorización de la violencia sexual contra las personas como una violación de los 
derechos humanos, consecuencia de lo cual los Estados tienen la obligación de prevenir, 
sancionar y erradicar dicha forma de violencia, y el deber de responder ante las víctimas 
en caso del incumplimiento de dicha obligación
60
. 
Asimismo, a través de los Convenios de Ginebra de 1949 y los Protocolos 
Adicionales de 1977, el Derecho Internacional Humanitario proporciona el marco 
jurídico de protección para los individuos afectados por los conflictos y configura una 
prohibición de cometer actos de violencia sexual durante los mismos.  
Por su parte, el Derecho Internacional Penal ha contribuido notablemente a la 
lucha contra la comisión de violencia sexual durante los conflictos, pues ha asumido un 
importante papel al respecto al criminalizar los actos de naturaleza sexual y crear el 
sistema de justicia penal internacional necesario para juzgar tales actos.  
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3.1. La formulación de la protección contra la violencia sexual durante los 
conflictos armados en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
La mayor parte de las medidas tomadas en el ámbito del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH) para hacer frente a la problemática de la violencia 
sexual en situación de conflicto armado se han desarrollado teniendo como marco a las 
Naciones Unidas. Así, en primer lugar hay que hacer referencia a los principales 
instrumentos convencionales de derechos humanos aprobados en su seno, que aunque 
no recogen de forma explícita la prohibición de cometer actos de violencia sexual, ya 
sea ésta cometida durante los conflictos armados o en tiempo de paz, una interpretación 
amplia de sus disposiciones ha permitido considerar que dicha prohibición podría 
inferirse de los preceptos que en estos Tratados protegen la integridad física, psíquica y 
social, y la libertad física, y prohíben la tortura o los actos inhumanos o degradantes
61
. 
Ni siquiera la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) protege expresamente a las mujeres 




En segundo lugar, desde la década de los noventa del pasado siglo, y ante la 
constatación de la insuficiencia de la protección ofrecida por el marco jurídico de los 
Tratados internacionales de derechos humanos para responder al carácter masivo y 
discriminatorio con el que se estaban cometiendo los actos de violencia sexual
63
, las 
Naciones Unidas empezaron a gestar una serie de iniciativas y a adoptar instrumentos 
que, aunque buena parte de ellos son caracterizados como soft law, están destinados a 
tratar específicamente la cuestión de la violencia sexual contra las mujeres en los 
conflictos armados.  
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En este sentido, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, órgano que monitorea el cumplimiento de la Convención para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer
64
(CEDAW), fue el primero de los organismos de 
Naciones Unidas en dar un paso al frente y en su Recomendación General Nº19 sobre la 
“Violencia contra la mujer” reconoce la violencia sexual como uno de los tipos de 
violencia cometida contra las mujeres en base a la tradicional discriminación en razón 
de género que persiste en muchas sociedades
65
. Además, la Recomendación se refiere a 
la especial vulnerabilidad de las mujeres a vivir actos de agresión sexual durante los 
conflictos armados
66
. En este sentido, como destaca VISEUR-SELLERS, la 
Recomendación, que actúa como interpretación jurídica autorizada de la CEDAW, 
aclara que:  
“la Convención reconoce a las mujeres y a las niñas el derecho a igual protección o 
aplicación no discriminatoria de normas humanitarias en tiempo de conflicto armado 
internacional o interno, y reafirma que las reparaciones por violencia de género relacionada con 
la guerra, como por ejemplo lo es la violación, tienen una dimensión de derechos humanos”
67
. 
Posteriormente, el Comité adoptó la Recomendación General Nº30 sobre las 
mujeres en la prevención de conflictos, las situaciones de conflicto y post-conflicto 
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. En esta Recomendación, el Comité amplía el ámbito de aplicación de la 
CEDAW a situaciones que, aunque no tengan la consideración de conflicto armado en 
virtud del DIH, supongan graves violaciones de los derechos de las mujeres. Uno de los 
aspectos más importantes de la Recomendación es que ésta subraya expresamente la 
complementariedad entre la Convención y el Derecho Internacional Humanitario y el 
Derecho Internacional Penal, considerando que las protecciones establecidas por dichas 
normas son complementarias y no excluyentes
69
.  
Por otra parte, la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de diciembre de 
1993, identificó, al igual que la “Recomendación General Nº19”, los tipos de violencia 
basados en el género que se pueden cometer contra las mujeres, pero dio un paso más al 
especificar que ésta puede tener lugar en el ámbito privado o en la comunidad. Además, 
aún sin hacer referencia explícita a la violencia que se comete en los conflictos armados, 
reconoce la mayor vulnerabilidad a la que las mujeres se ven expuestas durante el 
conflicto y por ello urge a los Estados a que adopten todas las medidas necesarias para 
apoyar a las víctimas y castigar a los perpetradores
70
.  
También en el marco de la “Conferencia Mundial de Naciones Unidas sobre los 
Derechos Humanos”, que tuvo lugar en Viena en 1993, se hizo referencia explícita a la 
violencia sexual cometida contra las mujeres en los conflictos armados
71
. Así, en el 
“Programa de Acción de Viena”, -documento resultante de la “Conferencia”- se 
reconoce novedosamente en un documento de derechos humanos, que las violaciones a 
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los derechos humanos de las mujeres durante los conflictos armados constituyen 
violaciones de los principios fundamentales de los derechos humanos y del Derecho 
Internacional Humanitario, rompiendo con la tradicional visión de que los actos de 
violencia contra la mujer son cuestiones que pertenecen al ámbito privado de la vida de 
las mujeres, y que por lo tanto no son susceptibles de acción gubernamental
72
. En esta 
línea, en el citado documento se expresa la necesidad de que los actos de violencia 
sexual sean documentados adecuadamente, y se urge a los Estados a que den una pronta 
respuesta a los mismos y se les pide que enjuicien a los perpetradores y reparen a las 
víctimas, estableciendo también la necesidad de incorporar la perspectiva de género a 
todas las actividades promovidas y realizadas por Naciones Unidas.   
Dos años más tarde, en 1995, tuvo lugar en Beijing la “Cuarta Conferencia 
Mundial sobre la Mujer”, siendo la violencia sexual cometida contra las mujeres en los 
conflictos armados el tema central de la misma
73
. El documento resultante de dicha 
Conferencia “Declaración y Plataforma de Acción de Beijing” recoge el compromiso 
político adquirido por los países participantes en torno a la necesidad de defender los 
derechos de las mujeres y garantizar su aplicación como derechos inalienables, 
integrales, indivisibles e inherentes a las mujeres y las niñas en su condición de seres 
humanos. Con este fin, alienta a los Estados a que apliquen las estrategias y 
disposiciones recogidas en la “Plataforma de Acción”, en la que se describen los 
problemas más relevantes y los obstáculos que impiden el avance de las mujeres, el 
origen y las causas, los objetivos estratégicos a alcanzar y las medidas para lograrlo. 
Además, conviene subrayar que en su párrafo 141 se solicita a los gobiernos que 
integren la perspectiva de género en la resolución de los conflictos armados, a fin de que 
se analicen los efectos que los conflictos tienen en los hombres y mujeres, ya que éstos 
enfrentan el conflicto, los procesos de paz y recuperación posconflicto de diferente 
manera.   
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La relevancia de la “Plataforma”, se sitúa por tanto en un triple plano. Es la 
primera vez que en un documento internacional de tal envergadura se hace acopio de las 
desigualdades legales y reales que sufren las mujeres (aunque éstas no se relacionan con 
la comisión de actos de violencia sexual). En segundo lugar, en su párrafo 135 reconoce 
que las mujeres se ven particularmente afectadas por los conflictos armados, ya que a 
menudo son víctimas de violaciones sistemáticas que son usadas como armas de guerra.  
Además, se reconoce también por primera vez en un instrumento de carácter universal 
que las violaciones cometidas en el transcurso de un conflicto armado pueden constituir 
un crimen de guerra, y en ciertas circunstancias también crímenes de lesa humanidad y 
genocidio. 
La Conferencia de Beijing ha sido objeto de una serie de exámenes 
quinquenales, realizados con la pretensión de analizar y evaluar el proceso de aplicación 
de la Plataforma. El primero de estos exámenes tuvo lugar entre los días 5-9 de junio de 
2000, y se le dio el nombre de “La mujer en el año 2000: igualdad de género, desarrollo 
y paz para el siglo XXI”. De este examen resultaron dos documentos, una declaración 
política y el documento “Nuevas medidas e iniciativas para la aplicación de la 
Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing”
74
, que contiene dos apartados de 
especial interés.  
En el apartado II) “Logros y obstáculos” se reconocen las diferentes 
repercusiones que los conflictos tienen para hombres y mujeres, y se apela a que en la 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos se tengan en cuenta estas diferencias, esto es, con este mandato se 
está pidiendo que se consideren las dimensiones de género del conflicto. De esta 
manera, se cuestiona a nuestro entender la tradicional visión de los conflictos armados 
como realidades neutras, y se pone en entredicho la creencia de que el origen de la 
violencia sexual es independiente de las estructuras de poder que en términos de género 
perviven en una sociedad
75
. 
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Por su parte el apartado IV) “Medidas e iniciativas” recoge una serie de medidas 
destinadas a superar los obstáculos, enumerados en el apartado II), que están impidiendo 
que se combatan las desigualdades de género. En relación a éstas resulta interesante 
destacar las siguientes medidas dirigidas a que los gobiernos incorporen la perspectiva 
de género en todos los niveles de su actuación: se apela a los Estados a que adopten la 
legislación internacional en la materia y a que modifiquen las disposiciones de los 
ordenamientos jurídicos internos que contravengan el principio de no discriminación en 
razón de género; se reclama a la Comunidad internacional, especialmente a las Naciones 
Unidas y a las organizaciones internacionales y regionales, la creación de la capacidad 
institucional necesaria para aplicar la Plataforma de Acción y para que capaciten en 
materia de género al personal que participe en las operaciones de mantenimiento de la 
paz a fin de que puedan atender a las víctimas de violencia sexual; se apela a los 
gobiernos y la Comunidad internacional para que hagan acopio de datos de casos de 
violencia sexual y para que creen indicadores y otros métodos destinados a medir la 
violencia contra la mujer; y se hace un llamamiento a los Estados para que procesen a 
los presuntos responsables de cometer actos de violencia contra la mujer y garanticen la 
reparación a las víctimas de tales actos.  
Los siguientes exámenes quinquenales celebrados en el año 2000, 2010 y 2015 
por la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer
76
, han concluido en todos 
los casos con la adopción de sendas declaraciones políticas en las que se reafirma el 
compromiso político que los Estados participantes suscribieron al adoptar la 
Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing. El contenido de las tres 
Declaraciones resultantes de los exámenes quinquenales es idéntico, a excepción de la 
consideración que se hace en la Declaración resultante del examen de 2015, en la que se 
incluye a los hombres y niños como participantes en la implementación de la 
“Plataforma”. Sin duda alguna ésta llamada a la participación del sexo masculino 
constituye toda una declaración de intenciones y es el punto de partida de una tendencia 
que empezó a gestarse en aquel momento, a través de la cual Naciones Unidas está 
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empezando a incorporar una visión más integral de lo que supone la aplicación de la 
perspectiva de género. 
No obstante, resulta muy llamativa la preocupación expresada en relación con 
los avances que, sin embargo, no va acompañada de nuevas estrategias para cumplir con 
los compromisos adquiridos en dicha “Plataforma”. Así, se expresa en la Declaración: 
“expresamos preocupación por el hecho de que los progresos hayan sido lentos y 
desiguales, y de que siga habiendo deficiencias importantes y persistan los obstáculos, entre 
otros, las barreras estructurales (…) y de que persistan niveles elevados de desigualdad entre las 
mujeres y hombres, niñas y niños (…) reconocemos las deficiencias que subsisten en relación a 
(…) la violencia contra la mujer, y las mujeres y los conflictos armados”
77
. 
Por último, es necesario destacar el papel ejercido en el ámbito de la lucha 
contra la violencia sexual en los conflictos por los Relatores y Representantes 
Especiales de Naciones Unidas, los cuales son designados por el Secretario General 
para la elaboración de informes periódicos sobre la situación de los derechos humanos 
en los países y sobre ámbitos temáticos específicos. Desde 1992 varios relatores, 
independiente del ámbito temático al que pertenezcan, se han ocupado de tratar las 
violaciones más habituales sufridas por las mujeres y han dado cuenta de las 
necesidades específicas de éstas
78
. No obstante, la elección en 1994 de Radhika 
Coomaraswamy como “Relatora Especial sobre la violencia contra las mujeres, con 
inclusión de sus causas y consecuencias”, impulsó notablemente la atención y 
sensibilización de la Comunidad internacional hacia el fenómeno de la violencia sexual 
en conflicto
79
. En este sentido, conviene destacar el papel ejercido por la Relatora 
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Especial sobre las formas contemporáneas de esclavitud, sus causas y consecuencias, 
Gay. J. McDougall, al afirmar que la comisión de actos de violencia sexual está 
prohibida por el Derecho Internacional, y la necesidad de incorporar la normativa 
internacional en los ordenamientos jurídicos internos, a fin de que se puedan enjuiciar 
todos los actos de violencia sexual cometidos en los conflictos armados
80
. 
3.2. La prohibición de la violencia sexual en el ámbito del Derecho 
Internacional Humanitario  
Paralelamente a la creación del sistema de protección de los derechos humanos, 
el DIH, a través de los Convenios de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales de 
1977, establece una serie de normas protectoras que prohíben, implícitamente y 
explícitamente la comisión de actos constitutivos de violación y otras agresiones 
sexuales en el transcurso de los conflictos armados
81
. Dichas normas complementan la 
protección otorgada por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos
82
 ya que 
                                                                                                                                                                          
es la doctora croata Dr. Dubravka Šimonović. De acuerdo con el mandato recogido en la Resolución 
2003/45, la Relatora deberá: recabar información sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias, de los gobiernos, las organizaciones internacionales y las organizaciones de la sociedad 
civil; recomendar medidas, vías y medios en los planes nacional, internacional y local para eliminar la 
violencia contra la mujer, y colaborar con otros mecanismos y procedimientos de derechos humanos; 
funciones que realizará adoptando un enfoque integral y exhaustivo sobre la violencia contra la mujer. En 
virtud de este mandato, y con el fin de cumplirlo en su integridad, la Relatora realiza informes temáticos, 
visitas a países y atiende quejas individuales. En base a este último procedimiento, la Relatora puede 
recibir información sobre situaciones de violencia individuales, tras lo cual enviará de forma confidencial 
a los gobiernos acciones urgentes y cartas de alegación. Finalmente, recopilará todas estas quejas en un 
Informe Conjunto que será enviado al Consejo de Derechos Humanos. 
80
 Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminación y Protección de las 
Minorías, “Informe final de la Relatora Especial sobre la violación sistemática, la esclavitud sexual y las 
prácticas análogas a la esclavitud en tiempo de conflicto armado”, E/CN.4/Sub.2/1998/13, de 22 de junio 
de 1998.  
81
 Los citados Convenios regulan esta cuestión al igual que ya lo hiciesen previamente sus antecesores en 
la regulación de las normas de la guerra. En este sentido, cabe destacar: el Código Lieber de 1863 
(artículo 44 en el que se prohíbe expresamente la comisión de actos de violencia sexual durante el 
conflicto armado), la II Convención de la Haya de 1899, la IV Convención de la Haya de 1907 (artículo 
46) y su reglamento. 
82
 Tras la Segunda Guerra Mundial, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) impulsó la adopción 
de los Convenios de Ginebra, piedra angular del Derecho Internacional Humanitario, con el propósito de 
mejorar la situación de las víctimas de los conflictos y regular las formas en las que se pueden librar los 
conflictos, intentando limitar en la medida de lo posible los efectos de éstos. Dichos Convenios se 
completaron en el año 1977 con la adopción de dos Protocolos Adicionales, y en 2005 con la adopción de 
un tercer Protocolo que establece un tercer emblema, el cristal rojo. En la actualidad los Convenios son 
vinculantes casi con total universalidad, pues son 194 los Estados Parte. Especialmente importante es el 
IV Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra. Por 
otra parte, el artículo 3 común a los Convenios, que el propio CICR ha considerado como un 
“miniconvenio” dentro de los Convenios, contiene las normas esenciales de los Convenios y las hace 
aplicables a los conflictos sin carácter internacional. Comité Internacional de la Cruz Roja, “Los 




estos instrumentos ofrecen protección general a los civiles y los combatientes que ya no 





, y de “distinción
85
”. Además, los preceptos del DIH brindan 
protección específica a las mujeres, y en este sentido algunas de las disposiciones más 
destacables son aquellas que recogen medidas dirigidas a la separación por sexos en los 
locales de internamiento, a proteger a las mujeres en su papel de madres y a las niñas
86
; 
y por supuesto las que establecen disposiciones específicas relativas a la violencia 
sexual.  
En relación a esta cuestión de la violencia sexual, el IV Convenio de Ginebra -
relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra- fundamenta la 
prohibición de cometer tales actos en la necesidad de no atentar contra su “honor” y 
“pudor” en su artículo 27
87
. Hay que destacar, pese a todo, que esta categorización ha 
sido fuertemente criticada por la doctrina feminista
88
, puesto que considera que la 




 La protección y las garantías consagradas en el DIH se deben otorgar a todas las personas sin hacer 
distinciones basadas en el sexo (artículo 13 IV Convenio de Ginebra de 1949). 
84
 Los beligerantes deben tratar con humanidad a las personas que estén bajo su poder y control. Esta 
garantía es aplicable tanto en los conflictos internacionales como en los no internacionales, sobre la base 
del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949. 
85
 Este constituye un principio fundamental en el DIH, en virtud del cual se obliga a las partes en un 
conflicto armado a realizar en todo momento una distinción entre la población civil y los combatientes, y 
a no dirigir ataques contra los civiles. Además también prohíbe los ataques indiscriminados, es decir, 
aquellos que pese a no tener como blanco a las personas civiles son de tal naturaleza que pueden alcanzar 
indistintamente a objetivos militares y civiles. Véase al respecto: Jean-Marie Henckaerts y Louise 
Doswald-Beck, El Derecho Internacional Humanitario. Volumen I: Normas, (Buenos Aires: Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2007).  
86
 Las niñas se benefician de la protección general que el DIH da a todas las víctimas de conflictos 
armados, la protección específica otorgada a las mujeres y la protección que el Protocolo Adicional I 
establece para los niños, por la cual éstos serán protegidos contra todo atentado al pudor.  
87
 El cual reza así: “las mujeres serán especialmente protegidas contra todo atentado a su honor, y en 
particular, contra la violación, la prostitución forzada y todo atentado a su pudor”. Este artículo, al igual 
que el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, prohíbe los actos de violencia sexual cometidos por 
actores estatales o no estatales, y perpetrados tanto en conflictos armados internacionales como no 
internacionales.  
88
A lo largo de las últimas décadas, han surgido multitud de críticas hacia esta vinculación de la violencia 
sexual con el honor de la mujer, ya que se considera que esta vinculación impide reconocer la brutal 
naturaleza de la violencia sexual, y refuerza la noción de la mujer como propiedad. Véase al respecto: 
Catherine N. Niarchos, “Women, war and rape: challenges facing the International Tribunal for the 
former Yugoslavia”, Human Rights Quarterly 17 (1995): 671-676; Rhonda Copelon, “Surfacing Gender: 
Re-Engraving Crimes against Women in Humanitarian Law”, Hastings Women’s Law Journal 5 nº2 
(Summer 1994):249. Dicha autora considera “la conceptualización de la violación y otras agresiones 
sexuales como un ataque contra el honor, en vez de cómo un crimen de violencia, supone un problema 
central” (traducción propia). Por su parte, para Charlotte Lindsey - encargada de llevar a cabo el proyecto 
“Mujeres y Guerra” del Comité Internacional de la Cruz Roja-, el lenguaje usado en el momento de 
adopción de los Convenios es desafortunado dada la vinculación de la violencia sexual con el honor de las 
mujeres, y se cuestiona si esta vinculación constituye más un juicio de valor que una intención de 




misma ha reforzado la idea de que el honor que debe ser respetado es el del hombre
89
, al 
ser éste el que tiene la propiedad sobre el cuerpo y la sexualidad de la mujer.  
En idénticos términos se recoge la prohibición en los artículos 76.1 del Protocolo 
I (conflictos armados internacionales) y 4.2.e) del Protocolo II (conflictos armados no 
internacionales). Por su parte el artículo 3 común no hace referencia explícita a la 
violación y las agresiones sexuales, y sólo de forma implícita menciona la cuestión al 
recoger la prohibición de cometer “atentados a la integridad corporal” y a la “dignidad 
personal, especialmente a los tratos humillantes y degradantes”; de igual manera en el 
artículo 75.2.b del Protocolo I se prohíbe la tortura y los “atentados contra la dignidad 
personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes”
90
.  
Por su parte el artículo 4.2.e) del Protocolo Adicional II (conflictos armados no 
internacionales), disposición que cabe estimar más progresista que el artículo 27 del IV 
Convenio de Ginebra y el artículo 76.1 del Protocolo I, elimina cualquier referencia al 
honor de las mujeres y amplía los beneficiarios al no contemplar en exclusiva a las 
mujeres con el uso de la expresión “serán objeto de un respeto especial”
91
. Por su parte, 
                                                                                                                                                                          
Review of the Red Cross 82, nº839 (September 2000): 561:580. Véase también: Judith Gardam, “Women, 
human rights and international humanitarian law”, International Review of the Red Cross nº 324 
(september 1998):421-432.  
89
 En un comentario realizado por el Comité Internacional de la Cruz Roja sobre los Convenios de 
Ginebra éste expresó: “El derecho al respeto a su honor es un derecho con el que está investido el hombre 
porque es el que está dotado con razón y consciencia”. Comité Internacional de la Cruz Roja, 
Commentary: IV Geneva Convention Relative to the Protection of Civilian Persons in Time of War of 
art.27, B) Respect of Honour, 1958 (traducción propia). 
90
 La asociación de la sexualidad con el honor sigue estnado presente en algunas sociedades las mujeres 
son asesinadas, tras ser violadas, por la pérdida del honor que tales actos causan a su familia. Los 
llamados crímenes de honor, en los que un miembro de la familia de la mujer, fundamentalmente padre, 
marido o hermano, tiene el derecho de acabar con la vida de la misma si ésta ha cometido adulterio, ha 
rechazado contraer matrimonio o ha sido violada, siguen produciéndose en muchos países, incluidos los 
europeos, fundamentalmente en comunidades asiáticas o africanas de religión musulmana en las que en 
sus países existen leyes que recogen estas prácticas.  
91
 La protección ejercida por el DIH requiere que se realicen dos precisiones. En primer lugar, el papel 
otorgado por el propio DIH a las mujeres es el de víctimas, sin que se las considere en su papel como 
combatientes en ninguna disposición de los Convenios de Ginebra ni de los Protocolos Adicionales. Esta 
posibilidad ha permanecido invisible para el Derecho Internacional durante décadas, a pesar de lo cual 
existen datos de la existencia de mujeres combatientes en los conflictos que han tenido lugar durante 
todas las épocas, si bien su papel en el frente se hace especialmente evidente tras la Segunda Guerra 
Mundial. En este sentido, véase el repaso histórico sobre este particular realizado por Carolina Jiménez 
Sánchez, Las mujeres en los conflictos armados: conflicto, proceso de paz y posconflicto…, 84-87. 
Además es necesario subrayar que aunque en muchos casos las mujeres se han unido a las filas rebeldes o 
de los ejércitos regulares tras haber sido reclutadas forzosamente, en otros casos éstas se alistaron 
voluntariamente. Al respecto, nos resulta especialmente interesante la relevancia que adquiere la 
existencia de mujeres combatientes para el estudio de las dimensiones de género del conflicto. Basta citar 
como ejemplo las declaraciones realizadas por la Tte. Ada, comandante en el Batallón Caracal en la 
frontera entre Israel y Sinaí: “los combatientes del Estado Islámico están aterrados de ser vencidos por 




el artículo 14 del III Convenio de Ginebra –sobre el trato debido a los prisioneros de 
guerra- establece el derecho, en todas las circunstancias, “al respeto de su persona y de 
su honor”. 
Todas estas disposiciones relativas a la prohibición de cometer violaciones u 
otras agresiones sexuales plantean el problema de no estar comprendidas dentro del 
artículo 147 del IV Convenio, en el cual se recogen los actos que se consideran como 
“infracciones graves”
92
. Si bien, hoy día se considera que los actos de naturaleza sexual 
pueden quedar equiparados e incluirse en otras disposiciones que sí tienen tal 
consideración como “el homicidio intencional, la tortura o los tratos inhumanos, o el 
hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar contra la dignidad 
física o la salud”
93
.  
En concreto, en relación con el crimen de tortura, aunque a la luz de los 
Convenios de Ginebra la consideración de los actos de índole sexual bajo el tipo 
delictivo “tortura” sólo podría hacerse cuando los actos se cometen con la intención de 
                                                                                                                                                                          
“Mujeres combatientes contra el Estado Islámico”. Disponible en:  
https://www.idfblog.com/spanish/mujeres-en-el-sinai/, última visita: febrero 2017. La cuestión de las 
mujeres combatientes ha recibido atención institucional sobre todo a raíz de la adopción por parte del 
Consejo de Seguridad de la Resolución 1325 (2000) y las subsiguientes Resoluciones sobre “Mujer, paz y 
seguridad”, creadas sobre la base de la necesidad de incorporar la perspectiva de género a la agenda de 
paz y seguridad. Las iniciativas derivadas de esta incorporación transcurren fundamentalmente por dos 
vías: la incorporación de las mujeres a las Fuerzas Armadas y la sensibilización en género a los 
participantes en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz. En segundo lugar, conviene reiterar una vez 
más la cuestión de los hombres como víctimas de violencia sexual en los conflictos armados, pese a la 
ausencia de disposiciones expresas en el DIH en las que se recoja esta realidad.   
92
 De este modo, la comisión de violencia sexual no constituye una infracción grave al Derecho 
Internacional Humanitario, sino un “acto contrario al derecho internacional humanitario”. Esta distinción 
es importante a efectos de persecución pues las infracciones graves conllevan una obligación de reprimir 
dichos actos, incluso la activación de la jurisdicción universal. Si bien, conviene recordar que la 
activación de este principio de jurisdicción universal en un Estado requiere que éste haya adoptado en su 
ordenamiento jurídico interno las medidas necesarias para establecer dicha jurisdicción universal. Para un 
estudio detallado sobre este principio, veáse : Jorge Pueyo Losa, “Represión de crímenes internacionales: 
sobre como se rompe el cerco a la impunidad”, en Estudios de Derecho Internacional y Derecho Europeo 
en Homenaje al Profesor Manuel Pérez González Tomo I, eds. Jorge Cardona Llorens, Jorge Pueyo Losa, 
José Luis Rodríguez- Villasante y Prieto y José Manuel Sobrino Heredia (Valencia: Tirant lo Blanch, 
2012): 1039-1069.  
93
 Al respecto, véase Comité Internacional de la Cruz Roja, Aide-Memoire, 3 de diciembre de 1992, 
párr.2. Con esta opinión el CICR clarificó que el sistema de infracciones graves recogido en el artículo 
147 del IV Convenio de Ginebra, y en particular “el hecho de causar deliberadamente graves sufrimientos 
o de atentar contra la integridad física o la salud” cubre la violación y cualquier otro ataque contra la 
dignidad de la mujer. Yougindra, Khushalani, Dignity and Honour of Women as Basic and Fundamental 
Human Rights, Martinus Nijhoff Publishers, The Hague, 1982, pp. 39-76. En este sentido, conviene 
recordar que el Fiscal del TPIY realizó en 1995 dos acusaciones en las que en la imputación de cargos 
calificaba la violación como infracción grave, un crimen contra la humanidad y una violación a las leyes 
y costumbres de la guerra, considerando la violación como “imposición deliberada de grandes 
sufrimientos”. TPIY, Case Prosecutor v. Željko Mejakić, Initial Indictment, IT-95-4-I, 13 February 1995; 




extraer información, hay que tener en cuenta la definición de tortura contenida en la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Penas Degradantes 
(1987) y en la Convención Interamericana para Prevenir y Castigar la Tortura (1985), de 
acuerdo con las cuales se considera tortura “la imposición deliberada de severos dolores 
o sufrimientos físicos o mentales a una persona no sólo con el fin de obtener 
información, sino también de castigar, intimidar, discriminar, destruir la personalidad de 
la víctima o disminuir sus capacidades personales”. De esta manera, es una cuestión 
ampliamente aceptada el considerar que siempre que se cumplan los requisitos para ello, 
la violencia sexual podrá calificarse de tortura
94
.  
3.3 La criminalización en el ámbito del Derecho Internacional Penal 
Actualmente, no hay duda de que la perpetración de actos delictivos de 
naturaleza sexual durante los conflictos armados genera la comisión de un crimen 
internacional de transcendencia internacional
95
. Pero esto no siempre ha sido así. Al 
respecto, OLLE SESÉ habla de “la tradicional ausencia de una tipificación y 
delimitación internacional de los elementos de los crímenes internacionales hasta 
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 Amnistía Internacional considera que la violencia sexual es una forma de tortura utilizada como arma 
de guerra por todas las partes en los conflictos, como ocurrió en los Balcanes, Colombia o la República 
Democrática del Congo. Véase la calificación hecha por Amnistía Internacional al respecto, disponible 
en: https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/temas/tortura/, última visita: octubre 2016. Por su parte, 
para la entonces Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, la violación y otros tipos de 
violencia sexual constituyen una forma de tortura, calificación que realizó tras haber recibido suficiente  
información sobre que el uso de la violencia sexual como instrumento para castigar, intimidar y humillar 
a las víctimas durante los conflictos armados.  Véase: Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o penas 
degradantes”, E/CN.4/1994/31, 6 de enero de 1994, párr.423-432. Por su parte, el Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda hizo lo propio en el conocido como caso Akayesu. Véase: Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda, Prosecutor vs. Akayesu, ICTR-96-4-T, 2 de septiembre de 1998.   
95
 Este tipo de crímenes, también llamados “esenciales”, “fundamentales” o core crimes, coinciden con 
los que Triffterer (citado en Gil) denominó crímenes internacionales en sentido estricto, y son aquellos 
que amenazan los valores jurídicos internacionales y por los que se exige una responsabilidad inmediata 
del Derecho Internacional, entre estos se incluirían la agresión, los crímenes de guerra y los crímenes de 
lesa humanidad. Véase Alicia Gil Gil, Derecho Penal Internacional, (Madrid: Tecnos, 1999):44. Desde la 
Resolución AG 177 (II), sobre formulación de los principios reconocidos en el Estatuto y por las 
sentencias del Tribunal de Nuremberg”, 21 de noviembre de 1947, a través de la cual la Asamblea 
General encargó a la Comisión de Derecho Internacional la elaboración de un Código Penal Internacional 
para Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la humanidad, hasta la aprobación del Estatuto de Roma en 
1998 han tenido lugar muchos intentos sobre este particular. Un estudio sobre la evolución histórica de 
los crímenes internacionales hasta la codificación de algunos de ellos en el Estatuto de Roma puede 
consultarse en: Antonio Remiro Brotóns, “Los crímenes de derecho internacional y su persecución 
judicial”, El Derecho Penal Internacional (Madrid: Cuadernos de Derecho Judicial, 2001). Así las cosas, 
ningún Tratado internacional, ni siquiera el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, regula 
absolutamente todos los crímenes internacionales, que conllevan la responsabilidad internacional penal 
del individuo. Es el propio Estatuto el que descarta en los artículos 10 y 22.3 que en dicho instrumento se 






. Ausencia que en relación a los crímenes sexuales se extendió más allá de 
Núremberg perdurando hasta la creación de los Tribunales Penales Internacionales para 
la Ex Yugoslavia y Ruanda. Este momento histórico dio inicio a la configuración de los 
elementos constitutivos de los crímenes internacionales de violencia sexual culminando 
con la inclusión de los mismos como crímenes de lesa humanidad, de guerra y 
genocidio dentro de la competencia material de la Corte Penal Internacional.  
En este sentido, cuando hablamos de “crímenes internacionales de violencia 
sexual” nos estamos refiriendo a aquellos actos delictivos de naturaleza sexual, que 
puedan suponer contacto físico o no, y que se cometen al margen de la voluntad de la 
víctima mediando violencia física, amenaza, amenaza de la fuerza, coacción o 
aprovechando la existencia de un entorno coercitivo o ciertas circunstancias 
contextuales; circunstancias todas ellas que impiden a la víctima prestar su libre 
consentimiento.  
Así pues, la preocupación y consternación hacia la comisión de crímenes 
sexuales durante los conflictos se manifestó con toda contundencia debido al carácter 
endémico con el que este tipo de actos fueron cometidos durante las guerras que 
tuvieron lugar en la década de los noventa del pasado siglo en los territorios de la ex 
Yugoslavia y Ruanda. Fue así como el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, tras 
reconocer que la violencia sexual en el conflicto de los Balcanes estaba siendo usada 
como arma de guerra e instrumento de “limpieza étnica”
97
, utilizada de forma 
sistemática, masiva y organizada contra la población civil, decidió el establecimiento 
del Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia a través de la Resolución 
827 (1993) en virtud del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, creando al año 
siguiente el Tribunal Penal Internacional para Ruanda, mediante la Resolución 955 
(1994), sobre la base del mismo capítulo.  
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 Manuel Ollé Sesé, Justicia Universal para crímenes internacionales (Madrid: Editorial La Ley, 2008), 
199.  
97
 Véanse al respecto: Consejo de Seguridad Resolución 808 (1993), de 22 de febrero de 1992; 
Resolución 780 (1992), de 6 de octubre de 1992, y en especial: Resolución 798 (1992), de 18 de 
diciembre de 1992. El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas creó al auspicio de la adopción de la 
citada Res. 780 una Comisión de Expertos con el fin de que investigasen las violaciones de Derecho 
Internacional cometidas en el territorio de la ex Yugoslavia. En el informe final de dicha comisión, el 
equipo de expertos concluyó que la mejor manera de destruir la moral de los musulmanes, su deseo de 
luchar y su voluntad era violar a sus mujeres, sobre todo a las menores y a las niñas y matar a los 
miembros de esta comunidad. Véase: Consejo de Seguridad, “Final Repport of the United Nations 
Commissions of Experts established pursuant to Security Council resolution 780 (1992)”, S/1994/674, 27 




La adopción de los estatutos de ambos Tribunales y la actividad judicial de 
dichos órganos judiciales posibilitó el establecimiento de normas dirigidas a configurar 
la responsabilidad penal de los individuos por la comisión de actos de violencia sexual 
en los conflictos armados, marcando el inicio de la lucha contra la impunidad por éste 
tipo de actos y la configuración de los elementos que en la actualidad definen los 
crímenes de naturaleza sexual, puesto que hasta entonces ningún otro tribunal 
internacional se había ocupado de esta cuestión
98
, a pesar de la existencia de casos tan 
flagrantes de violencia sexual durante los conflictos armados como el que vivieron las 
llamadas “Comfort Women” durante la Segunda Guerra Mundial
99
. Siguiendo esta 
estela, otros órganos jurisdiccionales internacionales han influido, a través de sus 
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 Con anterioridad a la creación de estos órganos, y sobre la base de la tradicional invisibilidad judicial y 
pacata regulación internacional que rodeaba a dichos crímenes, no existían experiencias relevantes de 
tribunales penales internacionales que hubiesen enjuiciado a los perpetradores de haber cometido 
crímenes internacionales de violencia sexual. Así, el Tribunal de Núremberg no consideró los actos de 
violencia sexual entre los crímenes de guerra y de lesa humanidad que figuraban en su estatuto, a pesar de 
las numerosas evidencias de la comisión de tales actos por ambos bandos. Se ha hablado de la existencia 
de violaciones masivas a mujeres, entre otros, por las tropas italianas y por el ejército soviético. Además 
durante los juicios de Nuremberg se mostraron suficientes evidencias de las violaciones cometidas por el 
ejército alemán. Rhonda Copelon, “Gendered War Crimes: Reconceptualizing Rape in Time of War”, en 
Women’s Rights, Human Rights, International Feminist Perspectives, eds. Julie Stone Peters y Andrea 
Wolper (London/New York: Routledge, 1995). Los fiscales francés y soviético que participaron en los 
juicios de Nuremberg, informaron a dicho Tribunal sobre el trato dispensado a las mujeres judías en 
ciertos campos de concentración y la violación masiva de mujeres y niñas soviéticas por las tropas 
alemanas en los territorios ocupados de la entonces Unión Soviética. María del Rosario Ojinaga Ruíz, “La 
prohibición y criminalización en Derecho Internacional de las violencias sexuales contra mujeres civiles 
en conflictos armados”, Boletín de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia, nº 19 (2002):199-268. Por su parte, el Tribunal Militar de Tokio condenó a los generales 
Toyoda y Matsui como responsables de la violación de las leyes y costumbres de la guerra durante los 
asaltos que tuvieron lugar en la toma de Nanking, incluyendo la violación y otras agresiones sexuales en 
los actos objeto de la condena. Sin embargo, casos tan paradigmáticos como el conocido caso de las 
“Comfort Women” fueron ninguneados y ocultados hasta tiempos recientes. 
99
 Se denominó “Comfort Women” o “mujeres consoladoras” a las mujeres de los países ocupados por 
Japón durante la II Guerra Mundial (coreanas, chinas, filipinas, tailandesas, vietnamitas e indonesias, 
entre otras) que fueron secuestradas por el ejército japonés e internadas en centros de violación 
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los soldados, evitar que contrajesen enfermedades de transmisión sexual e impedir el espionaje durante 
los asedios militares a las ciudades. Los hechos descritos, negados por el gobierno e historiadores 
nipones, fueron denunciados por la Relatora Especial sobre violencia contra las mujeres, Radhika 
Coomaraswamy, que manifestó que los relatos de estas mujeres se encontraban entre los más horribles 
que había escuchado. Relatora Especial para la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, 
Radhika Coomaraswamy, “Informe de la misión a la República Popular Democrática de Corea, la 
República de Corea y Japón sobre el asunto de la esclavitud sexual militar en tiempo de guerra”, 
E/CN.4/1996/53/Add.1, 4 de enero de 1996. El 28 de diciembre de 2015 los gobiernos de Japón y Corea 
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millones de dólares para la creación de proyectos en el país. Los expertos de Naciones Unidas han 
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pronunciamientos y sentencias en materia de violencia sexual, en la determinación, 
clarificación y consolidación de los elementos constitutivos de los crímenes de 
violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, esterilización forzada y embarazo 
forzoso.  
No en vano, la consideración de que la prohibición de la violencia sexual 
constituye una norma de ius cogens tiene hoy en día amplia aceptación en la doctrina
100
, 
sobretodo en relación a la violación -especialmente cuando ésta constituye tortura, 
genocidio o crímenes de guerra- y la esclavitud sexual
101
. Tal consideración, siguiendo a 
BASSIOUNI, comporta ciertas obligaciones erga omnes, entre ellas la exclusión de la 
impunidad y la aplicación de la jurisdicción universal 
102
.  
Por todas estas razones, en los siguientes puntos se tratará la contribución de los 
TPIY y TIPR, el Tribunal Especial para Sierra Leona, y de forma muy destacada la de la 
Corte Penal Internacional, a la criminalización de la violencia sexual y a la 
consolidación del principio de responsabilidad penal individual por su comisión durante 
los conflictos armados. En este sentido, se va a realizar una revisión de la jurisprudencia 
de estos Tribunales, teniendo además en cuenta las principales interpretaciones 
doctrinales que ha suscitado la jurisprudencia en materia de crímenes internacionales de 
violencia sexual. En este sentido, conviene advertir que hemos realizado dicha revisión 
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con la pretensión de identificar el marco teórico de los crímenes internacionales de 
violencia sexual, que serán estudiados en los siguientes puntos atendiendo 
exclusivamente a sus aspectos sustantivos, con el fin de sistematizar los elementos de 
los crímenes y establecer el punto de partida en relación a los crímenes internacionales 
de violencia sexual.  
3.3.1. Contribuciones de los Tribunales Penales Internacionales para la ex 
Yugoslavia y Ruanda   
 Desde un punto de vista sustantivo, la principal aportación de la jurisprudencia 
de los TPIY y TPIR a la criminalización de la violencia sexual en el plano internacional 
se refiere, en primer lugar, a la definición del crimen de violación.  
A este respecto, en el caso Akayesu, el TPIR tuvo que hacer frente a la ausencia de 
una definición de este crimen de violación en el Derecho Internacional, iniciando el 
proceso de concreción de los elementos objetivos del crimen en el Derecho 
Internacional Penal
103
. Así, adoptó una definición no mecánica de la violación que, 
centrada en la agresión sufrida por la víctima, comprende no sólo los actos de 
penetración vaginal, sino también los cometidos con cualquier objeto y en cualquier 
orificio corporal
104
. En este primer momento los elementos definitorios del crimen se 
establecieron de forma genérica, considerando el elemento material de la violación 
como un “acto de naturaleza sexual que es cometido sobre una persona” al que se 
añadió el elemento contextual de que los actos fuesen cometidos “bajo circunstancias 
que son coercitivas”, pero sin mencionar que tipos de circunstancias comprenderían la 
coerción
105
. A ello se añade la superación de la interpretación más clásica del Derecho 
Internacional Humanitario en virtud de la cual la violación y otras agresiones sexuales 
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se consideraban actos que atentan contra el honor de las mujeres, pasando a calificar la 




Por su parte, con la definición del crimen de violación adoptada por el TPIY en 
el caso Furundziya, dicho Tribunal dió un paso atrás respecto a la formulada por el 
TPIR en el caso Akayesu, al adoptar una definición mecánica del crimen de violación 
basada en una descripción de actos y partes corporales
107
. En consecuencia, si bien 
dicho Tribunal considera en este caso que el actus reus del crimen exigue la 
penetración, optó por adoptar una definición que permitiese encuadrar los actos 
perpetrados contra mujeres y hombres, afirmando que este crimen debe proteger a todo 
ser humano. No obstante, al realizar esta afirmación el TPIY confundió los términos 
sexo y género.  Además, el Tribunal limitó el elemento contextual del crimen al 
introducir las siguientes circunstancias coercitivas: la coerción, fuerza o amenaza de 
fuerza contra la víctima o una “tercera persona”
108
.  
El mismo Tribunal en el conocido como caso Kunarac et. Al, afina su postura en 
lo relativo al elemento contextual del crimen de violación, al considerar que no es 
necesario que se cometa el acto bajo las causas coercitivas alegadas en el caso 
Furundziya, sino que es suficiente con que se acredite que el mismo no fue voluntario o 
consentido y que se cometió vulnerando la autonomía sexual de la víctima por la 
existencia de multitud de factores, tales como: la imposibilidad de ofrecer resistencia, la 
especial vulnerabilidad de la víctima, la detención ilegal o el abuso de autoridad, ya que 
como precisa el Tribunal “la autonomía sexual es violada dondequiera que la persona 
sujeto del acto no lo haya consentido libremente o no haya participado  del mismo, 
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crímenes sexuales en el Derecho Internacional Humanitario”, Informes 8/2013 (Barcelona: Institut Català 
per la Pau, 2013): 58, citando a Anne-M. De Brouwer, Supranational Criminal Prosecution of Sexual 
Violence: The ICC and the Practice of the ICTY and the ICTR (Oxford: Intersentia School of Human 






. En este sentido, la fuerza, amenaza, o tomar ventaja de una persona 
vulnerable son indicios para la calificación del crimen pero no factores determinativos, 
puesto que éstos únicamente sirven para proporcionar pruebas que permitan esclarecer 
si existe o no la voluntariedad en el consentimiento
110
, pero no concluyen si la víctima 
al consentir gozaba de la autonomía necesaria para ello
111
.  
También en relación con la violación, hay que hacer referencia a la consideración 
por el TPIR en el caso Akayesu de la violación como un crimen de genocidio, al 
entender el Tribunal que “los crímenes de violación y violencia sexual constituyen un 
crimen de genocidio de la misma manera que cualesquiera otros actos que sean 
cometidos con el propósito específico de destruir, en todo o en parte, a un grupo 
particular”
112
. Éstos actos, tal y como precisó el Tribunal han de ser cometidos contra 
una persona mediando coacción, ejercida por parte del autor o por las circunstancias 
contextuales en las que se produjo el acto
113
.  
La segunda aportación de la jurisprudencia de estos Tribunales se refiere a la 
identificación del crimen de esclavitud sexual, al que se refirió el TPIY en el caso 
Kunarac en el que condenó a los acusados como responsables penales de la comisión de 
los crímenes de lesa humanidad de violación y esclavitud sexual, por la retención y 
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Judgement, ICTR-96-13-A, 16 de noviembre de 2001); así como cuando se ha aprovechado un entorno 
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violación en masa de mujeres musulmanas llevada a cabo por el ejército serbio en los 
campos de detención situados en el municipio de Foca (Bosnia Herzegovina)
114
.  
Aunque la incriminación autónoma de este crimen no se produjo hasta la 
adopción del Estatuto de Roma, el TPIY ya citó algunos factores que pueden ser 
considerados para determinar la comisión del crimen, los cuales ejemplifican los dos 
elementos que conforman su perpetración, esto es: el “ejercicio de propiedad” y “la falta 
de autonomía de la víctima”. Al no existir norma penal que recogiese el crimen de 
esclavitud sexual, el Tribunal juzgó los actos imputados a partir del crimen de 
esclavitud, que en virtud del derecho consuetudinario ha sido categorizado como crimen 
contra la humanidad
115
, y definido como “el ejercicio de alguno o todos los poderes que 
atacan el derecho de propiedad de una persona” (actus reus), y “el ejercicio intencional 
de tales poderes” (mens rea)
116
.  
Sobre la base de estos elementos, dicho órgano judicial determinó que existen 
ciertos sub-elementos, asociados con el control y la propiedad, cuya presencia indica la 
existencia de un crimen de esclavitud, esto es: la restricción o control de la autonomía 
individual; libertad de elección o de movimiento; ausencia de consentimiento -o si ha 
sido otorgado sin libertad-; explotación, imposición de trabajos forzosos -a menudo sin 
remuneración y que generalmente implican un sufrimiento físico-; sexo; prostitución; 
tráfico de personas; afirmación de exclusividad; sujeción a tratamientos crueles y 
abusos, y control de la sexualidad
117
.  
Además, consideró que existen ciertas circunstancias que estando presentes en la 
comisión del acto, si bien no lo convierten automáticamente en crimen de esclavitud, sí 
pueden indicar la existencia del mismo, estos son: la duración en el “ejercicio de 
propiedad” y la ganancia para el perpetrador del acto
118
. Así mismo precisó que ni la 
restricción física, ni la detención son elementos requeridos para la existencia de este 
crimen; de modo que, la existencia de barreras físicas no es un factor clave para calificar 
el acto como esclavitud, pero sí lo es la presencia de barreras psicológicas. Por ello, en 
este caso el miedo que las mujeres tenían a las represalias si tras escaparse eran de 
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nuevo capturadas, y la situación de conflicto armado indujeron al Tribunal a concluir la 
existencia de un crimen de esclavitud
119
.  
Pese a todo, el Tribunal no mencionó el término “esclavitud sexual” en el citado 
pronunciamiento ya que, como se ha visto, el “ejercicio de los poderes” que implica 
sexo y control sobre la sexualidad sí figura entre los sub-elementos cuya presencia 
indica la existencia del crimen de esclavitud, aunque consideró que en este caso los 
crímenes de esclavitud y violación estaban intrínsecamente conectados, puesto que el 
fin último por el que estas mujeres eran retenidas era para que los perpetradores 
sometiesen a las víctimas a reiteradas violaciones. Sin embargo, la constatación de la 
conexión entre ambos crímenes no fue suficiente para que el Tribunal considerase la 
existencia de un crimen autónomo de esclavitud sexual, considerando tal circunstancia 




3.3.2. Contribuciones del Estatuto de Roma y la Corte Penal Internacional: 
la incriminación definitiva de la violencia sexual  
El salto definitivo hacia la plena tipificación de los crímenes sexuales se produce 
con la adopción del Estatuto de Roma y la creación de la Corte Penal. La descripción de 
tales conductas en el citado instrumento y en los Elementos de los Crímenes permite dar 
cumplimiento íntegro al principio de legalidad penal nullum crimen, nulla poena sine 
lege previa y constituye, junto a la inclusión del mandato de género, la mayor 
aportación del Derecho Internacional Penal a la incriminación de los actos de violencia 
sexual cuya comisión transciende a toda la humanidad
121
.  
En nuestra opinión, al margen de las críticas formuladas en relación a la 
ambigüedad con la que fue definido el término género en el ER
122
, su inclusión en dicho 
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instrumento se realizó con vocación de transversalidad y supone: la consideración del 
parámetro género en el crimen de persecución (artículo 7.1.h ER); la prohibición de la 
discriminación en razón de género (artículo 21.3 ER); la consideración del agravante en 
razón de género (Regla 145. 2.b.v) RPP en relación con el artículo 21.3 ER); que, a 
excepción del crímen de embarazo forzado, todos los crímenes pueden ser perpetrados 
contra mujeres y hombres; la protección de las víctimas y testigos de violencia sexual y 
por razón de género (artículo 68.1 ER). 
Antes de pasar al análisis de cada uno de los crímenes de naturaleza sexual 
recogidos en el citado instrumento internacional, esto es: violación, esclavitud sexual, 
embarazado forzado, prostitución forzada, esterilización forzada y “otras formas de 
violencia sexual”, conviene hacer dos precisiones metodológicas al respecto
123
.  
En primer lugar, en lo que sigue se adoptará una descripción sistémica de cada 
una de los crímenes, ya que las conductas de cada uno de ellos son las mismas 
cualquiera que sea el elemento contextual que, en todo caso, sólo determinará su 
calificación como crímenes contra la humanidad (artículo 7.1. g ER) crímenes de guerra 
(artículo 8.1. b. xxii) o genocidio (artículo 6.b.ER).  
En segundo lugar, hay que tener en cuenta que para dar lugar a la 
responsabilidad penal individual es necesario que concurran los elementos de 
intencionalidad y conocimiento sobre la comisión de la conducta que da lugar al acto 
tipificado
124
, tal y como dispone el artículo 30 del Estatuto de Roma. Además, se habrán 
de tener en cuenta los elementos contextuales que categorizan los crímenes de lesa 
humanidad, de guerra y el genocidio, dispuestos en los Elementos de los Crímenes de la 
Corte Penal Internacional.  
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Abordamos a continuación un examen sumario de los tipos de crímenes de 
violencia sexual recogidos en el Estatuto de Roma. 
A. Crimen de violación 
Al referirnos al crimen sexual por antonomasia, la “violación”, debemos tener en 
cuenta que el Estatuto de Roma, los Elementos de los Crímenes y las Reglas de 
Procedimiento y Prueba han definido este crimen sobre la base de los elementos 
constitutivos de
125
:  la “invasión”
126
, y los tan controvertidos elementos de la “exigencia 
de coerción” y la “falta de consentimiento, y del consiguiente conocimiento por el 
criminal de su oposición”
127
. La CPI ha tenido ocasión de interpretar dichos elementos 
al haber imputado, por el momento, el crimen de violación a los acusados en los casos 
Katanga
128






, Harum y Kushayb
132
, y 
Bemba. Si bien, hasta ahora sólo ha condenado al acusado en este último caso, el ex 
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comandante del Movimiento de Liberación del Congo, Jean-Pierre Bemba Gombo, el 
21 de junio de 2016 a 18 años de prisión por la comisión de actos de violación como 




En relación a los elementos materiales (actus reus) del crimen, la Corte en el 
pronunciamiento sobre este caso concluyó que quedaba probado que: a) el cuerpo de las 
víctimas había sido invadido (vagina, ano o cualquier otra parte corporal) con el pene 
del perpetrador
134
; b) los actos fueron cometidos mediando fuerza y coacción, 
aprovechándose el autor de la existencia de un entorno coercitivo (como tal, la presencia 
de las fuerzas del MLC, y el contexto de conflicto armado), de tal manera que la Sala 
concluyó que no era necesario probar la falta de consentimiento de la víctima
135
.  
Por lo que se refiere a los elementos mentales (mens reus) del crimen, la Corte 
consideró que al momento de llevar a cabo los mismos, los perpetradores tenían el 
“conocimiento” de que los actos habían sido cometidos por la fuerza, amenaza de la 
fuerza, bajo coacción, aprovechándose de un entorno coercitivo o sabiendo que el sujeto 
pasivo del acto no se encontraba en las condiciones adecuadas para prestar 
consentimiento, y la “intención” de cometer el acto juzgado
136
.  
En cuanto al elemento contextual, la Sala de Primera Instancia III concluyó la 
comisión de un crimen de violación como crimen de guerra al constatar la existencia de 
un conflicto armado no internacional al tiempo que se cometieron los actos juzgados, 
así como que los actos fueron cometidos por los perpetradores bajo el conocimiento de 
la existencia de dicho conflicto y a propósito del mismo
137
. 
Respecto a la violación como crimen de lesa humanidad, la SPI III constató que 
los actos de violación se cometieron como parte del ataque amplio y sistemático 
perpetrado contra la población civil de la República Centroafricana, siguiendo un 
mismo modus operandi y con alto nivel organizativo (elementos que sirvieron para 
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asimilar el ataque con la existencia de una política criminal estatal) y con conocimiento 
de que existía dicho ataque organizado
138
.  
En relación al elemento de falta de consentimiento por la víctima, el sistema de 
la Corte Penal Internacional dispone, en virtud de la Regla 70 RPP, que no se podrá 
considerar que se ha otorgado libremente el consentimiento de:  
“ninguna palabra de la víctima cuando ésta lo haya otorgado bajo amenaza, fuerza, 
coacción o en un entorno coercitivo, de manera que haya disminuido la capacidad de la misma 
para otorgar consentimiento libre, tampoco podrá inferirse del silencio de la víctima, o si la 
víctima ostenta alguna incapacidad, ya sea natural, inducida o derivada de su edad, que le 
impida prestar consentimiento libre, ni de la naturaleza sexual del comportamiento anterior o 
posterior de la víctima”.   
A propósito del caso Bemba  la CPI ha afirmado que la ausencia de 
consentimiento de la víctima no deberá ser probada por el Fiscal cuando  resulte 
probada la fuerza, la amenaza de la fuerza o la coerción
139
. Con todo, hemos de tener en 
cuenta que un sector minoritario de la doctrina matiza esta tesis al entender que “no 
debe presuponerse con carácter absoluto y sin posibilidad de excepción alguna la 
inexistencia de consentimiento libre y válido”
140
 en los actos sexuales que se producen 
en contextos de crímenes de lesa humanidad, de guerra y de genocidio, puesto que 
“incluso en estos contextos cabría la posibilidad de relaciones consentidas entre 
personas de bandos opuestos”
141
. Así, el consentimiento se convierte en un requisito 
muy difícil de definir y probar que deberá ser valorado en cada caso concreto.    
B. Crimen de esclavitud sexual  
Hoy en día la prohibición de cometer actos de esclavitud sexual es una norma de 
derecho consuetudinario y un crimen internacional, cuya violación supone la 
vulneración de una norma de ius cogens
142
. Si bien, el TPIY en el caso Kunarac ya 
determinó algunos de los factores que podían ser tenidos en cuenta para concluir la 
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existencia del crimen de esclavitud, los cuales influyeron notablemente en los factores 
que recogen los Elementos de los Crímenes para el crimen de esclavitud sexual, la 
incriminación de la esclavitud sexual se produjo por primera vez en el ER, que lo 
incluye como un crimen autónomo de violencia sexual dentro de la categoría de crimen 
contra la humanidad en el artículo 7.g), y como crimen de guerra en el artículo 8.b) xxii 
y d) vi.  
Por lo que se refiere a sus elementos constitutivos, los Elementos de los 
Crímenes han determinado que el actus reus de este crimen viene determinado por dos 
elementos, que son: un elemento de esclavitud, esto es, “que el autor haya ejercido uno 
de los atributos del derecho de propiedad sobre una o más personas, como comprarlas, 
venderlas, prestarlas o darlas en trueque, o todos ellos, o les haya impuesto algún tipo 
similar de privación de libertad”; y un elemento sexual “que la conducta se haya 




En relación al primero de los elementos, el de esclavitud, el rasgo que 
caracteriza el crimen de esclavitud sexual es el ejercicio de propiedad sobre una 
persona, lo que conlleva la privación de su autonomía o libertad. Tal y como se ha 
especificado en los Elementos de los Crímenes, algunas de las formas en las que se 
puede ejercer la propiedad sobre una persona son “exacción de trabajos forzados, o la 
reducción de otra manera a una persona a una condición servil
144
, tráfico de personas, en 
particular de mujeres y niños”
145
. La enumeración de dichas formas no es una lista 
cerrada, y a la luz de la frase “algún tipo similar de privación de libertad” se puede 
recoger la casuística que la praxis en la comisión de este tipo de crímenes vaya 
suscitando
146
. En este sentido, se ha criticado la interpretación restrictiva de las prácticas 
                                                          
143
 CPI,  Elementos de los Crímenes, ICC-ASP/1/3 (part. II-B), 9 de septiembre de 2002.  
144
Según se define en la Convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de 
esclavos, y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud de 1956. 
145
 Corte Penal Internacional, “Elementos de los Crímenes…”, artículo 7. 1.g) 2.  
146
 El TPIY en el caso Kunarac entendió que el confinamiento al que fueron sometidas las mujeres era 
una manera de ejercer poder sobre ellas. En dicho pronunciamiento ha especificado algunos de los 
factores que inducen a determinar la comisión del crimen, tales como: tener el control de los movimientos 
de la víctima, el establecimiento de barreras físicas o psicológicas, la amenaza del uso de la fuerza o 
coerción, la duración, la afirmación del ejercicio de poder en exclusividad, la facultad de sacar beneficios 





en las que se puede ejercer la propiedad, al ser la mayoría de ellas de carácter comercial,  
lo cual podría limitar el alcance del crimen
147
. 
En lo que concierne al segundo de los elementos, el sexual, los actos de esta 
índole se llevan a cabo ante la imposibilidad de la víctima de otorgar consentimiento 
libre por la falta de autonomía sexual derivada de la privación de libertad.  
La comisión de este crimen se está convirtiendo en un rasgo característico de los 
conflictos armados actuales y
148
, en consecuencia, en varios de los casos que han sido 
llevados ante la CPI se ha imputado a los acusados por la comisión del crimen de 
esclavitud sexual como crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra a propósito de 
las situaciones de Uganda y República Democrática del Congo
149
. En este sentido, 
destacan los casos Dominic Ongwen, Bosco Ntaganda y Germain Katanga al ser los 
únicos en los se han mantenido los cargos de esclavitud sexual contra los acusados, 
como crimen de lesa humanidad o como crimen de guerra, tras la celebración de la 
audiencia de confirmación de cargos.  
En el pronunciamiento del caso Katanga, la CPI ha aclarado la interpretación del 
requisito ejercer la propiedad, afirmando que “el ejercicio de la propiedad no necesita 
de una transacción comercial, sino que la condición de servidumbre se refiere primera y 
principalmente a la imposibilidad de la víctima de cambiar su situación”
150
. Es decir, se 
trata de que la víctima esté en una situación de dependencia “que le prive de su 
autonomía”
151
. Además, en este caso la Sala de Cuestiones Preliminares consideró que 
si bien es posible que no se pueda probar que el plan común en el que se basó el ataque 
a la población civil contenía instrucciones directas a los subordinados para esclavizar 
sexualmente a las mujeres, existían razones fundadas para creer que “en el transcurso 
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habitual de los acontecimientos, la ejecución del plan común daría lugar, 
inevitablemente, a la comisión de los crímenes de violación o esclavitud sexual”
152
 
Otro de los aportes más significativos en relación al crimen de esclavitud sexual 
de la jurisprudencia de la CPI se hizo a propósito del caso Ntaganda. En él, la Sala de 
Cuestiones Preliminares precisó que “podían ser víctimas de este crimen las niñas 
soldado por actos de esclavitud sexual cometidos por los miembros del grupo armado en 
cuyo poder se encuentran”
153
, puesto que “la naturaleza sexual de tales crímenes, que 
implica elementos de fuerza o coerción y el ejercicio del derecho de propiedad, 
lógicamente excluye la participación activa en las hostilidades al mismo tiempo”
154
.  
Por otra parte, al igual que el Tribunal Especial para Sierra Leona en el caso 
AFRC, la CPI ha reconocido que este crimen se relaciona con el matrimonio forzado, 
que no está recogido como crimen internacional autónomo en ningún instrumento 
internacional, tampoco en el ER
155
. Así, la Fiscalía de la CPI en el caso Ongwen ha 
optado  por imputar al acusado el crimen de matrimonio forzado como crimen de lesa 
humanidad conforme al artículo 7.1.k) ER “otros actos inhumanos de carácter similar 
que causen intencionadamente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o la física”
156
, en vez de subsumirlo en el crimen de 
esclavitud sexual. Al considerar que obligar a una persona a servir como cónyuge 
podría, per se, constituir un acto de carácter similar a aquellos explícitamente 
numerados en el artículo 7.1. ER, y al reconocer que las víctimas de matrimonio forzado 
sufren daños separados y adicionales a aquellos que se derivan del crimen de esclavitud 
sexual, entendiendo que el crimen de matrimonio forzado impone a la víctima una 
relación de exclusividad respecto al marido que “viola el derecho a contraer matrimonio 
libremente y a construir una familia”
157
, reconocido en el artículo 16 de la CEDAW. 
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D. Crimen de “prostitución forzada” 
 El crimen de prostitución forzada que ya fue recogido como crimen de guerra 
en los Convenios de Ginebra de 1949
158
, también pasó a ser considerado como crimen 
de lesa humanidad con la adopción del Estatuto de Roma, que lo califica como crimen 
de guerra en el artículo 8.2.b) xxii y e) y como crimen contra la humanidad en el 
artículo 7.1.g). A su vez el estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona lo consideró 
como crimen contra la humanidad en el artículo 2.g) y de guerra en el artículo 3.e) sin 
llegar a concluir la existencia de tal crimen en ninguno de sus pronunciamientos. En lo 
que respecta a los tribunales penales internacionales, el TPIY no la recogió 
expresamente, aunque puede entenderse incluida dentro de las violaciones de las leyes o 
usos de la guerra (artículo 3). Por su parte, el TPIR si la recogió en el artículo 4.3) 
relativo a las violaciones del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra y al 
Protocolo Adicional II. 
Por lo que concierne a la CPI, los Elementos de los Crímenes -al margen de los 
elementos contextuales a los crímenes de lesa humanidad y de guerra- consideran que 
los elementos definitorios del crimen son: 1. Un elemento sexual: “que el autor haya 
hecho que una o más personas realizaran uno o más actos de naturaleza sexual por la 
fuerza o mediante coacción, como la causada por temor a la violencia, la intimidación, 
la detención, la presión psicológica o el abuso de poder, contra esa o esas personas o 
contra otra o aprovechando un entorno coercitivo o la incapacidad de esa o esas 
personas de dar su libre consentimiento”. 2. Un elemento lucrativo: “que el autor u otra 
persona hayan obtenido o esperado obtener ventajas pecuniarias o de otro tipo a cambio 
de los actos de naturaleza sexual o en relación con ellos”.  
Pese a su incriminación en el ER, el crimen de prostitución forzada es un tipo 
penal difícil de aplicar en la práctica, puesto que las mínimas diferencias existentes 
entre los elementos de “ejercer uno de los atributos del derecho de propiedad” del 
crimen de esclavitud sexual, y “obtener una ventaja a cambio de los actos de naturaleza 
sexual” del crimen de prostitución forzada, relegarían a este último crimen a su 
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aplicación subsidiaria en los casos en los que los hechos descritos no encajasen en los 
elementos del tipo de esclavitud sexual
159
.  
En nuestra opinión, la diferencia entre ambos crímenes estaría en el carácter 
comercial, que sí debe estar presente en la prostitución forzada, no así, como hemos 
visto, en el crimen de esclavitud sexual. Habida cuenta de que todavía no existe 
jurisprudencia que respalde y concrete los elementos constitutivos de este crimen, habrá 
que esperar a que los órganos jurisdiccionales internacionales se pronuncien al respecto.  
E. El crimen de “embarazo forzado” 
El Estatuto de Roma incrimina por primera vez el embarazo forzado como 
crimen de lesa humanidad en el artículo 7.1. g) como crimen de guerra en el artículo 
8.2. b xxii) y e.vi) y como genocidio en el artículo 6.d) bajo la cláusula “medidas 
destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo”. 
Así, a pesar de que se estima que a raíz de los conflictos armados que tuvieron 
lugar en Yugoslavia y Ruanda en la década de los noventa, se produjeron entre 2400 y 
5600 nacimientos derivados de las violaciones en masa perpetradas durante los mismos, 
ni el TPIY ni el TPIR llegaron a incriminar estas conductas
160
. No obstante, en el caso 
Akayesu, el TPIR, al referirse a las medidas destinadas a prevenir los nacimientos de un 
grupo étnico en relación con el crimen de genocidio, aludió expresamente al embarazo 
forzado de una mujer si el actor en el momento de violarla lo hace con la intención de 
que ésta de a un luz un hijo que pertenezca a la etnia a la que pertenece el violador -
contraria a la de la mujer- en aquellas sociedades en las que la pertenencia al grupo 
étnico la determina la paternidad
161
. Por su parte, el Tribunal Especial para Sierra Leona 
sólo lo recogió como crimen contra la humanidad en el artículo 2.g) de su Estatuto, 
mientras que en el Estatuto de las Salas Especiales de Camboya no se hace mención a 
esta cuestión.  
Tal y como han sido configurados sus elementos definitorios en los Elementos 
de los Crímenes, al margen de los elementos comunes a los crímenes de lesa humanidad 
y de guerra, el crimen de embarazo forzado se compone de: 1. Elemento objetivo “que 
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el autor haya confinado a una o más mujeres que hayan quedado embarazadas por la 
fuerza”, y 2. Elemento subjetivo “con la intención de modificar la composición étnica 
de una población o de cometer otra infracción grave del derecho internacional”; y se 
añade una precisión: “en modo alguno se entenderá que esta definición (la de embarazo 
forzado) afecta a las normas internas relativas al embarazo
162
.  
A pesar de los obstáculos que algunos autores señalaron respecto a la posibilidad 
de que se persiguiese este crimen por parte de la CPI, que apuntaban a las dificultades 
probatorias del elemento subjetivo, las especificidades legislativas por las que -en base 
al dicho elemento subjetivo- este crimen sólo podrá tener lugar en las sociedades en las 
que la etnia se determine por la paternidad, y la legislación existente en algunos países 
por la que la confinación de mujeres embarazadas por la fuerza es legal
163
, la CPI ha 
incluido cargos por este crimen en el caso Ongwen como crimen de lesa humanidad y 
de guerra
164
. En este caso, la CPI ha aclarado que la esencia del crimen es la retención 
ilegal de la mujer, de manera que ésta no pueda decidir la continuación del embarazo. Y 
añade que “no es necesario que el perpetrador haya participado en la concepción de la 




F. Crimen de esterilización forzada 
Este crimen ya fue objeto de una condena como crimen de guerra y contra la 
humanidad en virtud de la Ley número 10 del Consejo de Control Aliado en el conocido 
como caso Médico, en el que se condenó a personal médico y administrativo alemán por 
haber realizado prácticas con prisioneros de guerra entre 1941 y 1945, destinadas a 
desarrollar métodos de esterilización forzada para eliminar a la potencial población 
enemiga
166
. Por su parte, ni los tribunales penales internacionales ni el Tribunal 
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Especial para Sierra Leona, ni las Salas Especiales de Camboya incluyeron este crimen 
en sus estatutos.  
De esta manera, la incriminación de este tipo delictivo se produjo con la 
adopción del Estatuto de Roma, que lo recoge como crimen de lesa humanidad en el 
artículo 7.1.g) y como crimen de guerra en el artículo 8.2.b) xxii y e) vi.  
Hasta el momento no hay jurisprudencia al respecto, pero en base a los 
Elementos de los Crímenes el crimen de esterilización forzada consiste en: 1. La 
privación por el autor de la capacidad de reproducción biológica de una o más personas; 
2. Que esa conducta no tenga justificación en un tratamiento médico/clínico de la 
víctima ni se haya llevado a cabo con su libre consentimiento. En este tipo de conductas 
no se incluyen las medidas temporales de control de la natalidad, según establecen las 
notas 19 y 54 de los Elementos de los Crímenes, lo que no obsta para que se planteen 




G. Cláusula residual: “cualquier otro acto de naturaleza sexual de gravedad comparable” 
Por último, el ER recoge una cláusula residual: “cualquier otro acto de 
naturaleza sexual de gravedad comparable” en el artículo 7.1.g) y 8.b) xxii y d) vi, que 
permitirá la configuración posterior de otros crímenes de naturaleza sexual. 
Fórmulas similares fueron recogidas en los Convenios de Ginebra, y también en 
el Estatuto del TPIR, artículo 4.e “cualquier forma de agresión indecente”. La razón que 
subyace en la adopción de este tipo de fórmulas es que, desgraciadamente, las formas de 
infringir daño durante los conflictos y las consecuencias de los mismos varían 
constantemente, y es necesario “dejar la puerta abierta” a la incriminación de nuevas 
formas de cometer actos de naturaleza sexual, rompiendo el inmovilismo del ER y 
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Al margen de los elementos subjetivo y contextual propios de los crímenes de 
lesa humanidad y de guerra, este crimen queda definido en virtud de los siguientes 
elementos materiales: 1) Que el autor haya realizado un acto de naturaleza sexual o haya 
hecho que esas personas realizarán un acto de naturaleza sexual por la fuerza o mediante 
la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como la causada por temor a la violencia, 
la intimidación, la detención, la opresión psicológica o el abuso de poder contra esa o 
esas personas u otros personas o aprovechando un entorno de coacción o la incapacidad 
de esas personas de dar su libre consentimiento; 2) Que esa conducta tenga una 
gravedad comparable al del resto de los crímenes de violencia sexual contemplados en 
los artículos 7.1.g y 8.b) xxii y d) vi
169
.  
En el supuesto de que los actos no alcanzasen los umbrales mínimos de gravedad 
requeridos para este crimen, los mismos podrían ser reconducidos bajo la cláusula: 
“otros actos inhumanos” recogida en el artículo 7.1.k) para el caso de crímenes de lesa 
humanidad o sobre la base de los artículos 8.2 a) ii y 8.2.c) i ER, como crímenes de 
guerra. Pero si en todo caso no se reuniesen los elementos materiales y contextuales 
para ser considerados como crímenes internacionales, ello no significa que éstos puedan 
quedar impunes, puesto que podrán y deberán ser juzgados, y en su caso, sancionados, 
por las jurisdicciones nacionales como crímenes ordinarios.  
La jurisprudencia de la CPI pone de manifiesto los problemas suscitados en la 
interpretación de esta cláusula residual, tanto al determinar que actos se entienden de 
naturaleza sexual como el umbral de gravedad requerido para que el acto sea 
considerado como un crimen de lesa humanidad o un crimen de guerra de violencia 
sexual.  
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Así, la Fiscalía de la CPI planteó a propósito del caso Kenyatta que la circuncisión 
forzada y la castración durante la violencia pos-electoral en Kenia fuese considerada 
como crimen de lesa humanidad de naturaleza sexual en virtud del artículo 7.1.g)
170
; y, 
a propósito del caso Bemba, la Fiscalía de la CPI propuso la consideración de la 
desnudez forzada como crimen de lesa humanidad y de guerra de naturaleza sexual en 
virtud de los artículos 7.1.g) y 8.b) xxii
171
, respectivamente.  
No obstante, las Salas de Cuestiones Preliminares (II y III, respectivamente) 
decidieron no incluir los actos en las decisiones de confirmación de cargos. En el 
primero de los casos, por considerar, la Sala de Cuestiones Preliminares II, que no eran 
actos de naturaleza sexual, sino que estaban motivados por perjuicios étnicos
172
. Por lo 
que ésta únicamente atendió a la naturaleza sexual de los actos y paso por alto el 
carácter violento de los mismos, así como los elementos de poder y dominación sobre la 
víctima y la comunidad.  
En el segundo caso, la Sala de Cuestiones Preliminares III, decidió no incluir este 
cargo al considerar que los actos de desnudez forzada no reunían la gravedad suficiente 
para ser juzgados como crímenes de lesa humanidad y de guerra bajo la cláusula “otros 
actos inhumanos”, y además consideró que tales actos deberían entenderse como la 
manifestación de los elementos de fuerza y coacción previos a la comisión del crimen 
de violación
173
. Este hecho evidencia las dificultades de la CPI para interpretar la 
cláusula residual y ha sido objeto de críticas que han considerado que la CPI “se remite 
a una conceptualización de la violencia sexual obsoleta”
174
, sin tener en cuenta que no 
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es necesario que existan  invasión, penetración
175
, ni cualquier otro tipo de contacto 
físico
176
, para concluir la naturaleza sexual del crimen. 
3.3.3. Contribuciones del Tribunal Especial para Sierra Leona 
Al igual que los Tribunales Penales Internacionales de Ruanda y Yugoslavia, el  
Tribunal Especial para Sierra Leona, tribunal mixto creado a raíz del acuerdo firmado 
entre el Secretario General de Naciones Unidas y el gobierno sierraleonés
177
, por el que 
se estableció una jurisdicción mixta para juzgar a los responsables de las más serias 
violaciones a los derechos humanos y a las leyes de Sierra Leona cometidas en el país 
desde el 30 de noviembre de 1996
178
, ejerció un significativo papel en la delimitación 
conceptual de los crímenes sexuales de la que destaca la consideración del matrimonio 
forzado como crimen autónomo del crimen de esclavitud sexual. Tal aportación se llevó 
a cabo en el caso “Prosecutor v. Brima, Kamara and Kanu” (caso AFRC) referido a la 
situación de las llamadas “bush wives”, es decir las mujeres y niñas que durante el 
conflicto armado que asoló el país en la década de los noventa fueron secuestradas por 
el ejército rebelde para servir a los soldados como “esposas”
179
.  
En un primer momento, la Sala de Primera Instancia II dictaminó que no existía 
laguna jurídica que necesitase ser cubierta a través de la configuración del crimen 
autónomo de matrimonio forzado, y que los hechos objeto del caso podían ser 
calificados dentro del crimen de esclavitud sexual
180
. Sin embargo, la Sala de 
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Apelaciones, disintiendo de la opinión otorgada por la Sala de Primera Instancia II, 
calificó los actos como “matrimonio forzado” bajo el precepto “otros actos inhumanos”. 
Al considerar, en la misma línea que la Fiscalía, que el matrimonio forzado, incluso si 
sólo conlleva el elemento sexual, presenta elementos y circunstancias diferentes al 
crimen de esclavitud sexual. Asimismo entendió que los elementos divergentes son de 
gravedad suficiente como para que el matrimonio forzado pueda ser calificado bajo la 
rúbrica de “otros actos inhumanos”
181
. En este sentido, y de acuerdo con la opinión del 
Fiscal, la Sala de Apelaciones concluyó que el elemento diferenciador que distingue al 
matrimonio forzado de otros crímenes sexuales consiste en “una asociación conyugal 
forzada por el perpetrador sobre la víctima. Es decir, supone forzar a una persona a 




El hecho de que el matrimonio forzado no esté recogido como crimen 
internacional autónomo en el estatuto del TESL ni en el ER ha dado lugar al siguiente 
debate doctrinal. 
Así, de un lado, cierto sector doctrinal considera que no es necesario que el 
matrimonio forzado sea reconocido como un crimen autónomo dentro del Derecho 
Internacional, y argumenta tal consideración en las similitudes existentes con los 
crímenes de esclavitud o el más específico de esclavitud sexual. Aquellos que defienden 
esta postura consideran que, tal y como determinó la Sala de Primera Instancia del 
TESL en el caso AFRC, la etiqueta esposa denota la intención de los perpetradores de 
                                                                                                                                                                          
disidente en la que disentía de la consideración que la Sala de Primera Instancia había hecho respecto a 
los actos juzgados. Para esta jueza, la intencionalidad de los perpetradores de estos actos era que la 
“esposa” llevase a cabo las obligaciones que comúnmente se suponen inherentes al contrato matrimonial, 
tales como: trabajar y cuidar las propiedades de él, cumplir con sus necesidades sexuales, guardarle 
fidelidad y lealtad al marido y criar a los hijos si la “esposa” quedaba embarazada. De lo que según esta 
jueza puede inferirse que los perpetradores tenían la intención de crear una verdadera unión conyugal. El 
hecho de que las víctimas  hayan sido raptadas en situaciones coactivas y mediante el uso de la violencia 
para servir a estos fines, convierte el acto en “forzado”. En su opinión el matrimonio forzado causa gran 
sufrimiento a la víctima y es de gravedad comparable a otros crímenes contra la humanidad. Por todo ello, 
considera que los actos juzgados constituyen un crimen contra la humanidad de matrimonio forzado, 
categorizado bajo la cláusula “otros actos inhumanos” recogida en el artículo 2.i del Estatuto. Tribunal 
Especial para Sierra Leona, Prosecutor v. Brima, Kamara and Kanu, “Partly Dissenting Opinion of 
Justice Doherty on Count 7 (sexual slavery) and Count 8 (forced marriage)”, Case Nº SCSL-04-16-A, 20 
June 2007, párr.14-71.  
181
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ejercer y mostrar propiedad, dominación y control sobre las víctimas, pero no de crear 
una verdadera asociación conyugal; y que dada la ambigüedad del término “matrimonio 
forzado” es más adecuado calificar los hechos de esclavitud sexual, crimen que sí está 
recogido en el ER y que refleja adecuadamente los sufrimientos que padecen las 
mujeres y niñas que sirven como esclavas en los conflictos armados
183
. Por ello 
consideran que la mejor opción es subsumir los hechos dentro de un tipo agravado de 
esclavitud sexual (“sexual slavery plus”). Incluso, para algunos, los hechos constitutivos 
de matrimonio forzado podrían reconducirse a través del crimen de esclavitud, ya que 
entienden que éste comprende tanto los daños de tipo sexual como conyugal
184
. 
En la postura contraria están aquellos autores que entienden que, aunque el 
matrimonio forzado tiene elementos similares a los crímenes de esclavitud y esclavitud 
sexual, éste debe ser calificado como crimen de lesa humanidad bajo la cláusula 
“cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable” (artículo 7.g ER). 
En este sentido, como ya expresase la jueza Doherty en su opinión separada en el caso 
AFRC, el elemento crucial del matrimonio forzado hace referencia al trauma mental y 
moral derivado de la asociación conyugal impuesta sobre la víctima mediando amenaza 
o fuerza, o de otra conducta del perpetrador que impida a la misma ejercer su libertad
185
. 
En este sentido, algunos consideran que el matrimonio forzado agrupa varias conductas 
ya tipificadas como crímenes en el ER (esclavitud, violación y esclavitud sexual) lo que 
caracteriza al matrimonio forzado como un crimen “multicapa”, de naturaleza distintiva 
a los crímenes que lo componen, y cuya comisión produce padecimientos tan graves en 




En nuestra opinión, al igual que sucediese con el crimen de esclavitud sexual, 
que fue tipificado como crimen autónomo con la adopción del ER, el matrimonio 
forzado podría ser incriminado como crimen autónomo en el Derecho Internacional 
Penal. En tal caso los elementos constitutivos del crimen podrían ser: 1. La imposición 
de una asociación conyugal, mediante actos coactivos, tales como: el uso de la fuerza, 
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amenaza o intimidación, o cualquier otra circunstancia que invalide la capacidad de 
consentir libremente de la víctima. 2. La obligación para la víctima de llevar a cabo las 
conductas que se le atribuyen a la unión marital, incluyendo de forma principal la 
realización de actos de naturaleza sexual
187
. 3. Que esa situación produzca graves 
padecimientos o serios daños físicos o mentales a la víctima. 4. Que tales hechos 
formen parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil (crimen 
de lesa humanidad) o que se cometan a propósito de un conflicto armado (crimen de 
guerra)
188
 5. Que el autor haya tenido conocimiento de que los actos de matrimonio 
forzado formaban parte de un ataque contra la población civil y/ o conociese la 
existencia de un conflicto armado, teniendo además la intención de llevar a cabo tales 
actos o no queriendo impedir su comisión. 
4. LA PROHIBICIÓN DE COMETER ACTOS DE VIOLENCIA SEXUAL EN LOS 
CONFLICTOS EN EL MARCO NORMATIVO REGIONAL AFRICANO  
4.1. El compromiso de la Unión Africana contra la comisión de actos de 
violencia sexual en los conflictos armados 
Los devastadores efectos de las guerras civiles que tuvieron lugar durante la 
década de los noventa del pasado siglo en África comprometieron la legitimidad y 
operatividad del entramado jurídico e institucional que representaba hasta ese momento 
la Organización para la Unión Africana
189
. Con el fin de hacer frente a los desafíos que 
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imponían las violaciones masivas de derechos humanos contra los civiles cometidas a 
propósito de dichas guerras, esta organización acordó la creación de la Unión Africana 
en el año 2002, que impulsada por los valores del Pan-Africanismo
190
, llevó a cabo la 
(re) estructuración y renovación de los propósitos, principios y objetivos pretendidos 
por el proceso de integración africano.  
Actualmente, el principio de igualdad de género, la condena y el rechazo a la 
impunidad, la promoción y protección de los derechos humanos de los africanos, la 
promoción y el respeto a los valores e instituciones democráticos, y la construcción y 
mantenimiento de la paz figuran entre los principios que guían e impulsan la actividad 
de la Unión Africana
191
.  
En relación al ámbito específico de la violencia sexual y de género, hay que 
tener en cuenta que la discriminación a la que se enfrentan las mujeres africanas, las 
desigualdades de género y la subordinación que éstas sufren, derivadas de las leyes y 
prácticas discriminatorias contra la mujer fruto de la cultura patriarcal, la constatación 
del uso de la violencia sexual como táctica de guerra, y la perpetración en masa de 
crímenes de violencia sexual a la población refugiada y en los conflictos armados 
africanos
192
. Todas estas circunstancias han favorecido que a nivel regional africano se 
haya creado entramado normativo que protege a las mujeres y establece la prohibición 
de cometer actos de violencia sexual en los conflictos armados.  
                                                                                                                                                                          
continente se produjo lentamente, pues no fue hasta 1981 cuando la Conferencia de Jefes de Estado y de 
Gobierno de la OUA adoptó la Carta Africana de Derechos del Hombre y de los Pueblos (“Carta de 
Banjul”) que entró en vigor el 21 de octubre de 1986 y que a fecha noviembre de 2016 vincula a 53 
estados. Un Protocolo a la Carta, “Protocolo a la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los 
Pueblos relativo a la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos”, fue adoptado el 11 de junio 
de 1998 y entró en vigor el 25 de enero de 2004, vinculando a 24 estados y permitió la creación de la 
Corte Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, mecanismo de vigilancia y garantía del 
cumplimiento de los derechos recogidos en la “Carta”.   
190
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de julio de 2000.  
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4.2. La prohibición de cometer actos de violencia sexual: Alcance y 
contenido del “Protocolo de Maputo”  
En el ámbito regional africano la prohibición de cometer actos de violencia 
sexual ya sea ésta ejercida durante los conflictos armados o en tiempo de paz ha sido 
establecida a través, fundamentalmente, de instrumentos convencionales de protección 
de los derechos humanos
193
.  
De esta manera, la primera referencia a los derechos de las mujeres la 
encontramos en el artículo 18.3 de la Carta Africana de Derechos del Hombre y de los 
Pueblos, en virtud del cual los Estados asumen el compromiso de “velar por la 
eliminación de toda discriminación contra la mujer y asegurar la protección de los 
derechos de la mujer y del niño, tal como están estipulados en las declaraciones y 
convenciones internacionales”.  
Este artículo es reflejo del sistema internacional de protección de los derechos 
humanos, y en concreto en la inclusión de este precepto en contra de la discriminación 
de género, la OUA siguió el mismo esquema de la Convención para la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. El paralelismo entre ambos 
instrumentos es tal que en ninguno de los dos se menciona específicamente la violencia 
contra la mujer. Así, si en el ámbito internacional hubo que esperar al año 1992 a que el 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer adoptase la 
Recomendación General Nº19 para que se hiciese alusión a la violencia contra la mujer, 
en el ámbito africano esta cuestión no se menciona por primera vez hasta la adopción en 
2003 del “Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
Relativo a los Derechos de la Mujer”.  
Este instrumento, más conocido como “Protocolo de Maputo”, que fue adoptado 
por la Asamblea de la Unión Africana en junio de 1995, durante la trigésima primera 
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sesión ordinaria celebrada en Addis Abeba, Etiopía
194
, recoge el compromiso de los 
Estados Partes a proteger a las mujeres en diversos ámbitos de su vida, incluyendo los 
conflictos armados (artículo 11)
195
. Así, en esta disposición se establece en primer 
término la obligación de que los Estados Partes protejan a las mujeres, ya sean o no 
refugiadas, desplazadas o demandantes de asilo, de la comisión de actos de violencia 
sexual contra ellas. Como algunos autores han apuntado, en virtud del inciso 2 del 
citado artículo 11 la obligación de proteger podría extenderse también a aquellas 
mujeres que no sean ciudadanas del Estado en cuestión
196
.  
Además, el compromiso del artículo 11.3 incluye también el deber de los 
Estados de asegurar que la violencia sexual en conflicto sea considerada como un 
crimen de lesa humanidad, de guerra o genocidio. Es decir, el “Protocolo” incrimina la 
perpetración de conductas de naturaleza sexual durante los conflictos armados, dando 
lugar a que sean consideradas dentro de algunos de estos tipos delictivos. No obstante, 
el Protocolo no menciona ni define los actos que pueden ser constitutivos de crímenes 




Por último, el artículo 11.3 del Protocolo finaliza diciendo que los Estados Parte 
quedan obligados a asegurar que los perpetradores de los crímenes de violencia sexual 
serán llevados ante la justicia
198
. Tal como ha señalado DYANI, hay que precisar que 
esta obligación no incumbe únicamente a los Estados, sino que si se admite la 
consideración de la comisión de estos crímenes supone una vulneración de una norma 
de ius cogens, por lo que hay que entender que las obligaciones erga omnes que se 
derivan de esta categorización de la norma obligan a actuar a toda la Comunidad 
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internacional, incluyendo la aplicación de la jurisdicción universal
199
. Además, la 
comisión de estos crímenes da lugar al derecho de las mujeres como víctimas a la 
reparación puesto que, tal como se establece en virtud del artículo 25 del Protocolo, los 
Estados están obligados a otorgar las medidas compensatorias que se estimen 
convenientes.  
Hay en todo caso que destacar que la criminalización de los actos de violencia 
sexual constituye uno de los rasgos distintivos del Protocolo respecto a otros 
instrumentos regionales que se ocupan de proteger a la mujer frente a la violencia. Así, 
en el ámbito americano, se sitúa la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra Mujer (“Convención de Belém do Pará)
200
. Aunque es 
cierto es que aunque el instrumento contiene un buen número de preceptos destinados a 
proteger a las mujeres contra todos los tipos de violencia que sufren a razón de su sexo, 
y establece en su artículo 7 la obligación de que los Estados creen las medidas 
legislativas apropiadas para evitar la discriminación de género y sancionar la violencia 
contra las mujeres, a diferencia del Protocolo de Maputo, esta Convención no contiene 




Por su parte, en lo que respecta al sistema europeo de protección de los derechos 
humanos el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (“Convenio de Estambul”)
202
, se 
centra en proteger a las mujeres contra toda forma de violencia, y prevenir y perseguir a 
los perpetradores de actos de violencia, erradicar toda forma de discriminación contra 
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ella y crear las políticas públicas de protección y asistencia a las víctimas
203
. A 
diferencia de la Convención de Belém do Pará, el “Convenio de Estambul”, en virtud de 
su artículo 36, sí establece la obligación de los Estados de adoptar la legislación 
necesaria para tipificar como delito los actos de naturaleza sexual no consentidos. Pero, 
mientras que el Protocolo de Maputo considera tales actos como crímenes 
internacionales de violencia sexual, el Convenio de Estambul se refiere a su tipificación 
como delitos de derecho interno.  
A la vista de lo cual, podemos concluir que de entre los instrumentos regionales 
que se dirigen a proteger a las mujeres contra todo tipo de violencia, es el Protocolo de 
Maputo el que recoge con mayor firmeza la prohibición de cometer actos de violencia 
sexual en los conflictos armados
204
. Así, la adopción de este instrumento ha reforzado la 
obligación internacional de sancionar los actos de violencia sexual recogidos en el 
Estatuto de Roma y el principio de complementariedad positiva que rige las actividades 
de la Corte Penal Internacional. 
En un segundo plano de conexión, el Protocolo de Maputo, coincide con la 
CEDAW y con los otros instrumentos citados al vincular la violencia sufrida por la 
mujer con la discriminación basada en el género, y al comprender que las relaciones de 
género impactan en la comisión de actos violentos contra la mujer, así como al 
reconocer los esfuerzos que se requieren para cambiar las conductas discriminatorias
205
.  
Por esta razón, el Protocolo alude expresamente a la necesidad de que se transformen 
las desigualdades de género, por lo que en el artículo 8.f hace hincapié en la necesidad 
de que se lleve a cabo “la reforma de las leyes y prácticas discriminatorias para 
promover y proteger los derechos de las mujeres”.  
De esta manera, el Protocolo recoge una serie de derechos con los que pretende 
crear un marco jurídico favorable a la igualdad entre sexos, promover la lucha contra la 
discriminación de género
206
 y, especialmente, sentar las bases para la protección de la 
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vida sexual de las mujeres africanas. Así, queda prohibida la mutilación genital 
femenina (artículo 5.b). Se recoge el derecho al control de su fertilidad y a decidir sobre 
su maternidad (artículo 14.a) y b), quedando así prohibidas las conductas constitutivas 
de los crímenes de esterilización forzada y embarazo forzoso. También se reconoce el 
derecho a contraer matrimonio libremente (artículo 6.a), fruto de lo cual se impiden las 
prácticas constitutivas del crimen de matrimonio forzoso.  
El citado Protocolo incluye así mismo otro grupo de derechos, referentes a 
ciertos aspectos de la vida de las mujeres, con los que se pretende el cese de 
determinadas prácticas que tradicionalmente han vulnerado sus derechos en el 
continente africano. La inclusión de tales derechos muestra la preocupación de la Unión 
Africana por situar a las mujeres en posición de igualdad legal respecto a los hombres y 
lograr la justicia de género. Entre ellos, figuran los derechos hereditarios (artículo 21); 
los derechos ligados al bienestar económico y social, a la seguridad alimentaria y a la 
educación (artículos 13, 15 y 12, respectivamente)
207
.   
En suma, desde una perspectiva sustantiva, podemos considerar que el Protocolo 
de Maputo se ha convertido en el instrumento más progresista de cuantos se dirigen a 
proteger los derechos de las mujeres, dada la amplitud con la que se recogen los 
derechos civiles y políticos (participación y representación política, derecho a la 
igualdad en la vida familiar, derecho a una vida libre de violencia) y también algunos 
derechos pertenecientes a la categoría llamada “derechos de tercera generación” 
(económicos, sociales y medioambientales, que van desde el acceso a la propiedad de la 
tierra hasta la regulación del proceso de divorcio).  
La rotundidad con la que el Protocolo recoge la prohibición de cometer actos de 
violencia sexual durante los conflictos armados e incrimina las conductas de este 
carácter, se completa con otros instrumentos, que caracterizados bajo el denominado 
soft law, reafirman el compromiso de la Unión Africana por poner fin a la lacra de la 
violencia sexual. Así, la “Declaración sobre la Igualdad de Género en África” reafirma 
el compromiso de la Unión Africana por lograr poner fin a la violencia de género en el 
                                                                                                                                                                          
los patrones sociales que inciden en las prácticas discriminatorias. Además de este precepto básico, el 
“Protocolo” otorga algunos derechos específicos para las mujeres africanas dirigidos a redirigir las 
cuestiones relativas  a la discriminación de género en diversas áreas de la vida de las mujeres.  
207
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(artículo 13), el acceso a una vivienda digna y a disfrutar de un medioambiente sano en igualdad de 




continente y refuerza la normativa internacional en la materia, apelando al respeto de la 
misma. A este fin, prevé la realización de campañas nacionales para evitar la violencia 
de género e impulsar los procesos de adopción de legislación nacional acorde
208
. En la 
misma línea la “Política de Género”, aprobada por la Unión Africana alienta a la 
incorporación de la perspectiva de género en todas las esferas de la vida de las mujeres, 
y el respeto a la normativa internacional como medio para poner fin a la violencia 
basada en el género
209
.   
4.3. El impacto del “Protocolo de Maputo” a nivel estatal  
Frente al elevado nivel de protección que ofrecen las disposiciones del Protocolo 
de Maputo, se plantea la cuestión relativa a su impacto real en los Estados africanos. 
Así, un primer problema que repercute en el impacto estatal del Protocolo se deriva del 
número de Estados africanos que son parte en el mismo. Habiendo transcurrido más de 
una década desde que éste fuese adoptado, sólo algo más de la mitad de los Estados del 
continente africano han firmado y ratificado el Protocolo
210
.  
Además, la mayoría de las ratificaciones se han producido a lo largo de los 
últimos cinco años, a lo que sin duda habrá ayudado la campaña llevada a cabo por la 
Unión Africana y ONU-Mujeres junto a diferentes organizaciones de la sociedad civil 
africana y capitaneadas por la organización “Solidarity for African Woman” (SOAWR). 
Esta campaña se centra en la capacitación en género de miembros de los gobiernos de 
los países africanos, a fin de que entiendan la necesidad de ratificar el citado 
Protocolo
211
, y forma parte de las iniciativas que la Unión Africana está llevando a cabo 
para implementar la Agenda sobre “Mujeres, paz y seguridad” en el continente
212
, al 
igual que la  “Gender Policy” o la iniciativa “Women’s Decade 2010-2020”
213
.  
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Por otra parte, aquellos Estados que sí han firmado y ratificado el Protocolo y 
que por lo tanto son Estados Partes del mismo están obligados en virtud del artículo 26 
a incorporar en sus ordenamientos jurídicos las obligaciones y derechos que éste 
establece 
214
. Por el momento sólo Ruanda ha llevado a cabo su plena ejecución, 
incluyendo la consideración de los actos de violencia sexual como crímenes de lesa 
humanidad, genocidio y crímenes de guerra
215
. El resto de los Estados miembros sólo 
han incorporado el contenido de algunas disposiciones del Protocolo e incluso aunque 
varios Estados han aprobado normativa tipificando las conductas sexuales, la mayoría lo 
han hecho incriminando los actos como delitos ordinarios
216
. 
Desde una perspectiva procedimental, el Protocolo no difiere de otros Tratados 
de protección de los derechos humanos en cuanto a los mecanismos de garantías y 
vigilancia del cumplimiento de las obligaciones recogidas en el texto. En este sentido, 
sobre la base del artículo 62, los Estados Partes tienen la obligación de informar sobre 
las medidas legislativas y de otro tipo que hayan tomado para hacer efectivos los 
derechos recogidos en el Protocolo. Aunque el citado instrumento guarda silencio sobre 
el procedimiento para recibir y revisar dichos informes, en la “Recomendación sobre los 
Informes Periódicos de la Comisión de 1988-89”, la Comisión Africana de los Derechos 
Humanos y de los Pueblos se atribuyó la facultad de revisar los informes enviados por 
los Estados
217
. Así mismo es el órgano capacitado en virtud del artículo 45.1.a) de la 
“Carta” para formular y establecer principios y normas destinados a resolver cuestiones 
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Por tanto, en la medida en que el Protocolo fue adoptado al amparo del artículo 
66 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y forma parte del acervo 
jurídico sobre el que se extiende la jurisdicción de la Corte Africana de los Derechos 
Humanos y de los Pueblos, ésta última podrá decidir -tal y como posibilita el artículo 27 
del Protocolo- sobre la vulneración individual o colectiva de los derechos de las mujeres 
africanas recogidos en el citado instrumento, ya sea a través del “procedimiento de 
queja” del Estado Parte al que pertenece la ciudadana cuyos derechos han sido violados, 
o a través del “procedimiento de comunicados” recogido en el artículo 56 de la “Carta”. 
Es decir, en principio las víctimas de violaciones a los derechos humanos no pueden 
presentar denuncias directamente ante la Corte, pero siguiendo el precepto citado sí lo 
podrán hacer a través de la Comisión, aunque cabe la posibilidad de que las víctimas 
puedan interponer sus demandas individuales ante el propio órgano jurisdiccional 
siempre que los Estados, en virtud del artículo 5.3 del Protocolo de la Corte Africana de 




Por el momento, ambos órganos sólo se han pronunciado en una ocasión sobre la 
comisión de crímenes internacionales de violencia sexual. Fue a propósito de la 
Comunicación 227/99 sobre la República Democrática del Congo vs. Burundi, Ruanda 
y Uganda
220
. Se trata de una comunicación realizada por la “Comisión Africana” en la 
que el citado órgano respondía a la queja interestatal formulada por la República 
Democrática del Congo en la que alegaba la comisión por Burundi, Ruanda y Uganda 
de violaciones masivas de los derechos humanos en su territorio
221
. En su comunicación 
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la Comisión reconoció, entre otros actos criminales, la comisión masiva de crímenes de 
violación atribuibles a los Estados requeridos en el territorio de la República 
Democrática del Congo o en los campos de desplazados situados en Ruanda, desde el 2 
de agosto de 1998 hasta julio de 2003, en el marco del conflicto conocido como la 
“Segunda Guerra del Congo”, en el que intervinieron fuerzas rebeldes de estos tres 
países. La “Comisión Africana” corroboró la existencia de los crímenes de violación 
alegados, y por lo tanto la violación de los preceptos que prohíben la comisión de 
crímenes de violencia sexual en conflicto, pero acudiendo al Derecho Internacional y en 
especial al Derecho Internacional Humanitario y los Convenios de Ginebra de 1949, 
puesto que en aquel momento el Protocolo de Maputo todavía no había entrado en 
vigor.  
En la actualidad, se está a la espera de ver si finalmente sale adelante el proyecto 
de ampliación de la competencia jurisdiccional de la “Corte Africana”, que supondría 
que ésta podría juzgar casos en los que se investigue la comisión de crímenes de 
violencia sexual constitutivos de genocidio, lesa humanidad y de guerra. Este proyecto 
materializa “la creciente tendencia hacia la desconfianza manifestada por la Unión 
Africana hacia la Corte Penal Internacional, la cual no ha sido confirmada por la 
organización africana en su Cumbre celebrada en julio de 2016”
222
.  
Por lo pronto, esta tendencia ha influido notablemente en la persecución de 
crímenes internacionales por las jurisdicciones nacionales de estados africanos. Al 
respecto, como veremos a continuación, son varios los casos en los que se están 
llevando a cabo este tipo de procedimientos, lo que demuestra la predisposición de 
ciertos gobiernos africanos a comprometerse con la investigación y enjuiciamiento de 
crímenes sexuales, y a hacer efectivo el principio de complementariedad que rige la 
justicia penal internacional. Como veremos a continuación, éste es el caso de la reciente 
condena al ex dictador del Chad, Hissène Habré, por la comisión de crímenes de 
                                                                                                                                                                          
comunicación presentada en nombre del Gobierno Congoleño basada en el artículo 49 de la “Carta 
Africana”. En la misma, la República Democrática del Congo alegaba que sus ciudadanos habían sido 
víctimas de violaciones masivas a los derechos humanos durante la ocupación de las fuerzas de estos tres 
países en su territorio. Entre estas violaciones se alegaba la comisión de actos constitutivos del crimen de 
violación y se detallaban las consecuencias que para la salud de las víctimas había tenido la perpetración 
de tales actos, en especial la propagación del virus del VIH (párrafo 5 de la citada “Comunicación”). 
222
 Federación Internacional de Derechos Humanos, “Resolución urgente sobre la justicia en África”, 
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violencia sexual durante el conflicto que tuvo lugar en dicho país africano entre los años 
1982 y 1990.   
4.4. La persecución de crímenes internacionales de violencia sexual por los 
Estados africanos 
 Actualmente se están llevando a cabo iniciativas en varios Estados africanos 
dirigidas a investigar y perseguir la comisión de crímenes internacionales en los 
diferentes conflictos armados, crisis políticas y masacres que han tenido lugar a lo largo 
de los últimos años en varios países del continente. Si bien, no se puede asegurar que la 
adopción del Protocolo de Maputo sea la razón para la puesta en marcha de estas 
iniciativas,  pudiera ser que su adopción hubiese influido, pues la mayor parte de los 




Al respecto, conviene destacar el compromiso del gobierno de Guinea para 
llevar a cabo un juicio a los perpetradores de las masacres del 28 de septiembre de 2009, 
entre otros a Moussa Dadis Camara, ex Jefe de la antigua Junta militar; la inminente 
celebración del juicio oral en Malí contra Haya Sanogo y otros líderes de la Junta 
militar que ejecutaron a 21 soldados en 2012
224
; el proceso en curso en los tribunales de 
Costa de Marfil contra los presuntos responsables de la violencia pos-electoral sucedida 
en el país en 2010 y 2011
225
; la adopción de la ley de 2015 por la que se prevé el 
establecimiento de la Corte Penal Especial para juzgar los crímenes internacionales 
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 Así, en Malí el Protocolo entró en vigor el 3 de febrero de 2005, en Costa de Marfil el 9 de septiembre 
de 2012, en Senegal el 30 de enero de 2005, si bien Sudán y República Centroafricana sólo lo han 
firmado el 30 de junio de 2008 y el 17 de junio de 2008, respectivamente.  
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inestabilidad política y la violación masiva de derechos humanos en el país pueden estar poniendo en 
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 Actualmente el proceso está paralizado porque una de las acusadas, Simone Gbagbo, acusada de 
participar en los crímenes contra la humanidad que se cometieron en el país durante la violencia que se 
desató tras las elecciones de 2010 no compareció en octubre de 2016 a la vista oral del procedimiento en 
el que es parte acusada. Véase: http://www.europapress.es/internacional/noticia-aplazado-juicio-contra-




perpetrados en la República Centroafricana desde 2003
226
, y la firma del acuerdo de paz 
en Sudán en 2015 en el que se contemplaba la creación de un Tribunal Mixto.  
Pero si hay un caso de actualidad, especialmente relevante para la justicia penal 
africana, este es el denominado Hissène Habré -ex dictador del Chad- sustanciado ante 
las Salas Especiales de los Tribunales Africanos, cuya sentencia se dictó el 30 de mayo 
de 2016. La importancia de este caso radica en que es la primera vez que en virtud del 
principio de jurisdicción universal se dicta una sentencia en un país africano diferente a 
aquel en el que se cometieron los crímenes, además el ex dictador ha sido condenado  
por la comisión, de entre otros, los crímenes de violencia sexual perpetrados en el Chad 
entre 1982 y 1990
227
. 
En virtud del citado pronunciamiento, el ex dictador del Chad fue sentenciado a 
cadena perpetua por la comisión de los crímenes de violación y esclavitud sexual, 
constitutivos de crímenes de lesa humanidad en virtud de los artículos 10.2 y 6. 1.g) del 
estatuto de las “Salas”
228
. En relación a los elementos constitutivos del crimen de 
violación, el citado órgano jurisdiccional -citando el caso Taylor juzgado por el 
Tribunal Especial para Sierra Leona
229
- evita referirse a los términos “autonomía 
sexual” y “circunstancias coercitivas” utilizados por otros órganos jurisdiccionales 
penales, y reduce la violación a “una penetración sexual no consentida”
230
. Por el 
contrario argumenta que el crimen de esclavitud sexual no exige penetración, pero sí 
ejercer el sentido de propiedad sobre la víctima
231
.  
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 En abril de 2015 el gobierno del país adoptó una ley  a fin de crear un Tribunal Penal Especial para 
juzgar los crímenes perpetrados en su territorio desde 2003. No obstante, como crítica Amnistía 
Internacional, la falta de recursos económicos ha retrasado su establecimiento. Véase: 
https://www.amnesty.org/es/press-releases/2015/12/central-african-republic-progress-on-special-criminal-
court/, última visita: noviembre 2016.  
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caso en el que se condena a un ex dictador por un tribunal situado en otro Estado del territorio africano. El 
juicio fue celebrado entre el 20 de junio de 2015 y el 11 de febrero de 2016 y ha tenido lugar en Dakar 
(Senegal). Concretamente, el caso ha sido conducido por las Salas Especiales de los Tribunales 
Especiales, creadas en agosto de 2012 en virtud del “Accord entre le gouvernement de la Republique de 
Senegal et L’Union  Africaine sur la creation de Chambres Africaines Extraordinaires au sein des 
jurisdictions senegaleses”, disponible en: http://www.chambresafricaines.org/pdf/Accord%20UA-
Senegal%20Chambres%20africaines%20extra%20Aout%202012.pdf, última visita: noviembre 2016. 
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4.5. La prohibición de cometer actos de violencia sexual en conflictos en el 
ámbito normativo sub-regional africano 
Además de la normativa sobre violencia sexual dispuesta por el ámbito regional 
africano que establece la prohibición de cometer actos de violencia sexual en los 
conflictos armados, las organizaciones subregionales africanas han hecho lo propio con 
la aprobación de instrumentos en los que se recogen preceptos destinados a prevenir y 
sancionar la perpetración de actos de índole sexual durante los conflictos. Debido a que 
varios de los Estados que pertenecen a estas organizaciones subregionales son también 
parte del Protocolo de Maputo, en lo que sigue se analizará la cobertura de derechos 
otorgada por los instrumentos adoptados por estas organizaciones comparándola con la 
protección ejercida por el Protocolo de Maputo. 
En primer lugar, nos hemos de referir al “Pacto de la Región de los Grandes 
Lagos” (GLP, por sus siglas en inglés). Dicho documento fue adoptado por la Segunda 
Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la Conferencia Internacional de la Región 
de los Grandes Lagos (ICGLR) en diciembre de 2006
232
, con el fin de dar efecto a la 
“Declaración de Dar es Salaam”
233
, que había sido adoptada durante la Primera Cumbre 
de la “Conferencia” en 2004. El estudio de los instrumentos adoptados en el marco de 
esta es de especial relevancia puesto que en algunos de los países que la integran -
Ruanda, Burundi y Uganda, República Democrática del Congo y Kenia- han tenido 
lugar en las últimas décadas conflictos armados y crisis políticas en los que la 
perpetración de crímenes de violencia sexual contra la población civil ha sido uno de 
sus elementos característicos.  
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 La Conferencia Internacional de la Región de los Grandes Lagos es una organización inter-
gubernamental de la región africana de los Grandes Lagos. Fue creada en el año 2000 a raíz de la 
inestabilidad política y los conflictos que estaban teniendo lugar en algunos de los países de esa zona y 
que afectaban a toda la región por lo que se requería aunar esfuerzos por parte de los gobiernos de estos 
países. La creación de la citada organización se llevó a cabo al amparo de las Naciones Unidas y la Unión 
Africana investida con las funciones de promover la paz y la seguridad en la región, fomentar la 
democracia y la nueva gobernanza, el desarrollo económico y los asuntos sociales y humanitarios. Para 
conocer la historia completa de la creación de la organización, se puede visitar su sitio web: 
http://www.icglr.org/index.php/en/background, última visita: noviembre 2016. Por su parte, el citado 
“Pacto” fue adoptado en la II Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Nairobi (Kenia) en 
diciembre de 2006. Los países que pertenecen a esta organización son: Angola, Burundi, República 
Centroafricana, República del Congo, República Democrática del Congo, Kenia, Uganda, Ruanda, 
República Sudán Sur, Sudán, Tanzania y Zambia.  
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 El GLP está compuesto de diez protocolos y cuatro programas de acción. Entre 
ellos figura el “Protocolo sobre la Prevención y Supresión de la Violencia Sexual contra 
las Mujeres y los Niños”
234
 en el que se insta a los Estados Parte a que adopten en sus 
ordenamientos jurídicos la legislación pertinente en materia de investigación, 
enjuiciamiento y castigo de los citados crímenes internacionales. Además, el “Protocolo 
sobre Violencia Sexual” -de la misma manera que se dispone en el artículo 26 y 4.f) del 
“Protocolo de Maputo”- obliga a dichos Estados a que adopten las medidas legislativas 
pertinentes que permitan otorgar a las víctimas de violencia sexual asistencia legal, 
médica, material y social, así como la creación de un fondo con el fin de dar 
compensación a las mismas.   
Así, el citado “Protocolo sobre Violencia Sexual” recoge en el artículo 1.5) una 
lista exhaustiva pero no cerrada de los actos que pueden considerarse como crímenes de 
violencia sexual. En este sentido, a pesar de que la práctica totalidad de los actos 
enumerados coinciden con los recogidos en el Estatuto de Roma, llama la atención el 
hecho de que en el “Protocolo sobre Violencia Sexual” los considerados como crímenes 
de guerra (artículo 1.7) son definidos conforme a las infracciones graves de los 
Convenios de Ginebra y no en base al alcance más amplio que ostentan los mismos en 
el artículo 8 del Estatuto de Roma, pudiéndose plantear problemas respecto a algunos 
crímenes de naturaleza sexual que no están recogidos en los citados “Convenios”
235
.   
En segundo lugar, hay que hacer referencia al “Protocolo sobre Género y 
Desarrollo de la Comunidad Sud-africana de Desarrollo” (SADC, por sus siglas en 
inglés). El citado instrumento, que aunque fue adoptado en agosto de 2008 no entró en 
vigor hasta el 22 de febrero de 2013, se inserta en las “Iniciativas de Programas de 
Acción y Construcción Comunitaria de la SADC”, las cuales se centran en establecer 
mecanismos con los que llevar a cabo el desarrollo sostenible en la región
236
.  
A diferencia de los otros instrumentos africanos previamente analizados, el 
“Protocolo de la SADC” recoge expresamente la posibilidad de que los hombres y niños 
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sean víctimas de la violencia basada en el género. De este modo, los actos de naturaleza 
sexual cometidos contra los hombres y niños, nacionales de los países que conforman la 
SADC, sí quedarían cubiertos por la protección ejercida por el citado instrumento
237
.  
En cuanto a lo que se refiere al ámbito sustantivo, el Protocolo de la SADC 
coincide con el Protocolo de Maputo en varios aspectos. Ambos prevén el 
establecimiento de medidas para eliminar los estereotipos de género
238
. Ambos llaman a 
la eliminación de las prácticas desigualitarias y a la creación de leyes estatales para 
eliminar todo tipo de violencia basada en el género
239





 y el matrimonio forzado
242
. Por otra parte, y al igual que 
el Protocolo de Maputo, el “Protocolo de la SADC” recoge otro grupo de derechos 
relativos a la protección de diversos aspectos de la vida de las mujeres, como son, entre 
otros, los derechos a la igualdad en la educación (artículo14), derecho a acceder a la 
propiedad y a los recursos económicos (artículo 18) y derecho al empleo (artículo 19).  
Posiblemente, uno de los aspectos más destacables del citado instrumento es el 
que se refiere -en el artículo 8- al acceso de la mujer a los mecanismos de justicia, 
judiciales y no judiciales. Además, el artículo 28 prevé que los Estados Miembros 
adopten las medidas necesarias para que las mujeres accedan a los procesos de 
resolución pos-conflicto y para llevar a los perpetradores ante la justicia. En lo relativo a 
las reparaciones, el Protocolo de la SADC contiene disposiciones específicas en la 
materia, estableciendo que los Estados Miembros deberán otorgar apoyo legal, sanitario 
y de carácter pisco- social a las víctimas de violencia de género. Y va un paso más allá, 
promoviendo la transformación de los estereotipos y desigualdades de género, al ser el 
único de los instrumentos convencionales que a nivel mundial prevé la rehabilitación 
para los perpetradores de tales actos
243
. La ausencia más importante si comparamos este 
instrumento con el Protocolo de Maputo deriva del hecho de que en el Protocolo de la 
SADC no se consideran como crímenes internacionales los actos de violencia sexual. 
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 Los Estados Miembros de la citada organización son: Angola, Botswana, República Democrática del 
Congo, Lesohto, Madagascar, Malawi, Mauritius (República de Mauricio), Mozambique, Namibia, 
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estereotipos de género.  
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En cuanto a los mecanismos de vigilancia, debemos tener en cuenta que el 
Protocolo de la SADC prevé en el artículo 35 que los Estados Miembros envíen un 
informe al Secretario Ejecutivo de la SADC en el que se dispongan las actividades que 
se han llevado a cabo para su implementación. El mismo mecanismo se recoge en otros 
instrumentos regionales e internacionales, como el Protocolo de Maputo y la CEDAW. 
En nuestra opinión, existe el riesgo de que los Estados Miembros fallen al cumplimiento 
de esta obligación, dada la multitud de informes que deben enviar para dar 
cumplimiento a las obligaciones dispuestas por el Protocolo de Maputo y la CEDAW. 
Pese a lo cual, consideramos que el hecho de que se incluyan a los hombres como 
posibles víctimas de crímenes de violencia sexual reviste de suficiente novedad al 
Protocolo de la SADC como para que se siga fomentando su incorporación en los 





CAPÍTULO II. JUSTICIA TRANSICIONAL PARA HACER 
FRENTE A LA IMPUNIDAD DE LOS CRÍMENES 
INTERNACIONALES DE VIOLENCIA SEXUAL. 
ESPECIAL CONSIDERACIÓN EN EL ÁMBITO 
AFRICANO 
1. INTRODUCCIÓN  
Durante la gran mayoría de los conflictos armados, las partes enfrentadas atacan 
la arquitectura estatal a fin de hacerse con el control del gobierno y las instituciones, por 
lo que una vez terminado éste, la reconstrucción institucional, se convierte junto a la 
rehabilitación y reconciliación nacional, en las tareas principales hacia las que los 
gobiernos deben dirigir sus esfuerzos en el medio y largo plazo
244
.   
Entre las tareas que deben abordarse en el proceso de reconstrucción 
institucional post-conflicto destaca la reforma del sistema judicial, orientada a aumentar 
sus capacidades de efectividad e independencia en la medida en que éstas resultan 
especialmente necesarias para que “la población supere el miedo generado por el 
conflicto”
245
 y confíe en las instituciones gubernativas y la administración de justicia. 
Asimismo, es fundamental que se comprenda que, más allá de la obligación que supone 
para los Estados el deber de garantizar la rendición de cuentas por las violaciones 
masivas y crímenes internacionales perpetrados durante el conflicto, el ejercicio 
efectivo del elemento “justicia” en la era post-conflicto influirá positivamente en la 
reconciliación nacional y en la construcción de un sistema político democrático. Sobre 
todo, si tenemos en cuenta que es habitual que las violaciones a los derechos humanos 
continúen durante el posconflicto.  
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No fomentar la rendición de cuentas, ya sea por la debilidad del sistema jurídico 
(inexistente o ineficaz) o por la falta de voluntad política, perpetuará la existencia de un 
clima de impunidad, que no sólo ninguneará los derechos de las víctimas de violaciones 
masivas y crímenes internacionales a la justicia la verdad y la reparación, sino que 
contribuirá a que los abusos se repitan en el futuro.  
Por tanto, para promover el respeto al Estado de Derecho y el imperio de la ley 
en la fase post-conflicto, uno de los empeños fundamentales de los Estados que 
transitan hacia la democracia debe ser impulsar la rendición de cuentas y poner fin al 
clima de impunidad. En este sentido, la reforma institucional contribuye al ejercicio 
efectivo de la justicia durante la transición
246
. Y es que, como se ha afirmado desde 
Naciones Unidas, “el aumento de la capacidad nacional para enjuiciar los crímenes 
perpetrados durante el conflicto es el medio para solucionar la cuestión de la 
impunidad”, puesto que “los sistemas nacionales deben ser el primer recurso en materia 
de rendición de cuentas”
247
.  
 Desgraciadamente, la realidad da muestra de las dificultades a las que se 
enfrentan las jurisdicciones nacionales para hacer efectivos los derechos de las víctimas 
de violaciones masivas de los derechos humanos y de crímenes internacionales, y en 
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 “La reforma institucional (que si se realiza correctamente supondrá la existencia de instituciones 
justas, eficientes e independientes) contribuye a la justicia de transición en dos aspectos importantes. En 
primer lugar, una administración pública equitativa y eficiente desempeña un papel decisivo en la 
prevención de futuros abusos. Tras un período de violaciones generalizadas de los derechos humanos, 
impedir que éstas vuelvan a repetirse es uno de los objetivos fundamentales de una estrategia de justicia 
de transición legítima y efectiva. En segundo lugar, la reforma institucional contribuye a la justicia de 
transición en que permite a las instituciones públicas, en particular a los sectores encargados de la 
seguridad y la justicia, favorecer que los responsables de abusos cometidos en el pasado rindan cuentas 
ante la justicia. Un servicio de policía reformado, por ejemplo, puede investigar con profesionalidad los 
abusos cometidos durante el conflicto o el régimen autoritario; una fiscalía reformada puede formular 
acusaciones efectivas, y un tribunal reformado puede dictar sentencias imparciales acerca de esos abusos 
pasados. La reforma institucional puede, por consiguiente, ser la condición previa para que en el país 
puedan pedirse cuentas y aplicarse penas por las violaciones de los derechos humanos cometidas durante 
el conflicto o el período de régimen autoritario”. Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de Derecho para Sociedades que han salido de un 
conflicto. Procesos de depuración: marco operacional (Nueva York y Ginebra, 2006): 3-4. En relación a 
las garantías de no-repetición de las violaciones que vulneren la dignidad de las víctimas, véase: 
Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminación y Protección de las 
Minorias, “Informe final revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de 
los derechos humanos (derechos civiles y políticos) preparado por el Sr. L. Joinet de conformidad con la 
decisión 1996/119 de la Subcomisión”, E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1, 26 de junio de 1997, párr. 43, y 
Comisión de Derechos Humanos, Informe de Diane Orentlicher, experta independiente encargada de 
actualizar el “Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad”, principio 35, E/CN.4/2005/102/Add.1, 2 de agosto de 
2005.  
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especial en sistemas judiciales tan inestables y desestructurados como los del contexto 
africano, poniendo de manifiesto los límites del modelo de justicia retributiva para 
cercar la brecha de impunidad 
248
. 
 Como se ha visto en el capítulo anterior, la persecución de los crímenes 
internacionales perpetrados durante los conflictos armados es todavía una práctica 
incipiente en los Estados africanos, máxime si hablamos de procedimientos penales 
seguidos por la comisión de crímenes de violencia sexual. Ante tal circunstancia, el 
plano internacional se ha venido esforzando en las últimas décadas en buscar métodos 
alternativos a los enjuiciamientos, acercándose a un modelo restaurativo de justicia a 
través del manejo de los denominados “mecanismos de justicia transicional”, que 
completan la actividad de la justicia penal y se integran en una estrategia holística de 
justicia de transición con la que cercar la brecha de la impunidad
249
.  
 Partiendo de estas consideraciones, en este capítulo se estudiarán primeramente 
los aspectos generales del significado del concepto actual de impunidad en el Derecho 
Internacional, haciendo especial referencia a la cuestión de las amnistías como tipo de 
impunidad normativa (2). Además, se tratarán los aspectos teóricos del campo de la 
justicia transicional, tanto por lo que se refiere al origen y la definición del término 
“justicia transicional”, así como a los modelos y los modelos y debates surgidos en 
torno al campo. A continuación, profundizaremos en la cuestión de la justicia 
transicional haciendo referencia a los retos generales y particulares a los que se enfrenta 
en la actualidad el campo de la justicia transicional en África. También se examinarán 
las ventajas que surgen de la incorporación de la perspectiva de género a los 
mecanismos de justicia transicional (3).  
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2. ASPECTOS GENERALES 
2.1. El concepto de impunidad en el Derecho Internacional: el caso de las 
amnistías 
El concepto de impunidad en el ámbito del Derecho Internacional ha ido 
variando a lo largo de los años, desde que esta cuestión pasara a formar parte integrante 
de la agenda en materia de derechos humanos en la década de los noventa, a raíz de la 
celebración de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en Viena en la que se 
exhortaba a los Estados a “abrogar la legislación que conduce a la impunidad de los 
responsables de graves violaciones de derechos humanos (…) y a castigar tales 
violaciones”
250
. Sin que se concretase en aquel momento una definición de impunidad, 
sí en cambio se determinaron los elementos de lo que después se ha llegado a 




A este respecto, tal y como se pone de manifiesto en los documentos de la 
Declaración y la Plataforma de Acción de Viena, la impunidad se identificaba con la 
ausencia de un procedimiento penal, aunque en 1997 la Subcomisión de Prevención de 
Discriminación y Protección de las Minorías identificó otras actuaciones que podrían 
interpretarse también como modalidades de impunidad, tales como la “responsabilidad 
civil, administrativa o disciplinaria (…) incluida la indemnización del daño causado en 
las víctimas”
252
. De esta manera, a pesar que la Subcomisión ya había señalado otras 
formas de impunidad que escapan a la mera ausencia de persecución penal, hasta 
mediados de la década de los noventa la existencia de impunidad entendida en sentido 
restringido se identificaba con la ausencia de sanción penal.  
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 Organización de las Naciones Unidas, “Declaración y Programa de Acción de Viena”, cit., párr.60. 
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 La impunidad en sentido restringido está vinculada a la ausencia de sanción de los crímenes de 
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hace referencia, entre otros, Javier Chinchón Álvarez, Derecho Internacional y Transiciones a la 
Democracia y a la Paz: Hacia un modelo para el castigo de los crímenes pasados a través de la 
experiencia iberoamericana (Madrid: Ediciones Parthenon, 2007):430.  
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 Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminación y Protección de las 
Minorías, “La administración de justicia y los derechos de los detenidos”, Informe final revisado acerca 
de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos (derechos civiles y 
políticos) preparado por el Sr. L. Joinet de conformidad con la resolución 1996/119 de la Subcomisión, 




Esta concepción de la impunidad vinculada a un modelo de justicia retributiva y 
de persecución penal va a cambiar a raíz de las aportaciones contenidas en una serie de 
estudios e informes sobre la lucha contra la impunidad, el derecho a la verdad y el 
derecho a obtener reparaciones, realizados por expertos independientes por encargo de 
organismos de derechos humanos de Naciones Unidas. Entre otros, es necesario 
mencionar el “Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de 
los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad”
253
, realizado por la 




                                                          
253
 Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Informe de Diane Orentlicher, “Conjunto de 
principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad”, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de febrero de 2005.  
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Prevención de Discriminación y Protección de Minorías, elaborado por el Sr. El Hadji Guissé y el Sr. 
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derechos de los detenidos”; “Estudio sobre el derecho a la verdad” (Consejo de Derechos Humanos, 
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conformidad con la decisión 1995/117 de la Subcomisión. E/CN.4/Sub.2/1996/17, de 24 de mayo de 
1996, y (Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminación y Protección de 
Minorías) “Revisión de los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario a obtener reparación”. E/CN.4/1997/104, 
de 13 de enero de 1997; “Las directrices de Bassiouni” de 1999 y 2000 (Comisión de Derechos Humanos, 
Informe del Sr. M. Cherif Bassiouni, experto independiente sobre el derecho de restitución, 
indemnización y rehabilitación de las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, presentado de conformidad con la resolución 1998/43 de la Comisión de 
Derechos Humanos, E/CN.4/1999/65, de 8 de febrero de 1999, y “El derecho de restitución, 
indemnización y rehabilitación de las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales”, Informe final del Relator Especial, Sr. M. Cherif Bassiouni, presentado en 
virtud de la resolución 1999/33 de la Comisión. E/CN.4/2000/62, 18 de enero de 2000; Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “El derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones”, Nota del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (Transmisión del Informe de la 
reunión consultiva en la que se examinó el proyecto de Principios y directrices básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones), presentado por el Presidente-
Relator, Sr.Alejandro Salinas, E/CN.4/2003/63, de 27 de diciembre de 2002; Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “El derecho de las víctimas de violaciones de las normas 
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reparaciones”, Nota del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (Transmisión del Informe de la 
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internacionales de derechos humanos y del derecho humanitario a interponer recursos y obtener 




“la impunidad constituye una infracción de las obligaciones que tienen los Estados de 
investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus autores, especialmente en 
la esfera de la justicia, para que las personas sospechosas de responsabilidad penal sean 
procesadas, juzgadas y condenadas a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos 
eficaces y la reparación de los perjuicios sufridos de garantizar el derecho inalienable a conocer 




Como se puede observar, tras este proceso de evolución, en la actualidad se ha 
consolidado la idea de que la lucha contra la impunidad deriva de la obligación general 
de los Estados de respetar y hacer respetar los derechos humanos, y concretamente de 
las obligaciones en materia de administración de justicia, de la cual también dimana el 
derecho de las víctimas a conocer la verdad y obtener reparaciones. Consecuentemente, 
hoy en día se entiende que también existe impunidad si a pesar de la existencia de un 
proceso penal en curso, el Estado no respeta los derechos de las víctimas de violaciones 
graves de los derechos humanos a conocer la verdad de lo acontecido y a obtener 
reparaciones por dichas violaciones, incluyendo los derechos que se derivan de la 
vulneración de la norma que establece la prohibición de cometer actos de violencia 
sexual en los conflictos armados
256
.  
Si como señalaba Orentlicher “la impunidad constituye una infracción de las 
obligaciones que tienen los Estados (…) de adoptar todas las medidas necesarias para 
evitar la repetición de dichas violaciones”, y que “durante los periodos de transición los 
Estados deberán emprender un examen amplio de su legislación”
257
, también existiría 
impunidad cuando el Estado no haya adoptado el entramado jurídico necesario para 
impedir la repetición de los actos
258
, en concreto, cuando no se haya adoptado la 
                                                                                                                                                                          
tercera reunión consultiva acerca de los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”), presentado por el Presidente-Relator Sr. 
Alejandro Salinas, E/CN.4/2005/59, Ginebra, 29 de septiembre a 1 de octubre de 2004. 
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 Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Informe de Diane Orentlicher, “Conjunto de 
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 Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Informe de Diane Orentlicher, “Conjunto de 
principios actualizado …”, principios 1 y 38, respectivamente.  
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En este sentido, como ya se ha apuntado con anterioridad, la precariedad en la 
ratificación e implementación en los ordenamientos jurídicos africanos del Protocolo de 
Maputo sobretodo, pero también del Estatuto de Roma, constituye un claro ejemplo de 
este tipo de impunidad. A este respecto, como recoge el último Informe del Secretario 
General de Naciones Unidas sobre la violencia sexual en los conflictos, son varios los 
países africanos que todavía no han adoptado legislación en materia de crímenes de 
violencia sexual, razón por la que se exhorta a los Estados a que con el propósito de 
hacer frente a la impunidad “establezcan arreglos legislativos e institucionales para 
hacer frente a la violencia sexual relacionada con los conflictos”
260
. 
Por otra parte, a la luz de estos documentos se distingue entre otros dos tipos de 
impunidad, a las que da lugar la ausencia de iure o de facto de exigencia de 
responsabilidad a los perpetradores de violaciones de los derechos humanos. Una es la 
llamada impunidad normativa (de iure) que se produce cuando se adopta una norma que 
exime de persecución a los perpetradores de los abusos a los derechos humanos y de 
crímenes de derecho internacional. Otra es la impunidad fáctica (de facto) a la que se da 
lugar cuando a pesar de la existencia de normas que prevén la persecución penal, sucede 
que, o bien por el deficiente funcionamiento de las instituciones de justicia, o bien por 
las amenazas y/o la intimidación a las que se ven sometidas víctimas y testigos al 
denunciar las violaciones, la correcta investigación de los hechos se pone en peligro
261
.  
Entre las formas de ejercer la impunidad normativa más habituales destaca, en 
primer lugar, el uso de amnistías
262
, cuya adopción ha sido una constante en los 
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 Así, se puede considerar que cuando los Estados no adoptan en sus ordenamientos jurídicos las normas 
internacionales referentes a los crímenes de lesa humanidad, de guerra y de genocidio, están incurriendo 
en un tipo de impunidad que, en nuestra opinión, podría denominarse “impunidad en la legislación”. 
Advertimos que hemos adoptado este término con el fin de referirnos a un tipo de impunidad, distinta de 
la normativa, que se da cuando los Estados incumplen su obligación de adoptar las medidas necesarias 
para evitar la repetición de las violaciones de los derechos humanos al no incorporar la normativa 
internacional en materia de crímenes internacionales a sus ordenamientos jurídicos nacionales. 
260
 Consejo de Seguridad, “Informe del Secretario General sobre la violencia sexual relacionada con los 
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procesos de transición en todo el mundo
263
, sobre todo en África y Latinoamérica
264
. En 
el contexto de sociedades post-conflicto, situaciones de tensión, luchas políticas o 
revoluciones, la adopción de medidas de amnistía por los Estados se ha justificado con 
el argumento de que éstas son necesarias para superar el pasado y promover la 
reconciliación nacional. Si bien, en la práctica la adopción de dichas medidas de 
amnistía se ha convertido en un instrumento habitual con el que los autores implicados 
en violaciones graves de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario 
han eludido su responsabilidad penal y con el que perpetuar la impunidad.   
Actualmente, la adopción de medidas de amnistía se considera incompatible con 
los estándares normativos dispuestos por el Derecho Internacional. Antes de la adopción 
y entrada en vigor del ER ya existía en el Derecho Internacional el deber de perseguir 
los crímenes internacionales
265
, aunque el ER supone la confirmación más relevante por 
                                                                                                                                                                          
cual se extingue la culpabilidad y responsabilidad penal del autor del acto amnistiado. A su vez se 
distingue entre amnistías generales/particulares, dependiendo de si alcanzan a todos los sujetos que han 
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beneficiarios pertenecen al mismo.  
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el momento de que el Derecho Internacional Penal excluye las amnistías al no 
contemplar la inmunidad de Jefes de Estado (artículo 27 ER). Además el ER se ha 
convertido en el instrumento clave con el que promover la lucha contra la impunidad 
mediante el ejercicio de la persecución penal sobre los responsables de cometer 
violaciones de los derechos humanos y crímenes de derecho internacional -incluyendo 
los crímenes de violencia sexual-, permitiendo afirmar que las amnistías no tienen 
cabida en el orden jurídico internacional vigente. Asimismo, se ha de tener en cuenta 
que un Estado no parte puede estar obligado a perseguir los crímenes previstos en el ER 
por una obligación convencional específica o por la combinación de los instrumentos 
previos al ER y dicho instrumento. En consecuencia, como afirma AMBOS “el Estatuto 
ha reforzado el deber [de “perseguir”, se entiende] del derecho consuetudinario en 
cuanto expresa –como una clase de práctica verbal- la aceptación general de tal deber 
respecto a los crímenes de competencia de la Corte”
266
. 
No obstante, ante las inmensas dificultades que deben afrontar los Estados en 
transición
267
, cierto sector doctrinal ha llamado la atención sobre la posibilidad de que 
en casos concretos las amnistías puedan ajustarse al Derecho Internacional. Se afirma 
así que es necesario dotar de cierta flexibilidad a la incompatibilidad de adoptar 
amnistías, por lo que se propone distinguir entre las amnistías permitidas y no 
permitidas, para diferenciar las que resultan compatibles con el Derecho Internacional, 
de las que no
268
. La razón para acoger este criterio de flexibilidad estriba en la 
                                                                                                                                                                          
la justicia de transición”, En Justicia de Transición con Informes de América Latina, Alemania, Italia y 
España, Eds. Kai Ambos, Ezequiel Malarino y Gisela Elsner (Montevideo: Konrad Adenauer, 2009): 37-
38. 
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 Miguel Arenas Meza, “Amnistías en el contexto de situaciones de post-conflicto: su posible 
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existencia de dificultades en el contexto político que obstaculizan la posibilidad de 
llevar a cabo enjuiciamientos, y se construye sobre la base de una serie de criterios que 
permitirán diferenciar entre ambos tipos de amnistías
269
.  
Así, una amnistía no permitida, es decir incompatible con el Derecho 
Internacional, sería aquella que:  
1) Pretenda eximir de responsabilidad penal a los perpetradores de actos constitutivos 
de crímenes de lesa humanidad, de guerra y genocidio
270
. 
2) Permita eximir de responsabilidad a los llamados “principales responsables”
271
. 
3) No haya sido adoptada mediante un procedimiento democrático. Es decir, no estarían 
permitidas las llamadas auto-amnistías
272
.  
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4) Impida que se lleve a cabo una investigación para que las víctimas conozcan la 




5) Limite el derecho de las víctimas de violaciones graves a los derechos humanos y 
crímenes internacionales a obtener reparación
274
. 
Sobre la base de lo anterior, podemos considerar que a pesar de que no hay una 
norma de Derecho Internacional que prohíba expresamente las amnistías en el Derecho 
internacional general, dicha prohibición se considera incluida en la obligación de 
investigar, perseguir y sancionar los crímenes internacionales que incumbe a los 
Estados en virtud de las diversas normas convencionales, entre ellas el ER. Así, toda 
                                                                                                                                                                          
inválidas”. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Anual 1985-1986, 
OEA/Ser.L/V/II.68, Doc.8. rev. 1, 26 de septiembre de 1986, p. 191-193. 
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 En este sentido, las llamadas “amnistías condicionales” podrían ser compatibles con el Derecho 
Internacional.  Éstas son amnistías en las que los beneficiarios deben satisfacer ciertos actos con vistas a 
cumplir con el elemento justicia, en particular a través de la revelación completa de los hechos, el 
reconocimiento de responsabilidad, el arrepentimiento, etcétera. Kai Ambos “El marco jurídico de la 
Justicia de Transición…”, 72. Para Slye este tipo de amnistías pretenden satisfacer, en parte, los intereses 
de las víctimas y contribuir de forma efectiva a la reconciliación. Ronald. C. Slye, “The Legitimacy of 
Amnesties under International Law and General Principles of Anglo-American Law: Is a Legitimate 
Amnesty Possible?”. Bell apunta que convendría recoger en este tipo de amnistías alguna cláusula 
revocatoria, a fin de que si los beneficiarios de la misma no cumpliesen con la condición impuesta la 
amnistía concedida pudiese ser revocada. Christine Bell, “The ‘New Law’ of Transitional Justice”, en 
Building a Future on Peace and Justice. Studies on transitional justice, peace and development. The 
Nuremberg Deeclaration on Peace and Justice, eds. Kai Ambos, Jutith Large y Marieke Wierda (Berlín: 
Springer Verlag GMBH, 2008):118 y siguientes. Este tipo de amnistías suelen estar acompañadas de 
Comisiones de la verdad, en las que se concede la amnistía a cambio de que el amnistiado revele la 
verdad sobre su participación en los hechos investigados por la Comisión. El arquetipo de este tipo de 
amnistías es el caso de la llamada “amnistía a cambio de verdad” sudafricana, la cual fue adoptada tras el 
periodo conocido como el Apartheid y que estaba prevista en el epílogo de la Constitución de 1994 y 
regulada en la “Ley de Promoción de la Unidad Nacional y la Reconciliación nº34 de 1995”. Mallinder 
afirma que en la mayoría de los casos en los que se ha optado por amnistías condicionadas, éstas han dado 
lugar a programas de reparaciones, medidas de rendición y desarme y se han acompañado de otros 
mecanismos de justicia como Comisiones de la verdad y justicia comunitaria. Louise Mallinder, 
“Exploring the Practice of States in Introducing Amnesties” Building a Future on Peace and Justice. 
Studies on transitional justice, peace and development. The Nuremberg Declaration on Peace and 
Justice, Eds. Kai Ambos, Jutith Large y Marieke Wierda (Berlín: Springer Verlag GMBH, 2008):167 y 
siguientes.  
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 La Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos ha afirmado que la existencia 
de una amnistía no es incompatible con el derecho de las víctimas a obtener reparaciones. “Conjunto de 
principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad”, que figura como Anexo II en el “Informe Final revisado acerca de la cuestión de la 
impunidad de los autores de las violaciones de derechos humanos (civiles y políticos) preparado por el Sr. 
L. Joinet de conformidad con la Resolución 1996/119 de la Subcomisión de 20 de octubre de 1997.  
Cuestión que ha sido tratada también por la CIDH en el caso Castillo Paéz que, a propósito de las “auto-
amnistías”, ha afirmado que éstas violan los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y reparación, 
los cuales están relacionados entre sí. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Voto razonado 
conjunto de los jueces Antonio Cançado Trinidade y A. Abreu Burelli en la sentencia del caso Castillo 




amnistía adoptada por un Estado con la intención de eximir de responsabilidad penal a 
los perpetradores de actos de naturaleza sexual constitutivos de crímenes de lesa 
humanidad, de guerra o genocidio sería incompatible con el Derecho Internacional y no 
impediría el ejercicio de la justicia penal internacional.  
Ahora bien, la incompatibilidad de las amnistías con el Derecho Internacional no 
es óbice para que la impunidad normativa se alcance por otras vías. En concreto, y en lo 
que se refiere al ámbito africano, como posteriormente veremos, cabe la posibilidad de 
que se apruebe un Proyecto de ampliación de la Corte Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos que prevé la inmunidad de los Jefes de Estado, lo que podría suponer que 
éstos no fuesen juzgados aunque hubiesen cometido o instigado la comisión de 
crímenes internacionales, incluyendo los crímenes de violencia sexual
275
. 
Por otra parte, la existencia de impunidad fáctica en relación a los crímenes 
sexuales en África se constata por la escasez de procedimientos nacionales o 
internacionales en los que se investiguen y enjuicien los crímenes sexuales cometidos 
de forma masiva durante las crisis políticas, regímenes dictatoriales y conflictos 
armados en este continente. Pero también se pone de manifiesto en la insuficiente 
inclusión de estos crímenes en los mecanismos destinados a esclarecer la verdad y en 
los programas de reparaciones
276
.  
2.2. La Justicia Transicional  
2.2.1.  Origen y evolución del concepto de “justicia transicional” 
Más allá de todas las dificultades que supone el ejercicio de la justicia penal en 
contextos de transición, en la mayoría de los casos la falta de rendición de cuentas 
deriva de los obstáculos a la investigación efectiva y sanción de estos crímenes por las 
jurisdicciones nacionales. Así, a pesar de que existen suficientes instrumentos 
internacionales que prohíben la comisión de violencia sexual en los conflictos, la 
subsistencia de una estructura social netamente patriarcal, normalmente impide que se 
destinen los recursos policiales y judiciales necesarios para hacer frente a esta cuestión. 
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Y es que, en el fondo, la comisión de crímenes sexuales en el conflicto es reflejo de las 
relaciones de género que existían en el pre-conflicto y que perduran en el post-conflicto.  
De este modo, la violencia sexual es causa y efecto de la tradicional 
discriminación y el dominio y control patriarcal de la sociedad internacional. En esta 
misma línea, el uso de la violencia sexual como táctica de guerra es reflejo de los 
estereotipos de género que han sustentado el uso del cuerpo de las mujeres, y también 
de los hombres, como “campo bélico” sobre el que ejercer dicha discriminación y 
control. En este sentido, consideramos al igual que CHINCHÓN ÁLVAREZ, “que la 
impunidad es un problema estructural, cuyas dimensiones superan lo estrictamente 
legal, para adentrarse en lo social, lo cultural, lo psicológico, lo económico y lo 
político”
277
. De este modo, y como explica PEÑA, la impunidad no es más que la punta 
del iceberg, en el fondo la sostienen una masa heterogénea de violencia y desigualdad, 
así podemos considerar que detrás de la falta de respuesta del Estado al fenómeno 
criminal se halla enquistada una forma de injusticia estructural
278
. Por tanto, los 
esfuerzos para detener el uso de la violencia sexual en los conflictos y hacer frente a la 
impunidad que rodea la comisión de tales actos, deben dirigirse a abordar las 
desigualdades y los estereotipos de género, función para la que también va a servir la 
justicia transicional. 
En relación a su origen, a pesar de que algunos autores han situado el nacimiento 
de la justicia transicional en acontecimientos tan dispares como la Antigua Grecia, la 
Revolución Francesa o las Revoluciones Inglesas
279
, o, en el caso de TEITEL, a 
propósito de los llamados “juicios de Núremberg”
280
, el concepto como tal no surgió 
hasta la década de los noventa del pasado siglo, a propósito de los drásticos cambios 
históricos que se produjeron tras la caída del muro de Berlín y el inicio de las 
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 En la doctrina, el término justicia transicional fue acuñado a final de la década de los ochenta del 




Así, el desarrollo de los sectores del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional Penal, y 
sobretodo el establecimiento de principios que consolidaron la lucha contra la 
impunidad, sustentando jurídicamente el establecimiento de la corriente pro justicia, que 
a propósito de la tercera “ola de democratización”
282
 desencadenó el inicio de una etapa 
proclive a la rendición de cuentas por las violaciones de los derechos humanos y los 
crímenes internacionales cometidos en los conflictos armados o los regímenes 
dictatoriales. Asimismo, y en consonancia con lo anterior, a través del desarrollo de 
dichos sectores jurídicos y el establecimiento de un conjunto de principios para luchar 
contra la impunidad, se ha ido consolidando el derecho de las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos y crímenes de derecho internacional a obtener 
justicia, verdad y reparación
283
.   
En este sentido, las diferentes aportaciones de cada uno de estos sectores 
contribuyen a conformar el marco jurídico internacional de lo que se ha venido en 
llamar justicia transicional. Así, el Derecho Internacional Penal ha contribuido a la 
configuración de una obligación internacional de enjuiciamiento y castigo, a través de la 
consolidación del principio de responsabilidad penal internacional y la identificación de 
unos crímenes internacionales de violencia sexual. Además, el establecimiento de 
principios procesales como la imprescriptibilidad de los crímenes internacionales o el 
principio de jurisdicción universal han permitido el desarrollo del derecho procesal 
penal internacional necesario para permitir la investigación, enjuiciamiento y sanción de 
                                                                                                                                                                          
noviembre de 1988 en Wye, Maryland (Estados Unidos). La procedencia geográfica, y el perfil 
interdisciplinar de los expertos que participaron en dicha reunión, obedecían al contexto político mundial 
del momento. De esta manera, los participantes venidos de Argentina, España, Grecia y Alemania, 
debatieron sobre las cuestiones jurídicas, políticas y morales que estaban surgiendo en sus respectivos 
países. Por su parte, las conferencias celebradas en Salzburgo “Justice in Times of Transition” en marzo 
de 1992 por la “Charter Foundation 77”, y en Sudáfrica “Dealing with the Past” en 1994 por el Institute 
for a Democratic Alternative for South Africa consolidaron el uso del término justicia transicional, el 
cual fue configurado definitivamente como concepto autónomo en la obra de Neil Kritz, Transitional 
Justice: How Emerging Democracies Reckon with Former Regimes Volume I: General Considerations 
(Washington D:C:United States Institute of Peace Press Books, 1995). 
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 El concepto “ola de democratización” acuñado por Samuel p. Huntington hace referencia a un 
conjunto  de transiciones de un régimen no democrático a un régimen democrático, que concurren en un 
periodo determinado de tiempo y que superan significativamente a las transiciones en dirección opuesta 
en ese mismo periodo. Huntington sitúa la tercera “ola de democratización” tras la revolución portuguesa 
en 1974 y abarca los quince años siguientes en los que aproximadamente 30 países de Europa, Asia y 
América Latina iniciaron transiciones a la democracia. Samuel P. Huntington, La tercera ola: la 
democratización a finales del S.XX (Barcelona: Ed. Paidós Ibérica, 1994).  
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 Martha Minow, “Memoria y odio: ¿Se pueden encontrar lecciones por el mundo?, en Justicia 
Transicional, eds. Martha Minow, David. A. Crocker, Rama Mani (Colombia: Siglo del Hombre 




este tipo de crímenes en el ámbito nacional. Por otra parte, el sistema de justicia penal 
internacional ha ido incluyendo progresivamente medidas destinadas a impulsar la 




Por su parte, el Derecho Internacional Humanitario, partiendo del sistema de 
Ginebra, ha posibilitado el desarrollo del concepto de “crímenes de guerra”, incluido en 
los estatutos de todos los tribunales penales internacionales y progresivamente definido 
y delimitado a raíz de la jurisprudencia adoptada por dichos tribunales.  
A su vez, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha propiciado el 
surgimiento y consolidación de los derechos a la justicia, verdad y reparación a través 
de los pronunciamientos explícitos de los órganos encargados del control y supervisión 
de los Tratados de derechos humanos
285
 y de los mecanismos no jurisdiccionales de 
promoción y protección de los derechos humanos
286
.   
Por último, el establecimiento en el sistema de Naciones Unidas de una serie de 
principios internacionales relativos a la lucha contra la impunidad ha contribuido 
notablemente a la definición específica y la cristalización de los derechos a la justicia, 
verdad y reparación y a su consolidación
287
. Se añade, el impulso definitivo que en el 
año 2004 supuso la adopción del Informe presentado por el Secretario General de 
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 Mientras que los tribunales de Nuremberg y Tokio no trataron en absoluto la cuestión de las víctimas, 
los Tribunales Penales Internacionales para Yugoslavia y Ruanda sí incorporan ciertas disposiciones 
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Interamericana de Derechos Humanos, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, “Sentencia”, Serie C, 
núm. 154, 26 de septiembre de 2006. 
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 En este sentido cabe mencionar la creación en 2011 de la figura del Relator Especial sobre la 
promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no-repetición, en la persona de Pablo 
del Grieff, por el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, mediante la Resolución 18/7 de 
septiembre de 2011. 
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 Entre los documentos en los que se recogen estos principios cabe mencionar el “Informe final revisado 
acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos (derechos 
civiles y políticos) preparado por el Sr. Joinet de conformidad con la resolución 1996/119 de la 
Subcomisión”, el “Conjunto de Principios actualizado…”, los “Principios y directrices básicos sobre el 





Naciones Unidas al Consejo de Seguridad sobre “El Estado de Derecho y la justicia de 
transición en sociedades que sufren o han sufrido conflictos”. En dicho informe se 
señala que la justicia transicional: 
abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una 
sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a 
fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación. Tales mecanismos pueden ser judiciales o extrajudiciales y tener 
distintos niveles de participación internacional (o carecer por complejo de ella) así 
como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la 
verdad, la reforma institucional, la investigación de antecedentes, la remoción del 




Desde entonces, varios órganos y entidades del sistema de Naciones Unidas se 
han ocupado de la cuestión y han tratado de elaborar directrices con el objeto de que 
sean aplicadas por los Estados en transición, reiterando que cada contexto es diferente y 
no es conveniente extrapolar modelos, pero considerando a la justicia transicional como 
una estrategia holística en la que determinados mecanismos judiciales y no judiciales 
interactúan con el propósito de poner fin a la impunidad
289
.    
2.2.2. Dilema, debates y modelos del campo de la justicia transicional 
Los estudios académicos que han tratado el campo de la justicia transicional ha 
experimentado un crecimiento exponencial en los últimos años. Hasta hace 
aproximadamente una década la mayoría de trabajos en este campo trataban de dar 
respuesta al llamado “dilema de la justicia transicional” que, aunque sigue siendo objeto 
de discusiones, está dejando paso a un análisis más empírico, basado en la valoración de 
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 Secretario General de Naciones Unidas, “El Estado de Derecho y la justicia de transición en las 
sociedades que sufren o han sufrido conflictos”, S/2004/616, 3 de agosto de 2004; la misma idea fue 
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cada mecanismo para hacer frente a la violación de derechos concretos y a propósito de 
los procesos transicionales llevados a cabo en países específicos. Así, en lo que sigue se 
tratará de aclarar en qué consiste dicho “dilema” para después ocuparnos de los desafíos 
que enfrenta la justicia transicional en la actualidad. 
A grandes rasgos, el denominado “dilema de la justicia transicional”
290
, hace 
referencia a la disyuntiva que se plantea en todos los procesos transicionales en relación 
a cómo lograr el equilibrio entre los intereses “justicia” y “paz”, cuando las violaciones 
de los derechos humanos y la comisión de crímenes durante la etapa anterior a la 
transición se han producido de forma masiva, y la estabilidad democrática y la paz son 
todavía débiles. Dicho en palabras de MINOW, el dilema plantea cómo: 
atender las reclamaciones legítimas de justicia presentadas por las víctimas y los 
sobrevivientes de abusos horribles, de tal manera que se consiga el delicado balance 
entre evitar la vuelta al conflicto o a una crisis, por un lado, y por otro consolidar una 
paz duradera basada en la equidad, el respeto y la inclusión, lo que requiere reformas 




La cuestión radica pues en intentar dar respuesta a este dilema, puesto que a 
menudo aquellos países que han transitado a la democracia han optado por sacrificar los 
intereses de la justicia en aras de mantener la paz y la necesidad acuciante de poner fin a 
las hostilidades entre las partes enfrentadas (paz negativa), pero sin realizar reformas 
estructurales que pudieran consolidarla (paz positiva). Así, durante las primeras 
transiciones a la democracia que tuvieron lugar durante los años ochenta y noventa del 
siglo XX, la “paz negativa” y la “paz positiva” se consideraron contradictorias entre sí. 
Se planteaba además la discusión acerca de los medios que debían utilizarse para 
alcanzar la paz. De esta manera, mientras que para algunos la realpolitik constituía la 
única vía para que, mediante políticas de perdón y olvido, se lograse la paz
292
, para 
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otros, los llamados justicialistas o legalistas, la justicia penal sería una condición 
necesaria para alcanzar y consolidar la paz, la reconciliación y la estabilidad 
democrática
293
.   
Teniendo en cuenta que en esas primeras transiciones a la democracia era 
habitual que las viejas élites (normalmente las perpetradoras de los abusos) 
permaneciesen en el poder, a menudo los nuevos gobiernos llegaban a soluciones 
negociadas para garantizar el fin de las hostilidades, que consistían o bien un acuerdo en 
el que se compartía el poder entre las otrora partes beligerantes con el nuevo gobierno 
democrático, o bien en la concesión de una amnistía, por lo que las exigencias de 
justicia quedaban relegadas al olvido.  
La práctica internacional ofrece distintos ejemplos, que dan muestra de cómo en 
las transiciones que tuvieron lugar en las décadas de los setenta, ochenta y noventa del 
pasado siglo, los gobiernos solían sacrificar las exigencias de la justicia penal a la 
consolidación de la paz y la estabilidad democrática.  
Así, en el ámbito latinoamericano, en algunos países como Uruguay, Chile y 
Argentina, las promesas hechas por los nuevos gobiernos democráticos de enjuiciar a 
los responsables de cometer, entre otros, actos de desapariciones forzadas, torturas y 
asesinatos y de atender las demandas de las víctimas que habían sufrido dichos actos, 
quedaron eclipsadas hasta fechas muy recientes (como en Argentina) por la concesión 
de amnistías en beneficio los responsables de cometer tales actos
294
.  
En lo que respecta al continente africano, en Liberia, mediadores neutrales 
dieron a Charles McArthur Ghankay Taylor alternativas para que abandonase el poder, 
a pesar de las reclamaciones de justicia de los ciudadanos, y hubo que esperar hasta el 
año 2012 para que el ex presidente liberiano fuese llevado ante la justicia del Tribunal 
                                                                                                                                                                          
for Mass Atrocity”, Human Rights Quarterly 22, nº 1 (2000):118-147; Para Carlos Nino la política 
retributiva para responder a las violaciones de derechos humanos podía causar abusos similares o peores. 
Carlos Nino, “The Duty to Punish Past Abuses of Human Rights Put in Context: The Case of Argentina”, 
Yale Law Journal 100 (Nº8, 1991): 2619-2640. 
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enjuiciamientos a los responsables de la comisión de actos de desapariciones, torturas y secuestros. Véase 
como ejemplo el proceso penal seguido contra Alfredo Astiz y otros exoficiales de la Armada argentina 
condenados en 2011 por el Tribunal Oral número cinco a cadena perpetua por la comisión de crímenes de 




Especial de Sierra Leona y condenado a cincuenta años de prisión por la comisión de 
crímenes de guerra y de lesa humanidad durante las guerras civiles que asolaron el país 
entre 1991 y 2002. En muchos casos, el soborno para lograr la paz negativa arrojó el 
resultado contrario al esperado, y las hostilidades se reanudaron o se instauró un clima 
de inseguridad, tal y como sucedió en Angola o Afganistán
295
.  
Por su parte, en lo que respecta a Europa llama la atención el caso de España. La 
transición negociada que tuvo lugar tras la muerte del general Franco, la cual puso fin a 
40 años de dictadura, permitió la estabilidad democrática y la reconciliación de ambos 
bandos. Sin embargo, los responsables de la comisión de actos de tortura, 
desapariciones, asesinatos y otras violaciones de los derechos humanos y de crímenes 
internacionales llevados a cabo durante la guerra civil y la posterior dictadura, nunca 
fueron juzgados, en parte por la adopción de la Ley 46/1977, 15 de octubre, de 
Amnistía
296




Esta práctica ha dado lugar a la configuración teórica de varios modelos de 
justicia transicional, los cuales han sido construidos en función de la importancia que en 
cada uno de ellos se ha dado al elemento “justicia” (en el sentido de justicia penal) o a 
las políticas de “perdón y olvido”. A la luz de estos modelos, se puede comprobar de 
qué manera se ha planteado el dilema de la justicia transicional a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XX, y de que distintas maneras ha sido resuelto. 
1. Un primer modelo es el “Modelo de perdón y olvido” o “modelo de olvido del pasado 
absoluto”. Este modelo se corresponde con aquellas transiciones en las que las opciones 
políticas se basan en la renuncia de toda confrontación con el pasado. Este modelo, que 
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guerra civil y la transición y, del hecho que el caso español no es el único que tuvo lugar en la Europa del 
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BENAVIDES contextualiza históricamente dentro de la “hegemonía de Westfalia” y 
que se caracteriza por la no injerencia de la Comunidad internacional en los asuntos 
internos de los Estados, responde a la preponderancia del principio de soberanía estatal 
en el ámbito de las relaciones internacionales. En principio se trata de un modelo que 
quedó superado con el inicio del sistema de justicia penal internacional con el 
establecimiento del Tribunal Internacional Militar de Núremberg
298
. Sin embargo, como 
el propio autor reconoce, tiempo después han seguido teniendo lugar experiencias que 
encajan dentro de este modelo, que desde la óptica actual del Derecho Internacional no 
pueden ser sino fuertemente criticadas
299
. 
2. Un segundo modelo se corresponde con el albor del Derecho Penal Internacional. De 
esta manera, el legado de Núremberg dio pie al nacimiento y/o consolidación de una 
serie de principios y estándares jurídicos que han tenido cómo fin último la creación de 
órganos penales internacionales destinados a enjuiciar a los responsables de cometer 
actos que se ha entendido que afectan a la Humanidad en su conjunto, sirviendo además 
para evitar que tales atrocidades se repitiesen. En este sentido, el establecimiento del 
principio de la responsabilidad penal de los individuos, unido al de la responsabilidad 
de los Estados; y la codificación en el estatuto del Tribunal Militar de Núremberg 
(TMI) de los “delitos contra la humanidad”, “delitos contra la paz” y “delitos de 
guerra”
300
, posibilitó el establecimiento de un sistema de justicia penal internacional. 
Dicho sistema se sustenta en la idea de que la justicia penal internacional ejerce un 
papel preventivo y disuasorio importante
301
, por lo que la justicia penal puede servir 
para responder a las exigencias del elemento “justicia”
302
.   
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justicia en épocas de transición. Esto es, el debate sobre la necesidad de equilibrar el ejercicio de la 
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3. Un tercer modelo se caracteriza por la focalización de la atención en la 
búsqueda de la verdad, a través del establecimiento de comisiones de la verdad en los 
Estados en los que se han cometido violaciones de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario, así como crímenes de derecho internacional. Los 
planteamientos en los que se basa este modelo surgen a raíz de la paralización de la 
justicia penal internacional posterior a los juicios de Núremberg y el fracaso de las 
persecuciones internas en países como Argentina, Chile o Uruguay. Todas estas 
circunstancias promovieron que la Comunidad internacional empezase a considerar la 
posibilidad de que los procedimientos penales no tuviesen la capacidad de cubrir todas 
las expectativas que demandaba el cumplimiento del elemento justicia en las 
transiciones, por lo que se hacía necesario explorar otros mecanismos alternativos a la 
justicia penal que garantizasen la justicia, la estabilidad democrática y la paz.  
El establecimiento de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sudáfrica 
es el ejemplo paradigmático de este modelo y al margen de ciertas consideraciones 
analíticas que consideran que las Comisiones de la verdad son una fuente de impunidad 
y dudan de su potencialidad reconciliadora
303
, la creación de la misma dio paso a la 
búsqueda de alternativas a la justicia penal que fomenten la rendición de cuentas.  
4. Un cuarto modelo es el modelo “mixto” que surge a raíz de la consolidación del 
sistema de justicia penal internacional que supuso la creación de la Corte Penal 
Internacional. Éste modelo, que es en el que se mueve el plano internacional en la 
actualidad, se basa en la existencia de un marco jurídico de Derecho Internacional en el 
que los Estados tienen el deber de perseguir la comisión de crímenes de Derecho 
                                                                                                                                                                          
expresa en el derecho internacional”. Farid Samid Benavides Vanegas, “Justicia en épocas de 
transición…”, 14. La doctrina es unánime al considerar que la definición de crímenes establecida en el 
Estatuto del TMI vulneraba el principio de la legalidad de los delitos y de las penas, además la 
constitución de dicho tribunal constituía una violación del principio del juez natural, al ser creado este 
tribunal con posterioridad a la producción de los actos por él juzgados. De la misma manera ha sido 
criticada, por autores de la talla de Bassiouni, la forma en la que fueron tipificados los delitos recogidos 
en el Estatuto del TMI; ya que con el fin de evitar que la persecución de los criminales de guerra nazi 
vulnerase el principio de la irretroactividad penal, y en la idea de prevenir la repetición de tales actos en el 
futuro, se tipificaron los crímenes contra la humanidad como una extensión de la jurisdicción de los 
crímenes de guerra, pudiendo ser juzgados, según el Estatuto del TMI aquellos “delitos contra la 
humanidad” cometidos con posterioridad a 1939 Cherif.M. Bassiouni, “De Versalles a Ruanda en 75 




 David Mandeloff, “Truth-Seeking, Truth-Telling and Postconflict Peacebuilding: Curb the 
Enthusiasm?”, International Studies Review 6, nº3 (2004): 358-376; James L. Gibson, “Does truth lead to 
reconciliation? Testing the causal assumptions of the South African truth and reconciliation process, 




Internacional. Este modelo impide que los Estados desarrollen políticas de perdón y 
olvido, promuevan y/o consientan la impunidad y adopten leyes de amnistía que 
impidan la judicialización de los crímenes de Derecho Internacional y las violaciones 
de derechos humanos y del derecho internacional humanitario.  
En este modelo las Comisiones de la verdad se contemplan junto a la justicia 
penal en las transiciones. Además en algunos países, principalmente africanos, la 
justicia penal y/o las Comisiones de la verdad son completadas con mecanismos 
tradicionales y autóctonos de justicia o búsqueda de la memoria colectiva, como el 
sistema de justicia comunitaria denominado “Tribunales Gacaca”, que funcionaron en 
Ruanda entre 2001 y 2012 ante la imposibilidad de que el Tribunal Penal Internacional 




Es conclusión, la práctica actual en Derecho Internacional contempla la 
aplicación conjunta y complementaria de procedimientos penales, ya sean éstos 
internacionales o nacionales, mecanismos de búsqueda colectiva de la memoria, -
principalmente Comisiones de la verdad-, programas de reparaciones e iniciativas de 
reforma institucionales. Por esta razón, el “dilema de la justicia transicional” se ha ido 
diluyendo poco a poco. La razón se encuentra en que, actualmente, la doctrina 
mayoritaria sostiene que el elemento justicia en la justicia transicional debe ser 
considerado en un sentido amplio
305
. Así, retomando las palabras del Secretario 
General, se utiliza un concepto de justicia que se identifica con:  
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305
 En palabras de Ambos “justicia en justicia de transición es sobre todo y predominantemente justicia 




una idea de responsabilidad y equidad (fairness) en la protección y vindicación de 
derechos y la prevención y castigo de infracciones. Justicia implica consideración de 
los derechos del acusado, de los intereses de las víctimas y del bienestar de la sociedad 
a largo plazo. Es un concepto arraigado en todas las culturas y tradiciones nacionales 
y, aunque su administración implica usualmente mecanismos judiciales formales, son 
igualmente relevantes mecanismos tradicionales de resolución de conflictos
306    
 
De este modo, la idea de “justicia” en la justicia transicional supone mucho más 
que la justicia penal retributiva -ya que se entiende que existen dificultades 
contextuales que impiden la administración plena de la misma
307
- y abarca también una 
idea de justicia restaurativa o transformadora. De esta manera, TEITEL incluye dentro 
del término justicia, entre otros, a las reparaciones, la construcción estatal de la 
memoria y la aprobación de nuevas constituciones
308
. Por su parte, BASSIOUNI 
considera que al hablar de “justicia” en la justicia de transición debe precisarse el 
concepto, ya que el término puede hacer referencia tanto al sistema de administración 
de justicia como a modos de lograr la misma, diferentes de los propiamente 
judiciales
309
. Un enfoque más específico del contenido del elemento justicia en la 
justicia de transición, lo encontramos en AMBOS que considera que “un concepto 
amplio de justicia, cuenta con una completa gama de medidas para cumplir con un 
estándar mínimo de justicia y no está limitado a medidas de justicia penal tales como 
investigación, persecución y finalmente, castigo”
310
. 
Por tanto, la práctica actual en el Derecho Internacional se orienta hacia la 
aplicación complementaria de los mecanismos de justicia transicional
311
 -con la 
                                                                                                                                                                          
tienen intereses que afectan al trascurso del proceso pero también derechos: a saber, a la justicia y a ser 
reparadas por los daños causados. Entendiendo que la justicia no puede ser completamente administrada 
en contextos de transición por medio de la justicia penal, resulta conveniente adoptar un concepto amplio 
de justicia en el que tengan cabida otros modelos de justicia diferentes al retributivo.  
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salvedad que supone el principio de complementariedad de la CPI que, sobre la base de 
los artículos 1 y 17.1 ER, estructura la jurisdicción de dicho órgano judicial y en virtud 
del cual la CPI iniciará su actividad siempre que no lo hagan las jurisdicciones 
nacionales
312
- a fin de sortear las dificultades que encuentra el ejercicio de la justicia 
penal en los procesos de transición, y con el propósito de hacer efectivos los derechos 
de las víctimas a la justicia, la verdad y reparación que el Derecho Internacional otorga 
a las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario.  
De esta manera, el campo de la justicia transicional ha transitado entre dos 
modelos. Inicialmente, el planteamiento era el propio de las décadas de los ochenta y 
noventa en los que el debate giraba en torno al respeto al principio de legalidad y el 
Estado de Derecho, y a los peligros que conllevarían los enjuiciamientos penales para 
lograr la estabilidad democrática y la paz. Actualmente, el debate ha variado 
notablemente y se centra, principalmente, en qué mecanismos aplicar en cada transición 
para hacer efectivos los derechos de las víctimas a la “justicia, verdad y reparación”. 
Esto es, la preocupación actual reside en saber cuál es la estrategia holística adecuada 
para combinar los mecanismos de justicia transicional de manera que resulten eficaces 
en cada caso concreto
313
.  
A este respecto, desde el análisis teórico del ámbito de la justicia transicional, 
muchos autores han criticado la excesiva producción dogmática de fórmulas 
estandarizadas susceptibles de ser aplicadas a todas las transiciones
314
. En concreto, la 
mayoría de estas críticas hacen alusión a la atención excesiva que han recibido las 
llamadas “plantillas de la justicia transicional”. La práctica totalidad de los estudios 
sobre la teoría de las transiciones han mostrado su disconformidad con la creación de 
                                                                                                                                                                          
holística para poner fin a la impunidad. También el ex Fiscal de la Corte Penal Internacional, Luis 
Moreno Ocampo considera que para que no se repita la historia no es necesario que haya una 
diferenciación secuencial entre justicia y paz, sino que ambas pueden buscarse conjuntamente, citado en 
Ignacio Forcada Barona, Derecho Internacional y Justicia Transicional. Cuando el derecho se convierte 
en religión (Pamplona: Editorial Aranzadi, 2011).  
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modelos homogéneos, que construidos sobre el análisis de las primeras experiencias 
transicionales en las décadas de los ochenta y noventa -principalmente en 
Latinoamérica- han sido citados como ejemplos paradigmáticos, susceptibles de ser 
extrapolados a cualesquiera Estado con independencia de cuáles sean las circunstancias 
bajo las que éste tenga que llevar a cabo una transición.  
En este sentido, la doctrina mayoritaria afirma que debe considerarse errónea la 
idea de que la fórmula transicional que ha funcionado en un Estado pueda adaptarse 
exitosamente a otro proceso transicional insertado en un contexto diferente
315
. Algunos 
autores dan ejemplos de cómo el extrapolar modelos de un Estado a otro puede causar 
resultados equivocados, y entre los que cabe destacar el caso de Ruanda. Y es que el 
gobierno ruandés, tras el genocidio de 1994, quiso implantar en su país un programa de 
reparaciones al estilo del creado en Chile en 1990, cuya puesta en práctica quedó 




En resumen, se pone de manifiesto cómo tanto la excesiva teorización sobre 
fórmulas o plantillas transicionales como la estandarización y exportación de modelos 
resultan sumamente peligrosas para lograr transiciones exitosas. Los argumentos, casi 
dogmáticos, surgidos a la luz de los debates sobre justicia y paz, tales como que la 
renuncia a la persecución penal contribuye a la reconciliación y a lograr la estabilidad 
democrática, o que una amnistía condicionada como la de Sudáfrica es un modelo 
digno de ser exportado, suponen obstáculos para lograr los fines y objetivos de las 
transiciones.  
Además, estos argumentos adolecen en la gran mayoría de los casos de base 
empírica, ya que hasta ahora la investigación en justicia transicional se ha limitado a 
analizar los efectos de los mecanismos judiciales y no judiciales desde un plano 
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únicamente teórico; a crear “plantillas transicionales” y a relatar las virtudes de 
“exportar modelos”. Todas estas cuestiones, repetidas hasta la saciedad por la literatura 
académica en el campo, no han hecho sino contribuir a conformar esa idea errónea de 
que las llamadas “lecciones aprendidas” bien merecen ser exportadas ad nauseaum
317
.  
Por contra, llegados a este punto y a la vista del desarrollo alcanzado por el 
campo de la justicia transicional, consideramos que uno de los retos que comprende 
este campo en la actualidad, es el de reenfocar el objeto de las investigaciones y 
determinar el método a seguir. Así, la justicia transicional debe avanzar hacia el análisis 
experimental, pues de lo contrario corre el riesgo de convertirse en un campo 
meramente teórico y disfuncional.  
3. RETOS DEL CAMPO DE LA JUSTICIA TRANSICIONAL: CONTEXTUALIZACIÓN 
EN EL ÁMBITO AFRICANO  
3.1. Retos generales que representa la justicia transicional en la actualidad 
en África 
A lo largo de este epígrafe vamos a referirnos a algunos de los desafíos que 
consideramos más importantes de cara a avanzar en el desarrollo técnico del campo de 
la justicia transicional, y, sobre todo, en el objetivo de lograr el cumplimiento efectivo 
de las exigencias que imponen los derechos a la justicia, verdad y reparación de las 
víctimas de los conflictos armados en África. Y es que como se ha señalado 
acertadamente a este respecto, “el ámbito académico permanece dominado por la 
especulación teórica y las hipótesis y no por la comprobación empírica”
318
. 
 A) Así, el primer reto hace referencia a la conveniencia de que los esfuerzos se 
dirijan a buscar una solución ad hoc para cada situación de transición desde una 
perspectiva holística. Las investigaciones deberían estar enfocadas en medir los efectos, 
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resultados y consecuencias del uso de los mecanismos de justicia transicional en cada 
contexto.  
Así, se hace imprescindible medir el impacto que tienen los procedimientos 
judiciales, las Comisiones de la verdad y las reparaciones, y cualesquiera otros 
mecanismos durante las transiciones, a fin de optimizar las posibilidades de cada uno 
de ellos para hacer frente a la impunidad. Para ello se deberá, en primer lugar, buscar 
métodos para evaluar cada uno de los mecanismos de justicia transicional por separado 
a nivel teórico
319
, para después descender al contexto concreto, y así utilizar el 
mecanismo que se considere sea más adecuado para cada proceso de transición.  
Es decir, la elección respecto a los mecanismos más convenientes para el caso 
concreto debe ser realizada ex ante y estar basada en un planteamiento sistemático, con 
un enfoque global
320
. De proceder así, se podrían evitar los inconvenientes derivados de 
la ya criticada estandarización y formulación dogmática. En palabras del Relator 
Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de 
no-repetición esta idea ha sido expresada en los siguientes términos:  
El resultado final debe ser mucho más que un modelo estático que pueda trasladarse 
de país a país. Más bien, el resultado debe consistir en un mayor conocimiento de toda 
la gama de opciones que los diferentes países han intentado en sus propias iniciativas 
para conseguir este tipo de integración y en el desarrollo de ideas innovadoras sobre 
cómo conseguirlo de un modo que sea respetuoso con la experiencia pertinente y los 
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 Descendiendo de lo general a lo particular, la cuestión de la justicia transicional 
no es nueva en África pues en 1963 la Carta de la Organización para la Unidad Africana 
(OUA) ya consagraba los valores de paz, justicia y la promoción de los derechos 
humanos. No obstante, no fue hasta la transformación de la OUA en la Unión Africana 
(AU), que la lucha contra la impunidad y la búsqueda de la verdad, la justicia y la 
reconciliación se convirtieron en un asunto primordial en este continente
322
, puesto que 
a esta Organización le fue atribuido el mandato de promover el Estado de Derecho y 
fomentar el establecimiento de medidas para reconstruir las sociedades post-conflicto, 
así como dirigir los asuntos sobre justicia y rendición de cuentas
323
. Así, desde la 
década de los noventa, el continente africano ha estado inmerso en la creación de un 
marco jurídico regional que incluya mecanismos, instrumentos e instituciones 
destinados a resolver conflictos y promover la rendición de cuentas, la paz y la 
reconciliación.   
En este sentido, la Unión Africana ha diseñado un marco estratégico de justicia 
transicional, el “African Union Transitional Justice Framework” (AUTJF, por sus siglas 
en inglés) pendiente de aprobación definitiva, que tiene como objetivo asistir a los 
Estados Miembros que emergen de conflictos armados y dictaduras en su búsqueda de 
la rendición de cuentas, la paz sostenible, la justicia y la reconciliación
324
.  
La importancia del AUTJF radica en que éste viene a abordar el mayor reto que 
debe confrontar la justicia transicional en el continente africano. Dicho reto se identifica 
con la necesidad de que, tras haber creado los instrumentos jurídicos necesarios para 
proteger y garantizar los derechos de los africanos y fomentar la restauración del 
imperio de la ley tras el conflicto, se adopte una estrategia efectiva y comprensiva para 
lograr la rendición de cuentas y la paz sostenible. Este objetivo no puede alcanzarse sin 
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la existencia de un planteamiento regional común. En efecto, a la vista de los efectos 
transfronterizos de los conflictos africanos, la necesidad de que la UA asista a los 
Estados en transición y la obligatoriedad de respetar unos estándares jurídicos mínimos 
en la búsqueda de la paz y reconciliación, requieren de la adopción de una estrategia 
regional. No quiere esto decir que deba crearse una plantilla africana de obligado 
cumplimiento, sino que es necesario que en todo proceso transicional se garantice el 
respeto a los estándares jurídicos mínimos dispuestos en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional 
Penal. 
B) El segundo de los retos hace referencia a la plena incorporación de las 
víctimas en el diseño institucional del proceso transicional con el propósito de que su 
participación redunde en la reconciliación nacional
325
. No en vano, son muchos los 
beneficios que aporta a las víctimas su participación en el diseño de este proceso, 
beneficios tales como el fomento de la confianza en las instituciones, el sentimiento de 
vinculación con la rendición de cuentas y el reconocimiento oficial de su calidad de 
víctimas y su condición de titulares de derechos.  
Este reto se concreta en África en lograr que las víctimas participen del proceso, 
para lo cual se deberá procurar la protección y asistencia adecuada
326
, tanto a las 
propias víctimas como a las organizaciones que las representan, que deberán gozar de 
la seguridad necesaria para desarrollar su trabajo; otorgarles información precisa sobre 
el proceso participativo e incluir a las mujeres en el mismo.  
A este respecto, hay que tener en cuenta que, en el ámbito de la justicia 
transicional, la incorporación de una perspectiva de género es todavía una tendencia 
incipiente
327
. Así, los mecanismos de rendición de cuentas empleados durante las 
transiciones no han tratado suficientemente las violaciones de derechos basadas en el 
género que se perpetran durante los conflictos y han marginado a las mujeres en los 
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En concreto, este constituye uno de los retos más importantes de la justicia 
transicional en el contexto africano, puesto que la rendición de cuentas por la comisión 
de violencia basada en el género debe confrontar cuestiones de enorme complejidad 
jurídica, que van desde la falta de recursos y capacidades para investigar y enjuiciar 
crímenes sexuales, la exigencia de completar el proceso de ratificación e 
implementación de los estándares internacionales relativos a las mujeres y los 
conflictos armados, a la necesidad de (des) estructurar los estereotipos de género y 
hacer frente a los estigmas y tabús culturales que deriva su comisión
329
.  
C) El tercer reto consiste en la necesidad de que los Estados cuenten durante los 
procesos de transición con la asistencia y participación de Organizaciones regionales. 
Y es que, aunque son los Estados los que tienen el deber de garantizar el derecho a la 
justicia, la verdad y la reparación a las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos y crímenes internacionales, es conveniente que, dadas las deficiencias y 
dificultades con los que se encuentran los Estados que están inmersos en un proceso de 
transición, las organizaciones y organismos internacionales les presten asistencia.  
En el ámbito africano, con el fin de maximizar las posibilidades de éxito de los 
procesos transicionales, es necesario que la UA y el resto de las Organizaciones 
regionales aporten las capacidades técnicas y recursos humanos y económicos a los 
Estados miembros que así lo precisen. En este sentido, se requiere que una vez haya 
sido aprobado el AUTJF, la UA no descargue la obligación de respetar las directrices 
en él recogidas en los Estados, sino que asuma el mandato de “combatir la impunidad y 
promover la paz, la justicia y la reconciliación” que le ha sido otorgado por el propio 
AUTJF y los instrumentos sobre paz y seguridad adoptados en su seno
330
.  
A este fin, se hace imprescindible que las Organizaciones regionales en el 
ámbito africano planifiquen y presupuesten las partidas económicas con las que apoyar 
los procesos transicionales desarrollados en sus Estados Miembros
331
. Concretar los 
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fondos con los que se cuenta aumenta las posibilidades de concluir un proceso 
transicional con éxito, sobre todo si el Estado informa a sus ciudadanos de los recursos 
de los que dispone para llevarlo a cabo, ya que si los ciudadanos en general, y las 
víctimas en particular, conocen de antemano las posibilidades que económicas que 
tiene el gobierno de atender sus demandas, es más difícil que se generen expectativas 
infundadas, que ante la imposibilidad de verse cumplidas, causarían frustraciones y (re) 
victimización en las víctimas
332
.  
D) El cuarto reto hace referencia a la necesidad de que el campo de la justicia 
transicional avance hacia el monitoreo y evaluación de sus mecanismos, medidas y 
políticas. Resulta conveniente, de cara a lograr (re) instaurar la confianza en el 
gobierno y las instituciones, valorar las posibilidades de éxito de un mecanismo con 
antelación a su puesta en funcionamiento. Por supuesto que a lo largo del desarrollo de 
un proceso transicional será necesario y conveniente revisar el proyecto con el que 
dicho proceso fue puesto en marcha, máxime si varían las circunstancias con las que el 
proyecto se configuró. Sin embargo, en este caso, es necesario proceder con sumo 
cuidado, a fin de evitar proveer de recursos a la puesta en funcionamiento de un 
mecanismo que se sabe de antemano que no va a funcionar
333
.  
En este proceso de monitoreo de los mecanismos y políticas de justicia 
transicional los Estados deberán estar asistidos a nivel subregional (ECs), regional e 
                                                                                                                                                                          
realizado esfuerzos en este sentido, con el fin de construir un marco jurídico en el que se preste atención a 
la justicia transicional, principalmente a través de la Política de Cooperación y Desarrollo y de la Política 
Exterior y de Seguridad Común (PESC). En relación al marco de la Política de Cooperación y Desarrollo, 
dos son los reglamentos que han hecho mención a la financiación en materia de justicia transicional, esto 
es: el Reglamento (CE) No.1889/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de diciembre de 2006 
por el que se establece un instrumento financiero para la promoción de la democracia y los derechos 
humanos en el mundo (DOUE 27.12.2006) y; el Reglamento (CE) No. 1727/2006 del Parlamento y del 
Consejo de 15 de noviembre de 2006 por el que se establece un Instrumento de Estabilidad. 
Consideramos que esta línea deberá seguirse por las Organizaciones africanas (DOUE 24.11.2006). 
332
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internacional. En concreto, en el ámbito africano será necesario definir las directrices 
que habrán de seguirse para intervenir a nivel regional cuando la implementación no se 
ha llevado a cabo a nivel nacional
334
. En este sentido, las instituciones regionales, tales 
como la Comisión Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos y, sobre todo, 
la Corte Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos,  pueden jugar un papel 
fundamental al requerir a los Estados el cumplimiento de la obligación de promover y 
proteger los derechos humanos a través de la investigación y persecución de casos 
concretos.  
3.2. Los mecanismos para hacer efectiva la justicia transicional: retos y 
dificultades 
1. Procedimientos judiciales. La definición de una estrategia para la priorización de 
casos 
 Los procedimientos judiciales son uno de los elementos clave de una estrategia 
global de justicia de transición y tienen como finalidad hacer efectiva la justicia penal 
con el propósito de enfrentar la impunidad por la comisión de violaciones a los derechos 
humanos y crímenes internacionales. Estos procedimientos se pueden sustentar ante 
jurisdicciones nacionales o, debido a los obstáculos en la administración de justicia en 
la fase post-conflicto, ante órganos jurisdiccionales internacionales.  
 Si bien los problemas a los que debe hacer frente el ejercicio efectivo de la 
justicia penal durante el proceso de transición son numerosos, consideramos que todos 
ellos pueden ser subsumidos en tres, derivados tanto de la problemática suscitada en el 
contexto post-conflicto como de cuestiones relacionadas con la actividad judicial que 
impone la persecución de crímenes internacionales. Todos estos obstáculos están 
presentes en la vasta mayoría de los procesos de justicia transicional, y por tanto 
también los que se llevan a cabo en el continente africano, dificultando enormemente 
que se cerque la brecha de impunidad y haciendo que se requiera el uso de mecanismos 
no judiciales para garantizar a las víctimas de crímenes internacionales el cumplimiento 
de los derechos a la justicia, la verdad y la reparación
335
.  
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Así, en primer lugar, hay que hacer referencia a un obstáculo contextual ya que, 
aunque parezca una obviedad la gran mayoría de los países que inician un periodo de 
transición a la democracia no cuentan con un sistema judicial eficaz. Se une la 
existencia de un elevado número de autores de crímenes internacionales, la falta de 
voluntad política para investigar, enjuiciar y castigar tales actos, los escasos recursos 
económicos en países ya de por sí desfavorecidos, los obstáculos a los procesamientos 
derivados de la permanencia de las élites o partes beligerantes en el poder, y la baja 
capacitación y especialización de la que adolecen los sistemas judiciales africanos.  
En segundo lugar, la propia naturaleza del procedimiento judicial dificulta 
enormemente la identificación de nexos y patrones de violencia, puesto que el proceso 
penal se lleva a cabo caso por caso, atendiendo cada asunto de forma individual y 
aislada. Por consiguiente, se complica el desmantelamiento de las estructuras 
organizadas bajo las cuales se han cometido los crímenes de violencia sexual de forma 
masiva y sistemática y el establecimiento de las causas que dieron lugar a la 
perpetración de los mismos. En este sentido si una de las pretensiones de la justicia 
transicional es evitar la repetición de los crímenes cometidos durante el régimen 
dictatorial o el conflicto armado, los procedimientos judiciales no podrán contribuir 
suficientemente a este fin, puesto que no podrán identificar las causas que han de 
modificarse para prevenir la comisión de nuevos crímenes. 
También relacionado con esta cuestión, el problema principal que suscitan los 
procedimientos judiciales se deriva del elevado número de crímenes que se cometen 
durante los conflictos armados en Africa y por lo tanto la imposibilidad de perseguir 
todos los crímenes. A esta situación se refiere especificamente el AUTJF señalando 
que:  
“en la mayoría de los contextos post-conflicto a menudo existen desafíos legales, 
políticos, económicos y sociales para seguir gran cantidad de persecuciones. Por lo que podría 
ser imposible o impracticable perseguir a todos los delincuentes (…) por lo que en la práctica 
los sistemas jurídicos, incluyendo el derecho penal internacional, perseguir cierta 
                                                                                                                                                                          
público a la información. En relación a la llamada “verdad jurídica” aquella que se obtiene en el 
transcurso de un procedimiento judicial, puede considerarse en el mejor de los casos como “un producto 
secundario de un mecanismo de solución de diferencias”, ya que los procedimientos judiciales están 
dirigidos a demostrar la culpabilidad en base a una serie de pruebas presentadas, así con Naqvi afirma: 
“las pretensiones de alcanzar la verdad son colaterales al fin de los procedimientos”. Yasmin Naqvi, “El 
derecho a la verdad en el derecho internacional: ¿realidad o ficción?, International Review of the Red 








Para hacer frente a esta situación, se propone la adopción de estrategias de 
priorización, que “ordenen” el enjuiciamiento de casos. Entre tales estrategias se 
encuentra la del “Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia y la 
reparación y las garantías de no repetición”
337
 o de forma más concreta en relación a 
los crímenes de violencia sexual, la de la Fiscalía de la CPI
338
. La idea es establecer una 
serie de criterios que pueden ser usados para clasificar y organizar los casos, a fin de 
determinar el orden en el que se debería procesar a los presuntos autores de violaciones 
de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario
339
. Por tanto, 
tomando como referencia las estrategias del Relator y la Fiscalía de la CPI, 
consideramos que la pretensión no es crear una plantilla que sirva para todos los 
procedimientos judiciales que se llevan a cabo a nivel global, sino establecer una 
estrategia para la priorización de casos, sobre la base de los siguientes criterios: 
1) Juzgar en primer lugar los casos “más fáciles” (aquellos que se encuentran en una 
fase de investigación avanzada y están listos para el proceso). 
2) Dar prioridad a aquellos casos que tienen una fuerte repercusión pública. 
3) Atender primeramente a los casos que tratan sobre crímenes de los llamados más 
graves.  
4) Dar preeminencia a la persecución de los “principales responsables”. 
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Antes de entrar en el análisis de cada uno de estos criterios, hay que advertir que 
sea cual sea el elegido, la decisión no estará exenta de críticas, puesto que todas las 
opciones dejan tras de sí un reguero de imperfecciones y además no todos los criterios 
serán adecuados para cada caso concreto. Por ello, entendemos que la elección de la 
estrategia de priorización deberá tomarse siguiendo la lógica procesal penal –en razón 
de las posibilidades de efectividad de cada criterio- y en las relaciones que para el caso 
concreto puedan establecerse entre los procedimientos penales y el resto de 
mecanismos de justicia transicional, ya que se tiende a que la justicia transicional se 
contemple desde un enfoque global.  
A este respecto, si se opta por dar prioridad al enjuiciamiento de los llamados 
casos “más fáciles” (criterio 1) será posible obtener una gran cantidad de pruebas con 
un coste mínimo
340
. Así, se podrán dedicar mayores esfuerzos a preparar el 
enjuiciamiento de los “principales responsables”
341
. Algunos de los inconvenientes que 
plantea esta posibilidad se refieren a la probabilidad de que las pruebas hayan sido 
obtenidas por medios pocos ortodoxos (dada la facilidad con la que se han recabado), la 
posibilidad de que no se lleguen a identificar los patrones de violencia en la comisión 
de los crímenes, ni la cadena de mando, ni quiénes son los principales responsables y la 
probabilidad de que los crímenes más graves se queden sin perseguir.   
A la luz de lo anterior procede formularse la siguiente cuestión: ¿Si se optase por 
crear una Comisión de la verdad, previa a la fase instructora, podría ésta hacer frente a 
algunos de los inconvenientes planteados? La posibilidad de otorgar una respuesta 
afirmativa dependerá del mandato de la Comisión en cuestión y del cumplimiento 
efectivo de sus funciones. Así, aunque obviamente la instrucción del caso deberá 
hacerla un órgano judicial, a priori podría ser interesante que la Comisión de la verdad 
recabase las pruebas necesarias para la posterior investigación judicial a través de la 
recolección de testimonios de víctimas de ambos bandos, lo cual puede, a su vez, 
facilitar que se identifiquen los patrones de violencia, la cadena de mando y quiénes 
son los “principales responsables”. 
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seleccionar y priorizar casos de crímenes internacionales nucleares?”, en Selección y priorización como 
estrategia de persecución en los casos de crímenes internacionales, coord. por Kai Ambos (Bogotá: 




Otra posibilidad sería que ambos órganos trabajasen durante el mismo periodo 
de tiempo. Así, la Comisión de la verdad iría seleccionando los casos que después 
enviaría al órgano judicial. Si se llegase a dar el caso sería imprescindible la 
elaboración de un plan detallado en que se recojan las funciones atribuidas a cada 
órgano y los modos de proceder, para evitar el solapamiento y asegurar la 
maximización de los recursos.  
Otra de las posibilidades que se plantea es que se dé prioridad al enjuiciamiento 
de los crímenes que son objeto de mayor repercusión pública (criterio 2). Esto es, se 
trata de enjuiciar en primer lugar aquellos casos que se considera que pueden resultar 
más ejemplarizantes para la opinión pública. El “Relator Especial” considera que los 
casos deberán seleccionarse en función de su capacidad para sentar precedente tanto a 
nivel legislativo como judicial. Sin embargo, el saber de antemano qué casos sentarán 
precedente y cuáles no es una empresa díficil, y por lo mismo encargar dicha tarea 
“cuasi adivinatoria” al Fiscal es una opción que no está exenta de riesgos. Una solución 
posible sería identificar en la fase de investigación aquellos casos que, en su conjunto, 
abarcasen todos los grupos de crímenes cometidos durante el conflicto. 
Pero si se optase por esta opción de priorización, la pregunta que procede 
formularse es la que sigue: ¿Qué pasaría con los, anteriormente llamados, “crímenes 
más fáciles” y con los “más graves” ?, ya que repercusión casi seguro no coincide con 
facilidad, y tampoco tiene porqué ser equiparable a gravedad.  
La cuestión a tener en cuenta aquí es que únicamente se trata de encontrar la 
estrategia de priorización más adecuada para cada Estado, lo cual no quiere decir que el 
resto de casos, no consideramos como prioritarios, deban olvidarse. Además, puede 
suceder que los sistemas judiciales de los países en transición no estén preparados para 
asumir la persecución de casos que, dada su repercusión pública, es posible que 
requieran de una importante inversión en recursos tanto económicos como humanos. 
De esta manera, sólo nos queda recurrir a los órganos del sistema de justicia penal 
internacional, pero atendiendo a la naturaleza y gravedad de los crímenes que 
generalmente se juzgan bajo la jurisdicción de dichos órganos jurisdiccionales, cabe 
señalar que los llamados “casos con gran repercusión pública” no siempre están 




criterios de admisibilidad de dichos órganos, con independencia de su carácter ad hoc, 
mixto o permanente.  
Además, si se optase por esta opción, el grueso de los crímenes restantes 
quedaría sin enjuiciar. Es por ello que consideramos que está opción debería ser 
descartada, ya que si bien es cierto que no se pueden ningunear las ventajas que la 
elección de esta estrategia de priorización pudiera desencadenar en un país en 
transición –sobre todo si los casos de “mayor repercusión pública” permiten sentar 
precedente y promover una reforma legislativa- los inconvenientes son más numerosos.  
En tercer lugar, hay que hacer referencia al criterio que prioriza el 
enjuiciamiento de los crímenes categorizados como “más graves” (criterio 3). Uno de 
los principales inconvenientes de este criterio de selección surge al intentar definir qué 
tipo de crímenes se engloban bajo dicha categoría. En este sentido, si bien es cierto que 
existe unanimidad en considerar que se engloban en la citada categorización aquellos 
que atentan contra la vida y la integridad física de las personas, dicha categoría sigue 
sin estar suficientemente conceptualizada y concretada, y además ha ido evolucionando 
a través del tiempo. Con todo, cabe señalar que aquellos crímenes que entran dentro de 
la competencia material de la Corte Penal Internacional, genocidio, crímenes de guerra 




Las mayores críticas que se formulan a esta estrategia se basan en el hecho de 
que si se eligiese este criterio es posible que crímenes cometidos con mayor frecuencia 
pero que quedan fuera de los considerados más graves, quedasen sin sanción, causando 
una fuerte “brecha de impunidad”
343
.  
En todo caso, hay que recordar que son los Estados los obligados a perseguir en 
primer lugar la comisión de crímenes internacionales, aunque se ha de reconocer que, 
sobre todo en África, el incumplimiento de esta obligación es más frecuente de lo que 
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 Cuando lo que se pretende es la elección de situaciones, la Corte Penal Internacional ha ido 
desgranando los elementos que componen el concepto de “gravedad”, esto es: el número de víctimas, la 
naturaleza de los crímenes específicos cometidos en la situación dada, la forma en la que éstos fueron 
cometidos y el impacto que éstos han causado. Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Strategic Plan 
2012-2015, 24 de octubre de 2013, párr.20. Sin embargo, para la selección de los casos a enjuiciar de 
entre los que componen una situación, no existe un criterio concreto y específico de gravedad que permita 
seleccionar los casos ipso facto.  
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Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial para la promoción de la verdad, la 




cabría esperar. A fin de solucionar esta cuestión, la tendencia que actualmente está 
siguiendo la justicia penal internacional es promover la persecución de los crímenes 
internacionales por las jurisdicciones nacionales. Así, la Corte Penal Internacional en 
base a la llamada complementariedad positiva
344
 “ha recurrido a los exámenes 
preliminares como mecanismo para activar las jurisdicciones nacionales y que sean 
éstas las que asuman la responsabilidad de prevenir y castigar los crímenes cometidos 
en sus respectivos territorios”
345
. Siguiendo esta estrategia la intención de la Corte 
Penal Internacional es que los exámenes preliminares sirvan de catalizadores para que 
se inicien los procedimientos nacionales. De esta manera, la Fiscalía, al hacer pública la 
información sobre las situaciones que están bajo examen preliminar, estaría alentando a 
los Estados y las Organizaciones internacionales para que promuevan la rendición de 
cuentas a nivel nacional
346
. Además, esta estrategia promueve que la CPI pueda adoptar 
una actitud proactiva y proporcionar información y capacidad institucional a los 
Estados para que éstos lleven a cabo sus enjuiciamientos
347
, sin que la posición 
mantenida hasta el momento por la Fiscalía haya sido uniforme
348
.  
Con todo, la aplicación de esta estrategia también ha dejado tras de sí efectos no 
deseados
349
, que han puesto en entredicho los beneficios de su uso, ya que en algunos 
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La complementariedad positiva ha sido definida por el grupo de trabajo de la Corte Penal Internacional 
como “todas las actividades y acciones mediante las cuales las jurisdicciones nacionales se ven 
fortalecidas y habilitadas para realizar investigaciones y juicios auténticos en relación con crímenes del 
ámbito del Estatuto de Roma, sin hacer a la Corte participe de actividades de creación de capacidades, 
apoyo económico y asistencia técnica, sino más bien dejando estas acciones y actividades por cuenta de 
los Estados, que se brindarán asistencia mutua voluntaria”. Corte Penal Internacional, Asamblea de 
Estados Parte, Informe de la Mesa sobre el balance: complementariedad, ICC-ASP/8/51, de 18 de marzo 
de 2010, párr.16.  
345
 Martín Martínez y  Lirola Delgado, Los crímenes de naturaleza sexual en el derecho internacional 
humanitario…, 38.  
346
Luis Moreno-Ocampo, “A positive approach to complementarity: the impact of the Office of the 
Prosecutor”, en The International Criminal Court and Complementarity. From Theory to Practice, eds. 
Carsten Stahn y Mohamed M. El Zeidy (Cambridge: Cambridge University Press, 2011): 25-26.  
347
 Lionel Nichols, “The Strategy of Positive Complementarity “, The International Criminal Court and 
the End of Impunity in Kenya (Suiza: Springer International Publishing, 2015):36.  
348
 Y es que tras las declaraciones del Fiscal, Luis Moreno-Ocampo, en las que expresó que la primera 
tarea de su mandato consistiría en ayudar a las jurisdicciones nacionales a mejorar su eficiencia, para lo 
que incluso podría proveer asistencia técnica a los Estados Parte. Véase: Luis Moreno-Ocampo, “Address 
to the Assembly of States Parties, New York, 22 abril 2003; en una segunda fase, dicho Fiscal cambió de 
opinión, llegando a expresar que la Fiscalía no podía comprometerse a reformar los sistemas jurídicos 
nacionales, ya que el ejercicio de tales actividades correspondía a otras organizaciones. Luis Moreno-
Ocampo, “A positive approach to complementarity: the impact of the Office of the Prosecutor”. En la 
actualidad la opinión de la Fiscalía ha variado nuevamente, girando hacia interpretaciones intermedias 
respecto a las anteriores. De este modo, en la actualidad se considera que dicha estrategia conlleva el 
asistir a las investigaciones y enjuiciamientos domésticos, para lo cual la CPI compartirá información, 
pero sin participar en el proceso de reforma de los ordenamientos jurídicos nacionales.  
349
  El potencial de la estrategia de complementariedad positiva para producir estos efectos no deseados ha 




casos la aplicación de la misma no ha puesto fin a la impunidad, sino que la ha 
fomentado
350
. Valgan como ejemplos los casos de Darfur y Uganda, en los que la 
creación de una unidad especial por parte de los gobiernos de ambos países encargada 
de juzgar los crímenes internacionales sólo ha servido para obstaculizar la apertura de 
procesos en la Corte Penal Internacional, sin que en éstos países hayan tenido lugar 
verdaderos y/o legítimos juicios para enjuiciar a los perpetradores de los crímenes “más 
graves”.  
Por último, otra de las posibilidades que se plantean es que se dé prioridad al 
enjuiciamiento de los llamados “principales responsables” (criterio 4)
351
. El interés de 
elegir esta estrategia de persecución en los procesos de transición radica en el mensaje 
generador de confianza que se lanza a la sociedad con su uso, al hacer plausible el 
principio de igualdad ante la ley. Así, esta estrategia actúa como catalizador para lograr 
la meta de la no-repetición de los crímenes cometidos, ya que al perseguir a los 
mayores responsables se lanza el mensaje a la sociedad de que nadie está exento de ser 
perseguido, lo cual puede prevenir la comisión de nuevos crímenes en el futuro.  
Sin embargo, no pueden obviarse las dificultades y los obstáculos a la 
persecución que supone la aplicación de este criterio por las jurisdicciones 
nacionales
352
, ya que puede resultarles difícil identificar quienes son los “principales 
responsables”, y,  además, los perpetradores pueden permanecer en el poder. Este 
criterio de priorización es, en cambio, muy utilizado por los tribunales penales 
internacionales y forma parte de la estrategia de persecución de la Corte Penal 
                                                                                                                                                                          
Side of Complementarity”: The Effect of Article 17 of the Rome Statute on National Due Process”, 
Criminal Law Forum 17 (issue 3-4, December 2006): 255-280. 
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  Criterio que fue propuesto por la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Strategy for the Office 
2009-2012, 10 de febrero de 2010, párr.19. Al respecto, véase también: Paul Seils, “Propuesta de criterios 
de selección y priorización para la Ley de Justicia y Paz en Colombia” (Nueva York: Centro Internacional 
de Justicia Transicional, Marzo 2012). Entendiendo por éstos a aquellas personas que en virtud del cargo 
que ocupan, o la posición de influencia que ostentan, pudieron planificar, ordenar o instigar la comisión 
de crímenes internacionales.  
352
 La dificultad para determinar quiénes son los máximos responsables de la comisión de los crímenes 
deviene del hecho de que, con frecuencia, las violaciones masivas de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario constitutivas de crímenes internacionales son cometidas por medio de 
estructuras de crimen organizado, en las que se hace difícil determinar el rol de cada uno de los 
integrantes de la “empresa criminal”. Asimismo, aunque se llegue a identificar la estructura, no es 
suficiente con culpabilizar a los altos cargos de la misma, sino que, al ser una cuestión de culpabilidad 
penal, “debe demostrarse que cada acusado efectivamente participó en los crímenes con el grado 
requerido de intención criminal”. Paul Seils, “Propuesta de criterios de selección y priorización para la 




Internacional, que desde su puesta en funcionamiento ha seleccionado los casos a 
investigar y enjuiciar siguiendo este criterio
353
.  
Con todo, se debe evitar que los Estados utilicen la actuación de la CPI como 
disculpa para no atender sus obligaciones, ya que “el minimalismo judicial” estatal no 
pone fin a la impunidad, sino que la aumenta
354
. Así, la mejor opción es que la Corte 
Penal Internacional continúe implementando políticas proactivas de cooperación, 
basadas en el principio de complementariedad positiva, para fomentar los 
enjuiciamientos nacionales en los países cuyas situaciones estén o no bajo el examen de 
la CPI.  
A este respecto es preciso realizar una última precisión, ya que se espera que la 
estrategia de persecución seguida por la CPI varíe levemente en los años venideros, 
puesto que la Fiscalía ha manifestado que “considera perseguir a los perpetradores de 




En nuestra opinión, esta propuesta resulta poco recomendable por dos razones. 
En primer lugar, es posible que la CPI dejase de ser funcional, ya que podría 
colapsarse, dado el elevado número de criminales de bajo rango que suelen existir en 
las situaciones que están bajo su investigación. En segundo lugar, la persecución de 
criminales de bajo rango debería corresponder a los Estados, que no pueden desatender 
su obligación de investigar, enjuiciar y sancionar los crímenes internacionales 
cometidos en su territorio. Respecto a esto último, ha de tenerse en cuenta que en 
muchas ocasiones el ordenamiento jurídico de los países post-conflicto no tipifica los 
crímenes internacionales
356
, con las consecuencias que esta circunstancia podría 
implicar respecto al principio nullum crimen, nulla poena sine lege.  
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 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Strategic Plan 2012-2015, 24 de octubre de 2013, párr.13. La 
Fiscalía expone que siempre que sea posible centrará sus acusaciones en los “principales responsables” y 
se procurará investigar los crímenes que sean representativos de las actividades delictivas que hubieran 
podido tener lugar en un área determinada. Sin embargo, la propia Fiscalía observa que, en ocasiones las 
exigencias de encontrar las pruebas necesarias para lograr una condena penal limitarán las formas en las 
que la Fiscalía puede elegir los asuntos a investigar. Es decir, a veces la Fiscalía simplemente tendrá que 
enfocarse en los casos en los que las pruebas sean más contundentes.  
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 Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial para la promoción de la verdad, la 
justicia y la reparación, A/HRC/27/56…”, punto 58.  
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 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Prosecutorial Strategy Draft 2016-2018, 16 de noviembre de 
2015, párr.36. 
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 Para paliar esta problemática, el Relator Especial propone que en estos casos los fiscales nacionales 




2. Comisiones de la Verdad: El derecho a la verdad y su discutida naturaleza jurídica 
2.1. El derecho a la verdad y su discutida naturaleza jurídica 
Las Comisiones de la verdad son órganos oficiales no judiciales y de carácter 
temporal, creados por los Estados en virtud de un acto jurídico denominado “mandato” 
en el que figuran las disposiciones materiales, temporales y funcionales que dispondrán 
el trabajo de la Comisión. Su fin principal es la investigación y revelación de la verdad 
sobre las violaciones a los derechos humanos cometidas durante un régimen dictatorial, 




Además de la función principal de averiguación y revelación de la verdad, las 
Comisiones pueden verse atribuidas la realización de otras funciones, tales como apoyar 
el sistema de justicia
358
, preservar los archivos y documentos de interés nacional, 
promover la reconciliación local o nacional, y ofrecer propuestas políticas destinadas a 
asegurar que las violaciones no se repiten.  
La primera cuestión que plantea el estudio de las Comisiones de la verdad es la 
suscitada por el hecho de que estos órganos se crean bajo la premisa de que son el 
instrumento idóneo con el que hacer efectivo el “derecho a la verdad”
359
 que asiste a las 
                                                                                                                                                                          
humanos, en consonancia con las respectivas obligaciones internacionales”. De manera que “en los 
supuestos en que los crímenes de lesa humanidad y otros crímenes internacionales no estén definidos en 
los códigos penales nacionales, ello no debería obstar para que los fiscales tengan en cuenta su carácter 
sistémico y masivo”. Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial para la promoción de 
la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no-repetición, A/HRC/27/56…”, párr.87.  
357
 Priscilla B. Hayner, “Fifteen Truth Commissions-1974 to 1994: A Comparative Study”, Human Rights 
Quaterly 16, nº4 (1994):597-655. Véase también: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de Derecho para Sociedades que han salido de un 
conflicto: Comisiones de la Verdad (Nueva York y Ginebra, 2006). 
358
 En opinión de González y Harvey, “una Comisión de la verdad puede jugar un papel significativo para 
afrontar la impunidad y cooperar con el trabajo de las cortes de derecho a través de una investigación y 
documentación meticulosa sobre los abusos y violaciones, así como sobre los lugares en los que estos 
ocurrieron, las cuales pueden suministrarse como evidencia ante los fiscales nacionales”. Eduardo 
González y Howard Varney, En busca de la verdad: elementos para la creación de una comisión de la 
verdad eficaz (Nueva York: Centro Internacional para la Justicia Transicional, 2013): 28; Véase también: 
Unión Africana “AUTJF”, 21 que dice así: “aunque las Comisiones de la verdad no son órganos 
judiciales, pueden contribuir a la justicia y la rendición de cuentas  reenviando las pruebas recabadas a las 
cortes nacionales”.  
359
 Se utiliza el entrecomillado porque cierto sector doctrinal discute la naturaleza jurídica del mismo. 
Véase al respecto: Juan E. Méndez, “The Right to Truth”, en Reining in Impunity for International 
Crimes and Serious Violations of Fundamental Human Rights: Proceedings of the Siracusa Conference 
17-21 September 1998, Ed. Christopher E. Joyner (St. Agnes: Erès, 1998):255; Dermot Groome “The 
Right to Truth in the Fight against Impunity”, Berkeley Journal of International Law 29 (issue 1 article 5, 
2011): 176. Para Yasmin Naqvi el derecho a la verdad “se sitúa entre el umbral de una norma jurídica, y 




víctimas de las violaciones graves de los derechos humanos y crímenes internacionales 
en particular, y a la sociedad en general
360
. Este derecho se corresponde con la 
obligación del Estado de proporcionales información sobre las circunstancias en que se 
cometieron dichas violaciones graves y crímenes internacionales
361
. La cuestión es que 
la naturaleza jurídica de este derecho es aún hoy día objeto de debate ante la ausencia de 
disposiciones expresas de Derecho Convencional que lo establezcan explícitamente 
como un derecho autónomo y por tanto distinto de aquellos derechos en relación con los 
que se ha reconocido
362
. Así, se considera que se trata de un principio que está 
surgiendo en el ámbito del derecho internacional, que habría alcanzado la condición de 
norma de derecho consuetudinario distinto o autónomo de aquellos derechos concretos 
en relación con los que se ha reconocido
363
.   
En este sentido, la práctica de Naciones Unidas
364
 y la de los sistemas regionales 
de protección de los derechos humanos europeo, americano y africano
365
, así como el 
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 “Cada pueblo tiene el derecho inalienable a conocer la verdad acerca de los acontecimientos sucedidos 
y las circunstancias y los motivos que llevaron, mediante la violación masiva y sistemática de los 
derechos humanos, a la perpetración de crímenes aberrantes. El ejercicio pleno y efectivo del derecho a la 
verdad es esencial para evitar que en el futuro se repitan las violaciones”. Comisión de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, “Informe final revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los 
autores de violaciones de los derechos humanos (derechos civiles y políticos) preparado por el Sr. Joinet 
de conformidad con la resolución 1996/119 de la Subcomisión”, Anexo I (Principio I). 
361
 Conviene destacar que algunos autores han rechazado la idoneidad de las Comisiones de la verdad, 
considerando que por sí mismas las Comisiones de la verdad tienen un impacto negativo sobre los 
derechos humanos y la democracia. Véase al respecto: Tricia D. Olsen, Leigh A. Payne y Andrew G. 
Reiter, Transitional Justice in Balance: Comparing Processes, Weighing Efficacy (Washington D.C: 
USIP Press Books), 149. 
362
 En relación a las desapariciones forzadas, la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas, de 20 de diciembre de 2006, sí menciona expresamente este 
derecho en el artículo 24.2, así: “todas las víctimas tienen el derecho de conocer la verdad sobre las 
circunstancias de la desaparición forzada, los progresos y resultados de la investigación y la suerte de la 
persona desaparecida”. Por su parte el artículo 32 del Protocolo Adicional I codifica el derecho que asiste 
a las familias de conocer la suerte de sus miembros durante un conflicto armado internacional. Así, a la 
luz de estos instrumentos el derecho a la verdad se atribuye expresamente a las víctimas directas del 
crimen de desaparición forzada. En otros casos el derecho a la verdad se ha relacionado con el derecho a 
un recurso eficaz, a una investigación efectiva y a ser informado de los resultados de la investigación y a 
la prohibición de la tortura y las ejecuciones extrajudiciales.  
363
 Véase al respecto el “Octavo Informe anual del Relator Especial sobre los derechos humanos y los 
estados de excepción, L.Despouy”, E/CN.4/Sub.2/1997/21, 19 de agosto de 1997, en el que éste se reifere 
a la reunión mantenida por el Grupo de Expertos de la Subcomisión de Prevención de la Discriminación y 
Protección a las Minorías en la que concluyeron que el derecho a la verdad había alcanzado la categoría 
de norma de derecho internacional consuetudinario. Para un punto de vista diferente véase: Theodor 
Meron, Human Rights and Humanitarian Law as Customary Law (Oxford: Clarendon Press, 1989), 94.  
364
 En relación a la práctica de Naciones Unidas respecto a lo que al derecho a la verdad se refiere cabe 
destacar el papel ejercido por la Asamblea General, que en varios casos a exhortado a los Estados a la 
creación de órganos de investigación para averiguar la verdad sobre las circunstancias en las que se 
cometieron las violaciones a los derechos humanos y a informar a la sociedad del resultado de dichas 
investigaciones. Entre otros, véase: Asamblea General 57/105, A/RES/57/105, Asistencia para el socorro 
humanitario, la rehabilitación y el desarrollo de Timor-Leste, 13 de febrero de 2003, párr.12 y Resolución 




establecimiento de Comisiones de la verdad en más de cuarenta países a lo largo de los 
últimos treinta años -siendo la mayoría establecidas en Estados africanos
366
 no sólo dan 
                                                                                                                                                                          
2003, párr.17. Por su parte, el CS ha considerado, en relación a los crímenes sexuales, que es necesario 
que se garantice el derecho a la verdad de las víctimas, en varias de las Resoluciones que comprenden la 
“Agenda MPS” (vid. Infra. Capítulo III. Epígrafe 4). El Secretario General ha expresado la necesidad de 
que la verdad promueva la reconciliación y el establecimiento de la paz (entre otros: “Informe de la 
misión de evaluación sobre el establecimiento de una comisión internacional de investigación judicial 
para Burundi”, S/2005/158, 11 de marzo 2005). En cuanto al trabajo de la Comisión de las Naciones 
Unidas (ahora Consejo de Derechos Humanos), destacan los estudios encargados a los expertos Louis 
Joinet, y Diane Orentlicher, en los que se han establecido una serie de principios que todo Estado debe 
tener en cuenta para poner fin a la impunidad y se reconoce que las víctimas y la sociedad tienen el 
derecho inalienable e imprescriptible a saber la verdad sobre las circunstancias que permitieron que se 
cometieran violaciones masivas a los derechos humanos y la perpetración de crímenes internacionales 
(“Informe final revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones a los 
derechos humanos [derechos civiles y políticos] preparado por el Sr. Joinet…”, 
E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1, Anexo I, Principio 1; y, “Informe de Diane Orentlicher, Experta 
independiente encargada de actualizar el Conjunto de Principios para la lucha contra la Impunidad”, 
E/CN.4/2005/1027Add.1, 8 de febrero de 2005). Además la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los derechos humanos ha exhortado a los Estados a que adopten medidas para hacer efectivo 
el derecho a la verdad, en: “El derecho a la verdad”, A/HRC/12/19, 21 de agosto de 2009. En la misma 
línea conviene subrayar la creación de la figura del “Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la 
justicia y la reparación,” Pablo del Grieff.  
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 Pese a la ausencia de disposiciones convencionales en las que expresamente se reconozca el derecho 
humano a la verdad, éste se infiere de otros derechos que sí están consagrados en tratados de derechos 
humanos. Así, en el ámbito universal el derecho a la verdad ha sido invocado en relación a la obligación 
que asiste a los Estados de proporcionar a las familias de las víctimas información sobre el paradero de 
sus familiares. En este sentido, el Comité de Derechos Humanos ha concluido que el derecho a saber es 
una forma de prevenir o cesar la tortura psicológica (artículo 7 del PIDCP) de los familiares de las 
víctimas de desapariciones forzadas (Caso R.A.V.N y otras personas vs. Argentina. Comunicaciones 
343/1988, Decisión sobre admisibilidad, CCPR/C/38/D/343/1988[Apéndice], 26 de marzo de 1990 o de 
ejecuciones clandestinas ( Caso Lyashkevich c/Belarú, Comunicación Nº887/1999, Dictamen, 
CCPR/C/77/D/950/2000, 3 de abril de 2003, párr.9.2). El mismo órgano también ha vinculado el derecho 
a la verdad con la obligación estatal de proporcionar un recurso eficaz, ya que los Estados Parte en el 
PIDCP deben facilitar información sobre la violación, o si se trata de personas fallecidas, la ubicación del 
enterramiento (Caso Khalilova c/Tayikistán, Comunicación Nº 973/2001, Dictamen, 
CCPR/C/83/D/973/2001, 30 de marzo de 2005). En el ámbito regional, el derecho a la verdad también se 
ha inferido del derecho a un recurso eficaz, a una investigación efectiva y a ser informado de los 
resultados de la investigación. Al respecto, Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, Caso Kurt v. 
Turkey , Nº 24276/94, Sentencia, 25 de mayo de 1998). Por su parte, también la Comisión Africana de 
Derechos Humanos entiende el derecho a la verdad como parte constitutiva del derecho a un recurso 
eficaz. Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (Unión Africana, “Principios y 
directrices sobre el derecho a un juicio imparcial y a la asistencia de abogados en África, DOC/OS 
(XXXX) 247, 2003, principio C “right to an efective remedy”) en el que se expresa: “el derecho a un 
recurso efectivo comprende el acceso a la información fáctica relacionada con las violaciones”. Por su 
parte, en ocasiones el sistema americano de protección de los derechos humanos ha presentado el derecho 
a la verdad como un recurso directo en sí mismo, basándose en el artículo 1.1 de la Convención 
Interamericana de los Derechos Humanos. En su opinión, para fomentar el respeto a los derechos 
humanos en el futuro, se deben conocer los abusos pasados. Véase, entre otros: Informe Anual de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 1985-1986, OEA/Ser.L//V/II.68, Doc.8, revisión 1, del 28 de 
septiembre de 1986, p.205). También lo ha vinculado a la prohibición de la tortura y las ejecuciones 
extrajudiciales. Véase: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe nº 136/99, Caso 10.488,  
Caso Ignacio Ellacuría y otros c/El Salvador, 22 de diciembre de 1999, párr. 221) y el derecho a un 
recurso eficaz y sencillo para proteger los derechos dispuestos en la “Convención” (artículo 25). 
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 En relación a la práctica estatal, son varios los Estados que han adoptado leyes en la que se reconoce 
expresamente el derecho de los familiares a conocer el paradero de sus familiares desaparecidos, entre 
otros: Colombia, Bosnia Herzegovina, Guatemala, El Salvador y Sudáfrica. Además, la gran cantidad de 
Comisiones de la verdad creadas en los últimos años pone de manifiesto la intención de los Estados de 




muestra de la importancia de la búsqueda de la verdad en situaciones en las que se han 
producido graves violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario, así como crímenes internacionales, son también 
manifiestaciones de los elementos que han dado lugar a la formación de tal norma de 
Derecho Internacional General. 
2.2. Los obstáculos al desempeño de su labor 
En segundo lugar, la labor de las Comisiones de la verdad no está tampoco 
exenta de obstáculos tanto de carácter externo como interno. En relación a los primeros, 
hay que tener en cuenta especialmente en África la falta de seguridad de las víctimas al 
declarar sobre los hechos acontecidos
367
, la independencia de los comisionados, la 
diversidad de perpetradores, la escasez de recursos económicos y humanos, el quiebre 
de las instituciones, la fragmentación de la sociedad civil y la existencia de conflictos 
étnicos y/o sociales.  
Junto a estos obstáculos externos que están fuera del control de la Comisión, 
encontramos otros impedimentos al buen funcionamiento de las Comisiones de la 
verdad que sí son atribuibles a la actividad de las mismas. En primer lugar, destaca la 
tendencia a la ampliación de los mandatos de las Comisiones de la verdad que se viene 
siguiendo en los últimos años
368
. En la esfera de Naciones Unidas preocupa 
especialmente la viabilidad del funcionamiento de las Comisiones por la sobrecarga de 
tareas que ha supuesto la extensión de las funciones que éstas deben llevar a cabo
369
. No 
en vano, se ha pasado de las Comisiones de la verdad que funcionaron en las décadas de 
                                                                                                                                                                          
garantizado por los Estados cuando se han producido violaciones masivas a los derechos humanos. En 
este sentido, entendemos que la reiteración por parte de los órganos de derechos humanos, la 
jurisprudencia regional que lo ha vinculado a otros derechos consagrados, la legislación adoptada en 
algunos países y la creación de mecanismos oficiales de búsqueda de la verdad dan muestra de que está 
emergiendo la consideración del derecho a la verdad como derecho consuetudinario.  
367
 Unión Africana, “AUTJF”, 21. 
368
Los mandatos de las Comisiones de la verdad son los instrumentos legales y fundacionales de las 
Comisiones. La forma que toma dicho instrumento y el origen del mismo son diversos, así puede ser un 
decreto gubernamental, un acto legislativo, un acuerdo de paz o un reglamento de Naciones Unidas 
(Canadá es el único ejemplo de comisión creada mediante un procedimiento judicial). 
Independientemente del origen y forma de su creación, todos ellos recogen tres aspectos fundamentales, a 
saber: orientaciones normativas y políticas (los principios, objetivos y funciones que guiarán el trabajo de 
la comisión) el objeto de la investigación o la descripción de los hechos y crímenes que tuvieron lugar en 
el periodo anterior a la transición y aspectos operacionales (poderes, prerrogativas y procedimientos, con 
los que la Comisión deberá cumplir para lograr su misión). Éstas y otras cuestiones sobre aspectos 
relativos a la creación de los mandatos las podemos encontrar en: Eduardo González, Drafting a Truth 
Commssion Mandate: A practical tool (Nueva York: International Center of Transitional Justice, 2013). 
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 Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial para la promoción de la verdad, la 




los ochenta y noventa, en las que únicamente se investigaban unos cuantos crímenes 
(desapariciones forzadas y torturas, principalmente) a otro tipo de Comisiones en las 




Las dificultades para llevar a cabo sus tareas, que se han hecho visibles ante la 
incapacidad de cumplir con los plazos establecidos en los mandatos, han puesto de 
manifiesto la problemática que supone la creación de Comisiones de la verdad como un 
“cajón de sastre” y los nefastos efectos que dicha situación provoca en la percepción 
del proceso transicional por parte de las víctimas. La ampliación sin límites de los 
mandatos de las Comisiones da lugar a grandes expectativas en las víctimas que 
podrían verse frustradas ante la imposibilidad de que la Comisión cumpla con las 
funciones dispuestas en el mandato.  
Derivado de lo anterior, el tiempo de funcionamiento de las Comisiones de la 
verdad también ha aumentado considerablemente. En este sentido, prolongar 
excesivamente el tiempo de conclusión de las tareas desnaturaliza la función de las 
Comisiones, ya que “menoscaba su función de poner de relieve de forma oportuna el 
quiebre de las prácticas abusivas pasadas”
371




A este respecto, aunque la ampliación del objeto material de estudio de las 
Comisiones para incorporar una perspectiva de género merece ser celebrada, sería 
conveniente que el propio mandato señalase medidas para mejorar el funcionamiento 
de las Comisiones de la verdad. En este sentido, algunas de las medidas que podrían 
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 Entre las Comisiones que se han ocupado de dar respuesta a las violaciones de derechos humanos 
económicos, sociales y culturales debemos mencionar a la Comisión para la Verdad, la Acogida y la 
Reconciliación de Timor Oriental, la cual fue establecida por el reglamento de la Administración de las 
Naciones Unidas en Timor Oriental, y en cuyo mandato figuraba la investigación de los actos delictivos  
(distintos de las violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario) que 
tuvieron lugar entre el 25 de abril de 1974 y 25 de octubre de 1999, y en los que se comprendían la 
violación de derechos económicos, sociales y culturales. En el ámbito africano la Comisión de la Verdad 
y la Reconciliación de Liberia comprendió en su mandato la investigación de los crímenes económicos, 
como la explotación de recursos naturales o públicos para perpetuar los conflictos armados. Asimismo, a 
la Comisión de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación de Kenia, se le encomendó que investigase, 
entre otros actos, las violaciones a los derechos económicos perpetrados por el Estado, en concreto: la 
corrupción y la explotación de recursos naturales o públicos a gran escala, la adquisición irregular e ilegal 
de tierras públicas, la marginación económica de las comunidades y el uso indebido de instituciones 
públicas con fines políticos. 
371
 Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías de no-repetición, Pablo del Grieff, A/HRC/24/42…”. 
372




incorporarse refieren a la definición de directrices internacionales para la elección de 
los comisionados que tengan en cuenta el criterio de especialización de éstos en los 
ámbitos temáticos objeto de estudio por la Comisión en cuestión y en el 
establecimiento de un periodo de trabajos preparatorios en el que, entre otras cosas, se 
trataría de asegurar los recursos económicos con los que se cuenta para el desarrollo de 
las actividades.  
El otro desafío importante hace referencia a la proposición de políticas públicas 
por la Comisión a través de unas Recomendaciones y sobre todo a la implementación de 
las mismas
373
. Generalmente, estas recomendaciones se refieren a reformas 
institucionales y reparaciones, destinadas a que se transformen las causas que originaron 
el conflicto, pero la dificultad de implementar las mismas, derivada de su carácter no 
vinculante, a menudo no hace sino crear falsas esperanzas a las víctimas. Se requiere 
por tanto la existencia de un compromiso sólido por parte del gobierno. Así, sería 
conveniente crear los instrumentos adecuados para vigilar su implementación
374
 y 
especialmente, determinar qué parámetros podrán utilizarse para valorar si se ha 
cumplido o no con dicha implementación y en qué medida, sobre todo cuando las 
recomendaciones no son específicas y sólo se componen de unos pocos objetivos 
abstractos y sin determinar
375
.  
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Esta tendencia, iniciada por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas de Argentina 
(CONADEP), es seguida en la actualidad por Comisiones de la verdad de todo el mundo.  
374
A este respecto, el Centro Internacional de Justicia Transicional propone que la implementación de las 
recomendaciones sea monitoreada por: la máxima autoridad de los derechos humanos del país de que se 
trate, una organización sucesora de la Comisión de la verdad o una organización de la sociedad civil. Ésta 
última posibilidad la propone a raíz de la experiencia de la red de la sociedad civil de Sierra Leona, que 
creó un sistema para monitorear la implementación, para lo cual estableció una red de contacto directo 
con las agencias gubernamentales encargadas de la implementación. Véase: Eduardo Gónzalez y Howard 
Varney, “En busca de la verdad: elementos para la creación…”, 72-73. 
375
 Para ello una buena solución consiste en recurrir a los llamados “indicadores de derechos humanos”, 
que permitirían apoyar y evaluar la implementación de las recomendaciones, en base a criterios 
universalmente reconocidos y aceptados. Desde que en la Conferencia de los Derechos Humanos de 
Viena se recomendase la creación de indicadores que permitiesen analizar y medir el progreso de los 
derechos humanos, las Naciones Unidas se han ocupado de formular recomendaciones al respecto, en las 
que se detalla el marco conceptual de indicadores que pueden medir el progreso de los derechos humanos 
a nivel nacional y la implementación de políticas gubernamentales. Véanse al respecto: Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Informe sobre los indicadores para 
promover y vigilar el ejercicio de los derechos humanos”, HRI/MC/2008/3, 15 de mayo de 2008; Consejo 
de Derechos Humanos, “Technical assistance and capacity-building options for integrating human rights 




3. Reparaciones: Daño a reparar y determinación de las víctimas 
En el campo de la justicia transicional, se entiende el concepto “reparaciones” en 
un sentido amplio, como las medidas destinadas a “reparar”, “resarcir”, “compensar” los 
daños producidos a consecuencia de la comisión de una violación a los derechos 




La obligación de reparar a las víctimas de violaciones a los derechos humanos y 
crímenes de derecho internacional nace de la obligación del Estado de proporcionarles y 
garantizarles el derecho a un recurso efectivo. Esta obligación, que está consagrada en 
los principales Tratados de derechos humanos y en el sistema de Ginebra
377
, no sólo 
constituye una obligación interestatal sino que abarca también la obligación de los 
Estados respecto a los individuos o grupos de personas que están sujetos a su 
jurisdicción
378
. Así, dichas víctimas tienen derecho a interponer reclamaciones de 
resarcimiento y reparación ante los tribunales nacionales, y en su caso, ante órganos 
jurisdiccionales internacionales, lo que dará lugar a las reparaciones judiciales
379
.   
La obligación de reparar se puede hacer efectiva en el campo de la justicia 
transicional a través de una doble vía. Por una parte, hay que hacer referencia a las 
llamadas “reparaciones judiciales”, que consisten en un conjunto de medidas que 
pueden adoptarse “para resarcir los distintos tipos de daños que pueden haber sufrido las 
víctimas como consecuencia de ciertos crímenes”
380
. Y, por otra parte hay que referirse 
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Nahla Valhi, Romi Sigsworth y Anne Marie Goetz, La Justicia Transicional: ¿Una oportunidad para 
las mujeres? (Nueva York: ONU-Mujeres, 2012). Véase también: Pablo del Grieff, “Justicia y 
Reparaciones”, Handbook of Reparations, Ed. Pablo del Grieff (Nueva York: Oxford University Press, 
2006).  
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 Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 8); Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (artículo 2): Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial (artículo 6); Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanas o Degradantes (artículo 14); Convención de los Derechos del Niño (artículo 39). En el plano 
regional: Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos (artículo 7); Convención Americana 
de los Derechos Humanos (artículo 25): Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales (artículo 13). Véase también: Convención de la Haya relativa a las leyes y 
costumbres de la guerra terrestre (artículo 3); Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra relativos a 
la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (artículo 91). 
378
Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Instrumentos del 
Estado de Derecho para Sociedades que han salido de un Conflicto: Programas de Reparaciones” (Nueva 
York y Ginebra, 2008):6. 
379
 La concesión de reparaciones por vía judicial está considerada por numerosos ordenamientos jurídicos 
nacionales, en el ámbito del Derecho Internacional Penal, las reparaciones por vía judicial están 
contempladas en los artículos 68 y 75 del Estatuto de Roma.  
380




a los llamados “programas de reparaciones”, que consisten en planes de reparación 
aprobados por los gobiernos por vía administrativa
381
. Con su creación los Estados que 
tienen que hacer frente a la obligación de reparar a un gran número de víctimas, fruto de 
la comisión masiva de violaciones a los derechos humanos, buscan crear programas de 
reparaciones que comprendan categorías amplias de víctimas
382
.  
Ambos mecanismos de reparación no son excluyentes y están interrelacionados, 
por lo que podrán integrarse conjuntamente en una estrategia global destinada a hacer 
justicia en épocas de transición, ya que al igual que sucede con otros mecanismos de 
justicia transicional, las reparaciones son mucho más efectivas cuando se enmarcan en 




Por otro lado, la propia naturaleza jurídica de las reparaciones las ha convertido 
en un elemento clave de justicia a tener en cuenta en la justicia de transición, al ser el 
mecanismo que se dirige a las víctimas de forma más directa y explícita. Siendo así, es 
importante que las reparaciones se vinculen al daño sufrido y al perjuicio causado, a fin 
de que sean percibidas por las víctimas como una medida de justicia, y no como una 
“limosna”
384
, ya que en el supuesto caso de que en un Estado no se contemplen otras 
medidas de justicia, la falta de conexión de las reparaciones con el derecho vulnerado 
podría inducir a las víctimas a considerar que éstas son el precio de su silencio.  
En el diseño de las reparaciones la cuestión que requiere mayor atención y que 
más problemas provoca versa sobre qué reparar, es decir, qué violaciones, y por 
consiguiente, qué categorías de víctimas van a ser contempladas en las reparaciones
385
. 
                                                          
381
 Por su propia naturaleza los “programas de reparaciones” son más adecuados en casos de violaciones 
masivas, ya que ofrecen resultados con mayor inmediatez, menor gasto y exigen criterios de selección de 
beneficiarios menos estrictos que las llamadas “reparaciones judiciales”. Asamblea General de Naciones 
Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia y la reparación, Pablo 
del Grieff”, A/69/518…”. 
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 Asamblea General de Naciones Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la 
verdad, la justicia y la reparación, Pablo del Grieff”, A/69/518…”. 
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 Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la 
justicia y la reparación, Pablo del Grieff,  A/69/518…”, punto. 20. 
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Lisa Magarell, Las reparaciones en la teoría y en la práctica (Nueva York: Centro Internacional de 
Justicia Transicional, 2007).  
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 En este sentido, algunas de los obstáculos más importantes a tener en cuenta se refieren a las diferentes 
acepciones del propio concepto de “víctima” en las legislaciones nacionales, la inexistencia de un criterio 
con el que fijar las indemnizaciones en los programas de reparaciones (en las reparaciones judiciales se 
usa el criterio de restitutio in integrum, pero dada la magnitud de casos en los programas dicho criterio 




A estas cuestiones se refieren los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional a interponer recursos y 
obtener reparaciones”
386
, que establecen los procedimientos y métodos para hacer 
efectivas las obligaciones nacionales e internacionales en la materia.  
Sobre la base de este instrumento, el derecho de las víctimas a una reparación 
“adecuada, rápida y efectiva” figura entre los derechos que junto al “acceso igual y 
efectivo a la justicia” y el “acceso a la información sobre violaciones y mecanismos de 
reparación”, componen el derecho más general de las víctimas a interponer recursos
387
. 
El derecho de las víctimas a una reparación que cumpla con las características de 
adecuación, rapidez y efectividad se concreta a través de las siguientes modalidades de 




Más allá del establecimiento de modalidades de reparación que realiza el citado 
instrumento, la cuestión de cómo elegir la modalidad “adecuada” para cada tipo de 
crimen y categoría de víctima, y que a la vez sean “plenas y efectivas”, deberá  
concretarse dependiendo de las circunstancias impuestas por el contexto que modularán 
las exigencias de que la reparación sea “adecuada, rápida y efectiva”, tal y como ha sido 
reconocido en el Principio 18 de los “Principios y directrices básicos”
389
.  
En este sentido, y teniendo en cuenta el contexto transicional la Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha considerado que 
dichos requisitos podrían resumirse en “una reparación justa y adecuada”
390
.  
                                                                                                                                                                          
de reparaciones, los criterios con los que, llegado el caso, se prioriza la reparación de unos casos y no de 
otros y los criterios con los que individualizar las reparaciones, entre otros aspectos.  
386
 Asamblea General de Naciones Unidas, “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 
graves del derecho internacional a interponer recursos y obtener reparaciones” Resolución 60/147, 16 de 
diciembre de 2005.  
387
 Ibídem., principio 11. 
388
 Ibídem., principios 18-23. 
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 Dicho principio reza como sigue: “Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de 
cada caso, una reparación plena y efectiva”. 
390
 Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Instrumentos del 
Estado de Derecho para Sociedades que han salido de un Conflicto: Programas de Reparaciones (Nueva 




Al hablar de reparaciones, el reto principal consiste en lograr que éstas sean 
realmente ejecutadas. Y es que se ha de tener en cuenta que en la práctica la mayoría de 
las víctimas no llegan a ser reparadas, lo que sucede debido a que la mayoría de los 
gobiernos no tienen los recursos suficientes para reparar a cada una de las víctimas del 
conflicto armado o la represión. Así, al configurar un programa de reparaciones se 
deberán tener en cuenta los siguientes aspectos:  
En primer lugar, el gobierno deberá fijar de antemano el montante con el que 
cuenta a fin de no defraudar las expectativas de las víctimas. Deberá también equilibrar 
las tensiones que pueden suscitarse entre los beneficiarios de las reparaciones y el resto 
de la sociedad. Además, puesto que la naturaleza de las reparaciones es la de una 
medida de justicia, deberán respetarse los principios de imparcialidad procesal y de no 
discriminación al seleccionar las categorías de víctimas que resultarán beneficiadas
391
, 
lo cual es especialmente importante en el ámbito africano en el que las necesidades de 
las víctimas son extensas y los recursos económicos, limitados
392
. Por otra parte, con el 
fin de concretar programas de reparaciones que abarquen el mayor número de víctimas 
posible deberían confeccionarse “programas” complejos en los que junto a las 
reparaciones materiales se contemplen otras simbólicas. En este sentido, la Unión 
Africana considera que el uso de la modalidad “satisfacción” es especialmente útil en el 
                                                                                                                                                                          
Stef Vandeginste en el que se definen los elementos de este criterio. Así, por una reparación “justa” los 
autores entienden aquella que “expresa la necesidad de tomar en consideración, por una parte, el contexto 
de transición general en el que la reparación se produce (incluido el elevado número de víctimas 
gravemente lesionadas) y, por otro, la escasez de recursos disponibles para su asignación como 
reparaciones. Una reparación justa implica que, a diferencia del principio de restitutio in integrum, el 
volumen de la reparación no pueda determinarse in abstracto ni en términos absolutos. A nivel individual, 
la reparación justa requiere que la distribución de la reparación se haga de forma equitativa, es decir, sin 
discriminación entre grupos o categorías de beneficiarios. Sin embargo, la no discriminación no significa 
que todas las víctimas deban ser tratadas de manera uniforme, sino que el motivo de la diferenciación 
debe ser razonable y justificada”. En cuanto al adjetivo  “adecuada”, éste hace referencia “al hecho de que 
las formas y modalidades de reparación deben ser apropiadas, teniendo en cuenta el daño, las víctimas, las 
violaciones y la sociedad en general. Los escasos recursos de los países en transición deben utilizarse de 
manera óptima, tanto desde el punto de vista cualitativo como cuantitativo (es decir, de la efectividad)”. 
Heidy Rombouts, Pietro Sardero y Stef Vandeginste, “The Right to Reparation for Victims of Gross and 
Systematic Violations of Human Rights”, en Out of Ashes: Reparation for Victims of Gross and 
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(traducción propia). 
391
 Asamblea General de Naciones Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la 
verdad, la justicia y la reparación, Pablo del Grieff,  A/69/518…”. 
392
 El AUTJF señala que una de las dificultades de diseñar e implementar los programas de reparaciones 
es que estos procesos requieren del manejo de factores económicos, políticos y sociales. Así, buscar el 
respeto al principio de igualdad es una cuestión que debe estar presente el diseño e implementación. 




continente, ya que a través de ésta se podría restaurar la reputación de las víctimas y 
fomentar su aceptación y reintegración en la comunidad de origen
393
. 
En segundo lugar, se deberán incrementar los esfuerzos dirigidos a respetar la 
autonomía de las reparaciones respecto a otros mecanismos de justicia transicional. Así, 
es necesario desterrar una práctica habitual que consiste en configurar los programas de 
reparaciones a partir de las recomendaciones formuladas por una Comisión de la 
verdad, y es que dicha práctica conlleva un peligro evidente, puesto que en aquellos 
casos en los que en la Comisión en cuestión no se hayan investigado ciertas 
violaciones, las reparaciones tampoco contemplarán a las víctimas de las mismas. Sí en 
cambio la labor de una Comisión de la verdad puede ayudar a identificar a las posibles 
víctimas y sus necesidades antes de que el programa sea configurado
394
.   
Por lo mismo, también se deben diferenciar las reparaciones de los programas de 
desarrollo, ya que hay que tener en cuenta que las reparaciones son una medida de 
justicia que nace de una obligación jurídica diferente a la que originó dichos 
programas. Además estos últimos no tienen capacidad para restaurar la dignidad de las 
víctimas, puesto que no llevan aparejado el reconocimiento a las víctimas de su 
condición de tales. 
En tercer lugar, es necesario que al configurar el programa de reparaciones se 
estudien las consecuencias derivadas del acto a reparar, adaptando las modalidades de 
reparación a las necesidades y características de las víctimas
395
. Así, por ejemplo, la 
rehabilitación es sumamente beneficiosa para ofrecer servicios médicos y apoyo 
psicológico a las víctimas de crímenes de violencia sexual, pero puede ser infructuosa 
en las desapariciones.  
Finalmente, en cuarto lugar, es necesaria la plena incorporación de la perspectiva 
de género a las reparaciones, lo que significa que se deberán incluir en éstas como 




 Vid. Infra. Capítulo IV. Epígrafe 4. 
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beneficiarias a la totalidad de víctimas de violencia basada en el género, no sólo a las 
víctimas de violencia sexual, como suele ser habitual.  
3.3. Mecanismos de justicia transicional y lucha contra la impunidad en el 
caso de crímenes de violencia sexual: la necesaria proyección de una 
dimensión de género 
El campo de la justicia transicional, inmerso en la búsqueda de respuestas 
destinadas a responder a los retos que enfrenta la Comunidad Internacional en la 
actualidad, ha puesto en el punto de mira la dimensión de género subyacente en las 
violaciones a los derechos humanos cometidas en los conflictos actuales, dejando a un 
lado el otrora omnipresente dilema entre “paz” y “justicia”. Así, los debates actuales en 
el campo de la justicia transicional están reconociendo cada vez más la importancia de 
atender a la dimensión de género del conflicto y en la reconstrucción post-conflicto
396
. 
La creciente atención hacia estas cuestiones viene de la mano del interés en las últimas 
décadas por la llamada “dimensión de género del conflicto”, y resulta alentada por el 
ascendente desarrollo del marco jurídico internacional destinado a hacer frente a la 
violencia sexual en conflicto
397
.  
A nuestro entender, en los foros internacionales de discusión en los que se han 
tratado las cuestiones relacionadas con la dimensión de género del conflicto, los actores 
implicados se han centrado en demasía en la problemática que suscita la cuestión de la 
violencia contra la mujer, y sobre todo en lo relativo a la violencia sexual. En cambio, 
se han desatendido otros aspectos que son de vital importancia tanto para las mujeres 
como para los hombres que sufren las consecuencias de los conflictos y que están 
condicionados por el tradicional reparto de roles de género que persiste en la mayoría de 
sociedades.  
Esto es, el debate jurídico internacional se ha ocupado cada vez con más ahínco 
de la violencia sexual relacionada con los conflictos, sin atender suficientemente a la 
dimensión de género del conflicto, así se ha obviado el hecho de que la discriminación 
de género se manifiesta en los conflictos de tal forma que es causa y efecto de la 
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creciente comisión de crímenes de violencia sexual durante los mismos
398
. De esta 
manera, la Comunidad internacional y en especial Naciones Unidas se han ocupado de 
elaborar marcos de evaluación y análisis sobre el conflicto para mejorar la respuesta a la 
comisión de crímenes internacionales de violencia sexual en conflicto, sin considerar las 
relaciones y la discriminación de género como desencadenantes o manifestaciones 
vinculados a su perpetración.  
Pero lo cierto es que los conflictos armados no son fenómenos neutrales en 
cuanto al género
399
, por ello entendemos que la incorporación de la perspectiva de 
género a la justicia transicional es necesaria en base a estas razones:  
En primer lugar, consideramos que mediante el análisis de género se diluye  la 
habitual creencia de que los conflictos armados son realidades neutras, y se pone en 
entredicho la consideración de que el origen del conflicto sea independiente de las 
estructuras jerárquicas que en cuestión de género existen en una sociedad determinada. 
Asimismo, a través de este análisis se llega al convencimiento de que la visión de que 
las consecuencias del conflicto afectan a ambos sexos por igual es falsa.  
En segundo lugar, consideramos que el análisis de género ayudará a definir los 
vínculos entre la discriminación y desigualdad de género presentes en la sociedad pre-
conflictual y la comisión de crímenes sexuales durante el mismo
400
.  
En tercer, y relacionado con lo anterior, entendiendo que la incorporación del 
análisis de género a los mecanismos de justicia transicional puede transformar las 
tradicionales relaciones de género
401
, la inclusión de la perspectiva de género puede 
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contribuir a poner fin a la impunidad que rodea la comisión de crímenes sexuales. Es 
decir, por medio de la transformación de las tradicionales relaciones de género se puede 
hacer frente a las causas discriminatorias y así reformar la legislación y las instituciones 
públicas, de manera que tras su transformación, éstas se basen un criterios sensibles al 
género, haciendo que todas las personas -independientemente de su sexo- tengan acceso 
a la justicia y se vean protegidas por las mismas disposiciones legales (esto último es 
especialmente importante en las sociedades en las que persisten leyes tradicionales que 
ningunean a la mujer en las esferas económica, social o cultural). De otro modo, la 
persistencia de estas prácticas desigualitarias fomentaría la impunidad de fáctica y/o 
normativa. 
Tomando como base estas ideas, en lo sucesivo analizaremos los aportes que el 
uso de mecanismos de justicia transicional ofrece al proceso de transformación de las 
tradicionales relaciones de género que subyacen en las sociedades
402
, y a poner fin a la 




1.Procedimientos judiciales  
A lo largo de los últimos veinte años, se han hecho avances plausibles en los 
ámbitos del Derecho Internacional Penal y de la jurisprudencia internacional en relación 
con la garantía de la justicia en los casos de violencia sexual en conflicto
404
.  
Valga como ejemplo de lo anterior, la abundante jurisprudencia de los 
Tribunales Penales Internacionales para Ruanda y la ex Yugoslavia, en cuyo seno se 
juzgaron por primera vez los crímenes internacionales de lesa humanidad de violación y 
esclavitud sexual. Así como las condenas más recientes por crímenes de lesa humanidad 
de violación y esclavitud sexual en los casos Bemba (CPI) y Hissein Habré (Cámaras 
Extraordinarias Africanas de Senegal). Pues tal y como ha sido reconocido por la propia 
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1. 
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Fiscalía de la Corte Penal Internacional no podemos obviar el hecho de que la justicia 
penal lleva aparejado un efecto disuasorio para los potenciales perpetradores. Así, el 
sometimiento de los individuos a los órganos judiciales, nacionales o internacionales, 
podrá disuadir de cometer este tipo de actos a aquellos que todavía consideran que su 
perpetración no requiere de castigo
405
. 
Entendemos por tanto que los procedimientos judiciales en los que se han 
juzgado casos de violencia sexual, así como la inclusión de la perspectiva de género al 
Derecho Penal Internacional, contribuyen a hacer efectivo el elemento justicia en la 
justicia de transición y fomentan la lucha contra la impunidad que rodea la comisión de 
violencia sexual en los conflictos, conforme a los siguientes argumentos:  
1. En la actualidad, el sistema de justicia penal internacional está orientado hacia un 
modelo de justicia en el que la atención y protección a víctimas y testigos es primordial. 
Así, la incorporación de la perspectiva de género se ha hecho notar en el 
establecimiento de un conjunto de medidas dirigidas a garantizar que los derechos de las 
víctimas serán respetados, de que su participación en los procedimientos estará 
asegurada y de que se usarán los métodos judiciales menos perjudiciales para el 
bienestar de las mismas. En este sentido, el ER, en el que se ha incorporado un mandato 
de género, hace especial hincapié en salvaguardar y proteger a las víctimas de violencia 
sexual, concediéndoles una serie de medidas protectoras recogidas en el artículo 68 ER, 




2. Además de la incriminación en el ER de las conductas de violencia sexual, la otra 
cuestión a resaltar, fruto de la incorporación de la perspectiva de género al sistema de 
justicia penal internacional, se refiere a la inclusión de un mandato de género en 
relación a todas las actividades de la Corte en el artículo 7.3 ER
407
. Al margen de todas 
las críticas derivadas de la definición del mandato de género que se incorpora en el 
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, conviene hacer notar que la inclusión de este mandato supone la 
incorporación al Derecho Internacional Penal de un tipo de discriminación que hasta 
ahora no había sido reconocida oficialmente en este ámbito.  
Tal inclusión está sin duda alguna influyendo en la sensibilidad de la Corte hacia 
los asuntos de género, y en especial hacia los crímenes sexuales, en varios niveles. En lo 
relativo a la dimensión institucional -que hace referencia a la administración y 
composición de la Corte- ésta parece haber alcanzado una cierta cuota de paridad, 
incorporando juezas y personal femenino entre su personal
409
. No obstante, y con el fin 
de no confundir “sexo” con “género” hemos de preguntarnos si esta incorporación 
femenina en términos numéricos se ha traducido en acciones concretas sensibles al 
género y si ha redundado en una mayor investigación de crímenes de naturaleza sexual. 
Por lo pronto, la elección de Fatou Bensouda como Fiscal Jefe de la Corte Penal 
Internacional en 2012, ha dado lugar, casualidad o no, a la adopción del ya citado 
“Documento de política general sobre investigación y enjuiciamiento de crímenes 
sexuales y de género”, con el que se intenta impulsar la actividad de la Corte en relación 
a la persecución de crímenes sexuales y que comprende un conjunto de pautas de 
actuación a aplicar en la investigación y enjuiciamiento de este tipo de crímenes. Dicha 
adopción ha permitido que en los últimos años la Corte haya prestado más atención a  la 
persecución de estos crímenes, habiendo sido dictada la primera sentencia de la Corte en 
la que se condena al acusado por la comisión de los crímenes de lesa humanidad de 
violencia sexual e imputando este crimen a los acusados en otros seis casos más
410
. 
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No obstante, se ha de tener en cuenta la estrategia de persecución general 
seguida por la Corte desde que inició sus actividades en 2002 que se basa en perseguir, 
fundamentalmente, a los llamados “principales responsables”, y las “limitaciones” a la 
persecución impuestas por el propio ER a través el principio de complementariedad que 
rige las actividades de la Corte y que impone la subsidiariedad en la acción judicial de 
ésta respecto a las jurisdicciones nacionales, la cláusula “interés de la justicia” recogida 
en el artículo 53 ER, o la facultad de no perseguir motu propio que ostenta la Fiscalía en 
base al artículo 15 ER
411
.  
Teniendo en cuenta estos límites, los sistemas de justicia penal nacionales deben 
cubrir las lagunas en la persecución de crímenes internacionales, incluidos los de 
naturaleza sexual. A este respecto, entendemos que la “nacionalización” del Estatuto de 
Roma no debería comprender exclusivamente la ratificación y adhesión al mismo por 
los Estados y la integración del propio Estatuto en el derecho nacional. Tal como 
señalan VALJI, SIGSWORTH y GOETZ los Estados Parte deberían adoptar las 
políticas  y el sistema operacional que en materia de protección de víctimas y testigos de 





2. Comisiones de la verdad 
La creciente tendencia hacia la incorporación de la perspectiva de género al 
mandato de las Comisiones de la verdad se inició a raíz de la creación de una unidad  
especializada en género en la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Perú 
(2001-2003) lo que permitió garantizar la inclusión de las consideraciones de género al 
trabajo cotidiano de la Comisión
413
. Le siguió la Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación de Sierra Leona, que apoyó sustancialmente a las víctimas mujeres 
fomentando que denunciasen y declarasen los actos sufridos
414
.  
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La incorporación de la perspectiva de género a los trabajos de estas Comisiones 
ha permitido el estudio de los crímenes internacionales de violencia sexual, 
circunstancia que ha posibilitado determinar el carácter sistemático o generalizado de 
los actos, así como identificar las estructuras de violencia y las cadenas de mando que 
dieron lugar a la comisión de tales crímenes
415
. Además, la inclusión está posibilitando 
que en aquellos países que no tengan incorporada la legislación sobre crímenes 
internacionales de violencia sexual, y por lo tanto, adolezcan de la posibilidad de 
perseguir estos crímenes en las jurisdicciones nacionales, las víctimas de este tipo de 
crímenes puedan relatar los actos sufridos ante las Comisiones
416
.  
No obstante, la tendencia hacia la incorporación de la perspectiva de género a las 
tareas de las Comisiones no ha supuesto que los crímenes de violencia sexual se hayan 
estudiado y contemplado en su integridad.  
En primer lugar, prácticamente ninguna Comisión de la verdad ha investigado 
y/o documentado los crímenes de violencia sexual cometidos contra hombres en los 
conflictos, a pesar de que se ha constatado su existencia en la mayoría de éstos. Este 
hecho impide que el análisis de la dimensión de género de los conflictos se lleve hasta 
sus últimas consecuencias.  
En segundo lugar, las Comisiones que han incluido un mandato de género en sus 
trabajos, se han centrado excesivamente en documentar los crímenes de violencia 
sexual, sin haberse detenido a penas en llevar a cabo un análisis sobre los orígenes y 
causas que inciden en la comisión de violencia sexual en conflicto
417
.  
De esta manera, los esfuerzos por añadir los crímenes de violencia sexual a los 
trabajos de las Comisiones han terminado por dificultar la inclusión de una verdadera 
perspectiva de género a las mismas. Así, la mayoría de las Comisiones de la verdad
418
, 
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no se han ocupado de establecer las conexiones entre las desigualdades de género que 
existían en la sociedad en la etapa pre-conflictual y la comisión de crímenes sexuales y 
basados en el género que tienen lugar contra las mujeres en los conflictos armados. De 
esta manera, se ha pasado por alto el hecho de que la comisión de violencia sexual y de 
género en conflicto es un fenómeno “poliédrico y de profundas raíces” que tiene su 




La incorporación de la perspectiva de género a la justicia transicional conlleva el 
desmantelamiento de dichas desigualdades
420
, y en relación a las Comisiones de la 
verdad supone ir más allá del mero relato de los crímenes cometidos contra mujeres, 
ahondando en todos aquellas circunstancias que, motivadas por la discriminación de 
género, subyacen en la comisión de los crímenes sexuales.  
En base a las funciones que se le suelen atribuir a las Comisiones de la verdad, 
consideramos que la inclusión de la perspectiva de género y el estudio de los crímenes 
de violencia sexual a sus mandatos puede influir en la lucha contra la impunidad por la 
comisión de estos crímenes en conflicto, de las siguientes maneras.  
1. La incorporación de la perspectiva de género con vocación de transversalidad
421
, 
permite que el análisis de género sea tenido en cuenta en todas las fases de trabajo de las 
la Comisiones, incluyendo la investigación de crímenes sexuales. Así, en un examen 
sobre la dimensión institucional de la perspectiva de género, en la selección de los 
                                                                                                                                                                          
2006, disponible en línea: http://siteresources.worldbank.org/INTLAWJUSTINST/ 
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objetivo final es lograr la igualdad [sustantiva] entre los géneros” – ONU- Mujeres, Incorporación de la 
perspectiva de género, en: http://www.unwomen.org/es/how-we-work/un-system-coordination/gender-
mainstreaming, última visita: enero 2017. 
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a todos los recursos en igualdad de condiciones, se planifiquen las políticas públicas teniendo en cuenta 
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integrantes de la “comisión” (comisionados y staff) deberán incluirse mujeres, y lo que 
nos parece más importante; el personal deberá estar capacitado para la investigación de 
crímenes sexuales y de género. Previsiblemente, la incorporación de personal 
capacitado en asuntos de género a los trabajos de las Comisiones fomentará la 
investigación de los crímenes sexuales en las mismas. 
2. La recolección de testimonios de víctimas de naturaleza sexual a través de las 
audiencias de las Comisiones permite identificar los patrones de violencia y determinar 
las causas discriminatorias que en base al género dieron lugar a la comisión masiva de 
tales crímenes, en mayor medida que a través de la actividad de los órganos judiciales. 
La razón está en que durante los procedimientos judiciales las declaraciones de víctimas 
y testigos se aportan al proceso sin seguir unos parámetros lógicos, obstaculizando el 
esclarecimiento de los patrones criminales y las causas que subyacen en la comisión de 
tales crímenes. De este modo, la creación de Comisiones sensibles al género fomentará 
que las víctimas de violencia sexual participen de las audiencias, y posibilitará la 
apertura del diálogo nacional sobre las prácticas discriminatorias que están en la base de 
la comisión de los crímenes sexuales y de género.  
3. La naturaleza de las Comisiones -oficial pero no judicial- favorece la colaboración de 
éstas con actores locales e internacionales a fin de trabajar conjuntamente en pro de la 
lucha contra la comisión de crímenes sexuales en conflicto. En este sentido, las 
Comisiones pueden establecer un diálogo con las Naciones Unidas, la Unión Africana o 
las organizaciones de la sociedad civil que tratan cuestiones de género, a través del cual 
Comisiones y “organizaciones” podrán retroalimentarse y compartir información y 
estrategias para evitar la perpetración de este tipo de crímenes
422
. 
4. Las Comisiones de la verdad pueden apoyar al sistema de justicia. Dado que los 
crímenes de violencia sexual son especialmente difíciles de probar, la Comisión de la 
verdad puede cooperar con los tribunales remitiéndoles los hallazgos recabados sobre 
este particular, que podrán ser presentados como evidencia ante los fiscales nacionales. 
5. Las Comisiones de la verdad pueden promover la reconciliación nacional o local, 
trabajando sobre la estigmatización de las víctimas de violencia sexual y facilitando la 
reintegración de éstas en sus comunidades. En este sentido, las Comisiones de la verdad 
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funcionan como un foro en el que escuchar los relatos de las víctimas y la versión de los 
perpetradores, y en el que organizar eventos y talleres para promover el entendimiento y 
la tolerancia a nivel nacional y comunitario
423
.  
6. Las Comisiones de la verdad pueden fomentar el respeto a los derechos humanos, en 
general y al principio de igualdad entre hombres y mujeres, en particular. A través de 
las declaraciones de los participantes en las Comisiones y la publicación de los informes 
finales de la misma, se reafirma la consideración de que las violaciones a los derechos 
de las mujeres constituyen violaciones a los derechos humanos, que merecen 
reprobación.  
7. El entorno y las circunstancias contextuales en las que se suelen desarrollar los 
trabajos de las Comisiones de la verdad invitan a las víctimas a declarar con mayor 
comodidad que en las instancias judiciales, ya que la rigidez y el formalismo que 
imponen los procesos penales pueden disuadir a las víctimas de participar en ellos. No 
obstante, para que sea así las medidas de protección de víctimas y testigos que declaran 
en una Comisión de la verdad deben estar en consonancia con las empleadas en un 
órgano judicial.  
8. Las Comisiones de la verdad pueden formular recomendaciones a los gobiernos para 
que éstos lleven a cabo reformas legislativas que permitan la adopción nacional de la 
normativa internacional sobre crímenes internacionales, y aconsejar la derogación de 
prácticas y legislación que contravengan el principio de no discriminación de género, 
así como recomendar la creación de políticas públicas que fomenten la igualdad de 
género.  
3. Reparaciones  
Este mecanismo, además de estar dirigido a reparar los daños causados a las 
víctimas, puede orientarse hacia el futuro. En función del carácter transformador de las 
mismas, que permitirá que se redirijan las causas que subyacen en la comisión de las 
violaciones
424
. Además, para garantizar que las reparaciones sean “justas y adecuadas” 
es necesario que se atienda al componente de género y se evalúen las consecuencias 
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sufridas tanto por hombres como por mujeres, con el fin de que éstas no sean 
discriminatorias, ni penalicen a ninguno de los dos sexos
425
.  
La incorporación de la perspectiva de género al diseño de las reparaciones puede 
ayudar a que las víctimas de crímenes sexuales obtengan justicia, y evitar que se repitan 
los actos en futuro. A este fin se deben tener en cuenta las siguientes consideraciones: 
1. Para alentar la participación de las víctimas de violencia sexual en la configuración 
en los programas de reparaciones, es necesario que se adopten una serie de medidas que 
garanticen la seguridad y bienestar de las víctimas durante su participación
426
.  
2. Las reparaciones además de incluir a las víctimas de violencia sexual, permiten 
abordar y transformar las causas que subyacen en la comisión de crímenes de violencia 
sexual, evitando que éstos se vuelvan a perpetrar
427
.  
3. El reconocimiento de su condición de sujetos con derecho a beneficiarse de las 
reparaciones identifica a las víctimas como tales, contribuyendo a cambiar los patrones 
culturales androcéntricos en aquellas sociedades en las que las víctimas continúan 
soportando la estigmatización social y el ostracismo familiar y comunitario. Para que 
este  reconocimiento sea efectivo, el beneficio otorgado por la reparación deber 
vincularse al daño causado, a fin de reforzar la prohibición de cometer este tipo de 
crímenes, que a su vez redundará en la construcción o consolidación del Estado de 
Derecho y fomentará la reconciliación nacional y comunitaria
428
. 
4. Incorporar la perspectiva de género en las reparaciones permite definir la posición 
precisa que ocupaban las víctimas en la sociedad pre-conflictual, lo cual será 
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fundamental para diseñar reparaciones que se adapten a las necesidades de las víctimas, 
evitando que la aplicación de las medidas reparadoras perpetúen los patrones 
discriminatorios. A este respecto, se observa que la “compensación” es una modalidad 
de reparación que puede ayudar a las víctimas a seguir con sus vidas y a hacer frente a 
los gastos médicos que pudieran tener lugar como víctimas de violencia sexual, cuando 
los patrones culturales no permiten que éstas cuenten con el apoyo económico de sus 
familias y ante las dificultades que tienen para conseguir un empleo en una sociedad que 
las estigmatiza. Por su parte, la modalidad “rehabilitación” permite atender las 
necesidades psicológicas y médicas de las víctimas, tanto inmediatas como a largo 
plazo. Por su parte, la modalidad denominada “restitución”, no es adecuada para este 
tipo de víctimas, pues puede servir para reintegrarlas a una situación pre-conflictual en 






CAPÍTULO III. LA CONTRIBUCIÓN DE LA AGENDA DE 
“MUJERES, PAZ Y SEGURIDAD” A LA JUSTICIA 
TRANSICIONAL EN ÁFRICA 
1. INTRODUCCIÓN 
El Consejo de Seguridad ha abordado el asunto de la violencia sexual en 
situaciones de conflicto armado sobre la base de las competencias que tiene atribuidas 
en materia de paz y seguridad internacionales a través del establecimiento de la Agenda 
de “Mujeres, paz y seguridad” (“Agenda” MPS). Su punto de partida se sitúa en la 
adopción de la Resolución 1325 (2000), que fruto de la presión ejercida por un grupo de 
organizaciones no gubernamentales de mujeres sensibilizadas ante las dramáticas 
consecuencias que para las mujeres supusieron los conflictos de la ex Yugoslavia, 
Ruanda o la República Democrática del Congo
429
, ha tenido como consecuencia la 
inclusión definitiva del asunto de la violencia sexual a la acción normativa e 
institucional de Naciones Unidas
430
.  
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 El proceso de adopción de esta Resolución supuso un cambio en la práctica habitual del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas, ya que ésta se adoptó bajo la llamada “formula Arria”, sobre la base de la 
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 Como apuntan Lirola Delgado y Martín Martínez, “la acción internacional institucionalizada frente a 
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 La adopción de la “Agenda MPS” constituye pues un hito en el Derecho 
Internacional por cuanto instaura un enfoque novedoso sobre la relación mujer y 
seguridad. En palabras de ROBLES CARRILLO:  
“la creación del binomio género y seguridad supone un cambio de concepción en 
el tratamiento convencional dado a la relación mujer y conflicto armado y marca el 
camino hacia una posible reformulación del modelo de seguridad internacional desde 
los parámetros que introduce la asunción de la transversalidad de género”
431
.  
Siguiendo a esta autora, consideramos que la creación del binomio género y 
seguridad se manifiesta en la “Agenda MPS” a través de una dimensión normativa y 
una dimensión de género
432
.  
 Por lo que se refiere a la primera, la dimensión normativa funciona en un doble 
sentido. En un plano general fortifica las obligaciones de las partes de respetar la 
                                                                                                                                                                          
de la particular vulnerabilidad de las mujeres durante los conflictos armados, no fue hasta la década de los 
noventa que las Naciones Unidas reconocieron que la violencia sexual constituye una violación de los 
principios fundamentales de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. Con todo, 
como apuntan dichas autoras se ha producido un “proceso de progresiva convergencia” entre la acción 
normativa de la Asamblea General, por la inclusión de la violencia sexual a su agenda de trabajo, 
abordando esta cuestión como parte integral de la acción encaminada a eliminar la violencia contra la 
mujer y dedicando algunas de sus resoluciones a la materia (Res.62/134, de 7 de febrero de 2008, 
Resolución 64/137, de 18 de diciembre de 2009; Resolución 65/187, de 21 de diciembre de 2010, y 
Resolución 67/144, de 20 de diciembre de 2012), y la realizada por el Consejo de Seguridad a través de la 
Agenda “Mujeres, paz y seguridad”. Este proceso de convergencia se evidencia por la constante alusión 
de la Asamblea General a la Agenda “Mujeres, paz y seguridad” y la reiteración por parte de la Asamblea 
del marco normativo al que remite la “Agenda”. Así mismo, cabe destacar la labor realizada por el 
Secretario General (véanse sus Informes temáticos anuales “sobre la violencia sexual relacionada con los 
conflictos”) y por diversos organismos y agencias de las Naciones Unidas especializadas en la materia. 
En este sentido es necesario mencionar el trabajo realizado por la iniciativa de Naciones Unidas “Stop 
rape now” que aglutina a 12 organismos, agencias y programas de Naciones Unidas a fin de dar una 
respuesta común a la impunidad que rodea los crímenes sexuales y de género; así como la labor que está 
llevando la oficina de la Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas sobre 
violencia sexual en conflictos armados, elegida tras la aprobación de la Resolución 1960 (2009) sobre 
“Mujer, paz y Seguridad” de Naciones Unidas. Véase el portal web de la iniciativa: 
www.stoprapenow.org. Un repaso a la acción de Naciones Unidas sobre este particular se puede encontrar 
en: Margarita Robles Carrillo, “Mujer, Paz y Seguridad en la ONU”, en Género, conflictos armados y 
seguridad, coord. Margarita Robles Carrillo (Granada: Editorial Universidad de Granada, 2012). También 
desde la sociedad civil y organismos gubernamentales se han realizado esfuerzos en esta línea, entre los 
que cabe resaltar la iniciativa Justice Rapid Response, un rooster de investigadores especializados en 
casos de violencia sexual en conflictos armados. Véase el portal web de la iniciativa:  
http://www.justicerapidresponse.org/.  Así como el programa de Prevención de la Violencia Sexual en el 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. Véase al respecto: Gobierno Reino Unido, Protocolo 
Internacional de documentación e investigación de violencia sexual en situaciones de conflicto armado 




 Robles Carrillo, “Mujer, Paz y Seguridad en…”, 146. 
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prohibición de cometer actos de violencia sexual en conflicto, así refuerza las 
disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos por cuanto menciona 
una serie de derechos humanos que habrán de ser protegidos en todas las etapas del 
conflicto; del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los 
Refugiados, en cuanto a que reafirma las disposiciones relativas a la protección de los 
civiles y a aquellos que tienen el estatus de refugiados, contra todo tipo de violencia 
sexual; y, del Derecho Internacional Penal, por cuanto la “Agenda” MPS hace hincapié 
en que los actos de violencia sexual pueden constituir crímenes de lesa humanidad, de 
guerra y genocidio. Además, para LIROLA DELGADO y MARTIN MARTINEZ, la 
“Agenda” MPS transita desde un plano general a uno específico, en virtud del cual las 
resoluciones comprendidas en ésta, no sólo refuerzan el marco jurídico existente, sino 
que estarían contribuyendo a la creación de una nueva norma de Derecho Internacional, 
en tanto en cuanto son utilizadas por el Consejo de Seguridad y por los actores 
implicados en su implementación tanto a nivel nacional como regional
433
.  
Por cuanto en lo que se refiere a la asunción de la transversalidad de género, la 
incorporación de una dimensión de género al sistema de paz y seguridad de Naciones 
Unidas, heredada de Beijing
434
, se materializa en la “Agenda MPS” en dos aspectos 
clave: el reconocimiento específico del impacto que el conflicto causa en las mujeres, 
que les otorga el carácter de víctimas, y el “papel que éstas juegan en los procesos de 
paz y la reconstrucción post-bélica”
435
, que sitúa a las mujeres en pie de igualdad con 
los hombres en las cuestiones de paz y seguridad, y rompe con la idea de vulnerabilidad 
femenina que históricamente las había apartado de estos asuntos
436
. No obstante, la 
“Agenda” MPS arrastra, en su práctica totalidad, las carencias del Derecho 
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Internacional al invisibilizar a las mujeres combatientes y los hombres víctimas de 
violencia sexual
437
; ausencia que algunos autores han atribuido al carácter 
discriminatorio y estereotipado del régimen jurídico de protección de los conflictos 
armados
438
, que se muestra incapaz de superar una asociación -la mujer como víctima y 
el hombre como perpetrador- necesitada de revisión urgente
439
.  
Así pues, la violencia sexual cometida en conflictos es uno de los temas 
centrales de la “Agenda MPS”, en este sentido, la Resolución 1820 (2008) es pionera al 
considerar que cuando la comisión de actos de naturaleza sexual se utiliza como táctica 
de guerra, ésta puede recrudecer los conflictos armados y constituir un impedimento 
para el restablecimiento de la paz y la seguridad internacionales.  
Esta cuestión se tratará en el epígrafe (2) de este capítulo, donde se estudiarán 
las situaciones en las que la comisión de actos de violencia sexual durante el conflicto 
puede amenazar el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. A 
continuación, en el epígrafe (3) pasaremos a analizar otro de los aspectos más relevantes 
que entraña el establecimiento de la “Agenda MPS”, que se identifica con la necesidad 
de responder por la comisión de actos de violencia sexual, poniendo fin a la impunidad 
que los rodea, a través de mecanismos judiciales y no judiciales durante la transición 
post-conflicto. Posteriormente en el epígrafe (4) se valorará el impacto de la “Agenda 
MPS” en los planos nacional y regional y estudiaremos su implementación por los 
Estados africanos a través de los Planes de Acción Nacional y regional, para terminar 
con unas breves conclusiones al capítulo.  
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2. LA VIOLENCIA SEXUAL COMO UNA AMENAZA A LA PAZ Y SEGURIDAD 
INTERNACIONALES 
Con el establecimiento de la “Agenda MPS” el Consejo de Seguridad (CS) 
adopta una nueva perspectiva respecto al fenómeno de la violencia sexual en conflicto, 
calificándola en un doble sentido. En primer lugar, reafirma que la violencia sexual en 
conflicto constituye una infracción grave al Derecho Internacional Humanitario y una 
vulneración del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, lo que desencadena la 
responsabilidad penal internacional y afirma la obligatoriedad de los Estados de actuar a 
través de los mecanismos que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos prevé 
para ello. En segundo lugar, la “Agenda MPS” por medio de la Resolución 1820, de 19 
de junio de 2008, “atribuye una nueva calificación jurídica a este fenómeno”
440
, al 
considerar que la violencia sexual cometida de forma sistemática y generalizada puede 
constituir una amenaza a la paz y seguridad internacionales
441
, cuyo mantenimiento 
corresponde al CS. Así, con tal consideración se permite que el CS actúe directamente 
para hacer frente al fenómeno de la violencia sexual en conflicto por medio de la 
adopción de las medidas previstas en el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas. 
En consecuencia, la seguridad internacional podría verse afectada por la 
comisión de violencia sexual en los conflictos siempre que se den ciertas circunstancias, 
que no tienen porqué coincidir con su perpetración de forma masiva en el contexto de 
un conflicto armado; sino que tal como expresa ANDERSON, la consideración de la 
violencia sexual como amenaza para la paz y la seguridad internacionales no es una 
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examen, a adoptar, cuando sea necesario, medidas apropiadas para hacer frente a la violencia sexual 
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seguridad internacionales y aclara que los términos “sistemático” y “generalizado” se comprenden en el 
sentido que se les da en los crímenes de lesa humanidad. Véase: Informe del Secretario General de 
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cuestión exclusivamente cuantitativa, sino que la distinción se realiza conforme “al 
carácter de la violencia y el perfil de las víctimas y perpetradores”
442
.  
De este modo la clave estaría en el modus operandi con el que opera la violencia 
sexual en los conflictos, teniendo en cuenta que “la violencia sexual es reconocida como 
parte de la cara contemporánea del conflicto’’
443
. Así ésta se convertiría en un arma más 
de cuantas se usan en el transcurso de los conflictos actuales
444
. Una estrategia bélica 
usada por las partes enfrentadas con el fin de lograr el control social de la población y 
de los recursos naturales, socavar la moral del enemigo
445
, forzar el desplazamiento de 
las poblaciones
446
, obtener financiación a través del tráfico de personas y la explotación 
sexual, y del secuestro de mujeres y niñas para su utilización como esclavas sexuales  o 
conseguir información usando la violencia sexual como instrumento de tortura
447
. De 
esta manera, el uso de la violencia sexual como táctica/arma de guerra puede agravar el 
conflicto armado de tal manera que lo convierta en una amenaza internacional
448
.  
 Partiendo de estos presupuestos, y siguiendo a la Resolución 1820, de la que se 
hará eco las Resoluciones subsiguientes
449
, puede concluirse que la violencia sexual 
supondrá una amenaza para la paz y seguridad cuando:  
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Unidas sobre la violencia sexual relacionada con los conflictos”, S/2013/149, de 2 de marzo de 2013, 
párr. 9.  
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449
 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, “Resolución 1820 sobre Mujer, paz y seguridad”, 
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a) Se utiliza como una táctica de guerra. Es decir, cuando la violencia sexual se usa 
como un instrumento que forma parte de un plan común ideado y deliberado por el 
gobierno y/o el ejército o las fuerzas de seguridad gubernamentales o bien por parte de 
los grupos armados no gubernamentales. Esta perpetración colectiva de los actos 
delicitivos plantea problemas para la atribución de la responsabilidad penal 
internacional, puesto que sobre la base del artículo 25.1 ER, la CPI sólo tiene 
competencia sobre las personas naturales, por lo que no podrá perseguir los crímenes 
cometidos por el ejército o las fuerzas de seguridad gubernamentales y por los grupos 
armados no gubernamentales como tales, sino los crímenes cometidos por individuos. 
Al respecto, con el fin de construir la responsabilidad colectiva se ha desarrollado la 
teoría de la “empresa criminal conjunta” (ECC), a la que se llega cuando dos o más 
personas se ponen de acuerdo para cometer ciertos actos criminales con el propósito de 
conseguir un fin común, y que es “utilizada como un instrumento para perseguir y 
enjuiciar crímenes internacionales”. No obstante, hay que tener en cuenta que el ER en 
su artículo 25.3 d) ER recoge la teoría de la “empresa críminal conjunta” (ECC)
450
, 
considerando responsable penalmente a aquel que contribuya de algún modo a la 




b) Cuando la violencia sexual tiene a la población civil como blanco deliberado o forma 
parte de un ataque generalizado y sistemático contra la misma. En este caso, la 
violencia sexual podría constituir, siguiendo su tipificación en el ER, crímenes de lesa 
                                                                                                                                                                          
diciembre de 2010; “Resolución 2106 sobre la Mujer,  paz y seguridad”, S/RES/2106 (2013), de 24 de 
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2015.  
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 Marcia S. De Gracia Oyarzábal, “La teoría de la empresa criminal conjunta”, 2013, disponible online 
en:http://justiciatransicional.weebly.com/uploads/1/6/7/2/16721396/toera_de_la_ecc_marciadgo__2013.p
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ECC. Héctor Olásolo, “Reflexiones sobre la Doctrina de la Empresa Criminal Común en Derecho Penal 
Internacional”, InDret 3/2009 (Barcelona, Julio 2009). En dicho trabajo el autor cita la jurisprudencia del 
TPIY que es la que ha permitido sostener dicha postura doctrinal. Entre otras véase la Sentencia de 
apelación en el caso Tádic. TPIY, The Prosecutor vs. Dusko Tádic, “Appeals Chamber Judgement”, 
ICTY-94-1-A, 15 July 1999, párr.227. 
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 En opinión de Fletcher y Ohlin aunque el citado precepto no exige la previsiblidad de los actos 
delictivos, sí requiere que la contribución al plan común sea intencional. Si bien no se define cual es el 
grado de conocimiento y consciencia del autor que define la intención, en opinión de los autores “el 
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humanidad (artículo 7. g), crímenes de guerra (artículo 8.b.xxii) e incluso genocidio 
(artículo 6) en los casos en los que dicho ataque cumpla los elementos de este crimen. 
En este sentido, cuando los actos de violencia sexual puedan ser calificados como 
dichos crímenes, como se reconoce en el Preámbulo del ER “constituirán una amenaza 
para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad”.  
La violencia sexual también constituye una amenaza para la seguridad cuando 
forma parte de la estrategia o modus operandi de grupos terroristas sea o no en el 
contexto de un conflicto armado. De este modo, como ha sido puesto de manifiesto por 
el gobierno español ante el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y reafirmado por 
el Secretario General
452
 y el propio CS a través de la Resolución 2242
453
 , el uso de este 
tipo de violencia con fines terroristas revela la necesidad de cambiar las tradicionales 
nociones de paz y seguridad internacionales, ya que “este tipo de crímenes se ubican en 
el centro de la amenaza a la paz y seguridad que representan los grupos extremistas 
violentos Daesh, Boko Haram o Al Shabbat que hacen del sometimiento a la mujer y la 
violación de sus derechos parte central de su ideología”
454
.  
c) Cuando existe un clima de impunidad en relación a éstos crímenes. La Resolución 
1820 señala que: “la adopción de medidas eficaces para prevenir los actos de violencia 
sexual y reaccionar ante ellos puede contribuir considerablemente al mantenimiento de 
la paz y seguridad internacionales”. Por contra, la impunidad perpetúa la cultura de 
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 Secretario General de Naciones Unidas, “Informe del Secretario General sobre la violencia sexual 
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455
 En palabras del Secretario General de Naciones Unidas, “las situaciones de conflicto, caracterizadas 
por el colapso del Estado de Derecho y la existencia de un clima de impunidad, crean las condiciones para 
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d) Cuando la violencia sexual persiste en la etapa posconflicto, incumpliendo un 
Acuerdo de paz o de alto al fuego, en el supuesto en que la violencia sexual se haya 
usado como táctica de guerra durante el conflicto y haya sido incluida en los acuerdos 
de paz. Así, la perpetración de violencia sexual tras la entrada en vigor del Acuerdo de 
paz en cuestión supondría el incumplimiento del mismo y la posible reanudación del 
conflicto, restableciendo de nuevo la amenaza para la paz y seguridad internacionales.  
En todo caso, este proceso de securitización de la violencia sexual operado en el 
marco de la “Agenda MPS” ha sido criticado por cierto sector académico que entiende 
que la excesiva focalización
456
 o “fetichización” de la “Agenda MPS” sobre este tipo de 
crímenes puede derivar en un aumento de la violencia sexual relativa al conflicto, 
puesto que la inclusión de la violencia sexual en ésta se ha hecho sin contextualizar, 
homogeneizando el fenómeno de la violencia sexual relacionada con los conflictos, pero 
sin atender a las causas que la provocan
457
. 
La cuestión, a nuestro entender, no es que la “Agenda MPS” se haya focalizado 
en la violencia sexual, sino que no se hayan invertido esfuerzos suficientes en identificar 
y cambiar los motivos basados en estereotipos y desigualdades de género que son los 
que están en el origen de su comisión. En este sentido, si bien destaca positivamente el 
hecho de que en la “Agenda MPS” se considere la violencia sexual en conflicto como 
una táctica de guerra, abandonando el tradicional enfoque de la violencia sexual como 
efecto colateral del conflicto
458
, sorprende que no se haya puesto mayor atención en 
abordar las relaciones de poder desiguales y patriarcales que persisten en la mayoría de 
sociedades y que están en la raíz de la violencia sexual
459
.  
                                                                                                                                                                          
repercusiones en los esfuerzos para consolidar la paz y garantizar el desarrollo”. Secretario General de 
Naciones Unidas, “Informe del Secretario General presentado de conformidad con lo dispuesto en la 
Resolución 1820 (2008) del Consejo de Seguridad”, S/2008/622, de 25 de septiembre de 2008, párr. 6.   
456
 Fionnuala Ni Aoláin, “The Gender Politics of fact-Finding in the Context of the Women, Peace and 
Security Agenda”, en The Future of Human Rights Finding, eds. Philip Aston and Sarah Knuckey 
(Oxford: Oxford University Press, 2015):14-31.   
457
 Véase Sara Meger, “The Fetishization of Sexual Violence in International Security”, International 
Studies Quarterly 60 (2016): 149-159, disponible en: 
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En esta misma línea crítica, puede apuntarse que en las resoluciones que 
componen la “Agenda MPS”, el Consejo de Seguridad confunde los conceptos 
“violencia sexual” y “violencia basada en el género”, ya que los ha utilizado como 
sinónimos, sin diferenciar lo que significa cada uno de ellos, dando así muestra de cierta 
superficialidad en el análisis de las cuestiones de género. Por tanto, en nuestra opinión, 
la “Agenda MPS” debería ahondar en todos estos asuntos y fomentar la creación de 




En este mismo sentido, BELL y O`ROURKE
461
 consideran que la excesiva 
focalización de la “Agenda MPS” en los crímenes de violencia sexual contribuye a 
seguir insistiendo en la vulnerabilidad de las mujeres
462
, limitando en cambio la 
capacidad para entender y para cambiar las motivaciones de género que subyacen en la 
comisión de este tipo de crímenes
463
.  
En suma, el hecho de que la “Agenda MPS” haga de la violencia sexual uno de 
sus elementos centrales no es en sí mismo erróneo. En cambio, pero sí lo es el deficiente 
análisis sobre las dimensiones de género del conflicto que se manifiesta en la 
consideración de que toda la violencia sexual cometida en conflicto constituye un arma 
de guerra; la ausencia de referencias a las causas por las que se comete la violencia 
sexual; la reiteración de la vulnerabilidad de las mujeres; la invisibilidad de las mujeres 




                                                          
460
 Vilellas Ariño refiriéndose al Estudio Mundial publicado por ONU-Mujeres, bajo el título “Prevenir 
los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz -Estudio mundial sobre la aplicación de la 
resolución 1325 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas”, 12 de octubre de 2015, recoge las 
recomendaciones formuladas en el mismo: “los perpetradores deben ser castigados y la justicia debe ser 
transformadora”, María Vilellas Ariño, “Mujeres, paz y seguridad: 15 años de la resolución 1325. Una 
evaluación de la agenda sobre mujeres, paz y seguridad”, Informes 12/2016 (Barcelona: Institut Català 
internacional per la pau, 2016): 6. 
461
 Christine Bell and Catherine O’Rourke, “Does Feminism Need a Theory of Transitional Justice? An 
Introductory Essay”, International Journal of Transitional Justice 1 nº1 (2007): 23-44.  
462
 Para Swaine la Resolución 1325 (2000) ponía el acento en la mujer como ser independiente, lo cual es 
fruto de su proceso de adopción a través de la “fórmula Arria” mientras que las que han sido adoptadas a 
puerta cerrada convierten al Consejo de Seguridad como protector de la mujer, reiterando su 
vulnerabilidad. Aisling Swaine, “Assesing the potential of National Actions Plans to Advance 
Implementation of United Nations Security Council Resolution 1325”, Yearbook of International 
Humanitarian Law 12 (2009): 403-433.  
463
 Pamela Scully, “Vulnerable Women: A critical reflection on Human Rights Discourse...”,113-124.  
464
 En este sentido, algunas de las expertas que formaron parte de la Cumbre Mundial para poner fin a la 
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Es más, la decisión de hacer de la violencia sexual el núcleo central de la 
“Agenda MPS” ha tenido importantes consecuencias positivas tales como: 
a) Concienciar a los gobiernos acerca de la necesidad de formular una respuesta 
contra la violencia sexual en los conflictos. Así, la “Agenda MPS” refuerza la 
obligación de que los Estados adapten sus ordenamientos jurídicos a la legislación 
internacional en la materia y de que tomen medidas necesarias para poner fin a la 
impunidad que rodea la comisión de tales actos. 
b) Ha impulsado la adopción de medidas que venían siendo reclamadas por la 
sociedad civil en el propio plano de Naciones Unidas, tales como el establecimiento de 
un cuerpo de expertos en género que evalúen y monitoreen -junto al personal de 
Naciones Unidas
465
- las situaciones en las que la violencia sexual supone una grave 
amenaza para la paz y seguridad internacionales; la necesidad de incluir a las mujeres en 
los procesos de construcción de la paz; y el establecimiento de un sistema de 




c) Se ha empezado a dar visibilidad a la violencia sexual contra hombres y niños 
en los conflictos armados, tema tabú hasta la adopción de la Resolución 2122, que igual 
                                                                                                                                                                          
violencia en el continuum de violencias que sufren las mujeres en todo el mundo, ni se puso de manifiesto 
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mayoritariamente hombres”, Vilellas Ariño, “Mujeres, paz y seguridad: 15 años de la resolución 1325. 
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que la dirigida contra mujeres y niñas ha pasado a ser considerada un tipo de violencia 
basada en el género, susceptible de amenazar la paz y seguridad internacionales
467
. 
d) Se ha reforzado la lucha contra la impunidad por la comisión de crímenes de 
violencia sexual en la fase del post-conflicto, incluyéndolos dentro del ámbito de la 
justicia transicional, que tal y como se señala en las “Resoluciones temáticas” resulta 
“esencial para construir una sociedad segura y estable”
468
. En este sentido, como 
veremos posteriormente, las Resoluciones temáticas han dedicado un espacio a 
relacionar la violencia sexual cometida en conflicto armado con el campo de la justicia 
transicional, creando alternativas a la rendición de cuentas por la vía penal.  
3. LA AGENDA DE “MUJERES, PAZ Y SEGURIDAD” DESDE LA PERSPECTIVA DE 
LA JUSTICIA TRANSICIONAL  
Como hemos visto, la “Agenda MPS” reconoce la conexión entre la mujer y la 
seguridad a través de dos aspectos: el impacto que los conflictos causan en las mujeres y 
el papel que éstas pueden desempeñar en la resolución y reconstrucción pos-conflicto 
por medio de su participación en los mecanismos de reconciliación, rehabilitación y 
reconstrucción. De esta manera, la “Agenda MPS” sistematiza su contenido a través de 
cinco pilares de acción, a saber: aspectos normativos (que se proyecta sobre las demás) 
prevención, participación, protección, y asistencia y recuperación.  
Así, la “Agenda MPS” prevé que la incorporación de la dimensión de género se 
manifieste en cada uno de estos pilares a través del establecimiento de medidas por 
parte de los Estados, dirigidas a: mejorar los instrumentos destinados a prevenir la 
violencia contra las mujeres, en especial las diversas formas de violencia basada en el 
género; promover la participación activa y eficaz de las mujeres en los procesos de paz 
y la representación en la toma de decisiones para la reconstrucción pos-conflicto; la 
ampliación de medidas para garantizar la seguridad, la salud, el bienestar y el acceso a 
la justicia de las mujeres; y asegurar el acceso de las mujeres a los mecanismos de 
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recuperación, en particular aquellos que disponen medidas especiales para hacer frente a 
las necesidades específicas de las mujeres
469
. 
De esta manera, la “Agenda MPS” ya desde la adopción de la primera de las 
Resoluciones comprendidas en ésta, la Resolución 1325, subraya la necesidad de que 
los Estados respondan al impacto que los conflictos tienen en las mujeres, en especial en 
relación a las diferentes formas de comisión de violencia de género, incluyendo la 
violencia sexual. En concreto, la Resolución 1325 llama a las partes involucradas en los 
conflictos a adherirse y respetar el Derecho Internacional, garantizar que las mujeres no 
sufran violencia basada en el género, en especial crímenes de violencia sexual, y a 
excluir estos crímenes de las disposiciones de amnistía
470
.  
La relación entre mujeres, género y justicia que establece la “Agenda MPS” se 
verá reforzada con la adopción de las subsiguientes resoluciones que comprenden la 
misma, lanzando el mensaje de que “tras la comisión de crímenes de violencia sexual 
durante los conflictos, la garantía de una justicia de género y la adopción de medidas 
inmediatas para establecer un Estado de Derecho con igualdad de protección son 
elementos fundamentales para la consolidación de la paz”
471
.  
En este estado de cosas, la lucha contra la impunidad por la comisión de 
crímenes de violencia sexual en los conflictos se ha ido convirtiendo, conforme se 
fueron adoptando las resoluciones que comprenden la “Agenda MPS”, en parte 
integrante de la misma. Así, si bien la Resolución 1325 llama a los Estados a que 
prevean mecanismos para abordar la impunidad y la Resolución 1820 considera que la 
violencia sexual puede ser utilizada como táctica de guerra, por lo que es necesario 
“adoptar medidas apropiadas para hacer frente a la violencia sexual generalizada o 
sistemática”
472
, subrayando “la importancia de poner fin a la impunidad por esos actos 
como parte de un enfoque amplio para alcanzar la paz sostenible, la justicia, la verdad y 
la reconciliación nacional”
473
. A este respecto, hay que destacar que la Resolución 1888 
(2010) es la primera en hacer hincapié en el uso de mecanismos de justicia transicional 
para abordar la impunidad por la comisión de crímenes de violencia sexual en 
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. Siguiendo las recomendaciones formuladas por el Secretario General de 
Naciones Unidas sobre este particular
475
, en la Resolución se apela a los Estados 
Miembros a que consideren los mecanismos de justicia y reconciliación, tales como 
“tribunales penales nacionales, internacionales y mixtos, así como comisiones de la 
verdad con el fin de que promuevan la rendición de cuentas de manera que puedan 
hacer frente a la impunidad y evitar la repetición futura de estos crímenes
476
, y se 
reconoce la importancia de que se incorporen los asuntos relativos a la violencia sexual 
en las reparaciones.  
Tras la ausencia de referencias al respecto en la Resolución 1889 (2009) 
(centrada en fomentar la participación de las mujeres en la reconstrucción post-conflicto 
y en mejorar los recursos para la implementación efectiva de la “Agenda MPS”, y que 
escasamente se refiere a la necesidad de poner fin a la impunidad por la comisión de 
crímenes sexuales en conflicto
477
),  la Resolución 1960 (2010) –que trata casi en 
exclusiva de la violencia sexual en conflicto- adopta la misma premisa que la 
Resolución 1888, destacando la gama de mecanismos judiciales y no judiciales que los 
Estados pueden considerar con el propósito de poner fin a la impunidad, “para que las 
sociedades que salen de un conflicto, puedan enfrentar los abusos que tuvieron lugar en 
el conflicto y evitar que se repitan los abusos en el futuro”
478
.  
Por su parte, la Resolución 2106 (2013) ahonda en estas cuestiones, al reiterar 
que es necesario enjuiciar a los perpetradores de la violencia sexual en conflicto, para lo 
cual pide a los Estados que incorporen en su legislación nacional todos los crímenes 
internacionales de violencia sexual previstos en el Derecho Internacional. Además esta 
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Resolución va un paso más allá, promoviendo el análisis desde la perspectiva de género, 
al reconocer que: 
 “la titularidad y la responsabilidad nacionales en la labor destinada a hacer frente a las 
causas profundas de la violencia sexual en los conflictos armados, son fundamentales para la 
disuasión y la prevención, al igual que poner en tela de juicio los mitos según los cuales la 
violencia sexual en los conflictos armados es un fenómeno cultural, una consecuencia 
inevitable de la guerra o un delito menor”
479
.  
Además, afirma que la lucha contra la impunidad por estos crímenes se ha 
fortalecido gracias a la labor de la Corte Penal Internacional y de otros tribunales 
internacionales y salas especiales, pero reconoce que se debe seguir trabajando para 
atajar la impunidad, por lo que señala la importancia de que: “en las situaciones de 
conflicto armado y posteriores a conflictos se adopte un enfoque amplio de la justicia de 




La Resolución 2122 (2013), da un nuevo paso adelante al considerar que los 
mecanismos de justicia transicional deben usarse para abordar la totalidad de los 
asuntos relativos a las violaciones y abusos de los derechos humanos de las mujeres, sin 
focalizar unicamente en los delitos de naturaleza sexual. En este sentido, aunque pudiera 
parecer que la citada Resolución es más abstracta y generalista que las anteriores 
respecto a la rendición de cuentas y los crímenes sexuales, lo cierto es, que siendo 
optimistas, podríamos considerar que el CS, a través de esta llamada al análisis de todos 
los abusos cometidos contra las mujeres, ha adoptado un enfoque integral de la 
incorporación de la perspectiva de género a la “Agenda MPS”, ya que propugna la 
necesidad de analizar en profundidad las dimensiones de género del conflicto. Esto es, 
la citada Resolución “promueve la representación sustantiva de las mujeres por la 
inclusión de las violaciones y los abusos de los que éstas son parte, no sólo la 
representación descriptiva de las mujeres como grupo”
481
.  
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La última de las resoluciones adoptadas, la 2242 (2015),  aprobada a propósito 
del quince aniversario de la adopción de la Resolución 1325 y del examen sobre su 
implementación realizado por ONU-Mujeres (Estudio Mundial), se centra en hacer 
acopio de los logros y en la implementación de la “Agenda MPS”, proponiendo la 
creación del “Grupo 2242”
482
. Además, en relación a las nuevas amenazas para la 
seguridad internacional, se refiere al desafío que supone para el respeto a los derechos 
de las mujeres el auge del terrorismo internacional y el incremento del número de 
personas refugiadas que, con destino a Europa, huyen de los conflictos de sus países de 
origen. Así, las referencias a la violencia sexual y la justicia transicional son 
prácticamente inexistentes, y una vez más se centran en reiterar la obligación de los 
Estados de perseguir y castigar a los perpetradores de estos actos, en lugar de fomentar 
el estudio de las causas de origen. Por otra parte, la adopción de esta resolución, se ha 
realizado posteriormente a  que el Comité para la Eliminación de todas las formas de  
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) aprobase la “Recomendación General Nº 30 
sobre las mujeres en la prevención de conflictos, las situaciones de conflicto y post-
conflicto”
483
, y casi al tiempo de la Recomendación General Nº33 sobre el acceso de las 
mujeres a la justicia
484
, lo que en ha servido para conectar la “Agenda MPS” con la 
CEDAW, y por tanto con el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos
485
.   
A la vista de este examen podemos afirmar que la “Agenda MPS” promueve, 
con carácter más o menos unánime a lo largo de todas las resoluciones que la integran, 
el uso de mecanismos de justicia transicional para fomentar la rendición de cuentas por 
la comisión de crímenes de violencia sexual en conflicto. No obstante, a la vista del 
alcance y contenido de las referencias a la justicia transicional que se hacen en las 
resoluciones que comprenden la “Agenda MPS”, no podemos sino constatar que la 
relación entre justicia transicional y género sigue siendo un ámbito poco explorado en el 
ámbito normativo internacional, tal como se ha reiterado desde la academia en Gran 
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. Y es que, consideramos que las referencias recogidas en la 
“Agenda MPS” sobre el uso de mecanismos de justicia transicional, han sido 
formuladas sin ahondar en el papel que estos mecanismos pueden jugar en la 
transformación de la justicia de género.  
Afirmamos esta falta de profundidad en las relaciones entre la justicia 
transicional y género, basándonos en que, como ya señalamos, la “Agenda MPS” no ha 
dedicado demasiada atención al estudio de las causas por las que se cometen actos de 
violencia basada en el género y violencia sexual en el conflicto. Entendiendo que la 
justicia transicional permite “abordar el contexto de desigualdad e injusticia que da 
lugar al conflicto, transformando las estructuras de desigualdad que sustentan esa 
violencia”
487
, consideramos que el uso de mecanismos de justicia transicional sensibles 
al género podría ayudar a construir un nuevo sistema democrático en el que las 
desigualdades basadas en el género no tengan cabida. Pese a lo cual, la “Agenda MPS” 
no dedica el espacio necesario a tratar esta posibilidad, a pesar de que tal propuesta sí ha 
sido recomendada por otros órganos pertenecientes al sistemas de Naciones Unidas, 
como son el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas
488
, y el Secretario 
General de Naciones Unidas. Este último ha expresado que “los mecanismos de justicia 
de transición deben responder a toda la gama de violaciones de los derechos humanos 
de la mujer, otorgar un resarcimiento a las víctimas y procurar transformar las 
desigualdades entre los géneros en lugar de reforzarlas”
489
.  
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4. LA IMPLEMENTACIÓN DE LA AGENDA DE “MUJERES, PAZ Y SEGURIDAD” 
EN ÁFRICA 
4.1. Aspectos generales 
Uno de los desafíos más importantes que se ponen de manifiesto en el análisis de  
la “Agenda MPS” se refiere a su aplicación
490
, de la que son responsables un extenso 
número de actores internacionales y nacionales, y que por el momento se encuentra en 
un estadio más teórico que práctico. Y es que si atendemos a las últimas consecuencias 
de su aplicación, podemos observar que ésta presenta serias deficiencias, tal como 
evidencia el hecho de que la violencia sexual sigue cometiéndose de forma sistemática y 
masiva en los conflictos armados y, que, especialmente las mujeres, pero también los 
hombres, sigan siendo víctimas de todo tipo de violencia de género durante los 
conflictos.  
Partiendo de esta premisa, desde una dimensión teórica, el marco de aplicación 
de la “Agenda MPS” se sustenta en el desarrollo de una suerte de “herramientas” que 
desde los planos global, regional y nacional promueven su implementación.  
Así, en el ámbito global, la aplicación de la “Agenda MPS” se instrumentalizó a 
través de la creación de un Plan de Acción para todo el sistema de Naciones Unidas, 
que  se empezó a gestar a iniciativa del Presidente del Consejo de Seguridad
491
, dando 
lugar a un  primer Plan de Acción para todo el sistemas de Naciones Unidas fue 
adoptado por el Consejo de Seguridad a través del “Informe del Secretario General 
sobre las mujeres, la paz y la seguridad”, de 10 de octubre de 2005. El objetivo de este 
Plan era que sirviese como instrumento para la implementación de la “Agenda MPS” en 
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todo el sistema de Naciones Unidas y, pudiese servir de modelo a seguir por los Estados 
Miembros al adoptar sus Planes de Acción Nacional (PAN)
492
.  
Posteriormente, en el segundo Plan de Acción 2008-2009 para todo el sistema 
de Naciones Unidas, adoptado a través del “Informe del Secretario General de Naciones 
Unidas sobre la Mujer, la paz y la seguridad”, de 12 de septiembre de 2007
493
, las 
actividades de las entidades de Naciones Unidas concernientes a la “Agenda MPS” se 
organizaron –siguiendo la estructura temática marcada en ésta- en torno a cinco pilares 
de acción, a saber: prevención, participación, protección, socorro/asistencia y 
recuperación, y aspectos normativos; estableciéndose en el párrafo 42 los objetivos 
concretos hacia los que se deberá orientar la actividad de Naciones Unidas para ayudar 
en la implementación de la “Agenda MPS” a los Estados.  
Asimismo, y con el fin de medir el cumplimiento de dichos objetivos, y de 
determinar los aspectos en la ejecución de los mismos que requieran de revisión o 
atención urgente, en la Resolución 1889 (2010) se solicitó la formulación de 
indicadores  sensibles al género que sirviesen para impulsar la acción conjunta de los 
actores involucrados en la implementación de la “Agenda MPS”, a fin de que ésta se 
llevara a cabo de forma más concreta y coherente
494
. Finalmente éstos fueron recogidos 
en el “Informe del Secretario General sobre la Mujer, la paz y la seguridad”, de 28 de 
septiembre de 2010
495
. De esta manera, el sistema de indicadores de derechos humanos 
se convierte en un sistema de monitoreo y evaluación idóneo para valorar el 
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En el plano nacional, los Estados Miembros han diseñado una herramienta para 
la aplicación nacional de la “Agenda MPS”, consistente en una serie de programas de 
actividades denominados “Planes de Acción Nacional” (PAN o PAN’s, en plural), en 
los que se recogen medidas destinadas a ejecutar las disposiciones recogidas en la 
“Agenda MPS”, a los que se han incorporado los indicadores sensibles al género 
diseñados en el ISGNU S/2010/498, antes citado
497
.  
A sabiendas de que los PAN’s son sólo uno de los medios que pueden 
considerarse para aplicar la “Agenda MPS” a nivel nacional, las ventajas que suscita su 
utilización radican en el hecho de que éstos permiten a los Estados involucrarse 
directamente en el proceso de implementación de la “Agenda MPS”, adaptándola al 
contexto nacional, identificando las necesidades programáticas nacionales y los 
participantes gubernamentales y no gubernamentales que participarán en el diseño y la 
implementación del PAN, a fin de lograr la aplicación plena de la “Agenda MPS”
498
. 
Además, la elaboración y posterior publicación de un PAN contribuye a sensibilizar a la 
población sobre las disposiciones recogidas en la “Agenda MPS”, y ofrecer información 
sobre el estado de aplicación de la misma a terceros interesados, lo cual podrá servir 
para recabar recursos económicos con los que implementarla.   
La creación de este tipo de planes está contemplada en la Declaración del 
Presidente del Consejo de Seguridad de 31 de octubre de 2002, en la que el CS dispone 
la base jurídica sobre la cual se asienta su declaración y: “alienta a los Estados 
Miembros (…) y a otros actores pertinentes a que desarrollen estrategias claras y planes 
de acción con objetivos y calendarios” y “a que emprendan actividades específicas, 
centradas en las dificultades concretas que afrontan las mujeres y niñas en las 
situaciones posteriores a conflictos”
499
.  
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Desde una dimensión práctica, la aplicación de la “Agenda MPS” ha sido 
valorada por el organización de Naciones Unidas ONU-Mujeres a través de la 
publicación de un Estudio mundial titulado “Prevenir los conflictos, transformar la 
justicia, garantizar la paz –Estudio mundial sobre la aplicación de la resolución 1325 del 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas-”
500
. Este documento sentó las bases para la 
adopción de una nueva resolución, la 2242 (2015), que a su vez recomendó la creación 
del Grupo Informal de Expertos MPS del Consejo de Seguridad (Grupo 2242) ya que 
puso de manifiesto que era necesario construir un enfoque de conjunto sobre las 
cuestiones de la “Agenda MPS” que posibilitara una mayor capacidad de vigilancia y 
coordinación en las actividades de implementación de la misma
501
.  
El “Estudio Mundial” ha concluido que las disposiciones de la “Agenda MPS” 
se han interpretado de diferente forma en cada ámbito geográfico
502
, lo que 
posiblemente se deba a que la aplicación nacional se ha llevado a cabo a través de los 
PAN, que como hemos visto se crean teniendo en cuenta el contexto de cada país.  
En consecuencia, al ser la aplicación de la “Agenda MPS” llevada a cabo 
fundamentalmente a través de PAN, la insuficiente aplicación de la misma se debe, en 
término generales, a la falta de conocimiento real sobre el contenido de la “Agenda 
MPS”, en general y de los términos “violencia basada en el género”, “violencia contra la 
mujer” y “violencia sexual relacionada con los conflictos”, en particular; a la ausencia 
de un compromiso político fuerte y a la ausencia de recursos económicos suficientes 
para desarrollar el cumplimiento íntegro de los instrumentos de aplicación, lo que ha 
derivado en problemas de eficacia en el diseño e implementación de los PAN’s.  
Así, la falta de conocimiento real sobre la “Agenda MPS” se manifiesta en el 
hecho de que mayor parte de los PAN’s han sido creados para implementar en exclusiva 
las disposiciones de la Resolución 1325, y en algunos casos también la Resolución 
1820. Sin embargo, en nuestra opinión, y siguiendo la de alguna de las más reputadas 
especialistas en la materia, las Resoluciones que comprenden la “Agenda MPS” 
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como corredactora de la misma, véase: Lirola Delgado y Martín Martínez, Crímenes internacionales de 
violencia sexual…, 164, citando a: J. Lorenzo Outón, “La Resolución del Consejo de Seguridad 2242 
(2015) sobre Mujeres, Paz y Seguridad: de la teoría a la práctica”, Boletín “Análisis” 1, Ministerio 
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conforman un bloque temático homogéneo, y por ello debe perseguirse la 
implementación de cada una de las disposiciones en ellas recogidas
503
. Así, es necesario 
que los PAN’s adoptados en exclusiva sobre la base de las disposiciones recogidas en la 
Resoluciones 1325 y 1820 sean revisados y se adapten a las directrices que impone el 
contexto internacional actual, sobre todo teniendo en cuenta que en relación a la 
violencia sexual en los conflictos la resolución más completa es la 1960 (2009).  
Derivado de lo anterior, los errores terminológicos relativos a la violencia sexual 
recogidos en las Resoluciones que comprenden la “Agenda MPS” se reflejan en los 
PAN’s
504
. Así, el uso de expresiones tales como “responder ante la violencia contra la 
mujer, en especial las diferentes formas de violencia basada en el género” deberían ser 
sustituidos por el término “violencia sexual relacionada con los conflictos” cuando se 
hable de violencia sexual, o, en su defecto, añadir como sujeto pasivo a los hombres 
cuando se refieran a la violencia sexual como un tipo de “violencia basada en el 
género”.  
Por último, y haciéndonos eco de lo señalado por el Secretario General de 
Naciones Unidas en el Informe sobre la “Mujer, la Paz y Seguridad”, de 26 de 
septiembre de 2007, el éxito de los PAN depende de su financiación y de la existencia 
de un compromiso político firme de garantizar su plena aplicación, elementos que han 
faltado en la mayoría de los casos
505
.  
Con todo, no queremos decir que las deficiencias en la aplicación de la “Agenda 
MPS” se deban atribuir a la utilización de PAN’s por los Estados, ni, por tanto, que 
reprobemos su uso. En este sentido, como señalamos anteriormente, debemos tener en 
cuenta que los PAN’s no constituyen los únicos instrumentos de aplicación de la 
“Agenda MPS”, ni siquiera en el plano nacional, por lo que las disposiciones de la 
misma habrían podido ser implementadas por otras vías. No obstante, en lo que se 
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 A sabiendas de que no constituye una fuente formal en sentido estricto, esta es la conclusión a la que 
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“Mujeres, paz y seguridad: 15 años de la resolución 1325..”,6. 
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refiere a la aplicación nacional de la “Agenda MPS”, consideramos que si un Estado ha 
decidido formular un PAN es difícil que haya redoblado esfuerzos buscando la 
implementación de ésta por otras vías. En vista de lo cual, en el plano nacional, los 
Estados tendrán que afanarse en la tarea de elaborar PAN’s cada vez más 
perfeccionados con el propósito de aplicar eficientemente la “Agenda MPS”. 
4.1.1. La implementación por los Estados 
4.1.1. a. Los Planes de Acción Nacional africanos: los llamados “planes inclusivos” y 
los sistemas de monitoreo y evaluación.  
 La formulación de PAN’s bien estructurados e inclusivos en los que se recojan 
todas las disposiciones recogidas en la “Agenda MPS” puede ayudar a que la ejecución 
de un PAN sea una garantía de éxito para la implementación nacional de la misma. En 
este sentido, algunos autores establecen los criterios que todo PAN debe contener para 
considerarse inclusivo, que son: a) información introductoria relativa a los actores que 
prepararon el PAN, el periodo de preparación y la fecha de promulgación; b) 
información de antecedentes, en la que se incluiría información sobre las decisiones o 
actividades anteriores relacionadas con el género; c) acciones claramente establecidas 
respecto a las disposiciones de la Resolución 1325; d) agentes de implementación 
específicos; e) asignación financiera; f) responsabilidades claramente definidas para 
cada actor de implementación; g) proceso de monitoreo y evaluación
506
.  
Criterios a los que consideramos que se debe añadir: en el “punto c)”: las 
disposiciones relativas a las Resoluciones temáticas subsiguientes a la Resolución 1325, 
y en el “punto g)”: especificar los métodos, principalmente el uso de indicadores, que 
van a ser utilizados para llevar a cabo el proceso de monitoreo y evaluación.  
En este sentido, la mayoría de PAN’s africanos, haciendo referencia a los 
criterios a) y b) han optado por incluir un relato introductorio “o de contexto”, sobre la 
situación general del país
507
.  
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 F. Belgin Gumru y Jan Marie Fritz, “Mujeres, Paz y Seguridad: Un análisis del desarrollo de los 
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nº2 (Julio 2009). 
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 No así el PAN de Guinea que es demasiado escueto y no menciona los antecedentes y las  actividades, 




Dentro de estos apartados, algunos PAN’s -fundamentalmente los establecidos 
en países que recientemente han vivido un conflicto armado- se mencionan las causas 
que dieron lugar al mismo. Al respecto, las referencias a las discriminaciones basadas 
en el género que persisten en muchas sociedades son constantes
508
. Así, ciertos PAN’s 
describen la estructura social patriarcal y la utilización del cuerpo femenino como arma 
de guerra
509
. Por su parte, otros, como es el de Ruanda, aprovechan este apartado para 
identificar los desafíos que debe abordar el país en cuestión en materia de violencia 
sexual y de género
510
. Y en este sentido son varios los PAN, que como el República 
Democrática del Congo
511
, realizan un análisis de las normas del ordenamiento jurídico 
relativas a la protección de la mujer y las cuestiones de género, concluyendo la 
obligatoriedad de implementar en los sistemas domésticos la normativa internacional al 
respecto.  
En relación a la fecha de promulgación de los PAN’s, ésta aparece en todos 
ellos, pero además en su gran mayoría determinan el tiempo de vigencia del mismo y 
los mecanismos para su renovación y readaptación a las circunstancias que vayan 
surgiendo, lo cual consideramos fundamental para hacer frente a la posibilidad de que 
los PAN queden obsoletos por el transcurso del tiempo, y para incorporar las 




En lo que se refiere al criterio d) consideramos que los PAN no han sido 
excesivamente cuidadosos al respecto, debido a que la mayor parte de éstos no detallan 
los actores encargados de su implementación. La excepción a esta regla general son los 
PAN de Sierra Leona y Senegal, ya que en ellos además de concretarse los actores 
encargados de la ejecución de cada una de las actividades, en los apartados 
                                                                                                                                                                          
Women and Childhood Protection, National Action Plan of Strategic Actions for the Implementation of 
the 1325 and the 1820 Resolutions of United Nation Security Council, 2013.  
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 Véase como ejemplo el PAN de Togo. Plan d’Action National pour l’implementation des femmes 
togolaises dans la resolution des conflits et la consolidation de la paix: strategies de mise en ouvre des 
Resolutions 1325 et 1820 du Conseil de Securité des Nations Unies, 2012 
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 República de Uganda, Ministry of Gender, Labour and Social Development, The Uganda Action Plan 
on UN Security Council Resolutions 1325 & 1820 and the Goma Declaration: Commitments to Address 
Sexual Violence Against Women in Armed Conflict, 2008, pp.15-18. 
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 República de Ruanda, National Action Plan 2009-2012: The United Nations Security Council 
Resolution 1325/2000 on Women, Peace and Security, 2010, p.7.  
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 República Democrática del Congo, Ministry of Gender, Family and Children, The government’s 
Action Plan of the Congo for the purposes of Resolution 1325 of the United Nation Security Council, 
2010.  
512
 República de Liberia, The Liberia National Action Plan for the Implementation of UN Resolution 




introductorios de ambos se detallan las acciones que estos actores llevaron a cabo 
durante la etapa de configuración del PAN y se especifican las capacidades con las que 
cuenta cada uno de ellos a fin de cumplir con las tareas encomendadas
513
. El 
cumplimiento de este criterio es importante, ya que evitar duplicidades en el proceso de 
ejecución y mejorar la coordinación entre los agentes, son requisitos imprescindibles 
para que la implementación de éstos, y por consiguiente la aplicación de la “Agenda 
MPS”, sea eficaz.  
En lo que respecta al punto e) relativo a la financiación del PAN, la práctica 
totalidad de los PAN’s africanos creados hasta el momento han hecho referencia al 
presupuesto necesario para poner en funcionamiento sus PAN’s
514
, aunque con 
diferente grado de detalle. Así, mientras en algunos casos únicamente se determina una 
cifra, en otros se especifica el presupuesto necesario para llevar a cabo las 
actividades
515
, y en el  de Sierra Leona incluso se detallan los recursos económicos que 
serán necesarios para llevar a cabo el proceso de monitoreo y evaluación del PAN
516
.  
En lo relativo al punto g) recalcamos que la inclusión de un sistema con el que 
llevar a cabo el monitoreo y evaluación es uno de los requisitos clave en la 
configuración de los PAN, ya que consideramos que la valoración de los resultados es 
imprescindible a fin de poder corregir los posibles errores y aprender de los aciertos que 
conlleva la aplicación nacional de la “Agenda MPS”
517
. Dada la importancia que tiene 
esta cuestión, parece oportuno centrar la atención en su análisis.  
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 República de Sierra Leona, The Sierra Leona National Action Plan for the Full Implementation of 
United Nations Security Council Resolutions 1325 (2000) and 1820 (2008), 2010, pp. 8-11.  
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Resolution 1325 du Conseil de Securite des Nations Unies sur les femmes, la paix et la securité, 2014, 
p.28 y ss; Gambia: Republica de Gambia, The Gambia National Action Plan on United Nations Security 
Council Resolution 1325, 2012. 
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PAN’s no se concretan las fuentes de financiación. Aunque en algunos de ellos se citan los posibles 
donantes potenciales, ya sean multilaterales como el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo o el 
Banco Mundial, o bilaterales como China. Barbara Miller, Miled Pournik and Aisling Swaine, Women in 
Peace and Security through UNSR 1325: Literature Review, Content Analysis of National Action Plans, 
and Implement (Washington D.C: Institut for Global and International Studies, The George Washington 
University, 2014).  
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 En palabras de Muah: “si no se miden los resultados, no se puede reconocer el éxito del fracaso. Si no 
se puede ver el éxito, no se puede recompensar (…) Si no se puede ver el éxito no se puede aprender de 
él. Si no se puede reconocer el fracaso no se puede corregir”. Extracto de la presentación de Sebastian 




A este respecto, las acciones de monitoreo y evaluación (M&E) “miden el 
impacto de las actividades de los programas, proyectos o políticas de desarrollo (…) y 
determinan si las metas son realmente alcanzadas”
518
. De entre los sistemas más 
utilizados para llevar a cabo el procedimiento de monitoreo y evaluación de la “Agenda 
MPS” destaca el uso de indicadores sensibles al género
519
, ya que éstos, al configurarse 
de forma objetiva y universal
520
, permiten evaluar la ejecución de las disposiciones 
recogidas en los PAN’s sobre la base de los mismos parámetros. No obstante, algunos 
de éstos recogen otros mecanismos diferentes para valorar la implementación de la 
“Agenda MPS”. En este sentido, uno de los más habituales es el sistema de presentación 
de informes a un Comité establecido ex professo en virtud del propio PAN
521
. Por 
                                                                                                                                                                          
Borrador del Informe: “Indicadores de Consolidación de la Paz desde una Perspectiva de Género; El caso 
de Liberia – Incluyendo SCR 1325& SCR 1820”, Monrovia, 19 al 29 de febrero de 2009, p.2.  
518
 Paola Brambilla, Gender and Monitoring: A Review of Practical Experiencies (London: BRIDGE, 
Institut of Development Studies, University of Sussex, 2001).  
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 La necesidad de establecer un conjunto de indicadores que midiesen la implementación de las 
“Resoluciones” se recogió en el punto 17 de la Resolución 1889 (2010), de este modo: “el Consejo de 
Seguridad solicita al Secretario General que en el plazo de seis meses someta a su consideración un 
conjunto de indicadores destinados a utilizarse a nivel mundial para vigilar la aplicación de dicha 
resolución [se refiere a la resolución 1325], que puedan servir de base común a las entidades pertinentes 
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responder a las consideraciones de género y comprender elementos cuantitativos y cualitativos; c) los 
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partir de un análisis de los indicadores existentes. Se establecerán otros nuevos para los aspectos en los 
que se observarán vacíos en la supervisión y la reunión de datos. “Informe del Secretario General de 
Naciones Unidas sobre la “Mujer, la paz y la seguridad S/2010/173…”. En palabras de Moser, “los 
indicadores sensibles al género son aquellos que miden los cambios asociados al género en un contexto 
espacio-temporal concreto”. Annalise Moser, Gender and Indicators: Overview Report (London: 
BRIDGE, Institute of Development Studies, University of Sussex, 2007):6 (traducción propia). 
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contextuales diferentes, es necesario considerar que a la hora de determinar qué han de medir los 
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último, otro grupo de PAN’s únicamente se limitan a mencionar que éstos deberían 
someterse a un proceso de examen periódico, sin dar más detalles al respecto sobre los 
mecanismos que se utilizarán para realizarlo
522
.  
Como hemos podido observar, la mayoría de los mecanismos de monitoreo y 
evaluación recogidos en los PAN’s sirven para dar cuenta del cumplimiento de la 
obligación estatal de aplicar la “Agenda MPS”, pero hasta 2015 no existía un 
mecanismo de control y supervisión externo que vigilase la aplicación. Con la adopción 
de la Resolución 2242 (2015) se ha creado el Grupo Informal de Expertos (“Grupo 
2242”), que hemos mencionado con anterioridad. Teniendo en cuenta la reciente 
creación del mismo, aún no disponemos de información suficiente para poder valorar si 
el trabajo de éste permite consolidarlo como un mecanismo de monitoreo y evaluación 
externo adecuado.  
Por su parte, algunos de los indicadores sensibles al género propuestos en el 
citado ISGNU S/2010/173, se refieren explícitamente a los crímenes de violencia sexual 
cometidos en conflicto armado
523
. Sin embargo, hay que tener en cuenta que la lista de 
indicadores recogidos en este documento fue configurada para evaluar las disposiciones 
y objetivos concretos dispuestos en las Resoluciones 1325 y 1820, por lo que el 
contenido de las Resoluciones 1888, 1889, 1960, 2122 no pudo ser tenido en cuenta 
para su creación. Así, cuestiones de vital importancia, como la consideración de 
hombres y niños como víctimas de violencia sexual o la mención expresa al uso de 
mecanismos de justicia transicional para hacer frente a los actos de índole sexual, 
quedarían, en principio, fuera del alcance de los indicadores; no obstante, la amplitud 
                                                                                                                                                                          
Action Plan for the Implementation of Resolution 1325 of the Security Council, 2008. En el caso de 
Guinea, se estipula que el monitoreo y evaluación será realizado por agencias de Naciones Unidas, 
aunque no se detalla el proceso, ni como habrá de llevarse a cabo.  
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 Al respecto, véanse en el informe citado: “Indicador 1. Número de casos de violencia sexual cometida 
en conflicto” e “Indicador 19. Número de casos de violencia sexual contra mujeres y niñas cometidos en 
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para la violencia sexual relacionada con los conflictos con el propósito de que dicha lista de indicadores 
sirviese para mejorar las herramientas con las que analizar los cambios en el contexto específico, con la 
intención de poder preveer, y por lo tanto evitar, la comisión de crímenes sexuales durante los conflictos 
armados o después de ellos. Onu-Mujeres, “Indicadores de alerta temprana para la violencia sexual 





conceptual con la que éstos fueron diseñados permite sin duda que puedan utilizarse 
para medir la aplicación de la totalidad de la “Agenda MPS
524
”. 
Por último, conviene recordar que los Estados no están obligados a adoptar los 
indicadores propuestos por en el ISGNU S/2010/173, sino que podrán diseñar los que 
estimen adecuados. De este modo, se ha de valorar si los indicadores propuestos por los 
Estados en los PAN’s cumplen con los criterios recogidos en el párrafo séptimo de 
dicho informe que se aglutinan bajo la fórmula SMART, tarea que podrá llevarse a cabo 
por el “Grupo 2242”
525
. La importancia de este examen radica en que la realización del 
mismo permite llevar a cabo una valoración sobre la adecuación de los indicadores 
usados en los PAN’s, que a su vez, posibilitará efectuar un diagnóstico sobre el estado 
de implementación de la “Agenda MPS”; con todo, el “Grupo 2241” deberá proceder 
con sumo cuidado a la hora de extraer conclusiones, dada la ambigüedad que caracteriza 
a los elementos que componen dicha fórmula
526
.   
4.1.1.b. Crímenes internacionales de violencia sexual y justicia transicional en los 
Planes de Acción Nacional africanos 
La “Agenda MPS”, como ya hemos señalado, contiene disposiciones que 
refuerzan la prohibición de cometer actos de violencia sexual durante los conflictos 
armados establecida por el Derecho Internacional, y llama a los Estados a que durante 
las transiciones se adopten todas las medidas necesarias para promover la rendición de 
cuentas de manera que puedan hacer frente a la impunidad por la perpetración de tales 
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 Al respecto, algunos autores han especificado que los indicadores propuestos en el “Informe del 
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Naciones Unidas y recogida en el citado “Informe del Secretario General S/2010/173…” determina que 
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actos, incluyendo el uso de mecanismos judiciales y no judiciales, tales como órganos 
jurisdiccionales nacionales e internacionales, comisiones de la verdad y reparaciones.  
De esta manera, los instrumentos creados para la aplicación nacional de la 
misma deben incluir estrategias, medidas y objetivos para hacer efectivo el 
cumplimiento de estas disposiciones. Por ello, resulta necesario analizar las referencias 
contenidas en los PAN‘s africanos a la violencia sexual en conflicto y la justicia 
transicional
527
, al elaborar sus PAN’s, como ya se ha mencionado anteriormente en 
relación a los aspectos generales de la implementación, los Estados sólo han tenido en 
cuenta la aplicación de las Resoluciones 1325 y 1820, lo cual les ha llevado a realizar 
un uso inadecuado del término “violencia basada en el género”. Y es que la mayoría de 
los PAN africanos adoptados hasta el momento, se refieren a los actos de índole sexual 
usando los términos “violencia sexual” y “violencia basada en el género” como 
sinónimos. Por su parte, el término “violencia sexual relacionada con los conflictos” 
sólo es nombrado, sin demasiado acierto
528
, en el PAN de Ghana, creado en 2012, 
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 Hasta el momento, en el continente africano han sido aprobados los siguientes Planes de Acción 
Nacional: En el año 2008 se adoptaron: Costa de Marfil, National Action Plan for the Implementation of 
Resolution 1325 of the Security Council y Uganda, The Uganda Action Plan on United Nations Security 
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Unies; Togo, Plan d’ Action National pour l’Implication des femmes togolaises dans la resolution des 
conflits et la consolidation de la paix: strategies de mix en ouvre des resolutions 1325 et 1820 du Conseil 
de Securité des Nations Unies; Burundi, Plan d’ Action pour la mise en ouvre de la resolution 1325 
(2000)du Conseil de Securité des Nations Unies; Mali, Nation Action Plan (no publicado); Ghana, Ghana 
National Action Plan for the Implementation of the UNSC Resolution 1325 On Women, Peace and 
Security. En el año 2013: Nigeria, National Action Plan for the Implementation of United Nations 
Security Council Resolution 1325 and Related Resolutions in Nigeria; República Centroafricana, Plan d’ 
Action National pour la mise en ouvre de la Resolution 1325 du Conseil de Securité des Nations Unies 
sur les femmes, la paix et la securité; Gambia, National Action Plan (no publicado). En el año 2016 se 
han publicado: Kenia, National Action Plan for the Implementation of UNSC Resolution 1325 and 
Related Resolutions; Sudán del Sur, National Action Plan (no publicado).  
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 No obstante, a nuestro entender la mención de dicho término no es significativa en este caso, ya que al 
detallar los objetivos y actividades que se recogen en dicho pilar relativo a la prevención, se hace 
referencia en exclusiva a la “violencia basada en el género”, equiparando erróneamente ambos términos.  
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De esta manera, todos los PAN africanos han mencionado los términos violencia 
sexual y violencia basada en el género, y en su mayoría se ha categorizado a las mujeres 
y niñas como únicas víctimas de este tipo de actos
530
. Entre estos PAN’s, algunos como 
el de Burkina-Faso, han justificado este hecho aludiendo a la mayor vulnerabilidad de 
mujeres y niñas, o han categorizado la violencia sexual como un atentado al honor. No 
obstante, existen excepciones de PAN’s recientes, como los de Mali y Senegal, en los 
que se ha usado el término “violencia sexual” con carácter neutro en cuanto al sexo de 
la víctima. Además, salvando la regla general, en otros PAN’s se alude correctamente al 
término “violencia sexual” como un tipo de “violencia basada en el género”. En estos 
casos, ambos términos aparecen separados e incluso se relatan otras violaciones a los 
derechos humanos de las mujeres que comprenden violencia de género pero no 
violencia sexual.   
En segundo lugar, las referencias explícitas a la justicia transicional en los 
PAN’s africanos son exiguas, así la mayoría de éstos no dedican un apartado especial a 
tratar los mecanismos de justicia transicional como tales, aunque en algunos PAN’s se 
nombran superficialmente. No obstante, varios de ellos recogen actividades, objetivos y 
estrategias destinadas a hacer efectivos los derechos de las víctimas de violencia sexual 
a la justicia, la verdad y la reparación.  
En este sentido, en lo que se refiere al conjunto de acciones recogidas en los 
PAN’s destinadas a fomentar en los Estados el enjuiciamiento de los crímenes de 
violencia sexual cometidos durante los conflictos armados, todos los PAN recogen, 
generalmente bajo el pilar de acción denominado “Protección”, medidas destinadas a 
lograr que los crímenes sexuales cometidos durante los conflictos armados sean 
investigados, enjuiciados y en su caso castigados por los sistemas jurídicos nacionales.  
Así, los PAN ‘s han identificado dos obstáculos para conducir procedimientos 
nacionales sobre este particular. En primer lugar, aluden a la falta de las estructuras 
jurídicas necesarias, lo cual se manifiesta tanto en la escasez de datos fiables sobre 
casos de violencia sexual, como en la usual carencia de personal jurídico, o de cualquier 
otro cuerpo involucrado –por ejemplo, cuerpos policiales que reciben las denuncias- 
                                                                                                                                                                          
del Secretario General de Naciones Unidas sobre violencia sexual relacionada con los conflictos”, de 13 
de enero de 2012, A/66/657-S/2012/33.   
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capacitado para llevar a cabo investigaciones y procedimientos judiciales en relación a 
este tipo de crímenes. Con el fin de paliar esta situación, algunos PAN ‘s urgen para que 
se destinen esfuerzos a mejorar los sistemas de información
531
, lo que conlleva que en 
muchos casos se deberán crear las estructuras jurídicas necesarias para recibir y tramitar 
las denuncias relativas a este tipo de crímenes, y capacitar al personal jurídico en los 
asuntos relativos a la violencia sexual y de género, a fin de que éstos puedan tratar 
dichos crímenes desde la óptica más especializada posible
532
, incluso prevén la creación 
de unidades especializadas para tratar los crímenes de violencia sexual y de género 
tanto en los sectores de la justicia como de la seguridad
533
.  
Otro de los aspectos relativos al enjuiciamiento de los crímenes sexuales a los 
que los PAN’s dedican mayor atención es a fomentar la incorporación en el Derecho 
interno de las normas internacionales que prohíben la comisión de crímenes de 
naturaleza sexual durante los conflictos armados, ya que la mayoría de éstos reconocen 
y reiteran que la tipificación de conductas constituye el paso previo imprescindible para 
poder enjuiciar los crímenes sexuales
534
.  
Por su parte, la búsqueda de la verdad en relación a los actos de violencia sexual 
cometidos durante los conflictos no aparece como objetivo a perseguir en ninguno de 
los PAN’s. No obstante lo cual, en el PAN de Sierra Leona se pide al gobierno 
sierraleonés que implemente las recomendaciones que la Comisión para la Verdad y la 
Reconciliación de ese país formuló sobre las mujeres, la violencia sexual que éstas 
sufren de forma mayoritaria, y otras cuestiones relativas a los derechos de las 
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 Sierra Leona, National Action Plan…, pilar II : Protection, empowerment of victims/vulnerable 
persons especially women and girls, p.17-19 ; República Centroafricana, Plan d’Action Nationale…, axe 
4 : Protection et Réhabilitation des victimes sexuelles et de violences basées sur le genre, Objetif 2 : 
“Lutter contre l’impunité des acteurs de la violence sexuelle”. En este caso se prevé el establecimiento de 
un sistema de vigilancia a nivel comunitario. Dicho sistema se basa en la creación de un método de 
sensibilización a las comunidades a fin de que sepan identificar los casos de violencia sexual y 
denunciarlos ante las autoridades jurídicas competentes; Guinea-Bissau, National Action Plan…, pilar II: 
Protection “creation of specific structures, criminal investigation authorities to address the cases of 
violence against women”. 
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 Burkina-Faso, Plan de Action Nationale…, axe Estrategique 3: objetif 2 “Contribuer à la repression 
des violences faites aux femmes et aux filles”, activités: “Mettre en place un collectif  d´avocats contre les 
violences faites aux femmes et aux filles”; Togo, National Action Plan…; Burundi, Plan de Action 
Nationale…, axe VI “Prise en compte des droits et besoins des femmes et des filles dans la justice post 
conflit”, activité 1: “Formation des juges sur le perspective genre-specific”.  
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 Véase: Ghana National Action Plan…, pilar I: Protection and Promotion of the Human Rights of 
women and girls in situations of conflict  and in Peace Support Operations.  
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. Este dato es sumamente importante, pues al recomendar la implementación 
de las recomendaciones de la Comisión de la verdad, se busca incentivar el compromiso 
gubernamental necesario para que las recomendaciones pasen de ser meras 
“potencialidades” a “hechos”. A este respecto, debemos tener en cuenta que dicha 
Comisión ha sido una de las pocas, de África que, ha dedicado parte de sus labores a 




Por tanto, ante esta ausencia generalizada de medidas de búsqueda de la verdad, 
podemos concluir que lo cierto es que de la lectura en común de los PAN’s africanos no 
se infiere que los Estados promuevan expresamente la búsqueda de la verdad de las 
circunstancias que rodearon la comisión de crímenes de violencia sexual durante los 
conflictos, a pesar de que la “Agenda MPS” sí les alienta a ello. 
En lo que respecta a las reparaciones, éste es el mecanismo de justicia 
transicional al que los PAN’s africanos dedican una mayor atención, siendo la 
rehabilitación, la indemnización y las garantías de repetición, las modalidades de 
reparación a las que éstos han recurrido con más asiduidad. De esta manera, la práctica 
totalidad de los Planes de Acción Nacional africanos contemplan el establecimiento de 
medidas destinadas a proveer de asistencia médica a las víctimas de crímenes de 
violencia sexual sufrida durante los conflictos, así como a ofrecer la asistencia jurídica 
necesaria para que las víctimas de este tipo de crímenes accedan a la justicia. También 
son usuales las indemnizaciones económicas, en éste último caso se alienta a que en los 
programas de recuperación económica se tenga en cuenta la perspectiva de género, a fin 
de que los derechos de las mujeres sean contemplados para definir los montantes 
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 Sierra Leona, National Action Plan…, pilar III: Prosecute, Punish Perpetrators effectively and 
safeguard women/girls’ Human rights to Protection (during and post conflict) as well as Rehabilitate 
Victims/Survivors of Sexual and Gender Based Violence and Perpetrators, Outcome Objective 3: 
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advocated to fully implementations of the TRC report on Women”.  
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 Las otras Comisiones de la verdad africanas que han incluido la perspectiva de género en sus mandatos 
son: la Comisión de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación de Kenia (2008), la Comisión de la Verdad 
y la Reconciliación de Liberia (2009) y la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Marruecos 
(2004). 
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Por último, en lo relativo a las garantías de no-repetición, que son las que de 
forma más directa y eficaz pueden promover la justicia de género y la transformación 
social
538
, están ampliamente representadas en los PAN’s africanos, fundamentalmente a 
través de la promoción de los cambios legislativos que permitirán derogar y/o modificar 
aquella normativa discriminatoria de género. Además, en muchos de éstos se alienta a 
sus gobiernos a la creación de medidas, estrategias e iniciativas destinadas a educar y 
sensibilizar a la mujer en relación a la igualdad entre sexos, la prohibición de cometer 
actos de índole sexual durante los conflictos, e incluso a investigar sobre las causas y las 
desigualdades de género que posibilitan la comisión de todo tipo de violencia contra la 
mujer. En este sentido, llama especialmente la atención el PAN de Gambia, ya que en el 
apartado dedicado a “responder a todos los tipos de violencia contra las mujeres y las 
niñas, incluyendo la violencia basada en el género y la violencia sexual” recoge el 
establecimiento de programas de rehabilitación para los perpetradores de violencia 
sexual y basada en el género, con el fin de eliminar o reducir al máximo posible la 
repetición de este tipo de actos
539
.  
4.2. La implementación regional y subregional: incorporación de las 
directrices de la Agenda de “Mujer, Paz y Seguridad” a la actividad de la 
Unión Africana 
 Además de los Estados y las Naciones Unidas, las Organizaciones 
internacionales de ámbito regional y subregional han considerado la configuración de 
marcos de acción, adoptando instrumentos y creando estrategias y políticas conjuntas, 
destinados a aplicar la “Agenda MPS”, construyendo, de este modo, una respuesta 
coordinada en el plano regional y subregional y completando la aplicación en los 
ámbitos global y nacional. Así, siguiendo el modelo adoptado por los Estados para 
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 Vid. Infra. Capítulo IV. Epígrafe 4. Al respecto del caso “Campo Algodonero vs. México”, (Corte 
IDH, Caso Gónzalez y otras, Sentencia, 16 de noviembre de 2009) sustanciado ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. En él se trató el secuestro, agresión sexual y asesinato de tres 
mujeres. A propósito del mismo, la Corte dictó una sentencia paradigmática para las reparaciones. La 
Corte concluyó que los asesinatos de estas tres mujeres no habían sido adecuadamente investigados y 
enjuiciados, por lo que condenó al Estado mexicano a pagar una compensación a las familias y estableció 
que el principio rector de las mismas es que éstas tengan un efecto transformador. Además de esto la 
sentencia consideró que debían ser abordadas las discriminaciones sistémicas causantes tanto de las 
muertes como de la impunidad que rodeó la comisión de los asesinatos (párrafos 474 y siguientes 
(garantías de no-repetición) y 22 y siguientes de la parte dispositiva de la sentencia). 
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aplicar la “Agenda MPS”
540
, algunas organizaciones han creado Planes de Acción 
Regional (PAR) con el propósito de trazar acciones organizativas y programáticas 
diseñadas para promover la implementación de la “Agenda MPS” en el plano 
regional
541
. En otros casos, como el de la Unión Africana, aún sin que se haya adoptado 
un PAR como tal, se están llevado a cabo acciones dirigidas a crear una respuesta 
conjunta para la aplicación de la “Agenda MPS” a nivel regional, y coordinar la 
aplicación nacional de los Estados Parte en la organización en cuestión.  
En este sentido, aunque la Unión Africana no ha adoptado un PAR propio para 
la aplicación de la “Agenda MPS”, sí está contribuyendo a su implementación a través 
de la puesta en marcha de varias iniciativas. Así, hay que hacer referencia en primer 
lugar su labor impulsando la adopción del Protocolo de Maputo, en el que se recoge el 
compromiso de los Estados de proteger a las mujeres contra la violencia sexual en el 
conflicto armado, de adoptar legislación nacional en la que se tipifiquen las conductas 
constitutivas de crímenes internacionales de violencia sexual y de perseguir en sus 
jurisdicciones nacionales tales actos
542
. Se añade la adopción por la Comisión Africana 
de los Derechos Humanos y de los Pueblos de una resolución sobre los derechos de las 
mujeres y los niños en la que llama a los Estados a que se comprometan a prevenir la 
comisión de actos de violencia sexual en los conflictos y a que garanticen la reparación 
de las víctimas
543
. Además, la Unión Africana, a través del Consejo de Paz y Seguridad 
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 Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, “Declaración del Presidente del Consejo de Seguridad 
sobre las mujeres, la paz y la seguridad”, S/2002/32…”, párr.9.  
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 Las organizaciones internacionales intergubernamentales de ámbito regional que han creado PAR’s 
para promover la implementación de la “Agenda MPS” son: la Organización para la Cooperación y la 
Seguridad en Europa (OSCE) con el Plan de Acción para la Promoción de la Igualdad de Género, 
adoptado en diciembre de 2004; la Unión Europea, que en 2008 adoptó el documento titulado “Enfoque 
Integral de la UE sobre la implementación de las Resoluciones 1325 y 1820”, al que acompañó en el 
2011, la creación de un conjunto de indicadores para medir la implementación del citado PAR; la 
Organización Territorial del Atlántico Norte (OTAN) a través del “Plan de Acción de la OTAN para la 
implementación de la política de la OTAN sobre mujer, paz y seguridad”, que ha sido revisado en junio 
de 2016, la Región del Pacífico, que adoptó, tras la Pacific Women`s Trienal Conference celebrada en 
2010, un PAR para la aplicación de la “Agenda MPS” en la región, y creó en el año 2015 un Grupo de 
Trabajo en la Región del Pacífico sobre las mujeres, la paz y la seguridad”, con el fin de supervisar y 
vigilar la implementación de la misma. Por su parte, el ámbito subregional también cuenta con 
experiencias de este tipo. Al respecto, en el año 2013 la Autoridad Internacional para el Desarrollo 
(IGAD) adoptó el “Plan de Acción para la Implementación de las Resoluciones 1325 y 1820 del Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas”. Véase un examen completo de estos PAR en: Lirola Delgado y 
Martín Martínez, Crímenes internacionales de violencia sexual…, 180-184. 
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 Protocolo a la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos. Vid. Supra. Capítulo 1. 
Epígrafe 4. 
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y la Asamblea ha promovido la adopción de políticas e instrumentos de soft law con los 
que impulsar la aplicación de la “Agenda MPS”.  
Entrando en el análisis de cada una de estas vías de acción, debemos hacer 
referencia en primer lugar a la resolución citada: 
A. La “Declaración Solemne sobre Igualdad de Género en África” (SDGEA, siglas en 
inglés), fue adoptada con el propósito de “asegurar la representación y participación 
integra de las mujeres en los procesos de paz, incluyendo la prevención, la gestión y la 
reconstrucción post-conflicto, tal y como estipula la Resolución 1325”, cuyo esquema 
conceptual sigue. Es decir, aunque destaca por su brevedad, la SDGEA abarca todas las 
áreas en las que se estructura no sólo la Resolución 1325, sino toda la “Agenda MPS”, 
esto es, la SGDEA se refiere a las áreas de prevención, protección, participación, 
socorro y recuperación, y aspectos normativos. Así, además de requerir que se incentive 
la participación de las mujeres en la prevención del conflicto, promueve la protección 
de las mujeres, alentando a los Estados a que firmen y ratifiquen el Protocolo de 
Maputo, “refuercen los mecanismos legales que protegen a la mujer a nivel nacional a 
fin de acabar con la impunidad”, con el fin último de que se “modifique la actitud de la 
sociedad africana respecto a la prohibición de cometer crímenes sexuales y de género 
durante los conflictos armados”. Por el contrario, en cuanto a lo que se refiere al ámbito 
de socorro y recuperación, la SDGEA no aprovecha la ocasión para pedir a los Estados 
que creen medidas para reparar a las víctimas de violencia sexual, sino que únicamente 
realiza un llamamiento a los Estados para que creen los mecanismos necesarios para que 
las mujeres que estén en contacto con el virus del VIH tengan acceso a los servicios 
sanitarios.  
En este mismo sentido, apela a la creación de campañas destinadas a erradicar el 
uso de las niñas como esclavas sexuales, siendo ésta la única referencia que se hace a la 
violencia sexual en el documento, así como a poner fin a la violencia basada en el 
género. Además, la SGDEA pasa por alto los efectos que los conflictos causan en los 
hombres, a sabiendas de que la comisión de violencia de género, y especialmente de 
violencia sexual contra los hombres, es una práctica habitual en los conflictos africanos.  




B. La Asamblea de la Unión Africana adoptó en 2009 el instrumento denominado 
“Política de Género” (GP, por sus siglas en inglés). Este instrumento, en nuestra 
opinión, es el que adopta de forma más plena las disposiciones recogidas en la “Agenda 
MPS”, e incluso se puede afirmar que en algunos puntos la GP es más progresista que 
algunas de las Resoluciones temáticas.  
Y es que, la GP reconoce explícitamente a ambos sexos como acreedores del 
derecho a la igualdad, además a lo largo del texto realiza una interpretación inclusiva 
del término “género”, diferenciándolo del concepto “sexo”, y reconociendo que el 
contexto social africano influye sobremanera a la hora de instaurar la igualdad de 
género en el continente. Señala que las relaciones entre los sexos están condicionadas 
por la existencia de estereotipos de género, que suponen la subordinación del sexo 
femenino y derivan en la comisión de crímenes basados en el género, por lo que en 
consecuencia apela a los Estados a que tengan en cuenta estas circunstancias al crear sus 
políticas nacionales, para lo cual prevé dos líneas de actuación. 
Así, en primer lugar, el contenido de la GP destaca, desde una dimensión 
normativa, en el área denominada “Legislación y protección legal contra la 
discriminación para asegurar la igualdad de género”, que a pesar de lo mucho que se ha 
hecho en pro de la justicia de género en el continente, todavía quedan muchas lagunas 
normativas por cubrir, reconociendo que en la mayoría de los países africanos existe una 
clara contradicción entre el Derecho internacional y el derecho nacional, puesto que son 
muchos los sistemas jurídicos nacionales que están construidos sobre la base de 
prácticas tradicionales que a menudo suponen una discriminación de género
544
. Para 
ello, la GP prevé una serie de medidas –una suerte de “Plan de Acción” al estilo de los 
PAN- dirigidas a los órganos de la Unión Africana y los Estados Miembros de dicha 
organización, y destinadas a que éstos aseguren la firma, ratificación e implementación 
nacional de los Instrumentos internacionales y regionales que protegen los derechos de 
las mujeres, y se comprometan a que los futuros Tratados, declaraciones e instrumentos 
sean sensibles al género.  
En segundo lugar, desde una dimensión procedimental, en el área octava de la 
GP denominada “Promover la participación efectiva de las mujeres en el mantenimiento 
de la paz y la seguridad, incluyendo los esfuerzos dirigidos a la reconciliación en la 
                                                          
544




reconstrucción post-conflicto y el desarrollo” se realiza un llamamiento a los órganos de 
la Unión Africana y los Estados Miembros a fin de que promuevan, y en su caso 
incluyan, a las mujeres como partícipes en los mecanismos de justicia transicional. Con 
este objetivo, la GP prevé, que, en relación a las actividades propuestas para lograr la 
participación, las Naciones Unidas y los órganos de la Unión Africana trabajen 
conjuntamente para “situar en el primer plano de las Estructuras de la Verdad y la 
Reconciliación las violaciones a los derechos de las mujeres y niñas que tienen lugar en 
los conflictos armados” y para “ofrecer apoyo psicológico a las víctimas”
545
.   
En este caso, la influencia ejercida por la GP para promover la aplicación de la 
“Agenda MPS” ha empezado a dar sus frutos, ya se han dado pasos tan importantes para 
la transformación de la justicia de género en el continente como el establecimiento en 
primer lugar del “Marco jurídico para la Reforma del Sector de la Seguridad”, que fue 
adoptado con el fin de que la UA coordinase y apoyase a los Estados y las 
organizaciones subregionales (EC’s) en las reformas del sector de la seguridad, y en el 
que se adoptan una serie de medidas destinadas a incorporar la perspectiva de género en 
todas las actividades del sector, con el fin de “adoptar mecanismos para prevenir la 
violencia sexual y de género”
546
, el reconocimiento de crímenes sexuales como 
crímenes de guerra, y cualquier otra disposición sobre este particular recogida en la 
“Agenda MPS”, además tal y como recoge este documento, la inclusión de la 
perspectiva de género deberá abarcar a los mecanismos de justicia transicional
547
.  
Además, la GP es una herramienta creada con el propósito de hacer operativa la 
implementación de la “Agenda MPS”. Es decir, aunque teóricamente la GP no es un 
PAR al uso
548
, en la práctica ejerce como tal. Así, en la GP se recogen una serie de 
medidas concretas y específicas destinadas a cumplir con los objetivos dispuestos en 
cada área, al estilo de éstos. Tanto es así, que, en vez de obstaculizar la implementación 
de la “Agenda MPS”, como se había advertido que podría pasar, la GP lleva camino de 
convertirse en una “plataforma común para dirigir los asuntos sobre mujer, paz y 
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. A este respecto podemos afirmar que, casualidad o no, desde que fuese 
adoptada en el año 2009 la GP la creación de PAN’s africanos para aplicar la “Agenda 
MPS” se ha cuadriplicado, respecto a los adoptados con anterioridad a dicha fecha
550
.  
Junto a la acción de la Asamblea, el Consejo de Paz y Seguridad de la Unión 
Africana también está promoviendo iniciativas dirigidas a cumplir con las disposiciones 
recogidas en la “Agenda MPS”. Puesto que este órgano es sobre el que se estructura la 
arquitectura africana de paz y seguridad, las funciones principales que se le atribuyen al 
mismo son la prevención y resolución de conflictos. Para dar cumplimiento a las 
mismas, dicho órgano ha formulado varios programas entre los que se encuentra 
El “Programa de Género, Paz y Seguridad” que, adoptado en junio de 2014 con 
un margen de temporalidad operativa de 5 años (2025-2020), está destinado a dirigir las 
cuestiones relativas a la mujer, la paz y la seguridad en el continente y pretende servir 
como un marco para el desarrollo de estrategias efectivas y mecanismos con el fin de 
aumentar la participación en la promoción de la paz y la seguridad, así como mejorar la 
protección de las mujeres durante el conflicto y post-conflicto; actividades que serán 
ejecutadas en el seno de las misiones de paz de la Unión Africana. Su estructura difiere 
de la habitual, en tanto en cuanto el “Programa” no consiste en un documento en el que 
se marquen las direcrices a seguir por los Estados Miembros, sino que prevé la creación 
de un espacio de conocimiento e intercambio de buenas prácticas entre UA, Estados, 
EC’s y sociedad civil, con el fin impulsar la configuración de estrategias estatales 
destinadas a dirigir los asuntos en materia de mujer, paz y seguridad en el continente
551
.  
En cuanto al aspecto sustantivo, cabe mencionar que la cuestión de los crímenes 
sexuales cometidos contra las mujeres ha sido objeto de atención principal en el mismo. 
De esta manera, el citado “Programa” hace referencia a tres cuestiones principales, que 
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se identifican con: la prevención en la comisión de crímenes de violencia sexual contra 
las mujeres durante los conflictos armados; la lucha contra la impunidad que rodea a los 
perpetradores de tales actos; y la incorporación de la perspectiva de género a todos los 
asuntos que conciernen al ámbito de la paz y seguridad en el continente.   
En lo relativo a la prevención, dicho “Programa” establece disposiciones 
destinadas a evitar la comisión de crímenes sexuales durante los conflictos. De esta 
manera, se prevé la creación de medidas estatales tales como proyectos, campañas e 
iniciativas dirigidas a sensibilizar a la población en general, y también a grupos 
específicos, sobre las cuestiones de género, la igualdad entre sexos y la prohibición de 
cometer actos de naturaleza sexual contra las mujeres, también durante los conflictos 
armados. Por otra parte, conviene apuntar que, en todas las actividades creadas en el 
marco de dicho “Programa”, el término utilizado es “violencia sexual relacionada con 
los conflictos” que como ya hemos señalado es preferible que el uso de otros términos 
tales como “violencia sexual contra las mujeres” o “violencia de género”, al ser el 
primero más amplio, concreto, específico y cercano a la realidad que actualmente se 
vive durante los conflictos armados. La atención prestada por el “Programa” al lenguaje 
ha sido uno de los aspectos que ha tenido mayor repercusión, tanto es así que en 
Somalia se ha establecido a raíz del citado “Programa, un taller dirigido a los medios de 
comunicación somalíes, creado con el propósito de promover el uso del lenguaje 
adecuado para hacer frente a los estereotipos de género
552
.  
Ahora bien, a pesar de los beneficios que, en principio, lleva consigo la 
realización de este tipo de actividades para la transformación de la justicia de género, 
consideramos que el hecho de que los hombres no sean tenidos en cuenta como víctimas 
de violencia sexual en el Programa
553
, puede provocar el efecto contrario al deseado, de 
manera que no sólo no se derribarían los estereotipos, sino que es posible que se 
contribuyese a fomentarlos. Es decir, observamos que existe cierta incoherencia 
conceptual en relación al término usado en el Programa para hacer referencia a la 
violencia sexual, esto es “violencia sexual relacionada con los conflictos”, que puede 
perjudicar el propósito de la des-estructuración de los estereotipos de género. Esta 
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incoherencia se acentúa si se tiene en cuenta que el propio Programa se refiere a los 
hombres únicamente cuando llama al sexo masculino a la participación en la lucha 
contra la violencia sexual, sin llegar a considerarlo como sujeto pasivo de tales actos 
delictivos. Con todo, la puesta en práctica del Programa no confirma por el momento tal 
riesgo, pues en una de las escasas actividades que hasta la fecha se han llevado a cabo, 
el “Monitoreo de la violencia sexual y basada en el género en la actividad de la Misión 
de la Unión Africana en Centroáfrica y África Central”, se recogen datos explícitos de 
la violencia sexual cometida contra hombres, que según el citado documento puede 
constituir violencia de género
554
.  
En la misma línea, otra de las cuestiones que se tratan en el “Programa” hace 
referencia a la necesidad de incorporar la perspectiva de género a todos los niveles en 
las actividades sobre paz y seguridad que se llevan a cabo bajo los auspicios de la UA 
en los Estados Miembros, para lo cual promueve su incorporación en las negociaciones 
y los procesos post-conflicto, analizando el lenguaje usado para referirse a las mujeres 
víctimas de violencia sexual. Así, se propone que se cambie el término víctimas, con el 
que se las designa habitualmente, por el término “supervivientes”, al entender que el 
primero encierra una connotación pasiva que no contribuye al empoderamiento de las 
mismas.   
Por último, el Programa, siguiendo la estela de la “Agenda MPS”, alienta a los 
Estados Miembros a que tomen las medidas necesarias para poner fin a la impunidad de 
los perpetradores de los actos de violencia sexual que tienen lugar durante el conflicto. 
A este respecto, las actividades que hasta el momento se han llevado a cabo a la luz del 
citado Programa se centran en el ámbito de las reparaciones colectivas a grupos de 
mujeres que han sido víctimas de crímenes de violencia sexual en los conflictos de 
Mali, República Democrática del Congo, Somalia y República Centroafricana, dirigidas 
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CAPÍTULO IV. MECANISMOS DE JUSTICIA 
TRANSICIONAL Y VIOLENCIA SEXUAL EN ÁFRICA: 
ESTUDIO DE CASOS 
1. INTRODUCCIÓN  
Uno de los retos más acuciantes a los que se enfrenta en la actualidad el campo de 
justicia transicional se refiere a la necesidad de aumentar los esfuerzos dirigidos a 
estudiar los efectos que conlleva la aplicación de los mecanismos de justicia transicional 
en cada caso concreto. De este modo, al igual que se hiciese en las décadas pasadas en 
el contexto latinoamericano, hoy en día merece especial atención el estudio de casos en 
el ámbito africano. En efecto, si bien durante los años noventa, los autores 
latinoamericanos desarrollaron la teoría básica sobre justicia transicional, al albor de la 
jurisprudencia adoptada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y las 
decisiones de los órganos judiciales y no judiciales adoptadas en los ordenamientos 
jurídicos nacionales de, entre otros países: Argentina, Uruguay, Chile y Perú, lo cierto 
es que dicho desarrollo no se ha producido de forma paralela a los procesos de 
transición que han tenido lugar tras los conflictos armados que asolaron el continente 
africano en los últimos años de la década de los noventa y los primeros del nuevo 
siglo
556
. De esta manera, desde la academia se ha continuado teorizando sobre el campo 
de la justicia transicional, elaborando fórmulas dogmáticas con el propósito de que éstas 
fuesen aplicadas a cada caso concreto, dejando de lado -con demasiada frecuencia- el 
análisis de casos a posteriori; y por lo tanto, infravalorando las posibilidades que ofrece 
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el estudio de los efectos que supone la aplicación de los mecanismos de justicia 
transicional en la práctica.  
Además, consideramos que el estudio de casos en el contexto africano nos ofrece la 
oportunidad de avanzar en el desarrollo normativo del campo de la justicia transicional, 
pues no en vano el continente africano se ha convertido a lo largo de los últimos años en 
un verdadero “banco de pruebas” de distintas iniciativas y mecanismos de justicia 
transicional. Tanto es así que el citado continente atesora el mayor número de 
Comisiones de la verdad que se han puesto en funcionamiento hasta la fecha
557
, es el 
territorio en el que se han adoptado algunos de los pronunciamientos judiciales más 
destacables en el ámbito internacional
558
, y en varios de los países que lo componen se 
están poniendo en marcha interesantes programas de reparaciones.  
Por todo ello, en lo que sigue nos proponemos llevar a cabo un análisis empírico del 
funcionamiento de la justicia transicional en el contexto africano a través del estudio de 
casos. Nos centraremos pues en el examen del uso de mecanismos de justicia 
transicional en los Estados africanos que están llevando a cabo, o han concluido 
procesos de transición hacia la paz y la democracia. El objetivo es estudiar en qué 
medida los citados mecanismos proveen herramientas eficaces para poner fin a la 
impunidad de la que se beneficia la comisión de crímenes de violencia sexual durante 
los conflictos armados.  
Para ello, se ha dividido el capítulo en tres grandes epígrafes. El primero de ellos (2) 
hace referencia a los procedimientos judiciales. En él se contemplan las situaciones y 
casos que versan sobre crímenes de violencia sexual que han sido juzgados o están 
siendo investigados en la Corte Penal Internacional. En un segundo epígrafe (3) se 
analizará la inclusión de los crímenes sexuales en algunas de las Comisiones de la 
verdad más relevantes (desde una perspectiva de género) que se han puesto en 
funcionamiento en países africanos, para finalmente, dedicar un tercer epígrafe (4) a 
tratar el asunto de las reparaciones judiciales que se otorgan por el sistema de la Corte 
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Penal Internacional, y algunos de los programas de reparaciones colectivas que se han 
configurado en países africanos.  
En relación con cada uno de estos epígrafes seguiremos un esquema común con el 
que trataremos de dar respuesta a las siguientes cuestiones:¿Se contemplan los crímenes 
de violencia sexual en las imputación de cargos de los casos sustanciados ante la Corte 
Penal Internacional, y en el mandato de las Comisiones de la verdad?; ¿Son 
contempladas las víctimas de violencia sexual en el diseño de programas de 
reparaciones?; ¿Se mantiene la inclusión de dichos crímenes durante el desarrollo de los 
procedimientos judiciales?; ¿Y en las declaraciones de las Comisiones de la verdad?; ¿Y 
cómo beneficiarias de los programas de reparaciones?  
El estudio de estas cuestiones se realizará teniendo en cuenta dos parámetros 
esenciales: el análisis de cada mecanismo desde la perspectiva de género y desde el 
punto de vista de las víctimas, es decir, presuponiendo que cada uno de los mecanismos 
se dirige a hacer efectivo el derecho de las víctimas a la justicia, la verdad y la 
reparación. Se trata en suma de dar respuesta a la pregunta central de si los mecanismos 
de justicia transicional usados en el ámbito africano han contribuido a hacer frente a la 
impunidad que rodea la comisión de crímenes sexuales en los conflictos armados en 
este continente. 
2. LOS PROCEDIMIENTOS DE LA CPI RELATIVOS A CASOS DE VIOLENCIA 
SEXUAL  
Durante mucho tiempo, los Estados fueron los únicos sujetos del Derecho 
Internacional, creadores y destinatarios de las normas, pero la gravedad de los 
acontecimientos que marcaron el siglo XX los alentó a reconocer la responsabilidad 
penal internacional individual por los crímenes cuya perpetración transciende a la 
humanidad en su conjunto. Así, desde la segunda mitad de siglo se han ido recogiendo 
estos comportamientos en una serie de tratados internacionales, que en muchos casos 
obligan a su persecución y castigo
559
. Cuando las circunstancias del contexto, ya sean 
éstas endógenas o exógenas, impiden u obstaculizan, la sanción en el plano interno, se 
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abre la posibilidad de perseguir estas conductas en el plano internacional, en aquellos 
órganos jurisdiccionales internacionales o internacionalizados con competencia para 
juzgar a los individuos perpetradores de crímenes internacionales.  
Hasta el establecimiento de la Corte Penal Internacional (CPI), las experiencias 
parciales sobre este particular se reducían a la labor de tribunales ad hoc, cuya actuación 
impulsó el nacimiento y desarrollo del sistema de justicia internacional penal. Así, la 
creación de la “Corte”, con jurisdicción universal y carácter permanente, dio el empuje 
definitivo a la sanción de los comportamientos que por su gravedad repercuten en toda 
la humanidad, a través de la criminalización de los mismos y de una serie de principios 
procesales destinados a juzgar a los autores individuales de crímenes internacionales y 
proteger a las víctimas
560
.  
Transcurridos más de quince años desde la entrada en vigor del Estatuto de Roma 
(ER) y la puesta en funcionamiento de la CPI, ésta se ha convertido en el instrumento 
estrella para ejercer la persecución penal internacional por la comisión de crímenes 
internacionales durante los conflictos armados en las transiciones a la democracia
561
, 
puesto que como afirmase el ex Fiscal de la CPI, MORENO OCAMPO, “la Corte Penal 
Internacional es parte del proyecto de justicia transicional porque su objetivo es 
confrontar métodos centenarios de conducta –aquellos que se suceden en las guerras 
contra las mujeres y los niños- y remodelarlos”
562
.  
La contribución de la CPI a la justicia en contextos de justicia de transición se 
concluye del artículo 53 ER y el consiguiente establecimiento de la cláusula “interés de 
la justicia”
563
, así como de los artículos 16 y 17, preceptos que puede ser interpretados 
de manera que den cabida a los mecanismos alternativos a la persecución penal y 
judicial en el sistema de la CPI
564
. Aunque, obviamente, éste órgano relaciona su 
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mandato, primeramente, con los procedimientos penales, los cuales “al confrontar 
crímenes masivos por medio del marco legal que establece el Estatuto de Roma, la 
comunidad internacional procura asegurar una transición sostenible desde una situación 
de conflicto armado hacia la paz”
565
. De este modo, los procesos de transición estarán 
sometidos al control jurisdiccional internacional sostenido por la CPI, de lo que se 
infieren una serie de ventajas para luchar contra la impunidad por la comisión de 
crímenes internacionales cometidos durante los conflictos armados. 
En primer lugar, hay que destacar la autonomía judicial de la CPI, que se 
construye sobre la independencia que le atribuye de su Tratado constitutivo
566
 e impide 
que las injerencias de otros actores nacionales e internacionales -exceptuando el 
Consejo de Seguridad-, interfieran en su decisión de perseguir, favoreciendo por tanto el 
enjuiciamiento de los crímenes internacionales ante la pasividad de los órganos 
jurisdiccionales nacionales.  
Otra de las ventajas del establecimiento de un sistema de jurisdicción 
permanente se refiere al carácter disuasorio que conllevan los procedimientos judiciales 
sustanciados ante la CPI. El carácter permanente del citado órgano supone que las partes 
en conflicto puedan percibir la “amenaza” de la Corte incluso antes de que se inicien las 
negociaciones del proceso de paz, ya que algunos de los mayores responsables pueden 
verse excluidos de dichas negociaciones al estar sometidos a la jurisdicción material y 
personal de la misma
567
. Asimismo, en consonancia con la estrategia de 
complementariedad positiva seguida por dicho órgano, las jurisdicciones nacionales 
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podrían verse influidas por la estrategia de persecución de la CPI, y decidirse a 
sustanciar procedimientos en los que juzguen en sus sistemas nacionales a los autores de 
crímenes internacionales.  
De igual modo, otra de las ventajas que se derivan del establecimiento de la CPI 
se refiere al potencial transformativo y restaurador que supone el que dicho órgano 
oriente la acción judicial hacia las víctimas. Y es que, la protección y bienestar de las 
víctimas y testigos es un pilar fundamental de la actividad de la Corte. Así, el ER, y las 
Reglas de Procedimiento y Prueba recogen medidas para proteger a las víctimas y 
testigos que interactúan con la CPI. Prueba de ello es la creación del Fondo Fiduciario 
(FF) que obedece a la pretensión de responder a los daños y vigilar el bienestar de las 
víctimas de los crímenes que están bajo la jurisdicción de la CPI. Con este propósito, 
dispondrá de medidas protectoras y reparaciones dirigidas a dichas víctimas para así 
“contribuir al logro de instaurar una paz duradera y sostenible, a través de la promoción 
de la justicia restaurativa y la reconciliación”
568
.  
Teniendo presentes estas ideas, consideramos oportuno centrar en primer lugar 
nuestro análisis en la acción judicial de la CPI, asumiendo que en ciertos momentos el 
establecimiento de la CPI ha sido contestado, sobre todo a raíz de los límites a la 
capacidad de dicho órgano y el altísimo número de notitia criminis que llegan al Fiscal. 
A este respecto, hay que tener en cuenta con carácter preliminar que la CPI no conoce 
de todos los casos posibles, sino que sigue una estrategia de priorización en la selección 
de casos juzgados, además de la barrera legal que supone el test de admisibilidad de 
casos dispuesto en el artículo 17 ER.  
 La búsqueda de una estrategia de selección y priorización de casos a juzgar ante 
la CPI “es necesaria y legítima si tenemos en cuenta las limitaciones prácticas de 
capacidad de la CPI y el objetivo de perseguir los crímenes “más graves” y a los 
“principales responsables”
569
, lo que no quita para que esta estrategia haya sido 
fuertemente criticada, ya que se ha alegado que la misma causa lagunas de 
impunidad
570
. A lo largo de estos años la CPI, concretamente la Fiscalía, ha 
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desarrollado un marco estratégico orientado por cuatro principios: a) investigaciones 
focalizadas, del que forma parte el criterio de perseguir los crímenes más graves y a los 
mayores responsables; b) complementariedad positiva; c) intereses de las víctimas y, d) 
impacto de su trabajo. Estos principios se han ido concretando en una serie de 
documentos en los que se recogen políticas y estrategias
571
, a la luz de la Regulación 14 
de la Oficina de la Fiscalía y que precisan los objetivos estratégicos que la Fiscalía 
seguirá en sus investigaciones y con los que pretende arrojar claridad y transparencia 
sobre los pasos que habrán de guiar su persecución.  
Así, primeramente se fueron adoptando una serie de documentos de carácter 
temático, con la intención de aclarar aspectos relativos a asuntos específicos, como: 
“Interés de la justicia”, “Participación de víctimas”, “Exámenes Preliminares”, 
“Investigación y Persecución de crímenes de violencia sexual y de género” y “los 
niños”
572
. Sin embargo, faltaba un instrumento matriz que sirviese de guía para 
concretar los criterios seguidos por la Fiscalía sobre la selección y priorización de casos.  
 Para llenar esta laguna, siguiendo el principio de investigaciones focalizadas, la 
Fiscalía, ha adoptado en septiembre de 2016 el “Documento Político sobre selección y 
priorización de casos”, con el que ha querido clarificar su postura sobre este particular; 
y, basándose en el ER, los Elementos de los Crímenes y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, pero también en la experiencia recabada durante los años que lleva en 
funcionamiento la CPI y la jurisprudencia adoptada en su seno, ha concretado los 
criterios que seguirá para seleccionar el orden y los casos que habrán de ser jugados, y 
especificar el orden a seguir para su juzgamiento
573
.  
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 Con la adopción de este documento, la Fiscalía ha venido a confirmar la práctica 
seguida hasta ahora, al afirmar que los casos se seleccionarán según la “gravedad del 
crimen”, y “el grado de responsabilidad de los presuntos autores”
574
. Se añade el criterio 
sobre “cargos potenciales” que pretende cubrir “los principales tipos de victimización y 
las comunidades afectadas por los crímenes perpetrados en una situación”
575
. Con este 
objetivo, la Fiscalía prestará una atención especial a los crímenes que tradicionalmente 
han sido infra perseguidos, con el fin de “poner fin a la impunidad y contribuir a su 
prevención”, entre los que destacan especialmente “la violación y otros crímenes 
sexuales y de género”
576
. A su vez, los criterios de priorización recogidos en este 
documento suponen que la Fiscalía ha superado el anterior enfoque secuencial
577
, y a 
partir de ahora priorizará aquellos casos cuya investigación tenga gran impacto para las 
víctimas o para la prevención de crímenes; procurará que los casos cubran los crímenes 
perpetrados por todas las partes en conflicto; y tendrá en cuenta si un acusado ya lo ha 
sido en otro caso
578
.  
El seguimiento de esta estrategia por la CPI implica que, el resto de los casos o 
personas responsables deberán ser investigados en el marco de los sistemas de justicia 
penal nacionales. Con este objetivo y para evitar la impunidad, la CPI prevé seguir con 
la puesta en funcionamiento de la estrategia de complementariedad positiva
579
, con el 
objeto de fomentar y asistir a los Estados en esta tarea
580
, recalcando y reconociendo el 
papel que pueden desempeñar los mecanismos de búsqueda de la verdad, programas de 
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reparaciones, reformas institucionales y sistemas de justicia tradicional como parte de 
una estrategia amplia e integral para poner fin a la impunidad
581
.  
De hecho, aunque esta estrategia de complementariedad positiva, ya ha sido 
definida
582
, todavía no se han concretado las medidas a seguir para su aplicación, lo que 
se espera que la Fiscalía haga próximamente. En este sentido, convendría que la Fiscalía 
reiterase que los Estados no sólo deben crear la apariencia de persecución para evitar la 
acción de la CPI, sino que deberán perseguir realmente
583
. Por otra parte, se ha de tener 
en cuenta que, como la propia Fiscalía ha reconocido, el criterio de perseguir a los 
principales responsables es un criterio flexible, al considerar éste como un criterio 
político, no jurídico
584
. Así mismo lo ha entendido la Sala de Apelaciones al afirmar que 
la utilización de este criterio no puede constituir un impedimento para juzgar a otras 
personas, ya que podría limitar el efecto disuasorio de la acción de la CPI
585
. 
2.1. Las relaciones entre la CPI y África: ¿tendencia hacia el escapismo? 
Desde que se adoptase el ER y sobre todo tras la puesta en funcionamiento de la 
CPI, las relaciones entre dicho órgano judicial y los países del continente africano 
siempre han sido fluidas y cercanas. Así, de los 124 Estados Parte en el ER, treinta y 
cuatro son africanos. Incluso, varias de las situaciones investigadas por la CPI han sido 
remitidas por estos Estados que, incapaces de conducir procesos penales en sus 
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jurisdicciones nacionales, reconocieron la legitimidad de la CPI y, en virtud del artículo 
14 ER, descargaron su responsabilidad de perseguir en ella, y en términos generales han 
cooperado con la CPI en relación a las órdenes de arresto emitidas contra sus nacionales 
y apoyando las labores investigadoras en el terreno.  
 No obstante, esta situación ha empezado a cambiar recientemente, iniciándose 
una tendencia hacia una suerte de escapismo de la jurisdicción de la CPI, provocado por 
la decisión de Gambia, Burundi y Sudáfrica de retirarse del ER
586
. No es la primera vez 
que se plantea esta cuestión ante la CPI ya que, en el año 2013, Kenia también 
comunicó su intención de retirarse del ER, coincidiendo con la apertura del 
enjuiciamiento del presidente del país, Uhuru Kenyatta y de su vicepresidente, William 
Ruto. Finalmente, Kenia no llegó a formalizar la retirada, decisión en la cual pudo 
influir el hecho de que en 2015 la Sala de Primera Instancia I cerró los casos 
mencionados por falta de pruebas.  
 Al igual que sucediese entonces, la retirada de Burundi se ha producido meses 
después de que el Fiscal de la CPI decidiese la apertura del examen preliminar sobre la 
situación en el país
587
. Por su parte, las decisiones de Gambia y Sudáfrica, países que no 
están siendo objeto de una investigación semejante en sede de la CPI, responden al 
malestar general existente en varios Estados africanos contra dicho órgano, provocado 
por el hecho de que hasta el momento la CPI sólo haya investigado y enjuiciado casos 
contra africanos
588
. El descontento con la CPI se puso de manifiesto a nivel institucional 
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 Corte Penal Internacional, Statement of the Prosecutor of the International Criminal Court, Fatou 
Bensouda, on opening a Preliminary Examination into the situation in Burundi, 26 abril 2016. La 
investigación preliminar se centra en las sospechas de que en el país se vienen cometiendo asesinatos, 
tortura, violencia sexual y desapariciones forzadas desde abril de 2015. 
588
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a través de una resolución adoptada por la Unión Africana en enero de 2016, en la que 
se decidió establecer una estrategia global de retirada conjunta del ER
589
, aunque dicha 




 Si bien, los argumentos esgrimidos por los Estados africanos en lo que respecta a 
las críticas frente a la focalización de la CPI en juzgar en exclusiva a criminales de este 
continente resultan comprensibles, desde distintas instancias del ámbito internacional se 
ha manifestado el rechazo a la tendencia de retirada del ER, considerando que sólo 
redundará en perpetuar la impunidad en el continente.  
En este sentido se han manifestado varias Organizaciones no gubernamentales 
entre otras, Amnistía Internacional y una variedad de asociaciones pro derechos 
humanos de la sociedad civil africana que, capitaneadas por la Federación Internacional 
de los Derechos Humanos
591
, han reiterado su preocupación por el cariz que ha tomado 
en los últimos tiempos la justicia penal internacional en África. Por su parte, el 
presidente de la Asamblea de Estados Parte, a propósito de la retirada de Burundi, ha 
pedido a los dirigentes del país la apertura de un diálogo sobre dicho particular
592
.  
 A esta misma tendencia de escapismo parece responder la propuesta de 
ampliación de la competencia material de la Corte Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos. A este respecto, en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada 
en Addis Abeba en mayo de 2012 se adoptó un proyecto de enmienda del Protocolo de 
dicha “Corte” que, de entrar en vigor, le permitiría juzgar crímenes de lesa humanidad, 
de genocidio y de guerra, así como delitos transnacionales perpetrados en el territorio de 
los Estados parte, pero también garantizar la inmunidad de los Jefes de Estado, de 
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gobierno y los altos funcionarios de gobierno
593
. En dicho proyecto nada se dice sobre 
las relaciones que se establecerán entre la CPI y la Corte Africana a partir de la entrada 
en vigor del mismo, aunque su artículo 46 E) establece que la Corte Africana sólo 
tendrá jurisdicción por los crímenes cometidos a partir de la entrada en vigor del 
Protocolo.  
 Así, aunque la Corte Africana no podría interferir en los casos de los que está 
conociendo en la actualidad la CPI, todo parece indicar que como ha expresado 
PLESSIS “la ampliación de la jurisdicción de la Corte Africana es una reacción a la 
actividad judicial de la CPI en África”
594
. El caso es que, tanto la tendencia a la retirada 
de la CPI como la propuesta de ampliación de la Corte Africana no harían sino redundar 
en la impunidad en el continente africano.  
2.2. El procedimiento ante la Corte Penal Internacional: cuestiones 
suscitadas por los casos de violencia sexual en Estados africanos 
2.2.1. Fase Inicial del procedimiento: la apertura de investigaciones y los problemas 
surgidos por los “requisitos de admisibilidad” 
Desde una perspectiva general, el procedimiento ante la CPI se inicia con la 
apertura de una investigación si existen indicios de que se han cometido crímenes de 
violencia sexual en un determinado Estado. Así, según los artículos 13 y 14 del Estatuto 
de Roma, la CPI podrá ejercitar su competencia sobre una situación en la que se 
hubieran cometido uno o varios de los crímenes que forman parte de su jurisdicción 
material, ya sea por la remisión realizada por un Estado parte, por el Consejo Seguridad 
con arreglo al Capítulo VII de la CNU, o bien por una decisión del Fiscal motu proprio. 
Además cabe la posibilidad de que un Estado no Parte acepte la competencia de la 
“Corte” a posteriori ante una situación ad hoc
595
.  
En el caso de que el Fiscal, durante la fase de exámenes preliminares, llegase a 
recabar indicios suficientes para considerar que en un determinado Estado se han 
                                                          
593
 Unión Africana, “Draft Protocol on Amendments to the Protocol on the Statute of the African Court of 
Justice and Human Rights”, Exp/Min/IV/Rev.7, 15 de mayo 2012, artículo 9.  
594
 Max du Plessis, “Implications of the AU decision to give the African Court jurisdiction over 
international crimes”, Institute for Security Studies Paper nº235 (2012):16 (traducción propia).  
595




cometido crímenes de violencia sexual constitutivos de crímenes de lesa humanidad 
(artículo7.1. g) de guerra (artículo 8.2.xxii) o genocidio, podría abrir una investigación. 
Así, si considera que existe fundamento suficiente como para abrir una investigación 
pedirá a la Sala de Cuestiones Preliminares (SCP), en virtud del artículo 15.3 ER, una 
autorización para ello. El Fiscal para solicitar la apertura de una investigación a la SCP 
deberá concluir la existencia de fundamento razonable para proceder a ella, cuestión 
que valorará a la luz del “test de admisibilidad” y la cláusula “interés de la justicia”
596
 
(artículo 53.1 ER). Si bien, finalmente será la SCP la que, en virtud del artículo 15.4 
ER, decidirá sobre la apertura de una investigación.  
En este sentido, conviene advertir que las cuestiones a valorar en el test de 
admisibilidad se basan en criterios meramente jurídicos, no así en el caso de la cláusula 
“interés de la justicia”, ya que entran en consideración factores que van más allá de la 
interpretación de preceptos legales y requieren de la apreciación, por parte de la CPI, del 
concepto “paz”.  
2.2.1. a. Los problemas suscitados por el test de admisibilidad. La investigación y 
enjuiciamiento por el Estado ¿Actuaciones concurrentes o excluyentes?  
El artículo 17 ER recoge los criterios de admisibilidad sobre la base de la 
complementariedad como principio rector de la actuación de la CPI
597
. De esta manera, 
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 El Fiscal tras la investigación puede concluir que no hay “fundamento suficiente para el 
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deberá valorarse la existencia de procedimientos nacionales en los que el Estado 
competente esté investigando o enjuiciando un determinado asunto
598
, en cuyo caso la 
CPI deberá declarar la inadmisibilidad del mismo
599
 para dar cumplimiento al principio 
ne bis in idem, que el ER recoge en el artículo 20.  
En virtud de dicho artículo, la CPI podrá declarar la admisibilidad de un caso 
cuando el Estado implicado no tenga la voluntad o capacidad para conducir una 
investigación o enjuiciamiento en su sistema de justicia penal nacional. Para concluir 
que el Estado en cuestión no ha ejercido su jurisdicción, ya sea por falta de capacidad o 
de voluntad, es necesario aclarar a qué se refiere el ER al utilizar el término 
investigación.  
En este sentido, la expresión literal utilizada por el ER es “investigación o 
enjuiciamiento” por lo que, en principio y atendiendo al tenor literal del precepto, cabría 
dictaminar la inadmisibilidad de un caso ante la CPI sólo con que el Estado esté 
realizando o haya concluido una de las dos acciones Sin embargo, como ha señalado 
buena parte de la doctrina, aunque los términos investigación/enjuiciamiento se usan en 
el texto como alternativos, no tiene mucho sentido distinguirlos puesto que, una vez que 
la investigación haya concluido, se deberá decidir sobre la apertura del enjuiciamiento, 
independientemente de si finalmente se lleva o no cabo (artículo 17.1. b) ER)
600
. En 
todo caso, la decisión de no perseguir deberá estar basada en la inexistencia de razones 
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jurídico del principio de complementariedad el artículo 17 se completa con los artículos 1, 15. 18 y 19.5 
ER.  
600
 Para Sthan, la decisión de no incoar acción penal sólo puede tomarse una vez que se ha realizado una 
investigación sobre hechos concretos y sujetos individualizados, aunque no será necesario que se celebre 
el juicio en sí, sino que bastará con que se haya decidido sobre su procedencia. Carsten Sthan, 
“Complementarity, amnesties and alternative forms of justice: some interpretative guidelines for the 




fundadas para perseguir, y no en la falta de voluntad o incapacidad del órgano judicial 
nacional para juzgar realmente
601
.   
En nuestra opinión, y a pesar de que coincidimos con aquellos autores que 
afirman que el tenor literal y el telos del artículo 17 ER indican que el objeto y fin de 
toda investigación es la persecución penal stricto sensu, a saber, “hacer comparecer a la 
persona ante la justicia”, interpretamos que, en principio, cabe considerar que la 
imprecisión del citado precepto da cabida a que la CPI pudiese considerar válida una 
investigación no judicial al estilo de la realizada en el seno de una Comisión de la 
Verdad
602
, satisfaciendo así el requisito de la investigación en el sentido del artículo 
17.1. ER y considerando la inadmisibilidad del caso ante la CPI. En este sentido 
conviene aclarar que, si bien la doctrina no es unánime al respecto, la mayoría de los 
autores que han afirmado dicha posibilidad la han condicionado a la capacidad de la 
Comisión en cuestión para individualizar responsabilidades
603
.  
                                                          
601
 Según los puntos 2 y 3 del citado artículo 17, se entenderá que existe falta de voluntad o incapacidad 
para perseguir realmente cuando: a) la acción se ha tomado con el propósito de sustraer a la persona de la 
justicia; b) si existen demoras injustificadas en el proceso, incompatibles con la comparecencia de la 
persona en el juicio; c) el colapso parcial o total de la administración de justicia. Si se diesen todos o 
alguno de estos requisitos, la CPI deberá admitir el caso a trámite.   
602
 “Los jueces de la Corte podrían considerar que la investigación de una Comisión de la Verdad no 
sugiere incapacidad real por parte del Estado para administrar justicia y que por lo tanto la investigación 
estaría en consonancia con el artículo 17.1.a y b ER”. William Schabas, An Introduction to the 
International Criminal Court (Cambridge: Cambridge University Press, 2001):69 (traducción propia). En 
cuanto a Gropengießer y Meißer, éstos sostienen que “procedimientos que no tienen la calidad de un 
procedimiento penal no pueden excluir el enjuiciamiento por la Corte” (traducción propia). Helmut 
Gropengießer y Jörg Meißer, “Amnesties and the Rome Statute of the International Criminal Court”, 
International Criminal Law Review 267 (2005):287 (traducción propia). 
603
 En este sentido, véase: Kai Ambos, “El marco jurídico de la justicia de transición…”, 88. En este 
trabajo el autor concluye que nada impide que la investigación llevada a cabo por una Comisión de la 
verdad pueda ser considerada como una investigación en el sentido del artículo 17.1 ER, pero considera 
que el fin último de la investigación debe de ser siempre la persecución. Por ello, aquellas Comisiones de 
la verdad que no individualizan responsabilidades no cumplirían con este requisito y, por lo tanto, no 
satisfarían el requisito “investigación” en el sentido del citado artículo. Por su parte, Seibert-Fohr subraya 
que lo más determinante para que las investigaciones de las Comisiones de la verdad sean consideradas 
como investigación en el sentido del artículo 17.1 ER es concluir si el Estado que creó la Comisión de la 
Verdad tiene voluntad de perseguir. Anja Seibert-Fohr, “The relevance of the Rome Statute of the ICC for 
amnesties and truth commissions”, Max Planck Yearbook of United Nations Law 7 (2003):553-590. Para 
Cárdenas una persecución penal debe seguir a la investigación de la Comisión de la verdad. Claudia 
Cárdenas, “The admisibility test before the ICC under special considerations of amnesties and truth 
commissions”, Complementarity views on complementarity, Eds. Keffler y Kor (La Haya, Asser Press: 
2006). Para Robinson lo que ha de valorarse es que tras la investigación de la Comisión de la verdad 
exista al menos la posibilidad de perseguir. Darryl Robinson, “Serving the Interests of Justice: amnesties, 





2.2.1.b. El umbral extra de gravedad 
En el inciso d) del artículo 17.1 ER se recoge como requisito adicional para 
establecer la admisibilidad de un caso el que los crímenes que se juzgan satisfagan un 
umbral extra de gravedad. Es decir, a pesar de que la gravedad de los crímenes de la 
competencia de la CPI se presupone
604
, la gravedad del crimen deberá ser evaluada cada 
vez a la luz de cada caso concreto
605
.  
Con carácter general, si bien el significado del término “gravedad” no está 
definido en el ER, la Fiscalía la evalúa conforme a circunstancias cualitativas y 
cuantitativas, utilizando una serie de criterios orientativos contenidos en la Regulación 
29.2 de la Oficina del Fiscal y que se refieren a la escala de los crímenes, su naturaleza 
y modo de comisión, y el impacto que causa su perpetración
606
.  
De manera concreta, conviene precisar, que si bien la Fiscalía evalúa la gravedad 
de cada uno de los casos y crímenes que pudieran surgir de la investigación de una 
situación
607
, a priori los crímenes sexuales satisfarían dicho umbral extra de gravedad; 
ya que éstos cumplirán afirmativamente los criterios enunciados que indican la 
“gravedad suficiente” de los crímenes, y por ello su persecución forma parte de la 
estrategia política de la Fiscalía
608
.  
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 Véase el párrafo cuarto del preámbulo y los artículos 1 y 5 del ER en los que se expresa que los 
crímenes competencia de la CPI son los “crímenes más graves de transcendencia para la comunidad 
internacional”.  
605
 En cuanto a la interpretación del término gravedad la Fiscalía aclara que la Sala de Apelaciones “ha 
optado por no establecer una barrera jurídica excesivamente restrictiva para la interpretación de gravedad 
que obste al papel disuasivo de la Corte” al considerar que “el papel de las personas o grupos puede variar 
considerablemente según las circunstancias del caso y por consiguiente no debería evaluarse o 
predeterminarse exclusivamente bajo criterios excesivamente formalistas”. Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional, “Policy paper on Preliminary Examinations…”, párr.60, refiriéndose a la opinión de la Sala 
de Apelaciones en: Corte Penal Internacional, Situación en la República Democrática del Congo, 
Prosecutor vs.Ntaganda, Prosecutor vs. Katanga et Al., Prosecutor vs. Lubanga Dylo, “Judgment on the 
Prosecutor's appeal against the decision of Pre-Trial Chamber I, Decision on the Prosecutor's Application 
for Warrants of Arrest, Article 58”, de 23 de septiembre de 2008, párr.69-79.  
606
 En relación al criterio impacto “la gravedad de un caso no debería ser juzgada solo desde una 
perspectiva cuantitativa, sino que, en vez de valorar el número de víctimas se debería tener en cuenta la 
dimensión cualitativa que causa la comisión del acto”. Véase: Corte Penal Internacional, Situación en 
Darfur, Prosecutor v. Bahar Idriss Abu Garda, “Decision on the confirmation of charges”, ICC-02/05-
02/09-243-Red, 8 de febrero de 2010, párr.31.  
607
 Corte Penal Internacional, Situación en la República de Kenia, “Decisión Pursuant to Article 15 of the 
Rome Statute on the Autorization of an Investigation into the Situation in the Republic of Kenia”, ICC-
01/09-19-Corr, 31 de marzo de 2010, párrs. 50 y 188.  
608
 En opinión de la Fiscalía “los crímenes de violencia sexual y de género están entre los de mayor 
gravedad en su Estatuto”. Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy Paper on gender…”, párr.3. 




Así, en relación a la escala de los crímenes sexuales, la habitual comisión en 
masa y el indiscutible daño físico y psicológico que se infringe a las víctimas, 
determinaría en principio su consideración como graves
609
. 
En segundo lugar y por lo que se refiere a su naturaleza los crímenes sexuales 
entran dentro de las categorías criminales que, junto al homicidio, los perpetrados contra 
niños y la persecución, formarían parte del conjunto de actos que gozan de la gravedad 
suficiente. En cuanto al modo de comisión, la Fiscalía ha considerado que satisfarían el 
umbral aquellos crímenes de violencia sexual que se cometan sistemáticamente o como 
parte de una política organizada o “si se ha recurrido a la violencia sexual como modo 
de destrucción de grupos”
610
.  
Por último, en lo relativo al impacto de los crímenes de violencia sexual
611
, aun 
estando de acuerdo con aquellos que afirman que es difícil realizar una generalización al 
respecto puesto que el impacto de los hechos traumáticos vividos puede ser diferente en 
cada persona
612
, en términos generales la violencia sexual causa sobre sus víctimas 
consecuencias muy específicas y devastadoras en el ámbito físico y psicológico, pero 
también sobre sus condiciones económica y social, que además afectan no sólo a las 
víctimas directas, sino a la comunidad en la que éstas viven
613
. 
Así, desde un plano exclusivamente teórico, y a sabiendas de que cada caso 
deberá ser valorado conforme a las circunstancias contextuales que rodeen su comisión, 
los crímenes sexuales -como categoría de crímenes valorada en su conjunto- satisfarían 
los factores que orientan la consideración por parte de la Fiscalía como crímenes que 
cumplen con el umbral de “gravedad suficiente”.  
                                                          
609
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy paper on Preliminary…”, párr. 62. 
610
 Ibídem., párr. 63 y 64.  
611
 Ibídem., párr. 65, en el que la Fiscalía ha aclarado que “el impacto de los crímenes puede evaluarse a 
la luz de, entre otros factores, los sufrimientos causados a las víctimas y el incremento de su 
vulnerabilidad; el terror instilado posteriormente, o el daño social, económico y social infligido a las 
comunidades afectadas”. 
612
 Martin Berastain, Carlos Paez y Dario Fernandez, Reconstruir el tejido social. Un enfoque crítico de la 
ayuda humanitaria (Barcelona: Icaria, 2000):112.  
613
 “La violencia sexual puede tener consecuencias físicas y psicológicas a largo plazo que ponen en 
peligro la vida de las personas, así como tener repercusiones sociales, económicas y legales, y causar un 
aumento del riesgo y la vulnerabilidad en las/los sobrevivientes. Gobierno de Reino Unido y Agencia de 
Naciones Unidas para los Refugiados, Protocolo Internacional de documentación e investigación de 
violencia sexual en situaciones de conflicto armado…15 y 16. Véase también: Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Sexual and Gender-Based Violence against Refugees, 
Returnes and Internally Displaced Persons, Guidelines for Prevention and Response, (Nueva York: 
2003): 21 y ss; Institute of Medicine, Social and Economic Costs of Violence Against Women: the Value 
of Prevention, 2011, disponible en: https://www.ncbi.nlm.nih.gov/books/NBK190007/, última visita: 




2.2.1.c. El “interés de la justicia”: CPI vs. Comisiones de la Verdad 
2.2.1. c.1. Alcance y significado de la cláusula “interés de la justicia” 
Una vez que se ha comprobado que la CPI tiene jurisdicción y se ha establecido 
la admisibilidad del caso, el Fiscal deberá proceder a un último examen. Así, la letra del 
artículo 53. 1.a) ER otorga al Fiscal la facultad “discrecional” de decidir si procede 
continuar con el procedimiento
614
, dependiendo de si considera que una investigación 
redundaría en “interés de la justicia”.  
Ante la falta de definición expresa en el ER o las RPP, sobre los límites 
conceptuales de dicha cláusula y aunque la misma ha sido objeto de un documento 
político por parte de la Fiscalía
615
, ésta no la ha invocado en ninguna situación en 
concreto, por lo que la doctrina ha manejado diversas interpretaciones en torno al 
alcance y significado de la misma. En todo caso, su razón de ser es permitir que, de 
forma excepcional, la obligación de perseguir sea dejada a un lado en pro de lograr la 
paz y estabilidad en un país determinado, o bien por causa de la existencia de 
determinadas circunstancias
616
. En cuanto al primero de los supuestos, hoy en día la 
doctrina considera la coexistencia de los elementos “paz” y “justicia”, vinculando 




No obstante, la propia Fiscalía se ha encargado de manifestar que existen 
diferencias conceptuales entre la cláusula “interés de la justicia” y lo que podrían 
denominarse “intereses de la paz”, no correspondiendo a la CPI encargarse de esta 
última cuestión
618
. Por tanto, la Fiscalía ha querido manifestar que dicha cláusula no se 
alega con el propósito de “poner en una balanza” los elementos paz y justicia, sino 
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 Véanse también las reglas 108, 109 y 110 de las Reglas de Procedimiento y Prueba de la CPI.  
615
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy Paper on Interest of Justice…”. 
616
 Dado el fin persecutorio del ER y de la propia Corte Penal Internacional, la cláusula “interés de la 
justicia” sólo podrá ser aplicada excepcionalmente. Además, conviene señalar que al tramitar un asunto el 
Fiscal no tiene obligación de argumentar que dicha investigación redundaría en “interés de la justicia” y 
sólo la deberá invocar cuando considere que no procede continuar con el procedimiento.  
617
 Así, se ha considerado que en muchos casos la impunidad no garantizará la reconciliación ni la paz e 
incluso que la persecución penal puede prometer más para ayudar a la reconciliación nacional e incluso 
ser un requisito para la misma. Véase, entre otros: Laura Olson, “Provoking the dragon on the patio. 
Matters of transitional justice: penal repression Vs. Amnesties”, International Review of the Red Cross 88 
nº862 (2006): 275-294; Héctor Olásolo, “The Prosecutor of the ICC before the initiation of investigations: 
A quasi-judicial or a political body?” International Criminal Law Review 3 (Nº87, 2003): 87-150. 
618




únicamente con el objetivo de hacer frente a ciertas circunstancias de excepción que 
aconsejen la no incoación de la acción penal
619
.  
2.2.1. c.2. La existencia de determinadas circunstancias: las Comisiones de la Verdad 
como “otros mecanismos de justicia” 
Ahondando en el examen de “la existencia de determinadas circunstancias” que 
lleven a la conclusión que aconseje que perseguir a ciertos sospechosos no redundaría 
en “interés de la justicia” (artículo 53.1.c y 2.c ER), de entre los que la Fiscalía cita en el 
“Documento Político sobre el Interés de la Justicia” como circunstancias a tener en 
cuenta para decidir la no incoación de acción penal, consideramos que los que resultan 
de mayor relevancia a efectos de crímenes de violencia sexual son “el interés de las 
víctimas” y “la existencia de otros mecanismos de justicia”
620
.  
En relación al primero de ellos, “el interés de las víctimas” es uno de los 
principios que conforman la Estrategia persecutoria de la Fiscalía, en virtud del cual la 
Fiscalía “evaluará los intereses de las víctimas como parte de su determinación del 
“interés de la justicia” recogido en el artículo 53 ER”. Al objeto de conocer y evaluar 
sus intereses la Fiscalía deberá establecer un proceso de consulta con las víctimas para 




La dificultad de llevar a cabo un proceso de consulta con las víctimas es 
indiscutible, sobre todo por las dilaciones al proceso que supone interactuar con el alto 
número de víctimas existente en estos casos, pero también, por las circunstancias de 
inseguridad en las que se suelen llevar a cabo las consultas y por la necesidad de evitar 
generarles expectativas
622
. Además, en el caso de los crímenes de violencia sexual, las 
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 Para Cárdenas el interés en no perseguir no estaría en la búsqueda del interés paz, sino que la decisión 
de no perseguir obedecería a “criterios contingentes y eventualmente externos a una situación o caso”. 
Claudia Cárdenas, “Revisión crítica del concepto ‘Interés de la justicia’ como razón para no abrir una 
investigación o no iniciar un enjuiciamiento ante la Corte Penal Internacional”, Revista de Derecho 
Universidad Católica del Norte 1 (año 18, 2011): 21-47, en la página 34. 
620
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy Paper on Interest…”, 6-7.  
621
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional,“Prosecutorial Strategy 2009-2012…”, párr.22. Véase 
también: Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Strategic Plan 2016/2018, 15 de noviembre de 2015, 
punto 37. 
622
 Con el fin de paliar estas dificultades, la Fiscalía propone que en el proceso de consulta participen 




consecuencias e impacto que estos crímenes causan a las víctimas dificulta cualquier 
tipo de participación en el proceso de consulta
623
. Por esta razón, la Fiscalía ha 
considerado que al establecer dicho proceso se deberán tomar medidas apropiadas que 
velen por su protección
624
. 
Por lo que respecta a “la existencia de otros mecanismos de justicia”
625
, se 
concluye la compatibilidad de los procedimientos judiciales sustanciados ante la CPI 
con otros mecanismos de justicia no judiciales, tales como las comisiones de la verdad, 
programas de reparaciones, reforma institucional y mecanismos de justicia tradicional, 
ya que éstos son respaldados por la Fiscalía como parte de una estrategia global para 
combatir la impunidad
626
. En este sentido, conviene destacar la existencia del Fondo 
Fiduciario, a través del cual la CPI se ocupa de apoyar la creación de programas de 
reparaciones estatales dirigidos a las víctimas de los crímenes que están bajo su 
                                                                                                                                                                          
las cuales podrán ayudar a la CPI a organizar el citado proceso, determinar los sujetos que pueden ser 
considerados víctimas, fomentar la participación de las mismas y explicar los avatares jurídicos del 
proceso para evitar en la medida de los posible generar expectativas en las víctimas. Fiscalía de la Corte 
Penal Internacional, “Policy Paper on Victims’…”, 13.  
623
 A este respecto, el análisis del caso Bemba nos lleva a concluir que la mayoría de las víctimas y 
testigos participantes en el procedimiento alegaron que el propósito de su intervención obedecía a la 
búsqueda de justicia por los crímenes de los que fueron parte víctimas o de los cuales fueron testigo. En el 
transcurso de sus declaraciones recalcaron su agradecimiento a la Corte Penal Internacional por hacer 
realidad su deseo de que se hiciese justicia. A este respecto véase: Situación de la República 
Centroafricana, Prosecutor vs. Jean-Pierre Bemba Gombo, “Transcripts”, ICC-01/05-01/08-T-220-FRA, 
1 de mayo de 2012, en el que se recogen las siguientes declaraciones de un testigo: “Gracias a la Corte 
Penal Internacional, yo he llegado a sentir reparación (…) que los jueces se hagan cargo de mi situación, 
y me otorguen justicia, es todo lo que yo espero de este procedimiento” (traducción propia). 
624
 El artículo 68.1 ER establece la obligación de que todos los órganos de la CPI, incluyendo el Fiscal, 
tomen las medidas apropiadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, y la dignidad y 
privacidad de víctimas y testigos. Además, según dispone el artículo 86 ER será necesario que los Estados 
parte cooperen con la CPI, así éstos deberán crear la arquitectura necesaria para que las organizaciones no 
gubernamentales locales puedan llevar a cabo el proceso de consulta con las víctimas. 
625
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy paper on Preliminary …”. 
626
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy paper on Interest…”, punto 6.a). Además, para buena 
parte de la doctrina la cláusula “interés de la justicia” permite la entrada de los mecanismos de justicia 
transicional al sistema de la CPI. Así, Goldstone y Fritz señalan que el concepto “justicia” es 
controvertido y tremendamente contestado, por lo que proponen que se busquen mecanismos alternativos 
a la justicia retributiva que serían introducidos en el ER a través de dicha cláusula. Richard Goldstone y 
Nicole Fritz, “In the Interest of Justice and independent referral: The ICC Prosecutor’s unprecedent 
powers”, Leiden Journal of International Law 13 (Nº3, 2000): 655-667. Para Robinson las medidas de 
reconciliación no judiciales podrían ser reconocidas en el marco del ER sobre la base de la cláusula 
“interés de la justicia”, que de no servir eficazmente a los fines de paz y reconciliación no servirán de vía 
para que el Fiscal desista de llevar a cabo una investigación o enjuiciamiento. Véase: Robinson, “Serving 
the Interests of Justice: Amnesties…”.  Sin embargo existen opiniones al contrario, que argumentan que 
las decisiones relativas a la persecución, no deben basarse en consideraciones de justicia de transición. A 
este respecto, véanse los trabajos de: Seibert-Fohr, “The relevance of the Rome Statute of the ICC for 
amnesties…”, y de la Organización no gubernamental Human Rights Watch, Policy Paper: The meaning 




jurisdicción, afirmando así la apuesta de la CPI por la complementariedad con los 
mecanismos de justicia no judiciales
627
.  
Por tanto, si bien la asimilación de las investigaciones llevadas a cabo por las 
Comisiones de la verdad con el término “investigación” del artículo 17 ER podrá, como 
hemos visto, suscitar dudas, en nuestra opinión resulta clara la posibilidad de 
coexistencia entre los mecanismos de justicia alternativos a la justicia penal y la acción 
judicial de la CPI. Además, si se tienen en cuenta los criterios seguidos por la Fiscalía 
para seleccionar casos en función del principio de complementariedad se plantea la 
necesidad de buscar alternativas de justicia para hacer efectiva la rendición de cuentas a 
los casos que no se juzguen por la CPI ni por las jurisdicciones nacionales. 
La práctica actual de la CPI confirma que la existencia previa de una Comisión 
de la verdad en un país no ha impedido la apertura de procedimientos ante dicho órgano 
judicial en relación a los mismos crímenes investigados por una Comisión de la verdad 
en cuestión, como ponen de manifiesto los casos de Kenia y Guinea. La cuestión radica 
en determinar si las averiguaciones recabadas por dichas comisiones sirven para facilitar 
la tarea investigadora de la CPI, circunstancia especialmente relevante en el caso de los 
crímenes sexuales, puesto que una investigación previa puede paliar, en parte, las 




Como hemos anticipado, los casos de Guinea y Kenia son ilustrativos a este 
respecto puesto que ambos contaron con una Comisión de la verdad previa a la apertura 
de la investigación sobre su situación por la CPI. Así, aun siendo conscientes de que no 
es posible comprobar que exista un nexo causal entre la inclusión de crímenes de 
violencia sexual en los mandatos de estas Comisiones de la verdad y la imputación de 
cargos de crímenes de violencia sexual a los acusados en los casos perseguidos por la 
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 Vid. Infra. Capítulo IV. Epígrafe 4. 
628
 Los crímenes sexuales son especialmente difíciles de probar, ya que generalmente la prueba forense no 
está disponible. Así, los medios de prueba más utilizados en este tipo de crímenes se centran en la prueba 
testifical. Por ello, los tribunales del sistema de justicia penal internacional han recogido reglas que 
otorgan cierta flexibilidad a la carga de la prueba. Véase Regla 63.4 de las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional; Regla 96 de las Reglas de Procedimiento y Prueba del Tribunal 
Penal Internacional para la Ex Yugoslavia y Regla 96 de las Reglas de Procedimiento y Prueba del 
Tribunal Penal Internacional de Ruanda. No obstante lo cual, sigue siendo difícil obtener testimonio de 
víctimas y testigos, dado el trauma, miedo y desconfianza que generan en las víctimas este tipo de 
declaraciones. En este sentido, las Comisiones de la verdad pueden otorgar cierta confianza a las víctimas 




CPI, si se relaciona la imputación y persecución de cargos sobre crímenes sexuales por 
la CPI, con las averiguaciones de las Comisiones de la verdad establecidas en aquellos 
países, los resultados son contradictorios. Esto es, la incidencia que de los informes de 
las comisiones de la verdad sobre los cargos imputados en los casos sustanciados ante la 
CPI es desigual.  
Así, en el caso de Guinea, se creó con el apoyo de Naciones Unidas una 
Comisión de la verdad titulada “Commission Nationale d’enquête indépendante” 
(CNEI) con el fin de investigar los hechos que se produjeron el 28 de septiembre de 
2009 en el Conakry Stadium
629
. La CNEI constató la comisión de crímenes 
internacionales de violencia sexual durante el transcurso de dichos acontecimientos e 
identificó al Jefe de Estado, Moussa Dadis Camara y a varios de sus colaboradores 
como responsables de crímenes contra la humanidad. Aunque no se puede afirmar con 
rotundidad que la investigación realizada por dicha Comisión sea la razón directa para 
que éste haya sido llevado ante la justicia, lo cierto es que, recientemente, ha sido 
acusado por parte de la jurisdicción guineana por la comisión de crímenes contra la 
humanidad, y además, tal y como ha declarado la propia Fiscalía de la CPI, el referido 
caso se encuentra en la fase de examen preliminar a la espera de que el desarrollo del 
proceso contra Moussa Dadis Camara en la jurisdicción guineana determine la 
admisibilidad del caso ante la Corte
630
.  
Por el contrario, en el caso de Kenia, la situación parece haber discurrido por 
derroteros contrarios. Así, durante los años que precedieron a la apertura de 
investigaciones por parte de la CPI en relación a la situación de Kenia, se estableció en 
dicho país una Comisión de la verdad, denominada “Truth, Reconciliation and Justice 
Commission” (TRJC) con el fin de investigar la violencia pos-electoral que tuvo lugar 
en el país tras las elecciones presidenciales de diciembre de 2007
631
, quedando al 
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 La Comisión fue creada con el objeto de investigar la masacre que tuvo lugar el 28 de septiembre de 
2009 en el estadio de Conakry (Guinea) en el marco de una manifestación de los opositores al gobierno, 
en la que se sospecha que cientas de personas fueron asesinadas y víctimas de violencia sexual. Si bien, el 
gobierno de dicho país no ha publicado oficialmente la norma en la que se recoge el mandato de la 
misma. 
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 Statement of the prosecutor of the International Criminal Court, Fatou Bensouda, on the occasion of 
the fifth anniversary of the 28 September 2009 events in Conakry, Guinea. Disponible en:  
https://www.icc-cpi.int//Pages/item.aspx?name=otp-statement-26-09-2014, última visita: septiembre 
2016. 
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 Creada con el fin de investigar las violaciones de los derechos humanos que tuvieron lugar en el país 
entre el 12 de diciembre de 1963 y el 28 de febrero de 2005. Véase: Truth, Justice and Reconciliation 




término de los trabajos probada la perpetración de crímenes sexuales durante dichos 
disturbios. 
Por su parte, la CPI abrió tres procedimientos penales: los casos Barasa, 
Kenyatta y Ruto and Sang, imputados, entre otros, por los cargos de violación como 
crimen contra la humanidad
632
. Pues bien, los dos últimos acusados fueron absueltos por 
falta de pruebas contra ellos. Aunque no es posible determinar si la decisión de 
absolución podría estar influida al menos en lo referente al caso Kenyatta, por las 
presiones recibidas de parte del gobierno de dicho país y de la Unión Africana, lo cierto 
es que la TRJC no estableció en su informe final la existencia de algún tipo de 
responsabilidad penal. Por tanto, una de las opciones posibles es que la falta de 
identificación por la Comisión, hubiese incidido en la ausencia de pruebas contra los 
acusados.  
En suma, todo lo anterior pone de manifiesto, al menos en lo relativo a los casos 
estudiados, que la información recopilada en las comisiones de la verdad puede servir al 
Fiscal en la fase de exámenes preliminares para decidir abrir una investigación, en el 
sentido del artículo 15.2 ER
633
. Sin embargo, en la práctica las averiguaciones recabadas 
en una Comisión de la verdad no pueden servir como pruebas en el proceso penal ante 
la CPI. Y es que, independientemente de que en dichas comisiones se confirma la 
perpetración de crímenes sexuales, la CPI es un sistema que, necesitado de pruebas 
fehacientes que se adecúen a unos estándares procesales determinados, imputará, 
enjuiciará y condenará a los perpetradores de tales crímenes en función de tales pruebas. 
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 Corte Penal Internacional, Prosecutor vs. Walter Osapiri Barasa, ICC-01/09-01/13. El caso 
permanece en fase de investigación preliminar, habiendo sido emitida la orden de arresto contra el 
imputado el 2 de agosto de 2013 y a la espera de que éste sea detenido o se presente voluntariamente ante 
la Corte; Prosecutor vs. Uhuru Muigai Kenyatta, ICC-01/09-02/11 y Prosecutor vs. William Samoei Ruto 
and Joshua Arap Sang, ICC-01/09-01/11. Los dos últimos casos están cerrados al decidir la CPI que no 
existían pruebas suficientes para continuar con los procedimientos abiertos contra ellos.   
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 Dicho precepto reza así: “el Fiscal analizará la veracidad de la información recibida. Con tal fin, podrá 
recabar más información de los Estados, los órganos de las Naciones Unidas, las organizaciones 
intergubernamentales o no gubernamentales u otras fuentes fidedignas que considere apropiadas y podrá 




2.3. Fase del juicio: Pruebas y medidas de protección en el caso de las 
víctimas de violencia sexual. 
2.3.1. Un proceso “victims friendly”: La importancia de la protección de los intereses 
de las víctimas en el proceso ante la CPI 
La adopción del ER de la CPI supuso un giro en la forma de entender el papel 
ejercido por las víctimas en los procedimientos penales dirigidos a hacer efectiva la 
responsabilidad penal internacional. De este modo, se ha pasado de una concepción 
instrumentalista de las víctimas que las consideraba como un medio con el que ejercer 
la función punitiva de los órganos jurisdiccionales y las concebía como testigos, a un 
sistema cercano a la justicia restaurativa que les reconoce su derecho a participar en el 
procedimiento y a ser reparadas
634
. Así, la CPI orienta sus actividades por medio del 
principio intereses de las víctimas
635
, de manera que siguiendo una estrategia “victims-
friendly”, dirige su acción judicial incorporando la posibilidad de que éstas participen 
en el desarrollo del proceso penal, otorgándoles un conjunto de medidas protectoras que 
facilitarán su participación.  
Este cambio, fraguado en la tendencia actual experimentada por el Derecho 
Internacional hacia la protección internacional de los individuos, ha permitido la 
progresiva configuración del derecho de las víctimas a un recurso efectivo ante los 
tribunales y organismos internacionales
636
. Derecho, que en opinión de ORIHUELA 
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 En relación a este cambio de tendencia sobre la participación de víctimas, véase: Cherif Bassiouni, 
“Victim’s Rights. International Recognition”, The Pursuit of International Criminal Justice: A World 
Study on Conflicts, Victimization and Pos-Conflict Justice Volume I, ed. Cherif Bassiouni (Oxford, 
Portland: Intersentia, 2010): 575-654. 
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 Corte Penal Internacional, “Policy paper on Preliminary…”, párr. 22. Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional, “Prosecutorial Strategy 2012-2016…”párr. 22 y ss. El fin restaurativo de la CPI se hace 
notar en el hecho de que por primera vez en la historia de la justicia penal internacional las 
preocupaciones de las víctimas forman parte de la estrategia persecutoria de la CPI. Y es que, la CPI 
considera a las víctimas como un actor dentro del sistema. Así, “el marco establecido por el ER considera 
que la participación de las víctimas representa una medida innovadora clave de la CPI y, según la visión 
de la Fiscalía en una pieza angular en el sistema de justicia penal internacional. Esta idea forma parte de 
un patrón constante de evolución del Derecho Internacional –que incluye, pero no se limita al derecho 
internacional penal- que reconoce a las víctimas como actores y no sólo como sujetos pasivos, y les 
concede derechos”. Corte Penal Internacional, Situación en Darfur (Sudán), “Prosecution’s Document in 
Support of Appeal against the 6 December 2007. Decision on the Victim’s Applications for Participation 
in the Proceedings, ICC-02/05-125, 18 February 2000 -introduction-, (traducción propia). 
636
 Desde que fuese adoptada la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 
1948, el Derecho Internacional ha asistido a la adopción de un conjunto de normas dirigidas a la 
protección de los derechos humanos y ha procurado la creación de un grupo de mecanismos destinados a 
su control, otorgando a los individuos la posibilidad de que, en ciertas ocasiones, puedan plantear una 
queja o reclamación ante una institución internacional. Siendo reconocido el derecho de las víctimas a 




CALATAYUD sirve de fundamento para la participación en los procedimientos de la 
CPI de las víctimas, puesto que el ejercicio efectivo del mismo posibilita que las 
víctimas presenten sus opiniones y observaciones en el transcurso de las actuaciones 
judiciales siempre que sus intereses se vean afectados
637
.  
En consecuencia, la participación de víctimas constituye uno de los pilares 
básicos de actuación de la CPI, que se materializa en la inclusión del artículo 68. 3 ER y 
se concreta a través de las orientaciones interpretativas establecidas por la Fiscalía en el 
                                                                                                                                                                          
A (III), “Declaración Universal de los Derechos Humanos”, de 10 de diciembre de 1948. En este sentido, 
la Asamblea General de Naciones Unidas, conocedora de que los derechos de las víctimas de crímenes no 
habían sido recogidos adecuadamente en el plano internacional, adoptó la “Declaración sobre los 
principios fundamentales de justicias para las víctimas de delitos y abusos de poder”, Res.40/34, de 29 de 
noviembre de 1985, en la que reconoció la necesidad de adoptar medidas nacionales e internacionales que 
garantizasen el reconocimiento y respeto de los derechos de las víctimas. En 1992, adoptó en relación a 
un delito concreto la “Declaración  sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas”, Res. 47/133, de 18 de diciembre de 1992, en cuyo artículo 19 reconoció el derecho de las 
víctimas y sus familiares a obtener reparación y ser indemnizadas. En el año 2005, la Asamblea General 
adoptó la Resolución 60/147, de 16 de diciembre de 2005, suscrita como: “Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones”. Además la actividad de este órgano ha propiciado la consideración de los derechos de las 
víctimas al adoptarse bajo su amparo varios Convenios internacionales en los que se reconoce el derecho 
de las víctimas a un recurso efectivo, se obliga a los Estados a que se les garantice el mismo y, en muchos 
casos, se prevé la creación de un mecanismo que, con carácter facultativo, otorga a los individuos la 
posibilidad de que los particulares puedan presentar demandas y quejas, al ser éstos un órgano de control. 
Así, véase el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 2), la Convención Internacional 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, de 21 de diciembre de 1965 (artículo 6), 
la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (artículo 13) o la 
Convención para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, de 20 de 
diciembre de 2006. Por su parte, las organizaciones regionales han reconocido igualmente en sus 
convenios principales el derecho de las víctimas a un recurso efectivo, instaurando los sistemas de control 
más avanzados (órganos jurisdiccionales de derechos humanos) y albergando los dos derechos principales 
que asisten a las víctimas (derecho a la reparación y a la justicia –incluyendo: asistencia, protección y 
participación). En este sentido, véase el Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (artículo 13); Convención Americana sobre 
derechos humanos, de 22 de noviembre de 1979 (artículo 25) y Carta Africana de derechos humanos y de 
los pueblos, de 27 de junio de 1981 (artículo 7). En relación al ámbito africano véase también: 
“Declaración de Nairobi sobre los derechos de las víctimas a interponer recursos y obtener reparación”, 
2007. Por su parte, el Consejo de Europa y la Unión Europea han tenido en cuenta la necesidad de 
reconocer los derechos de las víctimas en los procesos penales y su derecho a ser indemnizadas, véase: a) 
Consejo de Europa, Comité de Ministros, Res. (77) 27, de 28 de septiembre de 1977; Recomendación 
(83) 7, de 23 de junio de 1983 sobre la participación del pueblo en la política criminal en la que se 
configura la ayuda a las víctimas; Recomendación (85) 11, 28 de junio de 1985, adoptada por el Comité 
de Ministros sobre la posición de la víctima en el marco del Derecho Penal y del procesamiento penal; 
Recomendación (87) 21, de 17 de septiembre de 1987 sobre asistencia a las víctimas y prevención de la 
victimización; b) Unión Europea, Decisión Marco del Consejo, de 15 de marzo de 2001, relativa al 
estatuto de la víctima en el proceso penal, 2001/220/JAI (DOUE 22.03.2001); Directiva 2004/80/CE del 
Consejo de 29 de abril de 2004 sobre indemnización a las víctimas de delitos (DOUE de 6 de agosto de 
2004) , y la más reciente que sustituyó a la primera: Directiva 2012/29 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo 
y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del 
Consejo (DOUE 14.11. 2012).    
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 Esperanza Orihuela Calatayud, Las víctimas de la Corte Penal Internacional. Análisis de la 




“Documento Político sobre participación de víctimas”
638
, en el que la CPI se aparta del 
tratamiento dispensado a las víctimas por parte de los tribunales ad hoc y el Tribunal 
Especial para Sierra Leona, que sólo las consideraron como testigos.  
Y es que, nuevamente en palabras de ORIHUELA CALATAYUD la 
participación en el proceso “garantiza a las víctimas una voz independiente y las trata 
como participantes con capacidad propia, cuyos intereses son diferentes a los de las 
partes y no tienen por qué coincidir con los de la acusación”
639
. Su participación aporta 
un punto de vista único y necesario al proceso
640
, y fomenta la reconciliación
641
 sin 
poner en riesgo la integridad, objetividad, eficacia y seguridad jurídica del mismo
642
. 
A este fin, la CPI ha creado un entramado normativo destinado a regular la 
participación de las víctimas, que cubre todas las etapas del proceso y que prevé el 
establecimiento de medidas destinadas a proteger a las víctimas durante su 
interactuación con la CPI. Así, junto a la participación de víctimas, otra de las grandes 
aportaciones del ER es el establecimiento en su artículo 68.1) de un conjunto de 
medidas protectoras dirigidas a salvaguardar “la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos”.  
En particular, dicho precepto prevé que habrá de tenerse especialmente en 
cuenta a las víctimas de violencia sexual o de género y la Fiscalía “se esforzará por 
asegurar que sus actividades no causen nuevos daños a las víctimas y los testigos”
643
, 
con el propósito último de fomentar su participación. Por tanto, la CPI entiende que, si 
la participación de las víctimas en el proceso es conveniente en todos los casos, cuando 
se trata de crímenes sexuales la implicación de las mismas en el proceso es 
fundamental, puesto que las declaraciones de las víctimas adquieren gran relevancia a 
efectos probatorios, sobre todo en contextos post-conflicto donde la práctica de la 
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 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy Paper on Victim’s…”. 
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 Orihuela Calatayud, Las víctimas de la Corte Penal Internacional…, 28.  
640
 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy Paper on Interest…”, 1.  
641
 La participación de las víctimas de graves violaciones de los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario ha sido considerada como un instrumento que otorga voz a las víctimas y 
fomenta la reconciliación. Claude Jorda and Jérôme de Hemptinne, “The Status and Role of the victim”, 
The Rome Statute of the International Criminal Court: A commentary, editado por Antonio Cassese, 
Paola Gaeta y John R.W.D. Jones (Oxford: Oxford University Press, 2002): 1387-1419, especialmente en 
la p.1408.  
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 Corte Penal Internacional, Sala de Cuestiones Preliminares I, Situación de la República Democrática 
del Congo, “Decision on the Applications for Participation in the Proceedings of VRS 1, VRS 2, VRS 3, 
VRS 4, VRS5 and VRS 6”, ICC-01/04-101-tEN-Corr, 17 de enero de 2006, p.1,  
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 Fiscalía de la Corte Penal Internacional, “Policy paper on gender…”, párr. 5.  
237 
prueba pericial se dificulta
644
. Así, incidir en medidas que refuercen la seguridad y el
bienestar de las víctimas de violencia sexual se convierte en una tarea fundamental de 
realizar por la CPI.  
2.3.2. Medidas destinadas a fomentar la participación de las víctimas en el proceso 
2.3.2.a. Aspectos Generales: El reconocimiento de la condición de víctima y requisitos 
para su participación en el proceso 
La participación de las víctimas en los procedimientos sustanciados ante la CPI 
no es un derecho absoluto, sino que está sometida al cumplimiento de varias 
condiciones. La primera y más importante es el reconocimiento de su calidad de 
víctima, condición que no está definida como tal en el ER, por lo que para conocer el 
alcance y significado del término hay que acudir a la Regla 85 RPP que establece como 
víctimas a:  
las personas naturales que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión 
de algún crimen de la competencia de la Corte. Por víctimas se podrá entender 
también las organizaciones o instituciones que hayan sufrido daños directos a alguno 
de sus bienes que esté dedicado a la religión, la instrucción, las artes, las ciencias o la 
beneficencia y a sus monumentos históricos, hospitales y otros lugares y objetos que 
tengan fines humanitarios. 
De este modo, son cuatro las condiciones que deben reunir las personas que 
quieran ver reconocida su condición de víctima. Debe tratarse de: (a) personas físicas o 
jurídicas; (b) que hayan sufrido un daño; (c) que haya dado lugar a la comisión de un 
644
 Kai Ambos, “Thematic investigations and Prosecution of International Sex Crimes: Some Critical 
Comments from a Theoretical and Comparative Perspective”, Forum for International Criminal and 
Humanitarian Law, Publication Series nº.13 (2012): 291-315. Entendemos que la cuestión de la dificultad 
probatoria es sólo uno de los problemas que obstaculizan la investigación y persecución de crímenes 
internacionales, ya que consideramos que existen otros que, ligados a la relativamente reciente 
persecución internacional de este tipo de crímenes, denotan, lo que, a nuestro entender, es una falta de 
concienciación sobre la necesidad de perseguir los crímenes sexuales y de género. Y es que, como ya 
afirmase Louise Arbour a propósito de la persecución de crímenes sexuales en los tribunales ad hoc, los 
actos de este tipo son tan numerosos que es necesario ser muy estrictos con la estrategia de persecución, 
puesto que los recursos personales y económicos son limitados. Louise Arbour, “Stefan A. Riesenfeld 
Award Lecture- Crimes Agaisnt Women under International Law”, Berkeley Journal of International Law 




crimen competencia de la CPI, y (d) debe existir un vínculo entre el crimen cometido y 
el perjuicio causado a la víctima
645
.  
Así, (a) podrán ser consideradas como víctimas tanto las personas naturales 
como las jurídicas que han sufrido un daño a causa de los crímenes imputados al 
acusado
646
. Dada la naturaleza de los crímenes que se encuentran bajo la jurisdicción de 
la CPI, en muchos casos las víctimas habrán fallecido, planteando la cuestión de si el 
derecho a participar resulta ampliable a terceros, cuestión que no está clara, aunque, en 
términos generales, dependerá de si la víctima otorgó consentimiento antes de fallecer. 
Si no lo hizo, la posición seguida por la CPI a través de las decisiones de las Salas, tanto 
de Cuestiones Preliminares como de Primera Instancia, es que no resulta posible admitir 
la solicitud de participación presentada por un tercero, aunque nada impide que éste 
pueda participar si ostenta la condición de víctima indirecta
647
. 
A fin de determinar qué tipo de daño se tendrá en cuenta a efectos de la 
condición de víctima (b), ante la falta de previsión en la Regla 85 RPP, la CPI, 
sirviéndose del principio 8 de los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones”, ha resuelto que el daño que debe ser considerado es el 
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 Las Salas de Cuestiones Preliminares I y II han identificado estas cuatro condiciones a partir de la 
Regla 85 a) RPP. Al respecto. Véase, entre otras: Sala de Cuestiones Preliminares, Situación de la 
República Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas Lubanga Dylo, “Décision sur les demandes de 
participation à la procédure a/0004/06 à a/0009/06, a/0016/06 à a/0063/06, a/0071/06 à a/0080/06 et 
a/0105/06 dans le cadre de l'affaire le Procureur c. Thomas Lubanga Dyilo”, de 17 de agosto de 2007, p. 
9. Corte Penal Internacional, Situación en la República de Kenia, Prosecutor vs. The Prosecutor v. 
Francis Kirimi Muthaura, Uhuru Muigai Kenyatta and Mohammed Hussein Ali, “First Decision on 
Victims' Participation in the Case”, ICC-01/09-02/11, 30 marzo de 2011, párr. 6.  
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 En este sentido, en el caso Lubanga (República Democrática del Congo) se concedió el estatus de 
víctima para su participación en el procedimiento al director de una escuela en la que los alumnos habían 
sido reclutados para participar como niños soldado en las hostilidades. Mientras que en el caso Bemba, se 
rechazó como víctima al sacerdote de una iglesia cuyo robo de la misma había sido imputado al acusado, 
por la falta de información precisa alegada por el solicitante para actuar en nombre de la iglesia. Por lo 
que a la vista de ambos casos, parece que lo fundamental para que las personas jurídicas puedan ser 
consideradas víctimas y participar en el procedimiento judicial, es que las personas que soliciten su 
consideración como víctimas gocen de la capacidad suficiente como representar a la organización 
implicada. Fiscalía de la Corte Penal Internacional,“Policy Paper on Victim’s …”, 7.  
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 Sala de Cuestiones Preliminares I, Situación en Darfur, Sudán, “Corrigendum to Decision on the 
Applications for Participation in the Proceedings of Applicants a/0011/06 to a/0015/06, a/0021/07, 
a/0023/07 to a/0033/07 and a/0035/07 to a/0038/07”, ICC-02/05-111-Corr, 31 de enero de 2008, párr.36. 
Por otra parte, en el caso de que la víctima haya fallecido tras presentar la solicitud, la CPI ha 
contemplado la posibilidad de que los terceros puedan hacer llegar a la CPI las opiniones y observaciones 
del fallecido. Corte Penal Internacional, Situación de la República Centroafricana, Sala de Primera 
Instancia III, Prosecutor vs. Pierre Bemba Gombo, “Corrigendum to Decision on the participation of 
victims in the trial and on 86 applications by victims to participate in the proceedings”, ICC-01/05-01/08-






 (individual o colectivo) que permite incluir también a las víctimas 
indirectas
649




Respecto a la condición de que el daño causado sea consecuencia de un crimen 
competencia de la CPI (c), ésta ha considerado que se habrá de estar a lo dispuesto en la 
competencia material, territorial y temporal del ER. Es decir, deberá tratarse de uno de 
los crímenes comprendidos entre los artículos 5 a 8bis, cometidos con posterioridad a la 
entrada en vigor del ER (1 de julio de 2002) en un Estado parte o por un nacional de 
dichos Estados, o si ha sido remitido por el Consejo de Seguridad (artículo 12 ER)
651
.  
En relación al vínculo (d) que debe existir entre el crimen y el daño causado, es 
la condición más difícil de probar para las víctimas y, por lo tanto, la que puede limitar 
su participación en el proceso. Además, se ha de tener en cuenta que no existe en el ER 
ningún precepto en el que se indique la manera de probar esta conexión y que “la Corte 
ostenta la capacidad de poder evaluar, discrecionalmente, la solvencia de una 
afirmación o una prueba”
652
. Consecuentemente, según el caso Bemba, la Corte “sólo 
reconocerá a una víctima como participante en el procedimiento cuando ésta pueda 
acreditar  fehacientemente, en su solicitud, que a la vista de cualquier examinador 
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 Siguiendo el citado principio 8 de los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 
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Dylo,“Redacted versión of Decision on indirect victims”, ICC-01/04-01/06-1813,8 de abril de 2009, 
párr.49.  
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objetivo, cumple con todos los requisitos exigidos en la Regla 85 de las RPP”
653
. En 
caso contrario, la solicitud de participación será rechazada y quedará pendiente, a 
expensas de que se puedan aportar nuevas pruebas en un momento posterior. Esta 
circunstancia es posible que ocurra con habitualidad cuando se trate de crímenes de 
violencia sexual, ya que las dificultades para probarlos podrían impedir a las víctimas 
acreditar la relación entre el daño y el crimen. En este sentido, el caso Bemba ha 
clarificado uno de los aspectos que más incertidumbre había suscitado en relación a la 
participación de víctimas. Nos referimos al hecho paradójico de que para poder 
participar, las víctimas deben probar la conexión entre el daño causado y los actos 
imputados al acusado, antes de que los cargos sean confirmados. En este sentido, la CPI 
recurre al término mutatis mutandis para aclarar que la víctima debe formular su 
solicitud sobre la base de los actos de los que ha sido víctima y que figuren en la orden 
de arresto, sin perjuicio de que éstos posteriormente sean o no confirmados en la 
audiencia de confirmación de cargos
654
.  
A fin de clarificar en qué consiste dicha participación y cuál es su alcance y 
significado debemos tener en cuenta los requisitos que se establecen para su 
participación en el proceso. En este sentido el artículo 68.3 ER señala que:  
la Corte permitirá que se presenten y tengan en cuenta las opiniones y observaciones 
de las víctimas si se vieren afectados sus intereses personales y de una manera que no 
redunde en detrimento de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni 
sea incompatible con éstos. 
 
Así, la participación de víctimas depende pues de que se den sendos 
condicionantes, esto es “que [el caso] afecte a sus intereses personales” y que se 
“cumplan las exigencias derivadas de los derechos del acusado y de un juicio justo e 
imparcial”. Ni el ER, ni las RPP se refieren a cuáles son los “intereses personales”, 
cuestión que ha sido tratada por las Salas de la Corte con cierta confusión y sin que se 
pueda hablar de un criterio unánime para determinar en qué consiste la afección de los 
intereses de las víctimas. Si bien, en opinión de ORIHUELA CALATAYUD, la práctica 
seguida por las distintas Salas de la Corte pone de manifiesto que la determinación de la 




 Corte Penal Internacional, Situación en la República Centroafricana, Prosecutor vs. Jean-Pierre 
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afección de los intereses de las víctimas se realizará a través de un proceso dual que, en 
consecuencia, dispondrá dos modalidades de participación. Así, la autora habla de una 
participación general y una participación más concreta y específica, consistente en la 
posibilidad de presentar pruebas o participar de los interrogatorios
655
.  
En este sentido, podemos hablar de una participación general que permitirá a las 
víctimas presentar sus “opiniones y observaciones” en las “fases del juicio” que la Corte 
(la Sala que corresponda en cada fase del procedimiento) estime conveniente. Ahora 
bien, en virtud de la opinión de la Sala de Apelaciones, esta posibilidad se limita a las 
víctimas que estén vinculadas con los cargos imputados al acusado. De esta manera, la 
víctima deberá probar que ha sufrido un daño en conexión con los crímenes que se han 
imputado al acusado y, además, que sus intereses personales se ven afectados, 
cuestiones que corresponderá confirmar a la Sala de Primera Instancia
656
. Por su parte, 
la participación específica permitirá a las víctimas participar en actividades procesales 
concretas (como presentar prueba o escuchar un testimonio particular). Esta 
participación habrá de solicitarse por la víctima para cada actividad en la que desee 
tomar parte y que será valorada caso por caso por la Sala que corresponda al momento 
procesal en el que tenga lugar tal actuación
657
.  
En relación a la etapa procesal en la que comenzará la participación de las 
víctimas, el artículo 68.3 ER plantea la duda al respecto, ya que al referirse a las fases 
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artículo 68.3 ER y la Regla 89 RPP) y una participación que denomina ad hoc (comprendida en el artículo 
15.3 y 19.3 ER). Véase: Fiscalía de la Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática 
del Congo (“situation only”), “Prosecution's Reply on the Applications for Participation 01/04-1/dp to 




del juicio no aclara si la participación abarca también la fase de investigación. La 
opinión de la CPI no es uniforme al respecto
658
; pudiendo considerarse sobre la base de 
los artículos 15. 2 y 15. 3 ER y las Reglas 50.3, 50. 4, y 50.5 RPP, que la etapa procesal 
en la que se inicia la participación de las víctimas se sitúa al final de la fase de examen 
preliminar, a propósito de la cual se decide no abrir una investigación o se confirman los 
cargos del acusado, sin perjuicio de las actividades que, en virtud de dichas 
disposiciones, pudiesen realizar las víctimas durante la fase previa
659
.  
En segundo lugar, y una vez que los intereses personales de las víctimas han sido 
confirmados, la Sala que corresponda (según la fase del procedimiento en la que se 
quiera participar), deberá cerciorarse de que la solicitud de participación es compatible 
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 El Fiscal realizó una interpretación estricta de la expresión usada en el artículo 68. 3 ER “fases del 
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659
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con los derechos del acusado a un juicio justo e imparcial. Como afirma ORIHUELA 
CALATAYUD de todos los derechos que el artículo 67 ER otorga al acusado, son “el 
derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas
660
” y el “derecho a disponer de tiempo y 
medios para preparar la defensa”, los que “pueden verse afectados por la participación 
de las víctimas”
661
. En este sentido, como afirma dicha autora, aunque la prohibición de 
efectuar acusaciones anónimas no está recogida en el citado artículo, hay que tener en 
cuenta que dicha prohibición garantizará el derecho del acusado a preparar su defensa, y 
es por ello que la CPI, en virtud de la Regla 26 RPP, debe desestimar las denuncias 
anónimas. En este mismo orden de cosas hay que tener en cuenta que el artículo 68.1 
ER reconoce el derecho de las víctimas de violencia sexual a gozar de medidas 
protectoras especiales, y aunque en el mismo se prevé que tales medidas no podrán 
redundar en perjuicio del acusado o de un juicio justo e imparcial, las Reglas 81.3 y 
81.4. RPP posibilitan que se decrete el secreto sobre la identidad de las víctimas a fin de 
garantizar su seguridad, tal y como la CPI ya ha hecho a través de la utilización de una 
secuencia numérica en el caso Bemba.  
En suma, en la práctica, la participación de las víctimas en el proceso estará 
condicionada al cumplimiento de los requisitos legales impuestos por el ER y las RPP 
que conducen a que su participación repercuta limitadamente en la imputación de cargos 
y la posterior condena
662
. En nuestra opinión, aunque se han de valorar los esfuerzos de 
la CPI al crear un sistema de participación de víctimas con el que este órgano pretendió 
acercarse al modelo de justicia restaurativo, en la práctica el sistema de justicia penal de 
la CPI está dominado por un modelo de justicia retributivo. Por otra parte, conviene 
resaltar que el que se deniegue su participación en el proceso no excluye su condición 
                                                          
660
 En este sentido, para Donat-Cattin, “los jueces no deberían permitir la intervención del representante 
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En resumen, entendemos que dentro del sistema de justicia penal instaurado por 
la Corte Penal Internacional, el mayor aporte de la participación en el proceso de las 
víctimas viene de la mano del efecto catártico que para las mismas supone la 
declaración sobre los crímenes de los que han sido objeto ante un órgano judicial de tal 
relevancia. Dicha contribución se dota de pleno sentido, si sus declaraciones son tenidas 
como ciertas durante el proceso, y los actos respecto de los que las víctimas testifican 
son reconocidos, al término del mismo, como una verdad judicial
664
.   
2.3.2.b. Medidas de protección y medios de prueba especiales para los crímenes de 
violencia sexual  
En función del mandato de orientar sus actividades hacia las víctimas, la CPI ha 
creado un entramado de medidas dirigidas a hacer posible la participación de las 
víctimas ante la CPI y protegerlas durante la investigación y el enjuiciamiento
665
. Estas 
medidas responden al compromiso de la CPI de tratar de facilitar a las víctimas y 
testigos el proceso de declaración, y evitar su (re) traumatización
666
.  
Dicho mandato se materializa en el artículo 68 ER, precepto básico que, junto a 
las Reglas 87 y 88 RPP, recoge un conjunto de medidas de protección, estableciendo 
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testigos de crímenes de violencia sexual recogidas en el artículo 68 del ER, las Reglas 70 y 88 de las 
Reglas de Procedimiento y Prueba, y la Regulación 36.3 de la Oficina del Fiscal. Al respecto, véase: 
International Criminal Tribunal of Yugoslavia- Office of Prosecutor, “Reliving the past: The challenges 
of testifying”, disponible en: http://www.icty.org/sid/10608, última visita: diciembre de 2016. 
666
 Como ha afirmado la Fiscalía “En el caso de víctimas y testigos que pudieran enfrentarse a un riesgo 
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dos regímenes: el que se aplica con carácter general a todas las víctimas y testigos que 
participen en el proceso, y un régimen especial que incluye una serie de medidas que 
refuerzan la protección general y que habrán de tenerse en cuenta cuando concurran 
ciertas circunstancias, como es el caso de las víctimas de violencia sexual.  
Junto al establecimiento de estas medidas de protección, la otra aportación del 
ER que incide directamente en la participación de las víctimas en los procedimientos de 
la CPI, se refiere al establecimiento de un sistema especial de medios de prueba 
sensibles al género
667
 para los casos de crímenes sexuales. 
La Comisión Preparatoria del ER estimó la necesidad de establecer un régimen 
especial en estos casos puesto que se ha de tener en cuenta que, a los desafíos generales 
que supone para la CPI la investigación de los crímenes que se encuentran bajo su 
jurisdicción (derivados fundamentalmente de las deficiencias en seguridad y los fallos 
de cooperación en contextos en conflicto o pos-conflicto) se deben añadir los desafíos 
específicos que supone la investigación de crímenes sexuales. Tales desafíos hacen 
referencia a “la falta de informes, debido a factores sociales, culturales y religiosos; el 
estigma de las víctimas; los límites a las investigaciones domésticas y la asociada falta 
de pruebas fácilmente obtenibles; la falta de pruebas forenses u otro tipo de prueba 
documental, debido, inter alia, al paso del tiempo; y el apoyo insuficiente y/o 
inadecuado de las servicios nacionales”
668
.  
a) Régimen jurídico y problemas de aplicación de las medidas de protección a las 
víctimas de crímenes de violencia sexual  
Para lograr que la participación de víctimas sea eficiente y con el propósito de 
evitar la victimización secundaria o “(re) victimización”
669
, es esencial que las víctimas 
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 La adopción de las Reglas 70, 71 y 72 RPP, en las que se establece un sistema de medios de prueba 
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puedan interactuar con la CPI en un entorno seguro y en el que gocen de medidas 
destinadas a procurar su seguridad, protección y bienestar. Este mismo propósito se 
traslada al conjunto de actores que han de garantizar dicha protección, de tal modo que 
la obligación de protección de las víctimas es de alcance general para todos los órganos 
que componen el sistema de la CPI
670
. Dicha obligación se ve reflejada en la regulación 
de la que es objeto cada uno de estos órganos, en la que se recogen disposiciones en las 
que se hace referencia a la protección de víctimas
671
.  
Como principio general, la Regla 86 RPP, de conformidad con el artículo 68 ER, 
establece que cuando se decida la participación de víctimas de violencia sexual, se les 
habrá de mostrar una atención particular, de modo que la CPI “adoptará las medidas 
adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la 
vida privada de las víctimas y los testigos”, pudiendo decretar la adopción de medidas 
especiales siguiendo la Regla 88 RPP. 
Por su parte, la Regla 87 contiene el régimen general de protección, sin hacer 
especial referencia a las víctimas de violencia sexual y abarcando a todas las víctimas a 
las que se reconozca la capacidad de participar en los procedimientos en el sentido de la 
Regla 85 RPP. Las medidas recogidas en este precepto se centran en recoger medios 
para garantizar la confidencialidad de víctimas y testigos, y van dirigidas, sin distinción, 
a todos los grupos de víctimas, si bien la utilización de medios de transmisión de voz y 
la celebración de actuaciones a puerta cerrada están pensadas, aunque no en exclusiva, 
para las víctimas de violencia sexual en virtud de lo dispuesto en el artículo 68.2 ER.  
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 La Dependencia de Víctimas y Testigos (UVT, por sus siglas en inglés) que fue creada en virtud del 
artículo 43.6 ER y tiene una Unidad de Género e Infancia desde 2004, es el órgano competente para, en 
consulta con la Fiscalía, adoptar las medidas de protección que se estimen necesarias y asistir y 
acompañar a las víctimas durante su interactuación con la CPI. Por su parte, las Salas de Cuestiones 
Preliminares y de Primera Instancia, en virtud de los artículos 57.3. c), 64.2 e) deben asegurarse de 
garantizar la protección a las víctimas. Además, en razón de la Regla 86 RPP al emitir una orden tendrán 
en cuenta las necesidades de las víctimas y en particular respecto a los crímenes relacionados con la 
violencia sexual y de género. En lo que atañe al Fiscal, el artículo 54. 1.b) le impone la obligación de que 
al tomar medidas destinadas a asegurar la eficacia de la investigación tenga en cuenta los intereses y las 




Al respecto, se debe tener en cuenta que las medidas recogidas en el artículo 
68.2 ER son de carácter excepcional, puesto que rompen con el mandato establecido en 
el artículo 69.2 ER, relativo a la oralidad en el juicio y la rendición de la prueba 
testimonial en persona
672
. Así, sobre la base del artículo 68. 2 ER, cuando se trate de 
crímenes de violencia sexual, la Corte podrá decretar que una parte del juicio se celebre 
a puerta cerrada o permitir la presentación de pruebas in camera o por otros medios 
electrónicos
673
, así como adoptar cualquier otra medida que estime conveniente
674
. 
Además, durante el interrogatorio realizado por la Fiscalía, ésta debe prestar especial 
cuidado en la manera que formula las cuestiones, siendo la Sala la encargada de vigilar 
que durante el mismo no se acose y/o intimide a la víctima, o se usen métodos que 
pudieran (re)traumatizarla.  
b) Régimen jurídico de los medios de prueba de los crímenes de violencia sexual 
Ante las dificultades que se derivan de la obtención de pruebas fidedignas en los 
entornos post-conflicto, sobre todo en lo referente a los crímenes sexuales, la CPI se 
apoyará, fundamentalmente pero no en exclusividad
675
, en los testimonios de víctimas y 
testigos, como medio de prueba fundamental para acreditar la comisión de este tipo de 
crímenes. En esta tarea, se guiará por tres principios básicos.  
En primer lugar, la CPI sigue el principio procesal que impera en la mayoría de 
los ordenamientos jurídicos de corte continental –al contrario del estándar de “prueba 
clara y convincente” propio de los ordenamientos jurídicos anglosajones- que determina 
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 Para que proceda la aplicación de la regla establecida en el artículo 68.2 ER, y por lo tanto se acepte la 
presentación de pruebas grabadas será necesario que: a) En el caso de que el testigo que prestó el 
testimonio grabado no está presente en la Sala de Primera Instancia, tanto el Fiscal como la defensa 
deberán haber tenido la posibilidad de interrogarlo en el transcurso de la grabación; b) Si el testigo que 
prestó testimonio está presente en la Sala de Primera Instancia, éste no debe negarse a la presentación de 
este testimonio y el Fiscal y la defensa deben poder interrogarlo en el curso del proceso.  
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 Aunque en el citado artículo se considera la aplicación de estas medidas como una posibilidad,la 
Fiscalía en el “Policy paper on gender…” ha interpretado que tratándose de víctimas y testigos de 
crímenes de violencia sexual y de género, la utilización de estas medidas es obligatoria, a menos que así 
lo concluya la CPI (párrafo 88). 
674
 Ibídem., párr.89, que recoge algunos ejemplos de medidas que pueden tomarse para salvaguardar la 
identidad, y proteger la seguridad y bienestar de víctimas y testigos de crímenes de violencia sexual, 
como son: la alteración de la imagen o la voz, video conferencia y circuito cerrado de televisión o el uso 
exclusivo de medios sonoros, usar seudónimos o realizar parte del proceso de declaración o la totalidad 
del mismo, a puerta cerrada.  
675
 Ibídem., párr. 51. La Fiscalía ha reiterado su intención de utilizar otros medios de prueba diferentes a 
la testifical para probar la comisión y autoría de los crímenes de violencia sexual imputados, como tales: 
los exámenes clínicos, la prueba documental y los indicios indirectos o circunstanciales de la comisión 
del crimen. Aunque destaca que “esos tipos de pruebas no son jurídicamente necesarios como 
corroboración para probar los crímenes” sí considera que servirán para fortalecer el caso e incluso 




que, en principio, toda persona es inocente hasta que no se demuestre su culpabilidad, y 
por ello, exige para dictar sentencia condenatoria que el hecho quede probado “más allá 
de toda duda razonable”
676
.  
En segundo lugar, la CPI ha reconocido que la prueba necesaria para demostrar 
los cargos de crímenes sexuales no puede ser más onerosa que la utilizada para probar el 
resto de crímenes que se encuentran bajo su jurisdicción
677
. La propia testifical puede 
constituir un medio de prueba suficiente –siempre que así haya sido aceptado por la CPI 
-sin necesidad de que se aporte prueba de cualquier otra índole que verifique la propia 
declaración de la víctima
678
.  
Y, en tercer lugar, y con el objetivo de proteger a las víctimas, la CPI establece 
particularidades en relación a la corroboración, el consentimiento y la conducta sexual 
anterior de la víctima. Así, en base a la regla 63.4 RPP la corroboración de la víctima no 
será exigida para probar ninguno de los crímenes de la competencia de la CPI, sobre 
todo los crímenes de violencia sexual
679
.  
Además, en la Regla 70 RPP, precepto básico sobre medios de prueba en 
crímenes sexuales (que sigue los criterios determinados en los tribunales ad hoc) 
establece que para calificar un acto sexual de violación es irrelevante determinar si hubo 
o no falta de consentimiento cuando los actos se cometieron en circunstancias 
coercitivas que impiden que la autonomía sexual exista en sentido propio
680
. Por otra 
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 En este sentido, la Sala de Apelaciones ha considerado que no es necesario que este requisito quede 
probado en cada uno de los hechos examinados, sólo en los hechos que determinan los elementos de los 
crímenes, y la culpabilidad del acusado. Corte Penal Internacional, Situación de la República 
Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas Lubanga Dylo, Judgement, ICC-01/04-01/06-3121-Red, 
1 de diciembre de 2014, párr.92.  
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 Corte Penal Internacional, “Policy paper on gender…”, párr. 91. 
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 Así, la prueba en el caso Prosecutor vs. Bemba (Situación de la República Centroafricana) consistió en 
el interrogatorio de las víctimas por los Representantes Legales de las víctimas, la Fiscalía, el Tribunal y 
la Defensa, buscando la coherencia y veracidad de los hechos relatados. En ningún caso se exigió la 
constatación de la declaración por otra prueba que no fuese el interrogatorio. Por lo mismo, las preguntas 
se dirigieron a relatar lo ocurrido y los daños sufridos a raíz de tales actos, sin hacer preguntas que 
pudieran ahondar en la vulnerabilidad de la víctima. Véanse al respecto las transcripciones del juicio oral 
de los días 1, 2 y 3 de mayo de 2012. Sala de Primera Instancia III, Prosecutor vs. Jean-Pierre Bemba 




6c7d51c62f5a=%7B%22k%22%3A%22%22%7D, última visita: febrero de 2017. 
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 Por corroboración se entiende la exigencia de que, junto con la declaración, exista una prueba 
adicional de la que se derive la culpabilidad del acusado.  
680
 Las Regla 70 RPP en la que se tratan el elementos del consentimiento sigue las disposiciones sobre 




parte, cuando, siguiendo la Regla 72, se presente prueba del consentimiento de la 
víctima, el examen de dicha prueba por el Fiscal, el testigo, la víctima o su representante 
legal habrán de hacerse a puerta cerrada. El párrafo d) de esta disposición impide que la 
credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la víctima, se deduzcan de la 
naturaleza sexual del comportamiento anterior o posterior de la misma, el cual será 
irrelevante a efectos probatorios.  
2.3.3. El “test” del caso Bemba 
El 21 de marzo de 2016, la CPI pronunció una sentencia contra el ex 
comandante del Mouvement du Libération du Congo (MLC, por sus siglas en francés), 
Jean-Pierre Bemba Gombo, por la comisión del crimen de violación como crímenes de 
lesa humanidad y de guerra entre el 26 de octubre de 2002 y el 15 de marzo de 2003, a 
propósito del conflicto armado que se desarrolló en la República Centroafricana entre el 
gobierno y las tropas del MLC en dicho espacio temporal. El 21 de junio de 2016 
Bemba fue condenado a 18 años de prisión, al ser considerado penalmente responsable 
como autor de dichos actos
681
.  
Por muchas razones este caso es de gran interés, siendo la primera vez que la 
CPI emite una condena por la comisión de crímenes de violencia sexual. La propia CPI 
ha hecho referencia a este hecho, subrayando que la notoriedad de este caso se debe, 
entre otras cosas, a que con dicho pronunciamiento “se ha reforzado la necesidad de 
                                                                                                                                                                          
Yugoslavia). Vid. Supra. Capítulo I. Epígrafe 3.3. En virtud de dicha regla (70 RRPP), se entiende que la 
víctima no puede prestar un consentimiento libre y válido cuando los actos se produjeron en un contexto 
en el que medió la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el aprovechamiento del entorno 
coercitivo (Regla 70.a).Tampoco se podrá inferir el consentimiento de ninguna palabra de la víctima 
cuando ésta sea incapaz de otorgar consentimiento libre (Regla 70. b) ni del silencio o la supuesta falta de 
resistencia de la víctima (Regla 70.c). 
681
 Corte Penal Internacional, Situación de la República Centroafricana, Prosecutor vs. Jean-Pierre 
Bemba Gombo, “Judgment pursuant to Article 74 of the Statute”, ICC-01/05-01/08-3343, 21 de marzo de 
2016, y “Decision on Sentence pursuant to Article 76 of the Statute”, ICC-01/05-01/08-3399, 21 de junio 
de 2016.  
Al abrir la investigación en mayo de 2007, la Oficina del Fiscal publicó un comunicado de prensa en el 
que declaraba: "Con base en un análisis preliminar de presuntos crímenes, el pico de violencia y 
criminalidad ocurrió en 2002 y 2003. Los civiles fueron asesinados y violados (...) se cometieron 
centenares de violaciones en el marco de un conflicto armado entre el gobierno y las fuerzas rebeldes. Es 
la primera vez que el Fiscal abre una investigación en la que las denuncias de crímenes sexuales son 
mucho más numerosas que los presuntos asesinatos”. Véase: Página web oficial de la CPI, en concreto la 




erradicar los crímenes sexuales como armas de guerra”, y se ha materializado el 
compromiso adquirido por la Fiscalía de prevenir y perseguir este tipo de crímenes
682
.  
Junto a la relevancia que para la lucha contra la impunidad por la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual supone la emisión de un pronunciamiento 
de estas características, la sentencia y condena de Jean Pierre- Bemba Gombo da la 
oportunidad de estudiar la práctica seguida por la CPI en lo relativo a la participación de 
las víctimas en el procedimiento, las medidas de protección adoptadas y las pruebas 
empleadas para confirmar la perpetración de los crímenes de violencia sexual imputados 
al acusado. Así, el caso Bemba se convierte en una suerte de “banco de pruebas”, que 
permite conocer y esclarecer los criterios seguidos por la CPI en relación a estas 
cuestiones.  
a) Participación de las víctimas: grados de participación y problemas suscitados 
En total, 5.299 víctimas fueron autorizadas por la Sala de Cuestiones 
Preliminares II para participar al final de la fase de examen preliminar en la audiencia 
de confirmación de cargos
683
. De entre las solicitudes recibidas, casi la mitad de los 
solicitantes alegaban su derecho a participar en el procedimiento por ser víctimas de 
crímenes de violencia sexual. En este sentido, la mayoría de las opiniones y 
observaciones declaradas por éstas se referían a actos que podrían calificarse de 
crímenes de violación como crímenes de lesa humanidad (7.1.g) y crímenes de guerra 
(artículo 8. 2. e) v) del ER
684
.  
La Sección de Participación de Víctimas y Testigos agrupó las 5708 solicitudes 
recibidas en 24 aplicaciones y finalmente, la Sala de Primera Instancia III, tras examinar 
las solicitudes caso por caso, aceptó once de estas aplicaciones. En términos generales, a 
las víctimas –la mayoría, personas individuales- cuya participación en el procedimiento 
fue aceptada se les otorgaron una serie de facultades, que variaron sustancialmente de 
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 Corte Penal Internacional, “Statement of the Prosecutor of International Criminal Court, Fatou 
Bensouda, regarding the conviction of Mr. Jean-Pierre Bemba”, 21 de marzo de 2016. 
683
 En total fueron 5708 las solicitudes individuales presentadas ante la Sección de Participación de 
Víctimas y Reparaciones (VPRS, siglas en inglés). Estas solicitudes de participación fueron presentadas 
por la VPRS a la Sala de Primera Instancia III y canalizadas a través de 24 aplicaciones. 
684
 Entre las declaraciones presentadas por las víctimas se relataban dos casos en los que las víctimas de 
las violaciones habían quedado embarazadas a raíz de las mismas, dos secuestros de víctimas y varios 
casos en los que las víctimas habían contraído VIH a raíz de las violaciones (habiendo fallecido dos de 
ellas por dicha causa). Ninguna de las solicitudes rechazadas se refería a crímenes de violencia sexual y 
no fueron aceptadas debido a que en ellas las víctimas alegaban haber sufrido actos que no estaban 




un caso a otro, dependiendo de la fase del proceso en la que se aceptó su participación. 
Así, mientras algunas víctimas fueron llamadas por la Sala de Primera Instancia III para 
que presentasen pruebas durante el proceso a través de sus representantes legales, otras 
sólo fueron capacitadas para presentar sus opiniones y observaciones ante la Sala a 
través de la representación de éstos
685
. 
A este respecto, la Sala de Primera Instancia III consideró que, “el proceso en el 
que las víctimas presentan sus opiniones y preocupaciones no es el mismo que aquel en 
el que se introducen pruebas”. Por tanto, si bien las opiniones y observaciones de las 
víctimas podrían dotar a la Sala de un cierto conocimiento sobre los hechos acontecidos, 
estas declaraciones –ya sean realizadas por ellas mismas o por medio de los 
Representantes Legales- no tienen valor probatorio
686
. En este sentido, la Sala de 
Primera Instancia III se encargó de clarificar cuales son los criterios que utilizó para 
decidir que las víctimas participasen de un modo u otro en los procedimientos
687
. Así, 
respecto a las víctimas a las que se les otorgó la capacidad de presentar sus opiniones y 
observaciones, la Sala justificó su decisión de limitar el número de participantes en la 
necesidad de respetar el derecho del acusado a la celeridad del proceso, alegando que 
extender el número de víctimas lo dilataría en exceso. En relación a las víctimas a las 
que se les concedió la capacidad de aportar prueba, la Sala consideró que la limitación 
del número de víctimas que podían acceder a este trámite obedecía al requisito de que 
dicha prueba debía “contribuir realmente a esclarecer la verdad de lo sucedido”
688
, 
teniendo además en cuenta que no convenía exceder el número de víctimas que 
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 Corte Penal Internacional, Sala de Cuestiones Preliminares III, Prosecutor vs. Jean Pierre Bemba 
Gombo, “Decision on the supplemented applications by the legal representatives of victims to present 
evidence and the views and concerns of victims”, ICC-01/05-01/08-2138, 22 February 2012, párr. 2; 
Corte Penal Internacional, Prosecutor vs. Jean-Pierre Bemba Gombo, “Judgement…”, párr.24.  
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 Corte Penal Internacional, Sala de Cuestiones Preliminares III, Prosecutor vs. Jean Pierre Bemba 
“Decision on the supplemented applications by the legal representatives of victims to present evidence 
and the views…”, párr.20. 
687
 Ibídem., párrs. 21 y ss.  
688
 Para lo cual la Sala de Primera Instancia III se basó en los siguientes criterios: a)Si los argumentos que 
se pretenden probar ya han sido presentados por la Fiscalía; b)Si el testimonio que la víctima pretende 
otorgar está lo suficientemente conectado con los cargos imputados al acusado como para ser relevante; c) 
Si el asunto sobre el que se quiere testificar concierne a un amplio número de víctimas, o si se refiere a 
hechos aislados; d)Si el testimonio introduce información novedosa sobre uno de los asuntos que están 
siendo tratados en el proceso. Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática del 
Congo, Sala de Primera Instancia II, Prosecutor vs. Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo,“Directions 
for the conduct of the proceedings and testimony in accordance with rule 140”, ICC- 01-04-01/07-1665-




participasen de este trámite, puesto que “a esta categoría de víctimas no se les permite 
comparecer de forma anónima”
689
.  
Con todo, la decisión de la Sala de establecer estas dos categorías de víctimas no 
está exenta de problemas pues puede generar descontento entre las víctimas en relación 
a la percepción de estas sobre que las víctimas tendrían de la actividad judicial de la 
CPI, puesto que podrían considerar que dicho órgano no respeta la igualdad de trato y 
oportunidades entre ellas. Circunstancia que, de darse, redundaría en la victimización 
secundaria de ciertas víctimas y no beneficiaría en nada a la reconciliación. Por tanto, 
resulta conveniente que la CPI dedique esfuerzos a manejar las expectativas de las 
víctimas.  
A. Medidas de protección de las víctimas adoptadas por la Corte Penal Internacional 
Desde el inicio del proceso, la CPI tuvo en cuenta que en este caso muchas de 
las víctimas habían sufrido crímenes de violencia sexual y por ello ya en la fase de 
examen preliminar la Sala de Cuestiones Preliminares III resolvió la adopción de 
medidas para proteger a las víctimas que participaron presentando sus opiniones y 
observaciones.  
Así, siguiendo las Reglas 81.4 y 81.2 RPP, tuvo en cuenta el riesgo que corrían 
ciertas víctimas y testigos al afrontar las declaraciones
690
, el historial intimidatorio del 
acusado
691
, y el hecho de que ninguna de las víctimas y testigos mencionados formasen 
parte del Programa de Protección de la CPI. Así, a fin de minimizar los riesgos que 
corrían éstas al interactuar con la CPI acordó decretar el secreto sobre la identidad de las 
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 Corte Penal Internacional, Prosecutor vs. Jean- Pierre Bemba Gombo, “Decision on the supplemented 
applications by the legal representatives of victims to present evidence…”, párr. 22.  
690
 La CPI determina el peligro que supone la identificación de víctimas y testigos en base al riesgo que 
tienen éstos de que su seguridad esté garantizada. En este sentido, el citado órgano define la fuente de la 
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de hacer daño, tomar represalias, matar o influir negativamente a una víctima o testigo, debido al impacto 
adverso que ha causado durante los procedimientos ante la Corte”. Situación en la República 
Centroafricana, Prosecutor vs. Jean-Pierre Bemba Gombo, Registro de la Corte Penal Internacional, 
“Victims and Witness’ Unit’s observations on the protection measures available in relation to individuals 
concerned by the Prosecutor’s proposal for redaction”, ICC-01/05-01/08-72-US-Exp, 1 de diciembre de 
2008, párr.17 (Traducción propia). 
691
 La CPI tuvo conocimiento de que el acusado estaba rodeado de un amplio número de apoyos que 
amenazaron e intimidaron a víctimas y testigos. Situación en la República Centroafricana, Prosecutor vs. 
Jean-Pierre Bemba Gombo, Sala de Cuestiones Preliminares, “First decision on the Prosecution`s request 






. Dictada dicha orden
693
, los testimonios de víctimas y testigos participantes 
en esta fase del proceso se presentaron de forma conjunta por la Fiscalía -siguiendo lo 
estipulado en el artículo 61.5 ER- en un resumen de pruebas, evitando así que con la 
declaración en persona se conociese la identidad de los participantes.  
Posteriormente, a fin de garantizar la seguridad y bienestar de las víctimas 
participantes en el juicio, la Fiscalía requirió a la Sala de Primera Instancia III para que 
durante la fase de juicio adoptase las siguientes medidas: a) Que las víctimas y testigos 
continuasen siendo nombrados por su identificación numérica durante los 
procedimientos, según la Regla 87.3 RPP; b) Que se distorsionasen sus voces e imagen 
durante los testimonios, en base a la misma Regla; c) Que en aquellos casos en los que 
la práctica de la prueba pudiese suponer que se conociese la identidad del declarante, la 
“Corte” realizará las sesiones a puerta cerrada; d) Finalmente, se solicitó que donde se 
considere necesario, y siguiendo la regla 88 RPP, se eligiese un psicólogo o persona de 
confianza para acompañar a las víctimas durante las declaraciones
694
.  
Todas estas peticiones fueron aceptadas por la Sala de Primera Instancia III y 
puestas en práctica durante el transcurso de los procedimientos. De este modo durante el 
juicio, la mayoría de testigos declararon bajo la identificación de una secuencia 
numérica
695
, prestaron declaración in camera, con distorsión de imagen y sonido
696
, a 
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 Véanse los siguientes documentos en los que la Fiscalía, la Unidad de Víctimas y Testigos y la Sala de 
Cuestiones Preliminares III convienen en la aplicación de medidas para proteger la identidad de víctimas 
y testigos en el caso Bemba: “Prosecution’s Application for Proposed Redactions Pursuant to Rules 81.2 
and 81.4 of the Rules of Procedure and Evidence”, ICC-01/05-01/08-164-US-Exp, 30 de junio de 2008; 
“Victims and Witness Unit´s Observations on the Prosecution`s Application Pursuant to Rules 81.2 y 81.4 
for redactions to the Application for a Warrant of Arrest and the Further Submission”, ICC-01/05-01/08-
39-US-Exp, 4 de Julio de 2008; “First decision on the Prosecutor`s request for redactions”, ICC-01/05-
01/08-85 Conf, 31 de agosto de 2008.  
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 Según la Corte Penal Internacional, para establecer la posibilidad de que las declaraciones se presenten 
de forma redactada a fin de proteger a víctimas y testigos del riesgo que éstos pueden correr durante la 
audiencia previa a la confirmación de cargos es necesario tener en cuenta: a) El peligro que se les puede 
causar a las víctimas si se revela su identidad y la posibilidad de que si no se revela, se disminuya el 
peligro; b) la necesidad de no revelar la identidad en el sentido de que es la medida menos lesiva que 
puede adoptarse; c) la proporcionalidad entre no revelar la identidad por el  perjuicio que podría causar y 
el respeto a los derechos del acusado a un juicio justo e imparcial. Corte Penal Internacional, Prosecutor 
vs. Jean-Pierre Bemba Gombo,“First decision on the Prosecutor’s..., párr. 15.   
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 Corte Penal Internacional, Sala de Primera Instancia III, “Corrigendum to ‘Prosecution´s Request for 
Protective and Special Measures for Prosecution Witnesses at Trial”, ICC-01/05-01/08-800-Corr-Red4, 6 
de julio de 2010, párr.19. Por ejemplo, el testigo 220, testificó acompañado por dos asistentes de la 
Unidad de Víctimas y Testigos, esta medida fue autorizada por la Sala de Primera Instancia III, 
Prosecutor vs. Jean–Pierre Bemba Gombo, “Transcripts”, ICC-01/05-01/08-T-220-FRA, 1 de mayo 
2012. 
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 Los únicos que no testificaron con medidas protectoras fueron: todos los testigos expertos; y, seis 




menudo en sesiones en las que una parte de las mismas se hizo a puerta cerrada, y 
fueron acompañadas por psicólogos, si bien conviene diferenciar entre las declaraciones 
prestadas por las víctimas y las de los testigos, puesto que las medidas de 
confidencialidad decretadas para cada grupo fueron diferentes.  
B. Los medios de prueba empleados: deficiencias en la protección a las víctimas durante 
la práctica de la prueba  
Siguiendo la Regla 70 RPP, la CPI estudió el criterio de la ausencia del  
consentimiento, que no consideró como un elemento del crimen de violación, y así, 
dando un paso más respecto al criterio de la falta de autonomía sexual en entornos 
coercitivos consideró que, cuando las circunstancias contextuales de fuerza, amenaza de 
la fuerza o aprovechamiento del entorno coercitivo han sido probadas, el Fiscal ni 
siquiera debe probar la falta de consentimiento de la víctima
697
.  
A este respecto, la Sala de Primera Instancia III concluyó que los actos de 
naturaleza sexual alegados se cometieron en un entorno coactivo a la luz de las 
circunstancias de la existencia del conflicto armado en la República Centroafricana en el 
momento en el que tuvieron lugar tales actos y de la presencia de fuerzas militares 
hostiles entre la población civil
698
. Así mismo, la Sala consideró la concurrencia de 
otras circunstancias que contribuyeron a crear un entorno coercitivo refiriéndose, entre 
otras, al número de personas que participaron en la violación de la “víctima 1” (trece); 
la comisión de tales actos al tiempo que las poblaciones de Mougoumba y Sibut estaban 
siendo atacadas por las tropas del acusado; y la perpetración de tales actos junto a otros 
crímenes tales como el asesinato o el robo con violencia de bienes a la población civil. 
Además, las víctimas manifestaron sentir miedo ante las amenazas de muerte que 
sufrieron por parte de las tropas del acusado si no atendían a sus requerimientos 
sexuales
699
.   
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En relación al requisito de la conducta anterior de la víctima, la CPI -en concreto 
la jueza Steiner- invalidó las preguntas de la Defensa que, cuestionando a la víctima 
sobre la paternidad de sus hijos, pretendía crear la apariencia de una cierta 
disponibilidad sexual de la víctima
700
.  
En lo que se refiere a las medidas de protección que adoptó la CPI en relación a 
las pruebas aportadas por las víctimas, en un principio la Sala de Cuestiones 
Preliminares III aceptó la lista de pruebas que se habían de practicar durante el juicio, 
presentada por la Fiscalía
701
, en la que se aceptaba prima facie la presentación de 
testimonios por vía escrita. Sin embago, posteriormente, la Sala de Apelaciones invalidó 
la citada decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares III, por entender que la 
concurrencia de las circunstancias recogidas en el artículo 68.2 ER (que permite adoptar 
medidas destinadas a guardar la confidencialidad de las víctimas) debía ser valorada 
caso por caso
702
. Así, las dos víctimas que aportaron prueba en el juicio declararon lo 
suficientemente desprovistas de medidas destinadas a proteger su identidad como para 
que podamos criticar la postura de la Sala de Apelaciones, ya que, si bien no se 
revelaron sus nombres durante sus testimonios, no se utilizaron medios electrónicos 
como la distorsión de imagen y voz. 
El examen hasta aquí realizado permite extraer las siguientes conclusiones: 
En primer lugar, a pesar del elevado número de solicitudes de participación 
presentadas, finalmente sólo se aceptó que fuesen dos las víctimas que aportaron sus 
testimonios ante la Sala de Primera Instancia III como medio de prueba. No obstante, 
sus testimonios sirvieron como prueba contra el acusado, Jean Pierre Bemba Gombo, a 
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los efectos de determinar su autoría y responsabilidad penal. Ahora bien, si analizamos 
esta cuestión desde una perspectiva de justicia restaurativa, consideramos que la 
decisión de la CPI de que sólo dos víctimas fuesen oídas en juicio
703
, no contribuyó a 




Además, aún reconociendo el compromiso de la CPI por proveer de protección a 
las víctimas no resulta claro que lo haya conseguido con total efectividad en la práctica, 
puesto que hubo víctimas que declararon desprovistas de las suficientes medidas para 
proteger su identidad. 
En segundo lugar, se constata que el derecho a la participación de las víctimas se 
encuentra limitado por los requisitos procesales propios de los procedimientos judiciales 
y los intereses a los que responde la práctica criminal de la CPI. Como ya señalamos al 
tratar la cuestión de los criterios utilizados por la CPI para capacitar a las víctimas a 
aportar prueba en el juicio, sólo se aceptarán aquellos testimonios que resulten 
relevantes a efectos de dilucidar la culpabilidad y condena del acusado
705
. Por tanto, 
surge la duda de si las decisiones de la CPI en las que autoriza a la participación de 
víctimas tengan el propósito de otorgar a éstas un foro en el que expresar sus opiniones 
y preocupaciones u obedezcan a las razones de utilitarismo procesal. Al fin y al cabo no 
puede obviarse que, aunque la CPI dirige en sus actuaciones por el principio de “interés 
de las víctimas”, se trata de un órgano judicial penal cuyo fin principal es la retribución, 
como así lo ha expresado la propia CPI de forma muy clara al señalar que “cuando 
estamos hablando de los crímenes más graves de transcendencia para la comunidad 
internacional en su conjunto, a la rehabilitación no se le debería dar mayor peso que el 
necesario, ya que los objetivos perseguidos al dictar una sentencia consisten en la 
imposición de una condena justa y apropiada, nada más”
706
.  
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2.4. Fase de emisión de la sentencia: determinación de la culpabilidad e 
imposición de la pena 
En el caso de que la Corte Penal Internacional dicte un fallo condenatorio, en el 
que se determine la responsabilidad penal individual del acusado siguiendo los artículos 
74 y 76 ER, la Sala de Primera Instancia deberá fijar la pena a imponer al declarado 
culpable por la comisión de los actos juzgados. La culpabilidad del acusado se 
determina sobre la base de los artículos 25 y 30 ER, en los que se regulan 
respectivamente los criterios para establecer la responsabilidad penal individual y el 
elemento de la intencionalidad del autor. El artículo 28 ER recoge el principio de la 
responsabilidad penal de los jefes y otros superiores. Por su parte, el artículo 25 ER 
establece un tipo de responsabilidad penal diferente al del artículo 28 ER, conforme al 
cual los superiores podrán resultar responsables directos cuando ordenen la comisión de 
los actos (artículo 25.2.b) ER o responsables indirectos cuando no impiden ni castigan 
la conducta de sus subordinados (artículo 28)
707
. Este principio, que forma parte del 
derecho internacional consuetudinario
708
, ha sido interpretado por la CPI en su 
jurisprudencia, concluyendo que, a los fines de determinar la responsabilidad del 
acusado en los crímenes perpetrados por los subordinados, el artículo 28 ER –a 
diferencia de los estatutos de los tribunales ad hoc- exige que éstos se hayan cometido 
en razón de “no haber ejercido [el superior] un control apropiado sobre esas fuerzas”
709
. 
La jueza Steiner formuló una Opinión Separada en el caso Bemba en la que expresó que 
“no es suficiente con que el superior haya fallado en su deber de ejercer el control 
                                                                                                                                                                          
Prosecutor vs. Germain Katanga, “Decision on Sentence pursuant to article 76 of the Statute”, ICC-
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correctamente”, sino que se requiere que “su omisión esté conectada y tenga un impacto 
en la comisión de esos crímenes”
710
.  
Además, el artículo 28 ER requiere la concurrencia del mens rea del acusado 
sobre la comisión del crimen, es decir que el acusado en el momento que se cometieron 
los crímenes hubiese sabido o hubiese debido saber los actos que estaban llevando a 
cabo sus subordinados. En este sentido, la CPI considera que la responsabilidad del 
superior es más grave cuando éste tenía conocimiento positivo de la conducta de sus 
subordinados, que sí sólo “debería saber”
711
, circunstancia que en aplicación del 
principio de proporcionalidad debería reflejarse en la imposición de la sentencia
712
.  
El caso Bemba ofrece también la oportunidad de examinar las cuestiones que 
suscita la determinación de la culpabilidad del acusado en el supuesto de comisión de 
crímenes de violencia sexual. Así, a la luz de las pruebas presentadas por las víctimas y 
testigos participantes en el proceso y de las evidencias acreditadas por la Fiscalía se 
confirma la comisión de crímenes de violación por parte de las tropas del ex 
comandante Jean-Pierre Bemba, constatándose la perpetración de penetración vaginal o 
anal por parte de las fuerzas militares a las órdenes del acusado (denominadas, “MLC”) 
contra civiles, mediando fuerza física o coerción
713
. Así mismo, en cuanto al requisito 
del mens rea, la Sala de Primera Instancia III consideró que resultaba probado que los 
soldados del MLC tenían conocimiento e intención de cometer los actos de violación, 
por lo que se les consideró los perpetradores directos de los actos mencionados, que 
cometieron con el propósito de amenazar y aterrorizar a la población, cuando ésta se 
negaba a entregar sus bienes a los soldados.  
  En su sentencia, la Sala de Primera Instancia III condenó a Jean-Pierre Bemba, 
en virtud del artículo 28. a) ER, como autor de los crímenes juzgados al actuar como 
superior militar que tenía conocimiento de que las fuerzas del MLC, que estaban bajo su 
autoridad y control efectivo, cometieron los crímenes de violación como crímenes de 
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guerra y de lesa humanidad. La Sala determinó además que estos crímenes eran 




Por lo que se refiere a la imposición de la pena, el artículo 78.1 ER dispone que 
se contemplarán la gravedad del crimen y las circunstancias personales del acusado. 
Asimismo, siguiendo la Regla 145.1.b) y 145.2.a y b) RPP para valorar la gravedad del 
crimen la CPI ponderará la existencia de circunstancias atenuantes, circunstancias 
agravantes y, además, en virtud de la Regla 145.1.c) tendrá en cuenta una serie de 
factores que podemos denominar otros factores relevantes, como son la magnitud del 
daño causado, los medios empleados para perpetrar el crimen y el grado de 
intencionalidad. Sobre la base de estas disposiciones, la CPI en el caso Bemba impuso 
la pena de 18 años de prisión a Jean-Pierre Bemba Gombo, teniendo en cuenta lo 
siguiente: 
a) La Sala de Primera Instancia III, en virtud de la Regla 145. 1.c) RPP, consideró como 
factores relevantes que las víctimas estaban desarmadas durante las violaciones, siendo 
los perpetradores los que portaban armas y amenazaban a la población civil con ellas; la 
localización de los crímenes (que en su mayoría fueron cometidos en la casa de las 
víctimas); la edad de las víctimas (muchas menores de ocho años); la duración y 
repetición de los actos, la violencia, humillación y publicidad con la que éstos se 




Asimismo, la CPI valoró la magnitud del daño causado a las víctimas y sus 
familiares. Para ello, examinó el impacto que la perpetración de tales actos había 
causado en las víctimas, sirviéndose del testimonio de dos expertos en traumas sexuales, 
los cuales atestiguaron los problemas físicos, el sufrimiento psicológico y las secuelas 
que soportan las víctimas de estos actos, así como las consecuencias sociales y 
económicas tales como el ostracismo, rechazo y abandono familiar y/o comunitario que 
sufren muchas de ellas
716
. 
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b) La existencia de algunos de estos factores relevantes sirvió a la CPI para considerar 
la concurrencia de circunstancias agravantes en el sentido de la regla 145.2.b RPP. Así, 
se contemplaron “la indefensión de la víctima” (145.2. b. iii RPP) y la “especial 
crueldad” con la que se cometieron los crímenes (145.2. iv RPP).  
Para determinar la indefensión de la víctima la CPI tuvo en cuenta que el MLC 
antes de cometer los actos se aseguró de ser la única fuerza armada presente en la zona, 
y que la mayoría de violaciones se produjeron en lugares aislados o atacando 
sorpresivamente el domicilio de las víctimas y la edad de las mismas
717
.  
En relación a la especial crueldad, la Corte consideró la existencia de esta 
circunstancia agravante dado que las violaciones se cometieron junto a otros crímenes 
(asesinato y robo con violencia); acompañados de abusos físicos, psicológicos y 
amenazas; en público (generalmente la familia de la víctima); por múltiples 
perpetradores y repetidas veces sobre la misma víctima
718
.  
Por otra parte, la Sala de Primera Instancia III en el fallo previo a la sentencia 
consideró probado que las tropas del acusado (MLC) cometieron los crímenes de 
violación persiguiendo objetivos específicos tales como atemorizar a la población, 
causar problemas médicos y psicológicos a las víctimas (embarazos, sentimiento de 
culpabilidad, contagio de VIH, pérdida de la virginidad), usar a las mujeres como botín 




Sin embargo, sorpresivamente la Sala de Primera Instancia III, aunque reconoció 
que los crímenes de violación se cometieron persiguiendo dichos objetivos, no 
consideró que éstos constituyesen una circunstancia agravante a efectos de imponer la 
pena a Jean-Pierre Bemba. En este sentido, se ha tener en cuenta que la Regla 145.2.b.v) 
RPP recoge la posibilidad de que se considere como circunstancia agravante el hecho de 
que el crimen hubiese sido cometido por cualquier motivo que entrañe discriminación 
en el sentido del artículo 21. 3 ER, entre los que se encuentra la discriminación por 
razón de género, a la que claramente responden todos los objetivos anteriormente 
señalados. Además, en el “Documento político sobre investigación y enjuiciamiento de 
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crímenes sexuales y de género” la Fiscalía subrayó que al imponer la sentencia, la CPI 
“considerará las dimensiones sexuales y de género de los crímenes”
720
.   
c) En el caso Bemba la CPI no consideró la existencia de circunstancias atenuantes en 
la comisión de los crímenes de violación, rechazando la petición de la Defensa que 
alegó que a efectos de imposición de pena se tuviesen en cuenta las circunstancias 
personales del acusado y la conducta del condenado posterior al acto
721
.  
3. LAS COMISIONES DE LA VERDAD AFRICANAS QUE INVESTIGAN CRÍMENES 
SEXUALES 
3.1. Comisiones de la verdad con perspectiva de género: repercusiones 
sobre la investigación de crímenes de violencia sexual 
 Como ya hemos señalado, las víctimas de graves violaciones a los derechos 
humanos y crímenes internacionales tienen el derecho de saber la verdad sobre los actos 
sufridos, en especial en lo referente a los autores, modo de comisión y el porqué de su 
perpetración
722
. Ahora bien, en países en transición, la obligación de respetar y 
garantizar el derecho a la verdad de las víctimas suele colisionar con la debilidad del 
sistema de justicia penal
723
. Por esta razón, desde hace más de tres décadas la búsqueda 
de la verdad en las sociedades en transición se ha llevado a cabo principalmente a través 
del establecimiento de unos mecanismos, diferentes de los órganos jurisdiccionales, 
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destinados a hacer frente al pasado a través del establecimiento de una verdad global
724
 
“que va mucho más allá de la verdad judicial y narrativa de la Sala de audiencias”
725
 y 




Así, el recurso a Comisiones de la verdad se ha ido consolidando como el 
instrumento idóneo a través del cual satisfacer el elemento “verdad” durante las 
transiciones y garantizar el derecho a la verdad de las víctimas de los conflictos 
armados.  Además, estas Comisiones son también un buen mecanismo para avanzar 
hacia la recuperación, la reconstrucción, rehabilitación, reparación y reconciliación de 
las víctimas y de toda una sociedad
727
. Asimismo, la labor de las Comisiones de la 
verdad permite estudiar las pautas de los crímenes cometidos durante el conflicto y 
abordar sus causas y consecuencias
728
 con el propósito de identificar los aspectos 
jurídicos y sociales que necesitan ser reformados. Estos se recogerán en una serie de 
recomendaciones formuladas por la Comisión de que se trate, ya que, en última 
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patrones de criminalidad. Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, Final Report, 
Volumen II, Capítulo 2, 2004, pág. 113. 
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 “Las personas que han experimentado atrocidades cargan con ese peso por el resto de sus vidas. 
Brindarles la oportunidad de revelar públicamente la verdad acerca de lo sucedido durante un conflicto 
puede ser un paso importante hacia la recuperación y la reconstrucción no sólo para ellas, sino para toda 
la sociedad”. Centro Internacional de Justicia Transicional y Fundación Kofi Annan “Desafiando lo 
convencional: ¿Pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?, 2014, disponible en: 
https://www.ictj.org/challenging-conventional-truth-commissions-peace/index_es.html#05, últimas visita: 
agosto 2016.  
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instancia, se espera que las Comisiones sirvan para transformar la realidad, incluyendo 
las causas que dieron lugar a la perpetración de tales crímenes
729
.  
 Más recientemente, las funciones de las Comisiones de la verdad se han 
ampliado y éstas han dejado de ser una alternativa a la justicia penal para convertirse en 
mecanismos de justicia que al estilo de “cajón de sastre” son establecidos con el 
propósito de ejercer una multitud de funciones que, orientadas a las víctimas, se dirigen 
a rehabilitar y reparar a las víctimas (función rehabilitadora y reparadora) y transformar 
las sociedades (función transformadora). 
De este modo, en los últimos tiempos la presencia de estos órganos en los 
procesos transicionales ha experimentado un crecimiento exponencial, tanto desde una 
perspectiva cuantitativa, como cualitativa
730
. El abanico de los hechos investigados se 
ha ido ampliando hasta abarcar, además de la investigación de las violaciones graves a 
los derechos humanos y crímenes internacionales; la corrupción y la explotación de 
recursos naturales o públicos a gran escala y la adquisición irregular e ilegal de tierras 
públicas
731




 En cambio, la investigación de las violaciones a los derechos humanos y la 
comisión de crímenes internacionales de violencia sexual, especialmente los infringidos 
contra las mujeres es todavía un terreno poco explorado
733
. En este sentido, la plena 
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 Todos los estudios recientes sobre Comisiones de la verdad concuerdan en destacar la importancia de  
que las mismas identifiquen una serie de recomendaciones que sirvan para reformar los sistemas 
judiciales y el ámbito legislativo de los países en transición. Entre otros, véase: Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Instrumentos del estado de derecho para sociedades que 
han salido de un conflicto. Comisiones de la Verdad…,19. “Las transiciones políticas pueden ofrecer una 
oportunidad extraordinaria para mejorar el acceso de las mujeres a la justicia, reclamar espacio público y 
crear el impulso para lograr reformas fundamentales”. Vasuki Nesiah, Comisiones de la verdad y género: 
principios, políticas y procedimientos (Nueva York: Centro Internacional para la Justicia Transicional, 
2006): 2. 
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 En palabras de Schabas “éstas han emergido como un mecanismo altamente popular en esa caja de 
herramientas que es la justicia transicional”, ya que aunque se han establecido mecanismos de justicia 
penal internacional para hacer frente a las violaciones cometidas durante los conflictos armados, el 
número de Comisiones establecidas es mucho más numeroso”. William Schabas, “Introduction”, Truth 
Commissions and Courts…, 1 (traducción propia). 
731
 Comisión de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación de Kenia, “The Final Report of the Transitional 
Justice and Reconciliation Commission of Kenia” (2013), disponible en:  
http://digitalcommons.law.seattleu.edu/tjrc/, última visita: diciembre de 2016. 
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, The Truth and Reconciliation 
Commission Act, Volume I. Chapter I, 2004. 
733
 En palabras de Nesiah “a menudo, la experiencia de las mujeres como víctimas de la violencia política 
es ignorada en los diferentes enfoques de justicia transicional. Con mucha frecuencia, se han redactado, 




inclusión de la violencia sexual contra las mujeres dentro de los mandatos de las 
Comisiones de la verdad, fruto de la incorporación de una perspectiva de género que se 
inició con las comisiones peruana y sierraleonesa, es todavía una tendencia incipiente. 
Todo ello, pese a que como claramente se señala en el Informe final de la Comisión de 
la Verdad y la Reconciliación de Liberia: 
“los conflictos, las guerras civiles y las crisis afectan a los hombres y mujeres de 
diferente manera, y que las mujeres son especialmente afectadas por la manifestación y 
consecuencias [de género, se entiende] y del poder transformador de realizar un análisis de 
género durante los procesos pos-conflicto; las cuestiones de género siguen siendo infra tratadas 
en los asuntos de paz y seguridad, a pesar de que “entender estas nociones de género, y 
comprender como se conforman  antes, durante, y tras el conflicto, es una cuestión clave para 
reparar una sociedad de las secuelas de la guerra”
734
.  
Así, la labor de las primeras Comisiones de la verdad discurrió al margen de las 
cuestiones de género, de forma que las comisiones de Argentina (1983-1984) y Chile 
(1990-91) pasaron por alto estos asuntos y ni en sus mandatos ni en los informes finales, 
hicieron referencia alguna a la materia. Hubo que esperar hasta el año 2001 para que por 
primera vez una Comisión de la verdad introdujese la perspectiva de género en su 
mandato. Fue en la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Perú, creada para 
investigar las graves violaciones a los derechos humanos cometidas en el marco del 
conflicto armado interno que se desarrolló entre 1980 y 2000, incluyendo la comisión 
de crímenes internacionales de violencia sexual
735
.  
En este sentido, si bien en un principio no se incorporaron ni la perspectiva de 
género ni la investigación de crímenes sexuales, tras arduos debates internos y bajo la 
influencia de  la presión ejercida por grupos activistas, esta Comisión resolvió incluir 
                                                                                                                                                                          
de políticas de reparación y reforma dando poca importancia a los complejos y distintivos perjuicios que 
las mujeres han sufrido”. Vasuki Nesiah, Comisiones de la verdad y género: principios…, 2.  
734
 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, “Truth and Reconciliation Commission Final 
Report”, Women and Conflict, Volumen III. Title I, págs. 1-3 (traducción propia). 
735
 En el año 1980, estalló un conflicto armado interno iniciado por la guerrilla Maoista “Sendero 
Luminoso” que usó las áreas rurales como base y emprendió una campaña del terror contra la población 
que habitaba dichas áreas. Como consecuencia se estima que 69.000 personas fueron asesinadas a manos 
de las fuerzas estatales, los grupos de defensa paramilitar local y los principales grupos insurgentes. Las 
partes en conflicto cometieron crímenes durante ese periodo, incluyendo desapariciones forzadas, tortura, 
ejecuciones arbitrarias, secuestros, desapariciones forzadas y violencia sexual generalizada. En un primer 
momento el mandato de la Comisión no contemplaba la inclusión de los crímenes cometidos contra las 
mujeres a las investigaciones, aunque la presión ejercida por los grupos de activistas feministas consiguió 
su inclusión. Nahla Valji, Gender and Transitional Justice Programming: A review of Peru, Sierra Leona 




las experiencias vividas por las mujeres durante el conflicto
736
, creándose la Unidad de 
Género para garantizar que la perspectiva de género informaría las tareas de la 
Comisión. Sin embargo, la inclusión de los crímenes cometidos contra las mujeres se 
redujo en la práctica a investigar los casos de violencia sexual. Precisamente la función 
primordial para la que fue capacitada dicha “Unidad” consistía en asegurar que la 
Comisión tenía las herramientas para documentar la perpetración de este tipo de 
crímenes, a pesar de que existían evidencias claras que atestiguaban que las mujeres 
habían sido también víctimas, de entre otros, de los crímenes de desplazamientos 
forzados y privación alimentaria
737
.  
Así, la Comisión optó por seguir la práctica generalizada de asimilar violencia 
sexual con violencia de género y violencia contra la mujer a pesar de las críticas de la 
que tal práctica ha sido objeto por parte del CEDAW
738
. Se ignoraron, por tanto, las 
violaciones graves a los derechos humanos sufridas por las mujeres durante el conflicto 
diferentes de la violencia sexual, sin profundizar en el impacto de género que el 
conflicto causó a nivel económico y social, y sin dedicar un espacio a abordar las causas 




Esta misma práctica se ha visto reflejada en el desempeño de otras Comisiones 
posteriores con mandato de género, que, confundiendo mujer con género y violencia 
sexual con violencia contra la mujer, han pasado por alto tanto las causas como las 
consecuencias que comprenden la dimensión de género del conflicto. Además, y al hilo 
de lo anterior, fruto de las carencias de la incorporación integral de la perspectiva de 
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 Julissa Mantilla Falcón, “La experiencia de la Comisión de la Verdad y Reconciliación en el Perú: 
Logros y dificultades de un enfoque de género”, Memorias de Ocupacion: Violencia sexual contra 
mujeres detenidas durante la dictadura (Chile: Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de 
Género, 2005). 
737
 Para una visión completa de los abusos y violaciones sufridos por las mujeres durante el conflicto 
armado peruano, veáse: Kimberley Theidon, “Gender in Transition: Common Sense”, Journal of Human 
Rights 6, nº4 (2007):453-478. 
738
 El Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, a propósito de la 
Comisión para la Verdad y la Reconciliación de Perú “observa con preocupación que únicamente la 
violación se recoja como violencia contra la mujer (…). El Comité observa asimismo con suma 
preocupación que no se está llevando a cabo la investigación y el enjuiciamiento de todos los actos de 
violencia contra la mujer y que no se hayan facilitado recursos para cada una de las víctimas”. CEDAW, 
Observaciones finales para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: Perú, 
CEDAW/C/PER/CO/6, 2 de febrero de 2007, párr. 36 y 37. 
739
 Un estudio del Banco Mundial sobre Comisiones de la Verdad peruana concluyó que los fallos en la 
incorporación de la perspectiva de género al trabajo de la Comisión se derivaron de la tardanza en 
incorporar los asuntos de género a los trabajos de la misma. Banco Mundial, Gender, Justice and Truth 




género en el trabajo de la Comisión de la verdad peruana, los trabajos realizados por 
ésta “no permitieron la adecuada tipificación interna de la violencia sexual y la 
actualización de las normas procesales que rigen los procesos de violencia sexual”
740
. 
Cabe concluir pues que en el caso concreto de dicha Comisión la focalización en 
crímenes sexuales no redundó en una mejor investigación de tales crímenes. 
Partiendo de este precedente, abordaremos a continuación el examen de aquellas 
Comisiones de la verdad africanas que han incorporado la perspectiva de género a sus 
trabajos, centrándonos en los crímenes de violencia sexual. El objetivo es concluir si la 
incorporación de la perspectiva de género en el mandato de las Comisiones de la verdad 
que analizamos ha repercutido en las investigaciones de los crímenes de violencia 
sexual perpetrados en cada caso.  
En concreto, tratemos de averiguar en qué medida el uso de estos órganos no 
judiciales puede contribuir a poner fin a la impunidad que rodea la comisión de 
crímenes de violencia sexual en el marco de un conflicto. Para ello intentaremos dar 
respuesta a las siguientes cuestiones: ¿En qué medida se recogen en los mandatos de las 
Comisiones de la verdad los crímenes de violencia sexual?; ¿Cuáles son los patrones de 
violencia sexual y las causas por las que se cometen este tipo de crímenes? ¿Recogen 
los informes recomendaciones relativas a la violencia sexual? ¿Se han implementado 
esas recomendaciones en los países en los que ha funcionado la Comisión en cuestión? 
 Al objeto de este análisis se han considerado aquellas Comisiones de la verdad 
africanas que cumplen dos requisitos. Primero, las Comisiones de la verdad estudiadas 
son aquellas que han incorporado la perspectiva de género en sus mandatos. Segundo, 
se trata de comisiones creadas a partir del año 2002. Esta delimitación temporal se 
justifica también por dos razones. Así, primeramente, hemos tenido en cuenta estas 
Comisiones porque a pesar de que la prohibición de cometer actos de violencia sexual 
durante los conflictos armados ya existía en el Derecho Internacional, no fue hasta la 
adopción del Estatuto de Roma, y su posterior entrada en vigor, cuando los actos de 
violencia sexual se incluyen como crímenes internacionales en un instrumento jurídico 
de ámbito universal
741
. En segundo lugar, y vinculado con lo anterior, reiteramos que no 
                                                          
740
 Julissa Mantilla Falcón, Justicia y reparación para mujeres víctimas de violencia sexual en contextos 
de conflicto armado interno (Perú: Conserjería de Proyectos, 2007). 
741
 En este sentido, a sabiendas de que las Comisiones de la verdad anteriores a 2002 hubiesen podido 




fue hasta 2001 que una Comisión de la verdad -la Comisión de la Verdad y 
Reconciliación de Perú- incorporó el mandato de género a sus investigaciones.  
En este sentido, tomando como referencia el esquema creado por ONU-Mujeres 
sobre los elementos que debe contener una Comisión de la verdad que integre la 
perspectiva de género
742
, hemos querido examinar en primer lugar la vinculación entre 
la dimensión institucional de la misma y la investigación de crímenes sexuales
743
. A 
este respecto, consideramos que, en principio, la paridad de género (igual número de 
mujeres que de hombres entre los miembros de la Comisión) por sí sola no es relevante 
a los efectos de mejorar la calidad y cantidad de investigaciones sobre crímenes 
sexuales realizadas por la Comisión de la verdad en cuestión
744
. Es decir, en nuestra 
opinión, lo verdaderamente determinante a estos efectos es estudiar si existe nexo de 
causalidad entre el aumento de la representación femenina entre los comisionados y un 
incremento de la investigación de crímenes de violencia sexual. 
 Así, observamos que, desde la comisión peruana cuyo porcentaje de mandatarias 
femeninas fue de un 17% (2/12), en los años siguientes el número de comisionadas de 
sexo femenino experimentó un fuerte crecimiento hasta estancarse en un porcentaje que 
                                                                                                                                                                          
Comisión en hacerlo fue la peruana en el año 2001, seguida de la de Sierra Leona, cuya fecha de creación 
data del año 2002. De modo que consideramos que podría existir cierta conexión entre la codificación 
internacional de los crímenes de violencia sexual en el ER y la inclusión de este tipo de crímenes a las 
investigaciones de las comisiones de la verdad. Por esta razón entendemos este criterio de delimitación 
como el más adecuado.  
742
 Los elementos que consideró ONU-Mujeres son: la inclusión de mujeres en el panel encargado de 
seleccionar a los miembros de la comisión; la reserva de una cuota mínima para mujeres en todos los 
puestos; la identificación de la violencia sexual como delito específico que debe ser investigado; la 
creación de una dependencia de género, y políticas de apoyo psicosocial y protección de testigos sensibles 
al género. Nahla Valji, La justicia transicional: ¿una oportunidad para las mujeres?..., 12. Por su parte, 
el Consejo de Derechos Humanos reiteró: “velar porque entre el personal encargado de tomar 
declaraciones también haya mujeres, lo que puede ayudar a las mujeres víctimas a sentirse más cómodas 
cuando informen sobre abusos sexuales”. Consejo de Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de 
Derechos para sociedades que han salido de un conflicto. Comisiones de la verdad…,22.  
743
 La representación paritaria de la mujer en todos los niveles institucionales de gobierno se traslada 
también a los mecanismos de resolución de conflictos a propósito del Objetivo Estratégico 3” letra c) de 
los comprendidos en la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing. Así, los gobiernos deberán tomar 
medidas tendentes a garantizar una representación paritaria de la mujer en todos los mecanismos de 
diseño y toma de decisiones que persigan el mantenimiento de la paz, la diplomacia preventiva y las 
actividades conexas a éstas. Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, aprobadas en la Cuarta 
Conferencia sobre la Mujer que tuvo lugar en Beijing del 4 al 15 de septiembre de 1995.  
744
 Reiteramos una vez más nuestro convencimiento de que el término género no debe de ser asociado con 
el sexo femenino en exclusividad. Siguiendo la categorización utilizada por la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional, los “crímenes basados en el género” son “aquellos crímenes cometidos contra personas -
sean hombres o mujeres- en razón de su sexo y/o las reglas socialmente construidas. Estos crímenes no se 
manifiestan siempre como una forma de violencia sexual, sino que podrían incluir ataques no sexuales 
sobre mujeres y niñas, hombres y niños, en virtud del género”. Fiscalía de la Corte Penal Internacional, 




va del 20% de la Comisión de la Verdad y de la Justicia de Mauricio al 44% de las 
Comisiones de Kenia y Liberia. Así, la tasa media de comisionadas en estas comisiones 




 Sin embargo, en la mayoría de las Comisiones de la verdad africanas, 
acompañando la práctica seguida en otros continentes, el número de mujeres que 
finalmente testificaron (es decir, de declarantes) fue muy inferior al esperado. Además, 
y aunque el número de testimonios ha ido en aumento en términos comparativos 
respecto a las Comisiones en las que no se incorporó la perspectiva de género, lo cierto 
es que “pese a que muchas mujeres han prestado sus testimonios ante algunas 
Comisiones de la verdad, buena parte de éstos estaban relacionados con violaciones de 
derechos humanos por los hechos sufridos por familiares masculinos”
746
.  
En el caso concreto de los crímenes sexuales, siguen siendo muy pocas las 
declaraciones que se prestan en el marco de las Comisiones de la verdad en general, y 
en  las africanas, en particular. En este sentido, más que establecer cuotas de 
representación femenina en la composición de la Comisión, convendría prestar atención 
a la capacitación en género de los comisionados y comisionadas
747
, y sobre todo, de las 
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 Véanse las cuotas de declaraciones otorgadas por mujeres. Comisión para la Reconciliación Nacional 
de Ghana (2002): 33%, 3/9; Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona (2002): 43%, 3/7; 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de la República Democrática del Congo (2003): 25%, 2/8; 
Comisión de la Equidad y la Reconciliación de Marruecos (2004): 25%, 2/8; Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación de Liberia (2006): 44%, 4/9; Comisión de la Verdad y la Justicia de Mauricio (2009): 
20%, 1,5%; Comisión de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación de Togo (2009): 36%, 4/11; Comisión 
de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación (2009): 44%, 4/9.  
746
 Nahla Valji, Romi Sigsworth y Anne Marie Goetz, La justicia transicional: ¿Una oportunidad…, 11; 
Véase también: Ruth Rubio Marín, What Happened to the Women? Gender and Reparations for Human 
Rights Violations (Nueva York: Social Science Research Council, 2006):28. Sobre el caso concreto de 
Marruecos, veáse: Khadija, Rouggany, Le Moroccan Experience in Dealing with the File of Gross 
Human Rights Violations and Gender Approach. Analysis Study (Advisory Council on Human Rights: 
Rabat, 2008): 24. 
747
 En este sentido, véanse las propuestas formuladas por ONU-Mujeres para fomentar la participación de 
las mujeres en las Comisiones de la verdad. Algunas de las cuales están especialmente dirigidas a 
capacitar a los comisionados a fin de que las víctimas de violencia sexual se sientan cómodas para 
declarar, como por ejemplo: “Realizar campañas dirigidas a grupos interesados para animar a las mujeres 
a presentar declaraciones y participar en el trabajo de la comisión”. Vasuki Nesiah, “Comisiones de la 
verdad y género: principios, políticas…”, p. 17.  
748
 Consejo de Derechos Humanos, Estudio Análítico centrado en la violencia sexual y de género en 




3.1.1. La inclusión de la violencia sexual en los mandatos de las Comisiones de la 
verdad africanas 
La investigación de crímenes de violencia sexual sólo fue incluida en los 
mandatos de cuatro de las nueve comisiones africanas que han sido creadas con 
posterioridad al año 2002
749
. Así, únicamente las Comisiones de la verdad de Sierra 
Leona, Liberia, Marruecos y Kenia recogen en sus mandatos la investigación de 
crímenes de esta naturaleza
750
. A este respecto, si bien es posible que teóricamente 
cualquiera de las otras Comisiones de la verdad que no tenía mandato de género pudiera 
haber incorporado la investigación de crímenes de violencia sexual en el transcurso de 
sus trabajos, esto no ha sucedido en la práctica. En todo caso, se recomienda que la 
investigación en crímenes sexuales se incorpore desde un principio, junto a un quantum 
de directrices dirigidas a incorporar la perspectiva de género, ya que se entiende que una 
incorporación temprana redundará en beneficio de la calidad de las investigaciones
751
.  
Por tanto, hay casos de Comisiones de la verdad en África en los que a pesar de 
estar suficientemente acreditada la perpetración de crímenes sexuales durante el 
conflicto, la investigación sobre los mismos no se ha incorporado al trabajo de las 
Comisiones de la verdad. El ejemplo más paradigmático al respecto lo encontramos en 
la Comisión de la Verdad de la República Democrática del Congo
752
. Con un porcentaje 
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de la República Democrática del Congo (2003-2007, Law. 
No. 04/018); Comisión de Reconciliación Nacional de Ghana (2003-2004, Act. No.611); Comisión de la 
Verdad y la Justicia de Mauricio (2009-2011, Act. No. 28), Comisión del Dialógo, Verdad y 
Reconciliación de Costa de Marfil (2011-2012) y la Comisión de la Verdad y la Dignidad de Túnez 
(2013-en curso, Ley Nº2013-53). Si bien algunas de estas Comisiones como la de Túnez han creado 
unidades especiales para la mujer, no podemos saber el contenido de las declaraciones de mujeres puesto 
que se están celebrando en la actualidad. Para conocer el contenido de los mandatos y los informes finales 
que están publicados se puede consultar la Colección Digital de Comisiones de la Verdad (Truth 
Commissions Digital Collection). United States Institute of Peace, Truth Commissions Digital Collection, 
disponible en: http://www.usip.org/publications/truth-commission-digital-collection , última visita: 
diciembre 2016. 
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 Sierra Leona: Truth and Reconciliation Commission of Sierra Leone, The Truth and Reconciliation 
Act 2000, 10 de febrero de 2000 (operatividad: 2002-2004); Liberia: Truth and Reconciliation 
Commission of Liberia, Truth and Reconciliation Commission Act, 12 de mayo de 2005 (operatividad: 
2006-2009); Marruecos: Instance Equité et Réconciliation, Dahir Royal Decree No.1.04.42, 10 de abril de 
2004 (operatividad: 2004-2005); Kenia: Truth, Justice and Reconciliation Commission of Kenya, Truth, 
Justice and Reconciliation Bill, 28 de noviembre de 2008 (operatividad: 2009-2012). 
751
 “A fin de garantizar la justicia para las experiencias de las mujeres en un conflicto a través de 
Comisiones de la verdad es necesario incorporar la perspectiva de género en el trabajo de dichas 
comisiones en etapas tempranas”. Nahla Valji, La Justicia Transicional: ¿una oportunidad para las 
mujeres?..., 12. Sobre la base de esta idea, el Consejo de Derechos Humanos ha considerado que “la 
determinación de estas cuestiones tiene muchas ventajas, especialmente en cuanto al marco jurídico”, 
Consejo de Derechos Humanos, “Estudio analítico centrado en la violencia sexual y de género en relación 
con la justicia…”, 21.  
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 Desde que el citado país obtuvo la independencia de Bélgica en 1960 y hasta el año 1966, tuvieron 




de mujeres comisionadas del 25% y aunque probablemente sea éste el país del que se 
tiene mayor conocimiento en relación a la comisión de actos de violencia sexual en 
conflicto -dada la labor documentalista realizada por las organizaciones de la sociedad 
civil
753
- lo cierto es que la investigación de los mismos no fue incluida expresamente en 
el mandato de dicha Comisión que, en todo caso, no ha hecho público su informe 
final
754
. Y es que, en términos generales, el resultado del establecimiento de dicha 
Comisión a estos efectos puede ser calificado de nulo, puesto que la misma concluyó 
sus trabajos sin haber registrado ninguna queja, conducido ninguna audiencia pública, ni 
llevada a cabo investigación alguna sobre crímenes de violencia sexual. Por esta razón, 
la propia Comisión, consciente de sus propias limitaciones, ha recomendado la creación 
de una segunda comisión en la que se investigaría la comisión de crímenes de violencia 
sexual durante su mandato temporal
755
.  
                                                                                                                                                                          
Al estallido de una guerra secesionista en la provincia de Katanga se unió la guerra de poder que se libró 
en el país entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, sin que la misión de Naciones Unidas pudiese 
poner fin a la violencia. Tras el ascenso del coronel Mobutu Sese Seko al poder, en el que permaneció 32 
años, la élite política saqueó los recursos naturales del país. En el año 1997 Laurent Kabilla formó una 
rebelión para desbancar del poder al coronel Mobutu y empezó una purga hacia los trabajadores 
gubernamentales de la etnia Tutsi. A raíz de tales actos, los rebeldes tutsis congoleños iniciaron una serie 
de disturbios civiles en agosto de 1998, con la ayuda de los tutsis ruandeses. Kabila fue asesinado en 2001 
y remplazado por su hijo Joseph Kabila. Un gobierno transicional fue establecido en 2003, pero la 
violencia no cesó, y las masacres en la provincia de Ituri continuaron a pesar de la presencia de las tropas 
de la ONU. A consecuencia de esta escalada de violencia, se continuaron produciendo miles de muertes 
de civiles, y decenas de mujeres y niñas fueron víctimas de crímenes de violencia sexual.  
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 A este respecto destaca el ya conocido informe de la organización de derechos humanos “Human 
Rights Watch”, que recogió las cifras documentadas por varias ONG`s que trabajaron en el terreno y que 
afirmaban que ocho de cada diez personas eran violadas cada día en la ciudad de Bunia y en otras 
localidades de la provincia de Ituri. Asimismo, en septiembre de 2004 un centro católico de mujeres de la 
provincia de Bukavu recibió sobre 200 nuevos casos de violencia sexual; entre enero y mayo de 2004 el 
hospital de Panzi, también en Bukavu, atendió a 1124  víctimas de violencia sexual y entre agosto de 
2003 y enero de 2004 el hospital de Médicos sin Fronteras, situado en Baraka, registró 550 casos de este 
tipo. Juliane Kippenberg, “Seeking Justice. The Prosecution of sexual violence in the Congo War” 
Human Rights Watch (Nueva York, 2005) págs. 9 y 10.  
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 La creación de una Comisión de la verdad en la República Democrática del Congo fue prevista en el 
Acuerdo de Paz firmado en diciembre de 2003 entre las partes participantes en el conflicto. Así, los 
artículos 154-160 de la Constitución Transicional invistieron a la Comisión con la capacidad de 
establecer la verdad entre las versiones en conflicto de lo sucedido, y promover la paz, la reparación y la 
reconciliación. Para ello, la Comisión debería examinar los conflictos políticos, sociales y económicos 
que tuvieron lugar entre la independencia en 1960 y la firma del Acuerdo de Paz en 2003. En nuestra 
opinión, teniendo en cuenta que los actos de violencia sexual se cometieron, al menos, hasta la firma del 
mismo, y que al tiempo ya se habían codificado los crímenes de violencia sexual en el ER, entendemos 
que la investigación de crímenes de esta naturaleza ejecutados entre el 1 de julio de 2002 y la fecha de la 
firma del acuerdo de paz debería haber sido incluida en el mandato de la citada comisión.  
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 Tal y como la propia Comisión expresó, ésta únicamente llevo a cabo las siguientes tareas: diálogos 
entre comunidades sobre la tolerancia y la paz, trabajos con partidos políticos para crear una cultura de 
paz, divulgación a los estudiantes sobre el proceso de paz, reconciliación entre algunos grupos militares, 
actividades para reducir el conflicto interétnico, actividades para calmar el espíritu tras la ocupación de 
una villa por parte de la insurgencia, trabajo con refugiados -incluyendo el alentarlos para que regresaran 
a casa- divulgación para animar a la población a que se registrara y votara en paz, y promoción del 




La inexistencia de una relación de causalidad entre el número de comisionadas y 
la investigación de crímenes sexuales queda patente a la luz de las experiencias de 
Liberia y Marruecos. Así, en la Comisión de Liberia un 44 % de sus miembros eran 
mujeres, y a pesar de que el número de mujeres declarantes igualó al de hombres
756
, 
sólo un 4% de las violaciones denunciadas por mujeres hacía referencia a crímenes de 
violencia sexual, pese a que, según un informe de la Organización Mundial de la Salud, 
el 80 % de las mujeres sufrieron delitos sexuales de algún tipo durante el conflicto
757
. 
En la situación inversa se encuentra Marruecos, que pese al bajo porcentaje de 
representación femenina entre los comisionados, tan sólo el 6%, sí se documentaron 
multitud de denuncias de violaciones de mujeres presas durante el reinado de Hasan 
II
758
. En este caso, la Comisión decidió dar por supuesto que toda mujer que había 
estado presa había sufrido actos de este tipo
759
. En nuestra opinión, tal opción no 
necesariamente tiene una lectura positiva sino que supone simplificar el fenómeno de la 
violencia sexual, y puede considerarse fruto de una visión patriarcal de la mujer como 
víctima y de la falta de exhaustividad en la incorporación de la perspectiva de género a 
los trabajos de esta Comisión
760
. 
En suma, aunque sí puede apreciarse una cierta disponibilidad a investigar 
crímenes sexuales en aquellas Comisiones de la verdad africanas que han incorporado la 
perspectiva de género a nivel institucional; ante la falta de datos publicados por las 
comisiones de la verdad analizadas, no podemos afirmar que la mera presencia 
femenina entre los miembros de una Comisión de la verdad, vaya a redundar, en todo 
caso, en una mayor investigación de este tipo de crímenes. 
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En nuestra opinión, el análisis verdaderamente interesante es el que permite 
relacionar la capacitación en crímenes sexuales y de género de los miembros de la 
Comisión y la investigación de crímenes sexuales
761
. Aunque ya avanzamos que en este 
caso las conclusiones que pueden extraerse son similares a las anteriores, ya que la 
práctica tampoco es uniforme. 
Así, la Comisión de la Verdad, Justicia y Reconciliación de Kenia (TJRC, en sus 
siglas en inglés) puso en marcha mecanismos especiales y procedimientos para incluir 
un mandato de género, en especial a través de la creación de la Unidad de Servicios de 
Apoyo Especial (SSSP, en sus siglas en inglés). Dicha “Unidad” trató que las 
experiencias vividas por hombres y mujeres durante la conocida como “Violencia Pos-
electoral” fuesen documentadas, para lo cual, entre otras cosas, desarrolló materiales de 
capacitación para tratar con las víctimas de este tipo de actos con el fin de prepararlas 
para declarar. Sin embargo, el resultado no fue el esperado, y en este caso, el 
establecimiento de medidas dirigidas a capacitar al personal no pudo evitar que el 
número de declaraciones realizadas fuese muy inferior al que la Comisión tenía previsto 
según los testimonios informales que ésta había recogido antes de iniciar sus trabajos
762
.  
Por su parte, la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona 
incluyó en su plan estratégico “la sensibilidad hacia las cuestiones de género” entre los 
principios que habían de guiar su trabajo, siguiendo lo recogido en la Sección 6.2 b del 
mandato (Truth and Reconciliation Commission Act). Con este fin, la Comisión 
suscribió un acuerdo con UNIFEM
763
, para que ésta le otorgase la capacitación técnica 
necesaria para asegurar la rendición de cuentas por los crímenes basados en el género y 
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contra las mujeres en los trabajos de la Comisión
764
. Al respecto, se constata que pese a 
que el número de mujeres declarantes fue inferior al de la Comisión liberiana (el 28% 
de la Comisión de Sierra Leona respecto al 50% de la Comisión de Liberia), el 
porcentaje de las mujeres que relataron haber sido víctimas de crímenes de violencia 
sexual aumentó (un 5.49% respecto al 4% de la comisión liberiana), sin que ningún 
hombre declarase haber sido víctima de crímenes de violencia sexual.  
Consecuentemente, la única conclusión que podemos extraer es que o bien el 
número de víctimas que sufrieron crímenes de violencia sexual fue mayor en Sierra 
Leona que en Liberia o bien que el trabajo de capacitación dio más frutos en la 
Comisión sierraleonesa. Por tanto, puede afirmarse que la capacitación en género es el 
elemento fundamental que contribuye a aumentar las declaraciones relativas a esta 
categoría de crímenes.  
En suma, más que la inclusión de mujeres entre los comisionados, consideramos 
que los efectos positivos de la incorporación de la perspectiva de género a los trabajos 
de las Comisiones de la verdad africanas se derivan de la opción por capacitar en 
cuestiones de género a los trabajadores de dichas comisiones, opinión que se está 
empezando a consolidar en dichos órganos. Así, se observa un cierto crecimiento 
porcentual en las mujeres que declaran ante estas Comisiones, sobre todo en relación a 
los testimonios sobre violencia sexual. No obstante, entendemos que es necesario seguir 
ahondando en esta cuestión, sobre todo en lo referente a la violencia sexual contra los 
hombres, que sigue siendo poco visibilizada en los foros internacionales en general
765
, y 
en procedimientos judiciales y Comisiones de la verdad, en particular.  
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3.2. La búsqueda de la verdad en la investigación de crímenes de violencia 
sexual 
3.2.1. La contribución de las comisiones de la verdad 
De entre las funciones que puede realizar una Comisión de la verdad, la 
búsqueda y el esclarecimiento de la verdad es la más importante, puesto que permite 
satisfacer el derecho a la verdad de las víctimas, otorgándoles un entorno para que 
presten testimonio sobre sus experiencias, así como investigar las circunstancias en las 
que se cometieron los crímenes de violencia sexual e identificar los patrones a los que 
responde esta violencia
766
. En este sentido, las Comisiones de la verdad africanas de 
Liberia, Sierra Leona, Marruecos y Kenia han destinado, en mayor o menor medida, un 
espacio a identificar las causas discriminatorias de género que subyacen en la comisión 
de este tipo de crímenes.  
A)Por lo que respecta en primer lugar a la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de 
Liberia (TRCL), siguiendo con el mandamiento recogido en el artículo VII, sección 
26.f) en el que se señalaba que con su trabajo ayudaría a restaurar la dignidad de las 
víctimas “prestando especial atención a los asuntos de violencia sexual y basada en el 
género, particularmente a las experiencias de mujeres y niños”
767
, dedicó un capítulo 
específico en el Informe Final a recoger las experiencias vividas por las mujeres durante 
el conflicto armado que tuvo lugar entre 1979 y 2003
768
.  
Además, en virtud del uso del término “particularmente” recogido en el 
mandato, el Informe final, pionero en esta cuestión, toma también en consideración a las 
víctimas de sexo masculino, señalando específicamente que “los hombres también están 
sujetos a las agresiones físicas y sexuales, las cuales son experimentadas como 
consecuencia de su reclutamiento, ya sea éste voluntario o involuntario, por los grupos 
armados del conflicto”
769
. No obstante, reconoce que en estos casos los datos 
estadísticos son muy escasos, lo cual, en nuestra opinión, se puede achacar a un errónea 
tipificación en el sistema jurídico liberiano de la violencia sexual contra los hombres 
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como delitos sexuales de entidad menor (abusos sexuales)
770
. En este sentido, y a pesar 
del alegado escaso reflejo en las estadísticas de la perpetración de actos de violencia 
sexual contra hombres, en nuestra opinión, la Comisión se debería al menos haber 
planteado la posibilidad de que estos crímenes se hubiesen cometido por motivos de 
género. La consecuencia de tales hechos (la errónea tipificación de las violaciones 
sufridas por los hombres únicamente como abusos y la falta de identificación de los 
patrones de la violencia a los que estos actos responde) es su exclusión como 




En todo caso, el trabajo de esta Comisión permitió concluir que las mujeres 
estaban más expuestas que los hombres a ser víctimas de actos de violencia sexual, por 
razones de naturaleza social y, en ciertos casos, también meramente biológicas. De esta 
manera, el citado órgano afirmó que durante el periodo de tiempo estudiado las mujeres 
y niñas fueron víctimas de violaciones -aisladas o en grupo- abusos sexuales, embarazo 
forzoso, aborto forzado y esclavitud sexual. En muchos casos, las mujeres fueron 
deliberadamente contagiadas de VIH, reclutadas forzosamente para servir como 
cocineras del grupo armado y como esclavas sexuales. También identificó los efectos de 
la comisión de estos actos sobre las víctimas, las cuales a menudo han sufrido el 
ostracismo y la re-victimización que supone en haber servido como “bush wife” 
772
 .  
Asimismo, la Comisión dedicó un espacio a identificar los patrones de violencia 
que rodearon la comisión de estos crímenes en Liberia y concluyó que los actos de 
naturaleza sexual fueron cometidos de forma masiva considerando al cuerpo de las 
mujeres como “campo de batalla”, y perpetrados con la premeditada intención de que 
éste sirviese como instrumento vehicular “a través del cual se enviaba un mensaje al 
enemigo”
773
. En este sentido, la Comisión precisó que, en Liberia, los crímenes sexuales 
fueron usados para violar a una persona en su dimensión mental, física, emocional, 
económica y psicosocial
774
. Además, vinculó los actos perpetrados a las causas 
                                                          
770
 Los datos estadísticos sobre este particular están recogidos en: Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación de Liberia, Final Report…, Vol III, Title I”, p.33 y ss (en especial el Gráfico 2). 
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discriminatorias de género que subyacen en su perpetración, afirmando que la extrema 
violencia que las mujeres sufrieron durante el conflicto no surge únicamente a causa de 
las condiciones de la guerra, “sino que ésta se relaciona directamente con la violencia 
que sufrieron por ser mujeres”. De este modo, la Comisión realizó un recorrido por las 
prácticas y leyes discriminatorias contra las mujeres existentes en Liberia que sirvió 
para que el citado órgano adoptase una serie de recomendaciones para transformar las 
discriminaciones y desigualdades de género, a fin de que fuesen implementadas por el 
gobierno del país.  
B) En segundo lugar, la Comisión de la Verdad y Reconciliación de Sierra Leona, 
expresó en la sección 6, sub-sección 2 b) de su mandato que “con el fin de restaurar la 
dignidad humana de las víctimas y promover la reconciliación se dará especial atención 
a la cuestión de las violencias sexuales”
775
.  
Así, y siguiendo con lo estipulado en el mandato, el Informe Final de la 
Comisión dedicó el Capítulo 3 del Volumen 3B a documentar las experiencias vividas 
por las mujeres durante el conflicto armado. En este caso, el mandato de la Comisión no 
hacía ninguna referencia a la investigación de crímenes sexuales contra los hombres y 
éstos tampoco se investigaron durante sus trabajos. No obstante, en un apartado del 
“Informe final” se decía que la mitad de los actos de esta naturaleza habían sido 
cometidos contra mujeres, lo cual induce a pensar que la otra mitad fueron perpetrados 
contra hombres.  
En líneas generales, los testimonios prestados por las víctimas permitieron 
documentar fehacientemente la comisión de estos crímenes, pese a lo cual, si 
comparamos los datos de participación y denuncia en la Comisión con las estimaciones 
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de las organizaciones internacionales no gubernamentales, podemos concluir que fue un 
crimen poco informado
776
.   
No obstante la baja participación, la Comisión concluyó que las mujeres y niñas 
fueron víctimas de crímenes de violación (individual o múltiple), esclavitud sexual, 
embarazos forzosos y abortos forzados, que se perpetraron de forma sistemática y 
formaban parte de una estrategia deliberada, usada tanto por el Ejército de Sierra Leona 
(SLA) y la milicia conocida como Civil Defense Forces (CDF) como por el Frente 
Revolucionario Unido (RUF, siglas inglesas) y el Consejo Revolucionario de las 
Fuerzas Armadas (AFRC,en sus siglas en inglés), consistente en que las mujeres fuesen 
el “blanco” de crímenes de violencia sexual por razones de género. La Comisión 
relacionó directamente esta circunstancia con la cultura de subordinación e invisibilidad 
a la que se ven abocadas las mujeres de este país. Así, el ostracismo social se traslada al 
sistema legislativo, judicial y policial, que fomenta la desconfianza de las mujeres en el 
sistema jurídico y promueve la cultura del silencio, que las disuade de declarar los actos 
sufridos ante cualquier institución pública y por tanto de la Comisión
777
.  
C) Por último, la Comisión de la verdad marroquí constató en el transcurso de sus 
trabajos la comisión de crímenes sexuales contra las mujeres presas durante el reinado 
de Hasan II. Es ésta la única referencia que se encuentra al tema en su Informe final en 
el que no se identifican los patrones de la violencia ni las causas que posibilitaron su 
perpetración, lo cual no impidió que la Comisión recomendase la creación de un 
programa de reparaciones en el que se incluyese a las víctimas de estos actos
778
. Llama 
la atención el hecho de que la Comisión incorporase los actos de violación bajo el 
epígrafe denominado “Torturas” en vez de considerarse la violación como violencia 
sexual. Es precisamente esta cuestión la que nos lleva a estimar que, a pesar de que la 
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Comisión no haya dicho nada al respecto, la existencia de una cultura de impunidad 
propició la comisión de estos actos, puesto que al momento de ser cometidos la 




En conclusión, puesto que el bajo número de declaraciones ante las Comisiones 
examinadas no ha permitido revelar la verdad en toda su extensión, consideramos al 
menos que sí ha contribuido a construir una verdad oficial respecto a la perpetración de 
crímenes de violencia sexual; evitar el negacionismo y a introducir en el debate político 
esta cuestión; así como abordar los patrones de violencia y determinar las causas 
discriminatorias de género que posibilitaron la comisión de crímenes de violencia 
sexual durante el periodo de tiempo investigado por las mismas.  
3.2.2. La coexistencia de procedimientos judiciales y Comisiones de la verdad: Los 
casos de Sierra Leona y Kenia 
En relación a la interacción entre procedimientos judiciales y la labor de las 
Comisiones de la verdad, se ha señalado reiteradamente desde diversos ámbitos 
doctrinales y la esfera de Naciones Unidas que “la información recabada por una 
Comisión de la verdad puede ser de interés para los encargados de investigar casos para 
su enjuiciamiento, sea mientras la Comisión sigue funcionando, sea inmediatamente o 
muchos años después de su conclusión”
780
. En este sentido, en el contexto africano, 
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 De hecho en una estrategia del Reino de Marruecos para luchar contra la violencia contra las mujeres 
adoptada en el año 2014, se instaba a la aprobación de una norma en la que se tipificasen expresamente 
como crímenes los actos sexuales no consensuados. Reino de Marruecos, Fighting Violence against 
women (Conseil National des droits de l’Homme: Rabat, 2014): 7. Por otra parte, a fecha diciembre de 





 Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de 
Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Comisiones …, 27. En relación a la base 
doctrinal: Naomi Roth Arriaza, “Truth Commissions as Part of a Social Process: Possible Guidelines”, en 
Reining in impunity for international crimes and serious violations of fundamental human rights: 
proceedings of the Siracusa Conference 17-21 september 1998, ed. Christopher C. Joyner (Tolouse: Èrés, 
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Cortes para facilitar las persecuciones”. Véase también: José Zalaquett, “Balancing Ethical Imperatives 
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encontramos una de las experiencias más interesantes sobre este particular
781
, puesto 
que en dicho país funcionaron coetáneamente la Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación de Sierra Leona y el Tribunal Especial para Sierra Leona (TESL) 
Ambas instituciones no llegaron a firmar ningún acuerdo de cooperación mutua, 
y aunque en un principio se pensó en que se complementasen una a la otra, finalmente 
acabaron actuando por separado, y mantuvieron ciertas discrepancias en torno a la 
interpretación de la amnistía otorgada por el Acuerdo de Paz de Lomé y el intercambio 
de testigos
782
. Además, el propósito de su establecimiento y las competencias otorgadas 
a cada uno de ellos fue diferente
783
. De esta forma, mientras que el “Tribunal Especial” 
se dedicó a investigar y enjuiciar a los llamados principales responsables, la Comisión 
trató con los denominados “criminales de bajo rango”. Además, el propio TESL limitó 
el intercambio de testimonios entre ambos órganos al dictaminar que los declarantes 
ante este órgano jurisdiccional no podían participar en las audiencias de la Comisión 
mientras estuviesen bajo su custodia
784
, alegando que la seguridad e integridad del 
proceso penal se vería afectada
785
.   
No obstante, se plantean dudas acerca de si en todo caso el intercambio de 
declarantes entre los dos órganos hubiese sido beneficioso, ya que entendemos que esta 
práctica conlleva ciertos riesgos tanto para la seguridad y el bienestar de la víctima que 
se vería abocada a repetir el relato de los hechos ante ambos órganos, como para el 
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 Sobre el establecimiento de relaciones entre Comisiones de la verdad y Tribunales llama nuestra 
atención también el caso de Liberia, en el que a pesar de que no se enjuició a ninguno de los 
perpetradores de los crímenes estudiados en la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, la 
Corte Suprema liberiana anuló en enero de 2011 ciertas disposiciones de ésta, concretamente las relativas 
a la suspensión de varios trabajadores gubernamentales que habían participado en los actos investigados 
por la Comisión. La decisión judicial puede consultarse en: 
file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Supreme%20Court%20Ruling%20on%20the%20TRC%202011%20(
1).pdf, última visita: diciembre 2016. 
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 La amnistía recogida en el artículo IX del Acuerdo de Paz de Lomé (Togo) fue interpretada por la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona y el Tribunal Especial para Sierra Leona en 
un sentido diferente. Así, mientras que el Tribunal rechazaba la amnistía por considerarla contraria al 
Derecho Internacional, la Comisión se mostraba más flexible al respecto y aunque entendía que ésta no 
debía ser aplicada en todos los casos, consideraba que era un método válido en situaciones extremas para 
mantener la paz. William Schabas, Amnesty, the Sierra Leona Truth and Reconciliation Commission and 
the Special Court for Sierra Leona”, Journal of International Law and Policy 11 (2004): 145-169; 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, Final Report… Vol.3. B”, p.6. 
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 Sobre las funciones de cada una, véase: Annan, “Desafiando lo Convencional. ¿Pueden las comisiones 
de la verdad…”. 
784
 Tribunal Especial para Sierra Leona, “Decision on Preliminary Motions Base don Lack of 
Jurisdiction”, 16 marzo 2004. 
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desarrollo del proceso judicial ya que la doble declaración pondría en riesgo la 
confidencialidad judicial, y por tanto, la seguridad jurídica.  
Respecto a la posibilidad de que el Fiscal, siguiendo la Regla 39.i) de las Reglas 
de Procedimiento y Prueba del Tribunal Especial para Sierra Leona (RPP), hubiese 
recabado información sobre el caso de los “testimonios otorgados por víctimas y 
testigos”, cabe interpretar del tenor literal de la citada regla, que el que el Fiscal 
entreviste a las víctimas y testigos, se entiende que lo hace por primera vez y no a que 
recopilase los testimonios prestados ante otros órganos, incluyendo la Comisión. Las 
informaciones recabadas por ésta ni siquiera parece que pudieran servir de ayuda al 
Fiscal como indicios de la comisión de crímenes en un caso en el sentido de 
“investigaciones sobre el terreno” (regla 39.i RPP), tal como demuestra el hecho de que, 
a pesar de que el informe final de la Comisión detalló expresamente los crímenes de 
violación y esclavitud sexual perpetrados por el CDF, dicho Tribunal no investigase 
estos crímenes en el conocido caso CDF
786
. 
En consecuencia, tras el análisis del caso de Sierra Leona y ante la posibilidad de 
que pueda volver a producirse una situación de coexistencia entre ambos tipos de 
órganos, convendría que desde Naciones Unidas se adoptasen una serie de orientaciones 
prácticas que tratasen en profundidad la cooperación entre órganos de esta naturaleza, 
las reglas relativas al posible intercambio de testigos y la de la interpretación de las 
normas de amnistía. 
La otra cuestión que se plantea en torno a la coexistencia entre procedimientos 
judiciales y Comisiones de la verdad es si la Fiscalía de la CPI podría abrir una 
investigación sobre la base de una comunicación enviada por una Comisión de la verdad 
que actuase como fuente fidedigna en el sentido del artículo 15.2.ER y la Regla 25e las 
Regulaciones de la Fiscalía
787
. En este sentido, la situación de Kenia, abierta en marzo 
de 2010 motu proprio por el Fiscal con el propósito de investigar los crímenes contra la 
humanidad cometidos en el mismo periodo que investigó la Comisión de la Verdad y la 
Reconciliación, ofrece dos ejemplos prácticos a propósito de la interacción con las 
investigaciones realizadas por dicha Comisión. 
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 Tribunal Especial para Sierra Leona, Prosecutor vs. Sam Higa Norman, Moinina Fofana and Allien 
Kondewa (SCSL-04-15-T). Dicho tribunal sí juzgó crímenes de violencia sexual en los casos AFRC 
(Prosecutor vs. Alex Brima, Ibrahim Bazzy Kamera and Santigie Borbor Kanu, SCSL-04-16-T) y RUF 
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Así, el mandato de esta Comisión estableció en su artículo 6.k.ii) que una de sus 
funciones sería hacer recomendaciones para la persecución penal de los responsables de 
haber participado en violaciones a los derechos humanos, sin ofrecer detalle de cómo y, 
sobre todo, ante que jurisdicción se llevarían a cabo tales persecuciones
788
. En función 
de este mandato, la Comisión recomendó la persecución penal de Nganda Nyenze por 
instigar, planear y supervisar la llamada “Operación Kavamba”
789
, en el transcurso de la 
cual se cometieron numerosos actos de violencia sexual contra las mujeres, hechos que 
por el momento no han dado lugar a la apertura de un caso por la Corte Penal 
Internacional. Además, aunque el Fiscal de la CPI haya considerado que existían 
razones fundadas para creer que durante el periodo investigado por ambos órganos se 
cometieron en Kenia crímenes de violación como crímenes contra la humanidad
790
, 
hasta la fecha, la CPI sólo ha abierto un caso respecto a la situación de Kenia en el que 
se han imputado al acusado cargos de esta naturaleza: el caso Kenyatta
791
. Este caso está 
actualmente cerrado por falta de pruebas a la espera de que la Fiscalía recabe las 
suficientes evidencias que demuestren la responsabilidad del acusado respecto a la 
comisión de, entre otros, los crímenes de violencia sexual que se le imputan. A la vista 
de lo anterior y en función de la información a la que hemos tenido acceso parece 
concluirse que no se ha producido el reenvió de comunicaciones (artículo 15.2 ER) 
sobre las investigaciones realizadas por la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de 
Kenia a la Corte y si las ha habido, el Fiscal no ha llegado a la conclusión de que 
constituyan fundamento suficiente en todos los casos, tal como pone de manifiesto el 
que no se haya iniciado una investigación contra Nganda Nyenze.  
3.3. Funciones rehabilitadora y reparadora 
Además del establecimiento de la verdad, otra de las funciones que se suele 
encomendar a las Comisiones de la verdad se refiere al potencial rehabilitador y 
reparador que para las víctimas -y la sociedad en general- se deriva de su participación 
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Kenia, The Truth and Reconciliation Commision Bil…l, 
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Kenia, Final Report…Volumen IV, p. 36.  
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 Véase: “Situación en Kenia”, https://www.icc-cpi.int/kenya, última visita: diciembre 2016.  
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en la Comisión en cuestión
792
. Esta función, cuyo fundamento se encuentra en una idea 
de justicia restaurativa
793
, se centra en el efecto catártico que para las víctimas supone el 
prestar testimonio ante un órgano “que las trata con dignidad y respeto, y reconoce la 
verdad de su sufrimiento”
794
. Desde esta perspectiva, la puesta en funcionamiento de 
una Comisión de la verdad puede fomentar la reconciliación
795
, ya sea a nivel individual 
o colectivo, y la revelación de la verdad constituyendo un método válido para contribuir 
a la rendición de cuentas.  
En nuestra opinión, resulta dudoso que la reconciliación total, tanto a nivel 
individual como nacional, se logré con la mera puesta en funcionamiento de una 
Comisión de la verdad. No obstante, en lo que se refiere a las víctimas y a la 
reconciliación individual, el hecho de que éstas puedan declarar y participar en el 
proceso de búsqueda de la verdad coadyuvará a que perciban que de algún modo se está 
haciendo justicia. En todo caso lo más importante es que se establezcan mecanismos 
para que las víctimas declaren los hechos traumáticos que sufrieron protegidas por una 
serie de medidas dirigidas a garantizar su seguridad y bienestar.  
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 Hayner, “Unspekeable Truths. Transitional Justice and the Challenge…”, 20.  
793
 La confluencia entre “justicia transicional” y “justicia restaurativa” estaría en que ambas tienen como 
fin último la reconciliación entre víctimas y victimarios, y respecto a la sociedad en general. Además, 
aunque dichos términos encierran conceptos diferentes -sobre todo en lo referente al perdón- ambos 
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ed. Angelika Rettberg (Bogotá: Ediciones Uniandes, 2005): 211-233. 
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 “El único valor de las Comisiones de la verdad está en su impacto público, éste enseña que la política 
del perdón es la reconciliación de una sociedad dividida”. Priscilla Hayner, “Recording the Facts and the 
Truth Report of the Rapporteur”, en Reining in impunity for international crimes and serious violations of 
fundamental human rights: proceedings of the Siracusa….216. Véase también: Pierre Hazan, “Measuring 
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Review of the Red Cross 88, nº861 (2006):19-47, en la p.37; Jason Abrams y Priscilla Hayner, 
“Documenting, acknowledging and publicizing the truth”, en Post-conflict Justice, ed. Cherif Bassiouni 
(Nueva York: Transnational Publishers, 2002): 288.  
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la mayoría de las comisiones de la verdad recogen en su nombre oficial este término- es uno de los más 
controvertidos a nivel doctrinal. Ante la imposibilidad de definir un concepto unitario de reconciliación, 
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La participación de las víctimas en las Comisiones de la verdad es pues uno de 
los fundamentos para su creación y constituye un instrumento primordial para que su 
funcionamiento contribuya a la rehabilitación y reparación
796
. Por eso, es fundamental 
que las Comisiones recojan medidas destinadas a proteger a los declarantes durante su 
intervención en los procesos de toma de declaraciones y audiencias públicas. En este 
sentido, llama la atención que hasta el momento no se haya adoptado en el plano 
internacional ningún documento que con carácter general establezca un conjunto de 
medidas protectoras para las víctimas declarantes, aunque existen estudios que desde 
Naciones Unidas y algunas organizaciones internacionales no gubernamentales 
identifican una serie de buenas prácticas sobre este particular
797
. En nuestra opinión, la 
protección de las víctimas que declaran ante una Comisión de la verdad constituye una 
de las lagunas del campo de la justicia transicional, tanto por la escasez de estudios 
académicos sobre el tema como por la poca atención que hasta ahora se le ha dedicado 
en las propias Comisiones de la verdad
798
. 
Esta cuestión es especialmente significativa cuando se trata de víctimas de 
violencia sexual, existiendo importantes, aunque limitados ejemplos, de organizaciones 
no gubernamentales y asociaciones feministas que con sus actuaciones están 
incentivando la participación de víctimas de estos crímenes en las Comisiones. En este 
sentido, en la Comisión de la Verdad de Timor-Leste, grupos de mujeres trabajaron para 
apoyar las necesidades de las víctimas, fortaleciendo considerablemente el trabajo de la 
Comisión
799
. Recientemente, en Túnez, algunas organizaciones feministas han 
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 “El nivel y el grado de participación de las víctimas es decisivo para la contribución que las medidas 
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 Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Instrumentos del 
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colaborado durante la fase preliminar con la Comisión de la Verdad y la Dignidad para 
elaborar un inventario de las violaciones a los derechos de las mujeres, con el objetivo 
de facilitar la labor investigadora de la Comisión
800
. Este tipo de prácticas debería ser 
seguida por futuras Comisiones con el fin de favorecer que las víctimas declaren sobre 
los actos sufridos por ellas y no sólo por sus familiares, para lo cual sería muy útil que 
se aprobase un protocolo de actuación a nivel internacional que unificase el modo de 
proceder.  
En relación a las Comisiones de la verdad africanas analizadas, las de Liberia, 
Sierra Leona y Kenia incluyeron en sus mandatos medidas destinadas a garantizar el 
respeto a la dignidad y bienestar de las víctimas durante su participación en la 
Comisión. De éstas, Liberia y Sierra Leona concretaron la adopción de medidas 
específicas para las víctimas de crímenes de violencia sexual y de género
801
. Dichas 
medidas fueron dispuestas con el propósito de que al momento de celebrar las 
audiencias públicas se tuviesen en cuenta los “intereses y preocupaciones de víctimas y 
testigos”
802
, y que estas fuesen tratados por la Comisión de forma “diligente y justa
803
”, 
con “compasión y dignidad”
804
, y buscando “evitarles un nuevo trauma”
805
. Con este 
objetivo, los mandatos previeron medidas destinadas a preservar el anonimato de las 
víctimas, estableciéndose la posibilidad de que las Comisiones pudiesen decretar, por 
razones de seguridad y a fin de preservar su identidad, que las declaraciones de 
víctimas, testigos, e incluso familiares que testificaron a su favor se llevasen a cabo in 
camera
806
, o por cualquier otro medio que garantizase su confidencialidad
807
.  
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 Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Estudio analítico centrado en la 
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En el caso de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, las 
víctimas y testigos prestaron declaración durante las audiencias públicas acompañadas 
de psicólogos y asistentes sociales, y sin que fuese revelada su identidad, 




3.4. Función transformadora: el valor de las recomendaciones de la 
Comisión 
Además de fomentar la rendición de cuentas por los hechos pasados, la justicia 
transicional tiene también como objetivo que éstos no se vuelvan a repetir en el futuro. 
En este sentido, a fin de prevenir la perpetración de nuevas violaciones graves a los 
derechos humanos y crímenes internacionales, los informes de las Comisiones de la 
verdad “pueden ofrecer vías para emprender reformas”
809
, dotando así a dicho 
mecanismo de un importante potencial transformador
810
. Éste se hace efectivo a través 
de la identificación de las causas que subyacen en la perpetración de graves violaciones 
a los derechos humanos y crímenes internacionales durante el conflicto, y de la 
elaboración de una serie de recomendaciones en las que se propone la adopción de 
reformas de las normas e instituciones que ampararon la comisión de éstos actos, 
incluyendo medidas reparadoras
811
. Este proceso habrá de completarse con la 
implementación efectiva de dichas recomendaciones, y la adopción de mecanismos e 
instrumentos que permitan vigilar dicha implementación, y con “el refuerzo de los 
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De particular interés es la función transformadora cuando se tratan crímenes de 
violencia sexual, puesto que la reforma de las leyes y prácticas discriminatorias de 
género que subyacen en la comisión de los crímenes de esta naturaleza resulta 
imprescindible para la prevención de crímenes futuros
813
. Así, algunas Comisiones de la 
verdad africanas, tras identificar los ámbitos a reformar, han formulado una serie de 
recomendaciones al respecto.  
En este sentido, las Comisiones de la Verdad y la Reconciliación de Liberia y 
Sierra Leona relacionaron la comisión de crímenes de violencia sexual en el conflicto 
con la existencia de leyes y prácticas discriminatorias derivadas de la pervivencia de 
una cultura patriarcal
814
 y reconocieron que las mujeres del país habían sufrido durante 
el conflicto numerosos actos de este tipo, los cuales enraízan en la discriminación de 
género existente, ya sea ésta legal o de facto
815
 A la vista de esta situación, dichas 
Comisiones recomendaron que se reformasen los respectivos ordenamientos jurídicos 
nacionales para adaptarlos a las normas internacionales que prohíben la comisión de 
crímenes de violencia sexual y establecen disposiciones para investigarlos y, de esta 
manera garantizar el respeto a dichas normas y el acceso de las mujeres a los sistemas 
de justicia. En el caso de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Kenia, 
además de pedir la aplicación de la normativa internacional, que ya había sido 
incorporada al ordenamiento jurídico nacional, se consideró que uno de los mayores 
impedimentos para el acceso de las mujeres a la justicia consistía en las numerosas 
debilidades en el sistema policial y judicial nacional, que impedían realizar una 
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 Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre la promoción 
de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no-repetición”, A/HRC/24/2, 28 de agosto de 
2012, párr. 25.  
813
 Nahla Valji, “¿La justicia transicional: una oportunidad para las mujeres?...”, 11.  
814
Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, Executive Summary and Priority 
Recomendations: A House with Two Romms. Diaspora Project”, Advocates for Human Rights, june 
2009, p.11.  
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 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, Report Final…, volumen II, Capítulo II, 
p.100 y siguientes.  
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El problema en ambos casos es que no se llegaron a concretar las medidas 
específicas con las que dar cumplimiento a estas recomendaciones, y aunque los 
mandatos de las comisiones examinadas estableciesen la obligatoriedad de su 
implementación, lo cierto es que la cuestión sobre el carácter jurídico vinculante de las 
recomendaciones sigue siendo un asunto controvertido a nivel doctrinal
817
, puesto que 
no existe una práctica uniforme al respecto.  
Así, tanto la Comisión de Kenia, como la de Liberia y Sierra Leona, señalaron 
con mayor o menor exhaustividad la obligatoriedad de implementar sus respectivas 
recomendaciones. En este sentido, el mandato de la comisión liberiana dispuso que: 
“todas las recomendaciones serán implementadas”
818
; el de la comisión sierraleonesa 
dijo que éstas deberían ser implementadas “verdaderamente” en un “tiempo razonable” 
y
819
, la Comisión keniata estipuló que las recomendaciones “son de aplicación 
obligatoria”.  
De entre las distintas redacciones utilizadas quizá la expresión más abstracta sea 
la empleada por la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, puesto 
que se refirió al periodo de implementación de forma imprecisa y lo hizo depender de 
las circunstancias contextuales, aun considerando que el Gobierno debería prestar 
atención inmediata -tras la publicación del Informe final- a la cuestión de la 
implementación
820
. Además, catalogó las recomendaciones en tres grupos, 
diferenciando entre las que son “imperativas”, aquellas “hacia las que se debe trabajar” 
y  las que deben ser “seriamente consideradas”
821
, y atribuyó a cada grupo distintas 
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 A este respecto, algunos autores consideran que a pesar de que éstas no son jurídicamente vinculantes, 
el ejecutivo debe explicar los motivos para no seguir las recomendaciones. Eduardo González y Howard 
Varney, “En busca de la verdad. Elementos para la creación…”.  
818
 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, “Truth and Reconciliation Act of Liberia…”, 
sections 46 y 48. En el caso de la comisión liberiana, el mandato de la misma especificó que: “todas las 
recomendaciones serán implementadas” e impone a un órgano estatal, el Comité de los Derechos 
Humanos, la obligación de que vigile su implementación, ya que éste “deberá asegurar que todas las 
recomendaciones contenidas en el Informe sean implementadas”. Y prosigue diciendo que cuando no se 
cumpla con la implementación, la legislatura pedirá al Jefe de Estado explicaciones sobre éste particular. 
Véase “Truth and Reconciliation Act of Liberia…”, sections 46 y 48. Para Hayner, el caso liberiano 
ejemplifica un fenómeno que en su opinión podría debilitar los requerimientos de implementación 
recogidos en los mandatos de las Comisiones. Esto es, las cláusulas que establecen la obligación de 
implementar las recomendaciones estarían manipuladas por aquellas otras que posibilitan que si estás no 
se implementan se justifique el porqué. Para ella este podría ser un recurso que de forma sutil 
flexibilizaría la obligación de implementar las recomendaciones. Hayner, “Unspkeable truths Transitional 
Justice and…”, 193. 
819
 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, “Truth and Reconciliation Commission 
Act…”, artículo 17. 
820
 Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, “Final Report…, vol.2”, 118, párr.11. 
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consecuencias respecto al grado de implementación y seguimiento de las 
recomendaciones que debía llevar a cabo un Comité ad hoc
822
.  
De esta manera, resultaba obligatorio implementar las primeras de forma 
inmediata o “tan pronto como sea posible” y además el Comité de Seguimiento tenía la 
obligación de revisar estrictamente su implementación. En cuanto a las segundas, se 
debían poner en marcha las medidas necesarias en un “espacio de tiempo razonable” y 
el “Comité” vigilaría su implementación de forma constante. Por su parte, la obligación 
de implementar las terceras debería “ser valorada seriamente”, en un límite temporal 
indeterminado y con un seguimiento ocasional por parte del “Comité”.  
En esta triple clasificación, hay que tener en cuenta que las recomendaciones que 
esta Comisión formuló en relación a los crímenes sexuales se incluyen expresamente en 
la primera y segunda categorías. Así, la recomendación que abogaba por la derogación 
de las leyes que conectaban la persecución de crímenes sexuales con cuestiones morales 
fue catalogada como imperativa
823





 y las reparaciones se incluyeron como recomendaciones 
“hacia la que había que trabajar”
826
.  
Al igual que la Comisión sierraleonesa, las Comisiones de la Verdad y la 
Reconciliación de Liberia y Kenia dispusieron que la implementación de las 
recomendaciones fuese vigilada por sendos órganos específicos, la Comisión de 
Derechos Humanos, un órgano gubernamental en Liberia y un Comité ad hoc en Kenia 
y se estableció un procedimiento específico de control
827
. De esta manera, en el caso de 
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 Además de la creación de éste Comité, la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona 
llamó a la sociedad civil a que se involucrase en el proceso de monitoreo de implementación de dichas 
recomendaciones. Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, Final Report…, vol.2, 
Capítulo 3 “Recommendations”, punto 31. En este sentido, los encargados de vigilar la implementación 
de éstas (Comité de Derechos Humanos y la Comisión Nacional para la Acción Social, “NaCsa”) 
elaboraron un plan detallado donde se recoge el estado de implementación de las recomendaciones en el 
año 2007, que fue revisado durante la Segunda Conferencia Nacional Consultiva junto a las 
organizaciones de la sociedad civil que tuvo lugar en 2010. Desde entonces no se ha vuelto a elaborar un 
nuevo documento de revisión. El plan revisado, titulado Matrix on the Status of implementation of the 
truth and reconciliation commission puede consultarse en:  
http://www.sierraleonetrc.org/images/docs/finalmatrix_june2011.pdf, última visita: diciembre 2016. 
823
  Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona, Final Report…, vol.2, capítulo 3 
“Recommendations”, párr.333. 
824
 Ibídem., párr.334.  
825
 Ibídem., párr. 339. 
826
 Ibídem., párr.507. 
827
 Gonzalez y Harvey recomiendan que los gobiernos caminen hacia la implementación de las 
recomendaciones a través del establecimiento de un proceso de monitoreo que puede ser dirigido por: la 




que dichos órganos concluyesen que las recomendaciones no habían sido debidamente 
implementadas, se lo notificarían a las Asambleas Nacionales que deberían pedir 
explicaciones al Jefe de Estado y al Ministro de Justicia, respectivamente, que 
únicamente deberían justificar el porqué de su incumplimiento. Algunos autores han 
visto con razón en este sistema de monitoreo un mecanismo que, realmente lo que hace, 
es vaciar de contenido la obligación de implementar las recomendaciones dispuesta en 
los mandatos, puesto que la mera justificación de la no implementación se puede acabar 
convirtiendo en el recurso al que se acudirá de forma recurrente para flexibilizar y, 
finalmente, incumplir dicha obligación
828
. 
Para evitar esta situación hay que tener en cuenta que las recomendaciones 
relativas a medidas destinadas a poner fin a la violencia sexual van a coincidir con las 
obligaciones asumidas por el Estado en el marco del desarrollo de la Agenda “MPS”, 
por lo que a fin de evitar la inoperatividad que suele llevar aparejada la duplicidad, 
entendemos que la implementación de éstas debería hacerse efectiva a través de los 





Finalmente, examinamos las reparaciones como mecanismo de justicia 
transicional. Como ya hemos visto, el uso de reparaciones en los procesos de transición 
se fundamenta en la obligación internacional de los Estados de responder y garantizar la 
rendición de cuentas por la comisión de violaciones graves de derechos humanos y 
crímenes internacionales con el fin de satisfacer los derechos de las víctimas a la 
justicia, verdad y reparación. Si bien existen voces críticas que, como TOMUSCHAT, 
han discutido la existencia de una norma de Derecho Internacional general que la 
                                                                                                                                                                          
organización sucesora de la comisión, establecida por ley o por organizaciones de la sociedad civil. 
González y Varney, “Elementos para el establecimiento de una comisión…”, 73.  
828
En relación a esta idea y para caso de la Comisión de Liberia puede consultarse el trabajo de Hayner, 
“Unspkeable truths Transitional Justice…”, 193. Sobre la base de esta misma idea, González y Varney 
consideran que “aunque las recomendaciones no son jurídicamente vinculantes, si el gobierno planea no 
seguir ciertas recomendaciones debe explicar sus motivos”. González y Varney, “Elementos para la 
creación de una…”, 72.  
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, existe consenso en considerar que la realización efectiva de ese derecho 
y la obligación correspondiente es una cuestión de derecho interno
831
.  
 Por tanto, los Estados tienen un amplio margen de discrecionalidad para 
satisfacer el derecho y la obligación de reparar que normalmente se hacen efectivos a 
través de una decisión judicial dictada en función de la reclamación de la víctima 
solicitante que no tendrían efectos en el resto de víctimas que, como resultado de 
violaciones sistemáticas y masivas de los derechos humanos, se encontrasen en una 
situación semejante. En consecuencia, en situaciones de transición en las que los 
Estados han de reparar a una amplia colectividad de víctimas se espera que la obligación 
de reparar se satisfaga a través del establecimiento de programas en los que se 
dispongan mecanismos de reparación que abarquen a un gran número de víctimas
832
.  
De esta manera, ambos enfoques, de reparación individual y colectiva, deben 
interrelacionarse e interactuar entre sí con el fin de satisfacer plenamente el derecho de 
las víctimas a ser reparadas. Al objeto de definir el contenido de las reparaciones, tanto 
las que se basan en un enfoque judicial como las que se establecen con carácter 
programático, conviene tener en cuenta los distintos mecanismos a los que se refieren 
una serie de documentos que resultan claves en esta materia. Nos referimos en primer 
lugar a los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones
833
, y a los principios orientativos recogidos en la Nota orientativa 
del Secretario General sobre las Reparaciones para la violencia sexual relacionada 
con el conflicto, de junio de 2014
834
. Más concretamente en el ámbito africano hay que 
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 En opinión de Tomuschat “no existe una regla general de derecho consuetudinario que establezca que 
toda violación grave de los derechos humanos hace surgir un reclamo de reparación individual”, en: 
Christian Tomuschat, “Reparations for victims of grave human rights violations”, Tulane Journal of 
International and Comparative Law 10 (2002): 158 (traducción propia). 
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 Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de 
Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Programas de reparaciones (Nueva York y 
Ginebra, 2006): 4.  
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 Ibídem., p. 7. En la misma línea, Howard-Hassman y Lomabardo consideran que el enfoque basado en 
la responsabilidad civil que es importante para las decisiones judiciales no funciona para violaciones 
masivas o para dar reparaciones a miles de víctimas. Rhoda E. Howard-Hassman and Anthony Lombardo, 
Reparations to Africa (Philadelphia: University of Pennsylvania, 2008).  
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 Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 60/147, 16 de diciembre de 2005, párr. 19-23. 
834
 Secretario General de Naciones Unidas, Nota orientativa del Secretario General sobre reparaciones 
para la violencia sexual relacionada con el conflicto, junio 2014, p.2, que se centra en las víctimas del 
conflicto puesto que “se han de reconocer las consecuencias, la susceptibilidad y los estigmas asociados a 




tener en cuenta la Declaración de Nairobi sobre el derecho de las mujeres y las niñas a 
interponer recursos y obtener reparaciones, adoptada en Nairobi (Kenia) entre el 19 y 
21 de marzo de 2007, que refuerza la obligación de respetar y garantizar el acceso de las 
mujeres a la justicia y a ser resarcidas por los perjuicios causados. 
Todos estos documentos hacen de las reparaciones un elemento esencial en los 
procesos de justicia transicional y les asignan una serie de funciones que no se limitan a 
resarcir a las víctimas del daño sufrido.  
Así, las reparaciones ayudan a que las víctimas recuperen su dignidad y 
refuerzan el respeto a los derechos humanos
835
, ya que, como instrumento de justicia 
que son, otorgan reconocimiento a las víctimas
836
, haciendo frente al negacionismo y el 
ostracismo social. Pero, además, en la actualidad se destaca el papel de las reparaciones 
para hacer frente a las desigualdades políticas y estructurales y transformar la realidad 
en la que viven las víctimas
837
. En el caso de las víctimas de violencia sexual y de 
género la integración de la perspectiva de género en las reparaciones permitirá 
transformar y subvertir las relaciones de poder y subordinación basadas en estereotipos 
de género
838
. Para ello, se deben examinar los elementos que componen las reparaciones 
                                                                                                                                                                          
sexual y de género”, si bien aclara que “algunos de los principios recogidos en ella son aplicables también 
al compromiso de Naciones Unidas con respecto a las reparaciones para las víctimas de violencia sexual y 
por motivos de género fuera de los contextos de conflicto y pos-conflicto, así como para las víctimas de 
otras violaciones graves de las normas de derechos humanos y del derecho internacional humanitario”. 
835
 “Responder a las necesidades de las víctimas es un valor en sí mismo tanto en términos éticos como 
jurídicos y también es un valor estratégico en términos de ventajas políticas a largo plazo ya que producen 
una paz sostenible”. Lisa Margarell, Las reparaciones en la teoría y en la práctica (Nueva York: Centro 
Internacional de Justicia Transicional, 2007): 2 (traducción propia). 
836
 En este sentido, se han realizado varios estudios en los que se concluye que las víctimas de conflictos 
armados dan gran importancia al reconocimiento público por las autoridades gubernamentales de los 
hechos que tuvieron lugar durante el mismo. Véase: Lisa Magarell, Las reparaciónes en la teoría…., 2. 
Véase también: Elizabeth Lira, “Trauma, duelo, reparación y memoria”, Revista de Estudios Sociales 
Universidad de los Andes nº.36 (2010): 14-28. 
837
 La tesis del potencial transformador se recoge en la Declaración de Nairobi sobre el derecho de las 
mujeres y las niñas a interponer recursos y obtener reparaciones, 19 a 21 de mayo de 2007,  en los 
siguientes términos: “las reparaciones deben impulsar, al final del conflicto, la transformación de las 
injusticias socioculturales y desigualdades políticas y estructurales que inciden en la vida de las mujeres y 
las niñas. La reintegración y la restitución no bastan como objetivos de las reparaciones pues los orígenes 
de las violaciones contra las mujeres y niñas existían con anterioridad a las situación de conflicto” 
(Declarando 3). 
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 Ruth Rubio Marín, “The Gender of Reparations in Transitional Societies”, en The Gender of 
Reparations. Unsettling Sexual Hierarchies while Redressing Human Rights Violations, ed. Ruth Rubio 
Marín (Cambridge: Cambridge University Press, 2009). Véase también la opinión de la “Relatora 
Especial para la Violencia contra la Mujer” a propósito de las reparaciones para las mujeres víctimas de 
violencia: “Como cada caso de violencia contra las mujeres suele enmarcarse en pautas de subordinación 
y marginación preexistentes y a menudo interrelacionadas, dichas medidas deben vincular las 
reparaciones individuales y la transformación estructural”. Consejo de Derechos Humanos, “Informe de 




con el fin de garantizar que las mismas no reproduzcan los estereotipos e injusticias de 
género. Así, el establecimiento de reparaciones debe hacerse partiendo del rol que 
ocupan mujeres y hombres en la sociedad,  teniendo en cuenta las experiencias vividas 
en el conflicto, y de una manera que ayude a evitar que los actos que produjeron los 
daños vuelvan a repetirse.  
4.1.  Las reparaciones judiciales 
4.1.1. El sistema de reparaciones de la Corte Penal Internacional 
Orientada como está la CPI hacia un sistema de justicia restaurativa y 
reconciliadora, el ER consagra en el artículo 75 ER el derecho de las víctimas de los 
crímenes que se encuentran bajo su jurisdicción a obtener reparaciones por el daño 
causado a raíz de la comisión de dichos crímenes. Sobre la base de dicho precepto, la 
CPI tiene la posibilidad de dictar una orden contra el condenado en sentencia firme, en 
la que se reconozca el derecho de las víctimas de ese caso a obtener reparaciones, la 
cual en virtud del artículo 79 ER servirá para que el Fondo Fiduciario (FF) prepare un 
plan de reparaciones. 
Hasta la fecha sólo se ha dictado dicha orden de reparaciones en una ocasión, a 
propósito del caso Lubanga, aunque ya existen otros dos casos en los que se acaba de 
dar comienzo a los trámites previos a dictar dicha orden
839
.Así, el análisis del caso 
Lubanga permite ahondar en el desarrollo y la definición del derecho a la reparación que 
tienen las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y crímenes 
internacionales, en el marco del sistema del ER
840
.  
                                                                                                                                                                          
consecuencias”, A/HRC/14/22, de 23 de abril de 2010, párr.25 y, Secretario General de Naciones Unidas, 
“Nota orientativa sobre las reparaciones para la violencia sexual…”, p.6.  
839
 Véase: Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática del Congo, Prosecutor vs. 
Germain Katanga, ICC-01/04-01/07, sentenciado el 25 de junio de 2014 a 12 años de prisión por la 
comisión de crímenes de lesa humanidad y de guerra en el marco del conflicto armado que tuvo lugar en 
la República Democrática del Congo entre los años 2002 y 2003. Actualmente, el Fondo Fiduciario está 
analizando las solicitudes de las víctimas sobre reparaciones. Véase: https://www.icc-cpi.int/drc/katanga, 
y Corte Penal Internacional, Situación de Mali, Prosecutor vs. Al Mahdi, ICC-01/04-01/07, que el 27 de 
septiembre de 2016 fue condenado a 9 años de prisión tras haber admitido su culpabilidad por la comisión 
de crímenes de guerra en Mali entre junio y julio de 2012. Véase: https://www.icc-cpi.int/mali/al-mahdi  
840
 “La condena de Thomas Lubanga Dylo constituye un hito en el sistema de derecho internacional penal 
establecido por el Estatuto de Roma, y contribuye al desarrollo y definición del derecho a las reparaciones 
en el derecho internacional de los derechos humanos”. Ruben Carranza, Reparations and the Lubanga 
Case: Learning from Transitional Justice (Nueva York: International Center of Transitional Justice, 




 En dicho marco, el artículo 75 ER establece, prácticamente por vez primera, la 
obligación de una jurisdicción penal internacional de reparar a las víctimas de aquellos 
individuos que ha condenado
841
. En virtud del inciso primero del citado precepto, la CPI 
tendrá la obligación de “establecer los principios aplicables a la reparación, incluidas la 
restitución, la indemnización y la rehabilitación, que ha de otorgarse a las víctimas o los 
causahabientes”.  
Así, la Sala de Primera Instancia (SPI) no está obligada a concretar los 
beneficiarios de las reparaciones ni a atender las solicitudes individuales de reparación, 
sino que el citado órgano sólo está vinculado a través de una especie de “obligación de 
medios”, no “de resultados”, a disponer las orientaciones sobre la base de las cuales el 
Fondo Fiduciario (FF), en virtud del artículo 79 ER, atenderá las solicitudes 
individuales
842
. Por tanto, en virtud del artículo 75.1, la obligación de la SPI estaría 
limitada a “determinar el alcance y la magnitud de los daños, pérdidas o perjuicios 
causados a las víctimas o a sus causahabientes, indicando los principios en los que se 
funda”. Obligación que, en todo caso, tal y como ha confirmado la Sala de 
Apelaciones
843
, no puede ser obviada por la SPI, que deberá llevar a cabo las acciones 
necesarias para sentar las bases que servirán al FF para configurar y aprobar el plan de 
reparaciones efectivas.  
En este sentido, la SPI adoptó el 7 de agosto de 2012 la “Decisión por la que se 
establecen los principios y procedimientos que serán aplicados a las reparaciones” a 
propósito del caso Lubanga
844
. Este documento establece pues una serie de pautas para 
configurar el plan de reparaciones de las víctimas de este caso, pero que podrán ser 
susceptibles de aplicación en futuros casos.  
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 Los tribunales penales internacionales ad hoc y el Tribunal Especial de Sierra Leona no contaban con 
esta competencia, sí en cambio las Salas Extraordinarias de la Corte de Camboya en cuyo análisis no se 
entra al no pertenecer al ámbito geográfico del mismo.  
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 El Fondo Fiduciario fue creado en 2004 por la Asamblea de Estados Parte con el objetivo de apoyar e 
implementar el sistema de reparaciones de la CPI. Para cumplir con este fin el FF tiene un doble mandato: 
a) implementar las órdenes de reparación de la CPI; b) proporcionar apoyo psicológico, físico y material a 
las víctimas y sus familias. Siguiendo la regla 98.2 de las RPP de la Corte Penal Internacional, cuando el 
montante de las reparaciones haga imposible que se otorgue una cantidad individual a cada víctima, la 
CPI podrá dictar que la cantidad total destinada a las reparaciones sea transferido al Fondo Fiduciario a 
fin de que éste haga los pertinentes pagos individuales. 
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 Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas 
Lubanga Dylo, Sala de Apelaciones,“Order for Reparations, Amended”, ICC-01/04-01/06-3129 Anx A-
A-A2 A3, 3 de marzo de 2015, párr.2 
844
 Corte Penal Internacional, Sala de Primera Instancia I, Prosecutor vs. Thomas Lubanga Dylo 
“Decision establishing the principles and procedures to be applied to reparations”, ICC-01/04-01/06-




En todo caso, el interés de esta Decisión no se ciñe únicamente al hecho de que 
constituya la primera orden de reparaciones emitida por la CPI, sino que en la misma la 
Sala de Primera Instancia pasó por alto el principio de causalidad que rige como 
parámetro para determinar las reparaciones. Así, a pesar de Thomas Lubanga Dylo sólo 
fue condenado el 14 de marzo de 2012 a 12 años de prisión por la comisión de los 
crímenes de guerra de reclutamiento, alistamiento y utilización de niños y niñas 
menores de quince años, las víctimas de violencia sexual también fueron incluidas a 
efectos de reparaciones en la citada Decisión
845
.  
De esta manera, la SPI, en sintonía con el mandato de género recogido en el 
54.1.b ER, justificó su decisión de incluir a las víctimas de violencia sexual en el hecho 
de que este tipo de violencia es un fenómeno complejo, que “requiere de un enfoque 
especializado, integrado y multidisciplinario”
846
. Así, en un proceso de cross-
fertilization entre la jurisprudencia emanada de tribunales internacionales
847
, la CPI se 
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 En este sentido, consideramos que la inclusión de las víctimas de violencia sexual a efectos de las 
reparaciones incurriría en una vulneración de los principios de igualdad, dignidad, no discriminación y 
no-estigmatización de las víctimas perseguidos por la “Corte”, puesto que con la ampliación de las 
reparaciones a víctimas de crímenes que no fueron juzgados se está ignorando la existencia de las 
víctimas de otros crímenes que tampoco fueron judicializados y que en un principio habían sido objeto de 
la imputación de cargos al acusado. Por otra parte, entendemos que puede existir una vulneración del 
principio de causalidad que impera en las reparaciones en tanto en cuanto, en un principio, el derecho a la 
reparación nace del daño causado. Así, parece lógico que a efectos de concluir la elegibilidad de una 
persona a efectos de reparaciones, debería afirmarse la existencia de una relación de causalidad. Lo que 
no queda claro en el caso de las reparaciones judiciales es si el crimen que hace nacer el derecho a la 
reparación debe haber sido objeto de un proceso judicial o no; aunque el segundo inciso del artículo 75 
ER pudiese interpretarse en el sentido de que sólo computarán a efectos de reparaciones las disposiciones 
a las que la “Corte” haya hecho referencia en la condena. Véase: “la Corte podrá dictar directamente una 
decisión contra el condenado en la que indique la reparación adecuada que ha de otorgarse a las víctimas 
[…]”, lo cual hace pensar que el daño se vincula únicamente con la responsabilidad penal individual; si 
bien, no existe un estándar de causalidad que haya sido recogido expresamente en los instrumentos de la 
“Corte”. No obstante, a propósito de este caso, la Sala de Cuestiones Preliminares señaló que la 
naturaleza del nexo causal podía ser establecida por la misma “Corte” en etapas posteriores del 
procedimiento, como por ejemplo durante el juicio oral. Corte Penal Internacional, Sala de Cuestiones 
Preliminares I, Situación en la República Democrática del Congo, “Decision on the Applications for 
Participation in the Proceedings of VPRS1, VPRS2, VPRS3, VPRS4, VPRS5, VPRS6, 17 de enero de 
2006 (ICC-01/04-101-Ten-Corr), párr. 94. Posteriormente, la posición de la Sala de Cuestiones 
Preliminares I varió al afirmar que: “[…] la Sala considera que el vínculo de causalidad exigido por la 
Regla 85 de las Reglas de Procedimiento y Prueba está cumplido cuando la víctima, o sus familiares 
cercanos o dependientes, aportan prueba suficiente para establecer que la víctima sufrió un daño 
directamente vinculado con los crímenes recogidos en la orden de arresto”. Corte Penal Internacional, 
Sala de Cuestiones Preliminares I, Prosecutor vs. Thomas Lubanga Dylo, “Decision on the Applications”. 
En cuyo caso sí entrarían los crímenes de violencia sexual, aunque también otros que no fueron 
considerados en las reparaciones. Circunstancia la cual, no hace sino afirmar nuestra consideración de que 
en este caso la “Corte” vulneró los principios de igualdad, no discriminación, dignidad y no-
estigmatización que deben imperar en la aplicación de las reparaciones otorgadas por dicho órgano. 
846
 Ibídem., párrs. 207-209.  
847
 Para Martinez Ventura, en este caso se ha producido un proceso de cross-fertilization a la inversa. 
Puesto que generalmente la Corte Interamericana “ha retomado los criterios de los tribunales penales 




inspira en la perspectiva de género de las reparaciones seguida por la CorteIDH en el 
caso Campo Algodonero vs. México, teniendo en cuenta también los crímenes de 
violencia sexual a efectos de reparación. 
Sin embargo, como era de esperar, tanto la Fiscalía, como los Representantes 
Legales de las Víctimas y la Defensa de Thomas Lubanga Dylo apelaron la citada 
Decisión, a pesar de que ésta no constituía en sentido estricto una orden de 
reparaciones
848
. Tras el estudio de estas apelaciones, la Sala de Apelaciones dictó el 3 
de marzo de 2015, la “Orden de reparaciones” en la que además de enmendar la 
Decisión de la SPI en virtud de la Regla 153.1 RPP, ordenaba al FF que “preparase el 
proyecto de implementación del plan de reparaciones y se lo remitiese a la Sala de 
Primera Instancia para su aprobación, la cual además deberá monitorear el proceso”
849
. 
De manera muy relevante para el tema que nos ocupa, en su pronunciamiento la Sala de 
Apelaciones rechazó la decisión de la SPI de que las víctimas de violencia sexual fuesen 
consideradas en el plan de reparaciones. Para ello, acudió a la definición de víctima de 
la Regla 85 RPP, alegando que a estos efectos los daños causados a las víctimas de 
violencia sexual no fueron resultado de los crímenes por los que se condenó a Thomas 
Lubanga
850
, aunque puntualiza que estas víctimas podrán beneficiarse de los programas 
asistenciales que apoya el FF
851
.  
                                                                                                                                                                          
generalizada” pero ahora “es un tribunal penal internacional el que ha aplicado criterios de un tribunal 
regional de derechos humanos para decidir el tipo o las formas de reparación que podrán ser autorizados 
en el plan de reparaciones que resulte del procedimiento respectivo”. Jaime Edwin Martinez Ventura, 
“Análisis del Caso Lubanga. El procedimiento de reparaciones”, en Análisis de la Primera Sentencia de 
la Corte Penal Internacional: el caso Lubanga, eds. Kai Ambos, Ezequiel Malarino y Christian Steiner 
(Berlín: Grupo Latinoamericano de Estudios sobre Derecho Penal Konrad Adenauer-Stiftung e.V, 2014): 
343-375, en la página 362. Así, la CPI ha seguido los estándares de reparación seguidos por la Corte IDH 
en el caso Campo Algodonero vs. México, en el que se dispuso para las víctimas de feminicidio y sus 
causahabientes un conjunto de medidas reparadoras entre las que se incluían: medidas tendentes a hacer 
efectivas las garantías de no-repetición, mejoras en la recepción de denuncias, capacitación de género a 
los funcionarios y la educación en derechos humanos y perspectiva de género a la población. Corte IDH, 
Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, Sentencia, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, 16 de noviembre de 2009.  
848
 La Regla 150 de las RPP dispone que las órdenes de reparaciones podrán ser apeladas. La citada 
“Decisión” no constituye en sí misma una orden por lo que en principio escaparía a esta regla. Sin 
embargo, la Sala de Primera Instancia I en la “Decision on the defence request for leave to appeal the  
Decision establishing the principles and procedures to be applied to reparations”, ICC-01/04-01/06-2911, 
20 de agosto de 2012, autorizó la apelación de la “Decisión” a pesar de no constituir una orden en el 
sentido del artículo 82.4 ER (Prosecutor vs. Thomas Lubanga Dylo). 
849
 Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática del Congo, “Judgement on the 
Appeals against the ‘Decision establishing the principles and procedures to be applied to reparations`of 7 
August 2012 with AMENDED order for reparations. (Annex A) and public annexes 1 y 2”, ICC-01/04-
01/06-3129, 3 March 2015.  
850
 Ibídem, párr. 196.  
851




La conclusión que se extrae del caso Lubanga es, por tanto, que en aquellos 
supuestos en los que, aún no habiéndose condenado por crímenes de violencia sexual, se 
haya constatado la existencia de víctimas de tales crímenes, éstas no podrán entrar en el 
programa de reparaciones de la CPI, sino que sólo podrán beneficiarse de los 
programas asistenciales del FF.  
Estos programas asistenciales, en marcha desde el año 2008 -es decir, cuatro 
años antes de que se adoptase la sentencia contra Thomas Lubanga Dylo- forman parte 
de la función asistencial que ostenta el FF, consistente en proporcionar “apoyo físico, 
psicológico y material a las víctimas y sus familias”
852
. En sí, el FF no crea los 
programas, sino que apoya su creación e implementación y posibilita la existencia de 
estos programas que promueven la aplicación de medidas que todavía no han sido 
ejecutadas por vía de reparaciones judiciales
853
.   
En este sentido, el FF está llevando a cabo el mencionado apoyo en dos países 
cuyas situaciones están siendo conocidas por la “Corte”, Uganda y República 
Democrática del Congo
854
. En concreto, en este último país se pusieron en marcha cinco 
programas sobre el terreno con una vigencia de siete años
855
, de los que tres estaban 
dirigidos especialmente al elevadísimo número de víctimas de la violencia sexual que 
desencadenó el conflicto que tuvo lugar en territorio congolés entre los años 2002 y 
2003
856
, y consistían en medidas de rehabilitación psicosocial y compensación 
económica en diferentes áreas de la República Democrática del Congo.  
No obstante, la operatividad del FF ha sido puesta en entredicho desde su 
creación, a la vista de los desafíos económicos a los que éste debe hacer frente y las 
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 Mandato del Fondo Fiduciario, disponible en: https://www.icc-cpi.int/tfv.   
853
 En nuestra opinión, este tipo de programas apoyados por el Fondo Fiduciario que hasta el momento se 
han puesto en marcha en Uganda y la República Democrática del Congo, pueden ser denominados 
“asistenciales” puesto que surgen de la función asistencial del Fondo Fiduciario recogida en la Regla 47 
de las Regulaciones del Fondo Fiduciario. Estas medidas pueden diferenciarse de las reparaciones que 
surgen a raíz de la función reparadora dispuesta en el artículo 75 ER, en tanto en cuanto éstas últimas se 
disponen sobre la base de una sentencia condenatoria y por lo tanto se conectan a la responsabilidad penal 
de un sujeto. Al respecto, véase:  http://www.trustfundforvictims.org/two-roles-tfv, última visita: octubre 
2016.  
854
 Algunos estudios han reclamado el apoyo del FF en otros países, planteando que la puesta en práctica 
de este apoyo podría incentivar la persecución nacional de los crímenes que dieron lugar al derecho a la 
reparación. Véase: Suliman Baldo y Lisa Magarell, Reparations and the Darfur Peace Process (Nueva 
York: Centro Internacional de Justicia Transicional, 2007): 18.   
855
 Todos los programas fueron desarrollados desde el 1 de noviembre de 2008 al 31 de agosto de 2015.  
856
 Más de un 45 por ciento de las víctimas que han recibido asistencia por parte del Fondo Fiduciario son 





críticas que se puedan formular en relación con la posible arbitrariedad en el ejercicio de 
sus funciones. A este respecto, en la medida en que el FF se nutre de contribuciones de 
los donantes internacionales para poner en funcionamiento los programas asistenciales, 
los donantes internacionales no siempre tienen los medios y/o la voluntad para 
contribuir a ambos tipos de programas. Es decir, los donantes internacionales podrían 
ser reacios a financiar, por una parte, los programas de reparación nacionales y, a la vez, 
los programas del FF (que en realidad apoya a los programas nacionales), por lo que la 
individualización de las medidas de compensación podría verse como discriminatoria 
por parte de las víctimas que no la reciben
857
. Además, cabe criticar que los programas 
asistenciales no son medidas de reparación propiamente dichas, puesto que los 
beneficiarios de estos programas no tienen el reconocimiento de la condición de 
víctimas. Así, como ya avanzaran DEL GRIEFF y WIERDA, el Fondo Fiduciario ha 
generado expectativas que no puede cumplir
858
. 
En todo caso, tras varias prórrogas y dilaciones
859
, el plan de reparaciones para 
las víctimas del caso Lubanga elaborado por el FF fue finalmente aprobado el 21 de 
octubre de 2016 mediante orden de la Sala de Primera  Instancia II
860
. En el mismo, 
únicamente se contemplan reparaciones colectivas de carácter simbólico, sin que se 
haya precisado en qué van a consistir, para las víctimas de reclutamiento y alistamiento 
forzoso, crimen por el que fue condenado Thomas Lubanga Dylo y sin saber si en un 
futuro se adoptarán otras medidas que, aunque colectivamente
861
, atiendan íntegramente 
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 Lydiah Kemuto Bosire, “Exceso de promesas, exceso de incumplimiento”, Sur. Revista Internacional 
de Dereitos Humanos 3, nº5 (2006) versión online: http://www.scielo.br/scielo.php?pid=S1806-
64452006000200005&script=sci_arttext&tlng=es#nt74  
858
 Pablo del Grieff y Marieke Wierda, “The Trust Fund for Victims of the ICC: Between Possibilities and 
Constrainsts”, en Out of Ashes. Reparation for Victims of Gross and Systematic Human Rights Violations, 
eds. Koen De Feyter, Stephen Parmentier, Marc Bossuyt y Paul Lemmens (Antwerpen-Oxford: 
Intersentia, 2006): 225-243.  
859
 Corte Penal Internacional, Situación en la República Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas 
Lubanga Dylo, Sala de Primera Instancia II, “Décision accordant une prorrogation de délai pour le dépôt 
des observations sur la requête du Bureau du conseil public pour les victimes du 16 septembre 2016”, 
ICC-01/04-01/06-3228, 23 de septiembre de 2016.  
860
 Corte Penal Internacional, Situación de la República Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas 
Lubanga Dylo, Sala de Primera Instancia II,“Order approving the proposed plan of the Trust Fund for 
Victims in relation to symbolic collective reparations”, ICC-01/04-01/06, 21 de octubre de 2016.  
861
 Tanto la Sala de Apelaciones como el FF han recalcado la necesidad de adoptar medidas colectivas 
ante la imposibilidad material de hacer frente a la gran cantidad de víctimas de los casos sustanciados ante 
la CPI, y han criticado la opinión de la Sala de Primera Instancia de individualizar reparaciones. Corte 
Penal Internacional, Situación en la República Democrática del Congo, Prosecutor vs. Thomas Lubanga 
Dylo, “First submission of victim dossiers With Twelve confidential, ex parte annexes, available to the 





las consecuencias de estos crímenes, como por ejemplo podría ser la rehabilitación 
médica y psicosocial de los niños y niñas soldado, que son las víctimas de este caso.   
En suma, la conclusión a la que llegamos es que hasta el momento la CPI, tal 
como pone en evidencia el caso Lubanga, ha fallado en el cumplimiento de su 
obligación de reparar a las víctimas de los crímenes bajo su jurisdicción en general y a 
las víctimas de violencia sexual en particular. El hecho de que éstas fuesen consideradas 
por la Sala de Primera Instancia como potenciales beneficiarias para después ser 
excluidas a éstos efectos por la Sala de Apelaciones, constituye un ejemplo de mala 
praxis por parte de la CPI que, al obviar el mandato de género del ER, no ha hecho sino 
fomentar aquello que pretendía evitar, la (re) victimización de las víctimas de dicho 
caso.   
4.2 Los “programas” estatales de reparaciones 
Tras un conflicto armado, los gobiernos se ven abocados a resarcir y reparar a 
una gran cantidad de víctimas y a restablecer los sistemas normativos y judiciales, 
aunque generalmente no dispongan de los recursos económicos y jurídicos necesarios 
que les permitan otorgar medidas reparadoras a cada una de las víctimas de forma 
individualizada
862
. Ante esta tesitura, se ha planteado en el plano internacional en los 
últimos años el recurso a los llamados programas de reparaciones con el propósito de 




En términos comparativos, la creación de programas de reparaciones tiene 
ciertas ventajas respecto a las reparaciones judiciales, y es que a diferencia de éstas 
últimas, los programas se estructuran sobre la base de una relación de tres elementos, 
víctima-beneficiario-beneficio
864
, que para ser ejecutada no requiere de altos estándares 
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 Las medidas reparadoras individuales “son importantes porque generalmente los estándares 
internacionales de derechos humanos son expresados en términos individuales. Además este tipo de 
reparaciones subrayan el valor de cada ser humano y los reconoce como acreedores de derechos. También 
evita la consideración de las víctimas en conjunto de manera que impide que se minimice el daño 
particular hecho a cada víctima y el significado dado a las reparaciones”. Magarell, Las reparaciones en 
la teoría …, 5 (traducción propia). 
863
 Asamblea General de Naciones Unidas, “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos…”, principio 16.  
864
 Consejo de Derechos Humanos, Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido 
de un conflicto: programas de reparaciones…, 15, que pertenece al documento titulado Instrumentos del 




de prueba. Por lo mismo, y a diferencia de las acordadas tras un proceso judicial, las 
reparaciones recogidas en los programas no se limitan a cubrir a las víctimas que el 
proceso judicial acredita como tal, sino que se aplican con un alcance general, por lo 
que aquellas víctimas que no gozan de los recursos económicos suficientes para solicitar 
una reparación individual y judicial ante los tribunales, se beneficiarían igualmente de 
las reparaciones dispuestas en el programa
865
. No obstante, el acceso de las víctimas a 




Ante la inexistencia de instrumentos normativos que dispongan los criterios que 
habrán de contener los programas de reparaciones en todo caso, las Naciones Unidas a 
través de una guía de buenas prácticas dedicada a las reparaciones que se incluye en el 
documento Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un 
conflicto, ha identificado una serie de requisitos que debería contener todo programa de 
reparaciones tendente a la compleción
867
, es decir a la capacidad del programa para 
llegar a todas las víctimas. Tal característica no quiere decir que los programas tengan la 
capacidad de devolver a la víctima, en todos los casos, a su statu quo anterior. 
Así las cosas, siguiendo el documento citado y los estudios existentes, la 
tendencia actual es que los programas de reparaciones, con el propósito de ser lo más 
completos posibles, aborden las siguientes cuestiones: 
a) Información sobre las víctimas en relación a datos de su nivel de vida, de las 
violaciones sufridas y las consecuencias de las mismas. Este análisis permitirá 
identificar las necesidades de las víctimas al objeto de ofrecer reparaciones adecuadas, 
                                                                                                                                                                          
Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto: enjuiciamientos, 
Instrumentos del Estado de Derechos para sociedades que han salido de un conflicto: Comisiones de la 
verdad, Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto: reforma 
institucional e Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto: 
aprovechamiento al máximo del legado de los tribunales mixtos, creados todos ellos por el Consejo de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas en el año 2006 (a excepción del último que fue creado en 2008).  
865
 Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Estudio independiente, con inclusión de 
recomendaciones, sobre las mejores prácticas, para ayudar a los estados a reforzar su capacidad 
nacional con miras a combatir todos los aspectos de la impunidad, E/CN.4/2004/88, 27 de febrero de 
2004, párr. 60.  
866
 Secretario General de Naciones Unidas, “Nota orientativa del Secretario General sobre las 
reparaciones…”, 6.  
867
 “La finalidad del programa es lograr que todas las víctimas reciban sus beneficios, aunque no 
necesariamente de un mismo nivel o de la misma clase. Si esto se consigue, el programa será completo 
(…) es decir, para convertir a toda víctima en beneficiario”. Consejo de Derechos Humanos, 
“Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto: programas de 




efectivas, rápidas y proporcionales al daño sufrido, que comprendan la modalidad 
adecuada para el caso concreto
868
. Las Comisiones de la verdad podrían cumplir ésta 
función, tomando declaraciones y creando un archivo en el que se registrasen los datos 
de las víctimas. De hecho, muchas de ellas han identificado las causas y consecuencias 
del conflicto y han configurado programas de reparaciones sobre la base de estos datos, 
lo que conlleva ciertos riesgos asociados, fundamentalmente, a la temporalidad de las 
Comisiones y la dificultad de implementar las recomendaciones
869
.  
b) Participación de víctimas. Además del efecto reparador que conlleva en sí misma
870
, 
la participación de éstas en el proceso ayudará a conformar un registro de víctimas. 
Conviene que dichas intervenciones se canalicen a través de organizaciones de la 
sociedad civil, ya que se considera que éstas tendrán mejor acceso a los grupos de 
víctimas que las instituciones gubernamentales. En este sentido, aunque todavía son 
pocas las organizaciones centradas en mejorar el acceso de las víctimas a la reparación 
post-conflicto, existen experiencias interesantes de este tipo en Sierra Leona, Darfur, 
Uganda
871
 o Costa de Marfil
872
, lideradas por las organizaciones internacionales no 
gubernamentales Redress y el Centro Internacional de Justicia Transicional
873
, en 
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 Asamblea General de Naciones Unidas, “Principios y directrices básicos de los derechos de las 
víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario…”, 
principio 18. 
869
 Las Comisiones de la verdad recogen los programas de reparaciones en el apartado destinado a las 
recomendaciones. Como hemos visto, tal y como subraya el Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas el problema es la aplicación de las mismas, puesto que en muchos casos no son vinculantes, y 
aunque lo sean, ello no garantiza su aplicación. Además, el carácter temporal de estos órganos no facilita 
que se pueda hacer un seguimiento posterior al programa de reparaciones, una vez concluido el trabajo de 
la Comisión en cuestión. Consejo de Derechos Humanos, “Instrumentos del Estado de Derecho para 
sociedades que han salido de un conflicto: programas de reparaciones…”, 15. Vid. Supra. Capítulo II. 
Epígrafe 3. 
870
 Ibídem., p.16.  
871
 El Centro Internacional de Justicia de Transicional en conjunción con el Consejo de Derechos 
Humanos organizaron en junio de 2012 un seminario de dos días en los distritos de Kitgum y Gulu, a los 
que asistieron organizaciones de la sociedad civil con el objeto de conocer de primera mano las 
necesidades y demandas de las víctimas. Algunos de los testimonios recabados se recogen en: Centro 
Internacional para la Justicia Transicional, Reparations for Northern Uganda Addressing the Needs of 
Victims and Affected Communities (Nueva York: International Center os Transitional Justice, 2012). 
872
 A raíz de la violencia post-electoral que tuvo lugar en el país tras las elecciones presidenciales de 
2010, se creó la Comisión Nacional para la Reconciliación y Compensación de Víctimas (CONARIV), 
que tras llevar a cabo un amplio proceso de consulta con las víctimas, con la asistencia del Centro 
Internacional de Justicia Transicional, recomendó al gobierno la creación de un programa de 
reparaciones, que en la actualidad todavía no ha sido creado. Cristian Correa y Didier Gbery, 
“Recommendations for Victims Reparations in Côte d’ Ivore (Nueva York: Centro Internacional de 
Justicia Transicional, 2016). 
873
 REDRESS (nombre oficial) es una organización no gubernamental con sede en Londres que trabaja 
directamente con organizaciones del ámbito local de todos los continentes con el fin de asistirlas y 
capacitarlas para mejorar la realidad de los supervivientes de crímenes internacionales. Además, en el 
plano internacional trabaja con organizaciones intergubernamentales de ámbito universal y regional con 




asociación con organizaciones y grupos locales, pero también con órganos y entidades 
gubernamentales. En este sentido, las organizaciones locales, además de registrar a las 
víctimas, organizar el proceso y recoger sus testimonios, podrían jugar un importante 




c) Estándares de prueba. La exigencia de estándares de prueba altos para acreditar la 
condición de víctima y el daño causado podría dejar sin acceso a los programas a un 
gran número de víctimas, que de otro modo, sí tendrían derecho a ser beneficiarias. 
Especialmente difícil es la prueba de los casos de violencia sexual, razón por la que con 
el fin de evitar su (re) victimización y abarcar la mayor cantidad posible de víctimas, se 
ha aconsejado el establecimiento de medios de prueba laxos
875
.   
4.2.1. Programas de reparaciones: los casos de Marruecos, Liberia, Kenia y Sierra 
Leona 
Completamos el examen de los programas de reparaciones con el análisis de 
aquellos programas de reparaciones creados en virtud de las recomendaciones 
formuladas por las Comisiones de la verdad africanas en las que se han investigado 
crímenes de violencia sexual
876
. En este sentido, a fin de valorar la “compleción” de 
                                                                                                                                                                          
Asimismo gestiona el Grupo de los Derechos de las Víctimas creado por la Coalición para la Corte Penal 
Internacional en 1997, con el objeto de asegurar que los derechos de las víctimas son efectivamente 
protegidos y respetados. Véase la página web oficial de la organización: http://www.redress.org/post-
conflict-justice/victims-rights-working-group. 
874
 En este sentido, siguiendo a Merry Engle y su conocido trabajo sobre la necesidad de trasladar el 
Derecho Internacional al ámbito local, las organizaciones locales podrían facilitar el acceso de las 
víctimas a los programas de reparaciones también en lo que se refiere a hacer cognoscible para las 
víctimas el lenguaje jurídico. Véase: Sally Merry Engle, Human Rights and Gender Violence: Traslating 
International Law into Local Justice (Illinois: University of Chicago Press, 2006).   
875
 Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Instrumentos del Estado de 
Derecho para sociedades que han salido de un conflicto: programas de Reparaciones…”, 18.  
876
 Apoyamos la elección del criterio utilizado para acotar el objeto de estudio únicamente a los 
programas de reparaciones creados en virtud de las recomendaciones de las Comisiones de la verdad 
analizadas, en la teoría general del campo de la justicia transicional que considera que los mecanismos de 
justicia que satisfacen los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario deben ser integrados en una 
estrategia holística de justicia de transición. Así, con el propósito de maximizar los efectos del uso de los 
mecanismos de justicia transicional a la rendición de cuentas, éstos deben presentar una “coherencia 
externa”, es decir “no se deben presentar como iniciativas aisladas e independientes sino como parte de 
una política integrada”. Consejo de Derechos Humanos, “Informe del Relator Especial sobre la 
promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no-repetición, Pablo del Grieff”, 
A/HRC/21/46, 9 de agosto de 2012, párr. 27. Al respecto véase también el análisis exhaustivo realizado 
por el Relator sobre coherencia interna y externa de los programas de reparación. Pablo del Grieff, 
“Justice and Reparations”, The Handbook of Reparations, ed. Pablo del Grieff (Oxford: Oxford 
University Press, 2006). Además, la decisión de centrarnos en este tipo de programas está igualmente 




estos programas para reparar a las víctimas de violencia sexual, hay que analizar en 
primer lugar la inclusión en los mismos de los criterios de información, participación y 
estándar de prueba. 
En relación a la información recabada al objeto de concretar los elementos 
víctima-beneficiario-beneficio, en mayor o menor medida, las cuatro Comisiones de la 
verdad analizadas realizaron esfuerzos a dirigidos a identificar las necesidades de las 
víctimas. Como ya hemos visto estas Comisiones de la verdad examinadas analizaron 
las causas que subyacen en la comisión de crímenes sexuales y abordaron sus 
consecuencias, lo que les permitió concretar las modalidades de reparación que 
convendría otorgar a las víctimas de violencia sexual. A este respecto, las cuatro 
Comisiones señalaron la rehabilitación, indemnización, satisfacción y garantías de no-
repetición como modalidades que convendría aplicar, aunque no en todos los casos se 
vincularon estas medidas expresamente con las víctimas de violencia sexual, sino que 
en algunas ocasiones dichas modalidades se prevén para cubrir las necesidades de la 
generalidad de víctimas incluidas en el programa.  
Así, en lo que se refiere a la rehabilitación, todas las Comisiones han coincidido 
en prever esta modalidad de reparación en sus programas, a través del establecimiento 
de medidas sanitarias gratuitas, especificando en el caso de Kenia y Sierra Leona la 
necesidad de otorgar medidas rehabilitadoras a las víctimas de violencia sexual, e 
incluso detallando en este último caso los tratamientos que podrán practicarse
877
.  
En cuanto a la indemnización, todas las Comisiones han recogido medidas 
compensatorias para las víctimas de violencia sexual, relacionando las necesidades 
socioeconómicas de las víctimas con los crímenes perpetrados contra ellas.  
 En relación a la satisfacción, todas las Comisiones de la verdad estudiadas han 
recogido las disculpas públicas ofrecidas por agentes del Estado como la medida más 
importante dentro de esta modalidad de reparaciones, aunque en todos los casos se han 
                                                                                                                                                                          
más plausibles que un plan elaborado por autoridades gubernamentales”. Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, “Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido 
de un conflicto: programas de reparaciones…”, 11.  
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referido a la generalidad de víctimas y no sólo a las de violencia sexual. Generalmente 
esta forma de satisfacción es ofrecida por las autoridades gubernamentales. En Kenia las 
brindó el presidente del país, Uhuru Kenyatta, pretendiendo ayudar a las víctimas a 
sentirse reconocidas. No obstante, como ha señalado CARRANZA, para que así sea es 




 En lo que se refiere a las garantías de no-repetición, aunque todas las 
Comisiones de la verdad estudiadas han destacado la necesidad de derogar las leyes y 
prácticas discriminatorias de género que subyacen en la comisión de estos crímenes, 
sólo la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Kenia ha incluido esta acción 
dentro de dicha modalidad de reparación
879
.  
Por lo que respecta a la participación de las víctimas en el proceso de diseño del 
programa de reparaciones
880
, todas las Comisiones estudiadas han configurado sus 
programas sobre la base de las declaraciones aportadas por las víctimas, las cuales 
fueron interrogadas sobre sus necesidades y pretensiones en relación a las reparaciones. 
En algunos casos, este proceso de toma de declaraciones se llevó a cabo con el apoyo de 
organizaciones de la sociedad civil, tanto de ámbito internacional como local. Al 
respecto destaca especialmente el trabajo realizado por la asociación de Abogados por 
los Derechos Humanos encargada de elaborar el proyecto “A House With Two Rooms” 
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(las recomendaciones de la Comisión de la verdad liberiana) sobre la base de los 
testimonios otorgados por las víctimas
881
.   
Por último, respecto al estándar de prueba, las Comisiones de la verdad 
estudiadas,  conscientes de las dificultades probatorias de los crímenes de violencia 
sexual perpetrados durante los conflictos, han optado por rebajar el umbral de prueba 
requerido para atestiguar su condición de beneficiarias, adoptando el estándar “balance 
de probabilidades”. Se exceptúa Marruecos, que decidió contemplar como beneficiarias 
a todas las mujeres que habían estado presas durante el tiempo en el que ocurrieron los 
hechos objeto de investigación de la dicha comisión.  
En segundo lugar, se plantea la cuestión relativa a quiénes fueron consideradas 
como víctimas a efectos de poder beneficiarse del programa de reparaciones. Así, en 
principio todas las Comisiones de la verdad estudiadas recogen una definición amplia 
del concepto de víctimas acudiendo a la definición otorgada por el principio 9 de los 
“Principios y directrices básicos” ya que consideran como tales todas aquellas personas 
que sufrieron los crímenes que han sido objeto de investigación por la comisión en 
cuestión, estableciendo el requisito de que las víctimas acrediten su condición para 
poder ser consideradas como beneficiarias de las reparaciones, a través del estándar de 
prueba “balance de probabilidades”.   
De este modo, en el caso de Sierra Leona, la Comisión se decidió por no limitar 
los beneficiarios del programa de reparaciones a aquellas víctimas que habían 
cooperado con ella, teniendo en cuenta los límites temporales para tomar declaración. 
No obstante, ante la imposibilidad de reparar a todas las víctimas sólo se reconocería 
como beneficiarias a las más vulnerables, incluyendo en este grupo a las víctimas de 
violencia sexual
882
. Así, la decisión sobre su elegibilidad se deja al facultativo que 
atienda a las víctimas, que considerándose como potenciales beneficiarias de ésta 
medida, acudan a los servicios médicos públicos
883
.  
En el caso de Marruecos se exige la presentación de un informe médico en el 
que se determinen sus necesidades, aunque se contempla la posibilidad de que éste sea 
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. Por su parte, la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Liberia, en su 
Informe final, concretamente en el capítulo denominado “Mujeres y el Conflicto”, al 
hacer referencia a las víctimas de violencia sexual detalla que “las reparaciones 
individuales, otorgadas caso por caso, deberían ser dadas a todas las mujeres que han 
declarado ante la Comisión o han testificado en público o in camera”
885
.  
Finalmente, por lo que respecta a la Comisión de la Verdad, la Justicia y la 
Reconciliación de Kenia, las víctimas de crímenes de violencia sexual son contempladas 
como posibles beneficiarias dentro de la “Categoría 2- Violaciones al derecho a la 
integridad personal” que, según determina la propia “Comisión”, serán consideradas de 
forma prioritaria a efectos de reparaciones, y así se las incluye en la denominada 
“Prioridad A”. No obstante, para ser reconocidas como beneficiarias deberán demostrar 
que tienen un problema de salud o constituir una unidad familiar mono parental con 
serias dificultades económicas derivadas directamente de haber sido víctimas de 
crímenes sexuales, siendo preceptivo el aporte de pruebas tales como informes médicos 
o recomendaciones sobre su condición de beneficiarias, otorgados, inter alia, por 
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I. La configuración y desarrollo de la prohibición de cometer actos de violencia 
sexual durante el conflicto armado en el Derecho Internacional 
1. La comisión de violencia sexual durante los conflictos armados es un fenómeno 
consustancial a todas las épocas y contextos. Aunque históricamente, dicho fenómeno 
fue considerado como un “daño colateral” de los conflictos armados, siendo silenciadas 
las causas y consecuencias del mismo, hoy día se asume que a menudo la violencia 
sexual constituye una táctica de guerra deliberada y calculada por las partes en 
conflicto, con unos propósitos claros y basada en consideraciones de género. De esta 
manera, la violencia sexual durante los conflictos armados refleja la estructura 
patriarcal y las discriminaciones de género existentes en la sociedad prebélica 
2. El uso inadecuado de los términos jurídicos que se han venido manejando hasta ahora 
en el plano internacional, tanto a nivel normativo como institucional, para referirse a la 
comisión de actos de violencia sexual durante los conflictos (“violencia sexual” y 
“violencia basada en el género”) ha impedido que se contemple en su integridad la 
dimensión de género de los conflictos, y ha contribuido a que se haya forjado la idea de 
que las víctimas de la violencia sexual son exclusivamente mujeres. Consecuentemente, 
hay que celebrar el cambio de rumbo terminológico que ha propiciado la adopción por 
parte de Naciones Unidas del término “violencia sexual relacionada con los conflictos”, 
puesto que éste refleja de forma integral la comisión de violencia sexual durante los 
conflictos, y es el que debería usarse. 
3. El marco normativo aplicable a los crímenes internacionales de violencia sexual es el 
resultado de un proceso de interacción normativa en el que confluyen tres sectores del 
Derecho internacional (Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Derecho 
Internacional Humanitario y Derecho Internacional Penal) que interactúan entre sí y del 
que resultan una serie de normas destinadas a evitar, prohibir y sancionar la comisión de 




- Así, en relación al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, aunque llama la 
atención la invisibilidad normativa de la violencia sexual en los principales 
instrumentos convencionales de protección de los Derechos Humanos, ésta se ha podido 
superar gracias a la interpretación integradora de los mismos. Se añade la atención 
prestada al tema por parte de las Naciones Unidas que, desde la década de los noventa, 
han venido gestando una serie de iniciativas e instrumentos, en su mayoría de soft law, 
que tratan la cuestión de la mujer y los conflictos armados, y que realizan dos aportes 
interesantes que conviene destacar. Uno es el reconocimiento de que los actos de 
violencia ejercidos contra la mujer durante los conflictos armados, entre ellos los de 
naturaleza sexual, constituyen violaciones de los principios fundamentales de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, que hay que perseguir y 
reparar. Otro se refiere a la necesidad de incorporar una perspectiva de género en el 
Derecho Internacional y en la resolución y reconstrucción post-conflicto. Esta cuestión 
reviste de gran importancia puesto que permite superar la tradicional visión de los 
conflictos armados como realidades neutras en cuanto al género y, pone de manifiesto la 
necesidad de hacer frente a las desigualdades de género contra la mujer.  
-Por su parte, a pesar de las críticas de las que puedan ser objeto las referencias al honor 
y pudor de las mujeres, por reflejar la tradicional sociedad patriarcal, el Derecho 
Internacional Humanitario, sobre la base del sistema de Ginebra, contiene una serie de 
preceptos que, implícitamente y expresamente, prohíben la comisión de actos de 
violación y otras agresiones sexuales durante los conflictos armados internacionales e 
internos.  
-En lo que se refiere al Derecho Internacional Penal, tras el papel precursor de los 
Tribunales Internacionales ad hoc respecto a la determinación, clarificación y 
consolidación de los elementos constitutivos de los crímenes internacionales de 
violencia sexual, el salto definitivo para la criminalización de la violencia sexual y la 
consolidación del principio de responsabilidad penal se produjo con la adopción del ER 
y la creación de la CPI. Si bien por el momento la CPI sólo ha condenado en un caso al 
acusado por la comisión de crímenes de violencia sexual en el caso Bemba, la 
jurisprudencia de la CPI ha servido para interpretar y clarificar los elementos 




Así, en lo que se refiere al crimen de violación consideramos que la CPI ha 
clarificado la definición del crimen al sintetizar los elementos materiales que lo 
comprenden y diluir el debate sobre la falta de consentimiento, que deja de ser un 
requisito para concluir la existencia del crimen, disponiendo que lo relevante es que el 
acto se cometa mediando “la fuerza, la amenaza de la fuerza o la coerción” (caso 
Bemba). Respecto al crimen de esclavitud sexual, la CPI ha interpretado el requisito 
ejercer la propiedad, considerando que el mismo no puede ser equiparado con una 
transacción comercial, sino que se refiere a la imposibilidad de las víctimas para 
cambiar su situación (caso Katanga). Por otra parte, aunque el crimen de matrimonio 
forzado no está recogido como crimen autónomo en el ER (ni en ningún otro 
instrumento internacional), en nuestra opinión, la CPI ha dado pasos hacia su 
reconocimiento como tal, al valorar los elementos que lo diferencian del crimen de 
esclavitud sexual, imputando al acusado en el caso Ongwen el crimen de matrimonio 
forzado como crimen de lesa humanidad recogido en el artículo 7.1.k ER (“otros actos 
inhumanos”). Por último, y en relación con la llamada cláusula residual “de otras 
formas de violencia sexual de gravedad comparables”, aún a sabiendas de las 
dificultades interpretativas que suscita, nos parece criticable la interpretación obsoleta 
realizada por la CPI a propósito del caso Kenyatta al considerar que la desnudez forzada 
no satisface el umbral de gravedad requerido.  
Por otra parte, hay que destacar la inclusión del mandato de género como un 
aspecto positivo del ER. En nuestra opinión, esta inclusión ha sido formulada de tal 
manera que abarca las dimensiones sustantiva y procedimental de los crímenes de 
violencia sexual. De tal manera que se incluye a los hombres como posibles víctimas de 
estos crímenes, se recogen medidas de protección especiales para las víctimas de 
crímenes de violencia sexual y de género que participen en los procedimientos 
sustanciados ante la Corte, y se considera el parámetro género como un elemento 
constitutivo del crimen de lesa humanidad de persecución (7.1.h), además de un 
agravante a efectos de la imposición de la pena (regla 145.2.b v, en relación con el 
artículo 21.3 ER).  
4. La perpetración en masa de crímenes de violencia sexual es una constante en los 
conflictos armados en África. También la discriminación y subordinación de género que 
sufren las mujeres en este continente. Ambas circunstancias propiciaron la adopción por 




opinión, es el más progresista de los instrumentos de protección de los derechos 
humanos de ámbito regional en relación a la violencia sexual, puesto que es el único en 
el que se incriminan las conductas de naturaleza sexual que podrán ser consideradas 
como crímenes de lesa humanidad, de guerra y genocidio. El Protocolo subraya además 
la necesidad de que los perpetradores sean llevados ante la justicia, y de que se 
transformen las desigualdades de género a través de la modificación de la legislación 
discriminatoria y las prácticas desigualitarias. No obstante, el impacto real de dicho 
Protocolo en los Estados continúa planteando siendo un problema, a pesar de que él 
mismo fue adoptado hace casi quince años, lo que se debe, fundamentalmente, al bajo 
grado de ratificación estatal y de la incorporación en los ordenamientos jurídicos de las 
disposiciones recogidas en el mismo. Así, consideramos que es necesario que los 
Estados incrementen esfuerzos en este sentido, así como que la Unión Africana continúe 
promoviendo iniciativas para fomentar que los Estados incorporen en su legislación 
nacional las disposiciones del Protocolo y para que persigan los crímenes de violencia 
sexual en sus ordenamientos jurídicos.  
En todo caso, hay que destacar el hecho de que actualmente se están 
promoviendo iniciativas en el continente destinadas a investigar y perseguir crímenes 
internacionales de violencia sexual. Valga como ejemplo la condena dictada en mayo de 
2016 por las Salas Especiales a los Tribunales Africanos al ex dictador del Chad, 
Hissène Habré, por la comisión de los crímenes de violación y esclavitud sexual en el 
Chad entre 1982 y 1990. En nuestra opinión, es posible que estas iniciativas se forjen en 
la adopción del “Protocolo de Maputo”, viéndose influenciados los Estados en los que 
éstas se han puesto en marcha por la incriminación de las conductas de naturaleza 
sexual en el mismo y por la necesidad de perseguir tales conductas; pues la mayoría de 
los Estados que actualmente están poniendo en funcionamiento dichas iniciativas son 
Estados parte de dicho Protocolo. Sin embargo, resulta criticable la interpretación 
realizada por las Salas Especiales de los Tribunales Africanos en el caso Hissène Habré 
en relación a la definición del crimen de violación. Ya que en este caso las “Salas 
Especiales”, para calificar los actos como crimen de violación, no hicieron referencia a 
las circunstancias contextuales en las que se cometieron los crímenes, sino que 
adoptaron una definición mecánica del crimen, considerándolo como un acto de 




II. La contribución de los mecanismos de justicia transicional a la rendición de 
cuentas 
1. A pesar de la existencia de una prohibición clara e incuestionable en el Derecho 
Internacional respecto a la comisión de violencia sexual durante los conflictos armados, 
la realidad actual de los conflictos recientes o todavía en curso, especialmente en África, 
pone de manifiesto la vulneración constante de dicha prohibición. Dos son los rasgos 
que caracterizan dicha vulneración, esto es: la comisión de crímenes de violencia sexual 
se ha convertido en un rasgo definitorio de los conflictos armados actuales y su 
persecución penal en el post-conflicto suele ser inexistente, dando lugar a un clima de 
impunidad. Ante tal situación, desde hace algunos años la Comunidad Internacional 
viene esforzándose en buscar métodos alternativos al modelo retributivo de justicia, a 
través de un modelo restaurativo de justicia y los llamados “mecanismos de justicia 
transicional” con el objetivo de satisfacer los derechos de las víctimas de crímenes 
internacionales a la justicia, la verdad y la reparación, y, de esta manera, cercar la 
brecha de la impunidad. 
2. De acuerdo con la interpretación de la que el término “impunidad” es objeto en el 
actual marco normativo internacional, ésta existe incluso aunque se estén llevando a 
cabo procedimientos penales, pues la obligación de administrar justicia impone a los 
Estados el respeto de los derechos de las víctimas a conocer la verdad y obtener 
reparaciones por los crímenes sufridos. También dan lugar a impunidad las normas de 
amnistía que eximan de persecución penal a los autores de crímenes internacionales 
(impunidad normativa), las cuales se entienden incompatibles con el Derecho 
Internacional, también en lo que respecta a los crímenes de violencia sexual. No 
obstante, aunque hoy día no sea habitual la adopción de este tipo de normas, los Estados 
africanos continúan poniendo en práctica otros modos de ejercer la impunidad. Uno de 
estos modos de ejercer la impunidad se produce al no incorporar en sus ordenamientos 
jurídicos las normas internacionales que tipifican los crímenes internacionales de 
violencia sexual. Lo que sucede en aquellos Estados africanos que no son Estados parte 
en el Protocolo de Maputo o el ER. El otro modo de ejercer la impunidad se deriva de 
los fallos en la satisfacción de los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad y la 
reparación, que dan lugar a que podamos hablar de una impunidad fáctica tras la 
comisión de crímenes internacionales e violencia sexual durante los conflictos armados 




3. En nuestra opinión, la comisión de crímenes de violencia sexual durante los 
conflictos armados y la cultura de impunidad que persiste en África en lo que respecta a 
estos crímenes son fruto de la estructura patriarcal y discriminatoria de género de las 
sociedades africanas, de tal modo que los esfuerzos por hacer frente a la impunidad 
deben ir a la raíz del problema y abordar las desigualdades y los estereotipos de género. 
Consecuentemente, consideramos que, al menos en la teoría, la justicia transicional 
puede contribuir a cercar la brecha de impunidad y fomentar la rendición de cuentas por 
la comisión de crímenes de violencia sexual durante los conflictos armados en África; a 
la vez que ayuda a sentar las bases para cambiar las leyes y prácticas discriminatorias de 
género que persisten en muchas sociedades africanas, con el objetivo de evitar la 
repetición de crímenes de violencia sexual en el futuro. 
4. En consecuencia, en nuestra opinión, la inclusión de una perspectiva de género en los 
mecanismos de justicia transicional es uno de los principales retos a los que se enfrenta 
hoy el campo de la justicia transicional, especialmente en África. Además, las 
discusiones sobre paz vs justicia que anteriormente centraban el debate en torno a este 
campo hoy se han ido diluyendo, dando paso al establecimiento de un nuevo reto que se 
centra en la necesidad de llevar a cabo un análisis individualizado respecto a cuáles 
mecanismos de justicia transicional resultan más apropiados en cada caso concreto.  
Así, consideramos que resulta conveniente que la investigación en el campo de 
justicia transicional se enfoque al análisis de los efectos y consecuencias del uso de los 
mecanismos de justicia transicional en cada contexto particular, con el fin de diseñar 
estrategias de justicia transicional ad hoc; que, sin embargo, se deberán diseñar con una 
visión holística (de conjunto). En este sentido, el continente africano se encuentra 
inmerso, desde la década de los noventa, en la creación de un marco jurídico regional 
para garantizar y proteger los derechos de los africanos, restaurar el imperio de la ley y 
promover la rendición de cuentas tras los conflictos armados. Al respecto, se celebra la 
reciente elaboración por parte de la Unión Africana de un marco estratégico de justicia 
transicional (“Africana Unión Transicional Justica Framework”), pendiente de 
aprobación definitiva, que permite la adopción de una estrategia regional común 
destinada a fomentar la rendición de cuentas y la paz sostenible en el continente. Sin 
embargo, se ha de advertir que, además de crear el marco estratégico de justicia 
transicional, la Unión Africana y el resto de las Organizaciones regionales del ámbito 




capacidades técnicas y económicas necesarias para que éstos lleven a cabo procesos de 
transición exitosos. En nuestra opinión, se trataría de que estas Organizaciones apoyen 
las frágiles economías estatales africanas, además de vigilar –a través de instrumentos y 
mecanismos de monitoreo y evaluación- que los Estados satisfacen con efectividad los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.   
Junto a este reto general, los mecanismos de justicia transicional se enfrentan a 
una serie de retos particulares para satisfacer los derechos de las víctimas a la justicia, la 
verdad y la reparación. En relación a los procedimientos judiciales, el reto principal se 
refiere a la necesidad de definir una estrategia de priorización de casos, pues durante la 
fase post-conflicto los Estados africanos, se enfrentan a numerosos obstáculos (entre 
otros: elevado número de perpetradores, quiebre de las instituciones, inseguridad) que 
les impiden investigar y enjuiciar todos los casos existentes. Ninguno de los criterios 
utilizados para definir la estrategia de priorización posibilitará la persecución de todos 
los casos existentes, creándose lagunas en la persecución de crímenes internacionales en 
el Estado en cuestión. Tampoco la CPI puede abarcar la totalidad de casos existentes en 
una situación, pues la práctica seguida por la misma hasta ahora confirma que su 
estrategia persecutoria consiste en la investigación y enjuiciamiento de los “principales 
responsables”.  
Con el fin de contribuir a cercar la brecha de impunidad y de satisfacer el 
derecho a la verdad de las víctimas se plantea que los procedimientos penales se 
apliquen conjuntamente con las Comisiones de la verdad, cuyo funcionamiento tampoco 
está exento de obstáculos. En relación a éstas, el primer problema que se ha planteado 
en el plano internacional hace referencia a la discutida naturaleza jurídica del derecho a 
la verdad. Si bien, actualmente se considera que se trata de un principio que está 
emergiendo en el Derecho Internacional, que habría alcanzado la consideración de 
Derecho consuetudinario distinto de aquellos en relación con los que se ha reconocido. 
Junto a esta dificultad, las Comisiones de la verdad se enfrentan a otros muchos retos. 
En nuestra opinión, el reto más relevante se refiere a la necesidad de que las Comisiones 
de la verdad se conviertan en un foro terapéutico en el que las víctimas, además de 
conocer la verdad sobre los crímenes que se cometieron durante el conflicto, puedan 
relatar sus experiencias con seguridad y en el que se sientan protegidas y animadas para 
declarar, cuestión de suma importancia cuando se trata de víctimas de violencia sexual 




En lo que se refiere a las reparaciones, el reto fundamental consiste en elegir la 
modalidad adecuada para cada tipo de víctima. En consecuencia, consideramos que es 
necesario que se lleven a cabo procesos de consultas con las víctimas, para identificar 
sus necesidades y evitar generarles expectativas, pues es muy probable que todas las 
víctimas de un conflicto armado no puedan ser reparadas. En nuestra opinión, en el caso 
de víctimas de violencia sexual lo más acertado es considerar la aplicación conjunta de 
varias modalidades de reparación.  
Así, estos retos particulares se centran tanto en lograr que los mecanismos de 
justicia transicional satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparación como 
en la incorporación de la perspectiva de género, de manera que los mismos contribuyan 
a cercar la brecha de impunidad que rodea la comisión de crímenes de violencia sexual 
durante los conflictos armados.  
5. Así las cosas, tras el análisis teórico realizado en torno al campo de la justicia 
transicional, consideramos que una vez salvados los retos que presenta cada mecanismo 
de justicia transicional, éstos –aplicados de forma complementaria a través de una 
estrategia holística de justicia de transición- tienen la capacidad (al menos teórica) de 
contribuir a la rendición de cuentas por la comisión de crímenes de violencia sexual 
durante los conflictos armados.  
III. En relación a la contribución de la Agenda de “Mujeres, Paz y Seguridad” a la 
Justicia Transicional en África 
1. El desarrollo de la Agenda de “Mujeres, Paz y Seguridad” (Agenda “MPS”) supone 
la inclusión definitiva del asunto de la violencia sexual en la acción normativa e 
institucional de Naciones Unidas, constituyendo un hito en el Derecho Internacional al 
instaurar un nuevo enfoque a la relación mujer y conflictos armados. La Agenda “MPS” 
tiene una doble dimensión. Como agenda normativa refuerza la prohibición de cometer 
actos de violencia sexual durante los conflictos armados y promueve la obligación de 
los Estados de implementar las resoluciones que la integran. Como agenda con una 
dimensión de género, que reconoce el impacto específico que el conflicto causa en 
hombres y mujeres, sitúa a las mujeres en pie de igualdad respecto a los hombres con 
los asuntos de paz y seguridad e identifica también a los hombres como posibles 




2. La comisión de violencia sexual durante los conflictos armados es uno de los temas 
centrales de la Agenda “MPS”, en cuyo marco la violencia cometida de forma 
sistemática y generalizada puede constituir (cuando se den las circunstancias precisas) 
una amenaza a la paz y seguridad internacionales de cuyo mantenimiento se ocupa el 
CS. En este sentido, si bien resulta criticable que la Agenda “MPS”, centrada en los 
crímenes sexuales, no haya abordado en su integridad las dimensiones de género del 
conflicto, destaca positivamente la inclusión de las mujeres en los asuntos de paz y 
seguridad; la visibilidad de la violencia sexual perpetrada contra hombres y niños; y el 
refuerzo de la lucha contra la impunidad en la fase post-conflicto. 
3. La Agenda “MPS” ha promovido la incorporación de la perspectiva de género a los 
asuntos de paz y seguridad en general y a la resolución y reconstrucción post-conflicto 
en particular, reiterando la relación entre mujeres, género y justicia. Así, la lucha contra 
la impunidad por la comisión de crímenes sexuales durante el conflicto se ha 
convertido, conforme se han ido adoptando las resoluciones que comprenden la Agenda 
“MPS”, en parte integrante de la misma. En este sentido, todas las resoluciones que 
comprenden la Agenda “MPS” han subrayado, con mayor o menor exhaustividad, la 
necesidad de que los Estados pongan fin a la impunidad que rodea la comisión de 
crímenes internacionales de violencia sexual por medio del establecimiento de 
mecanismos de justicia transicional. Sin embargo, en nuestra opinión, la Agenda “MPS” 
no ha prestado suficiente atención al estudio de las causas discriminatorias de género 
que constituyen el origen de la comisión de los crímenes sexuales durante los conflictos 
armados. De esta forma, la Agenda “MPS” no contempla todo el potencial que los 
mecanismos de justicia transicional pueden ejercer en la transformación de la justicia de 
género.  
4. Por lo que se refiere a la implementación de la Agenda “MPS” en África, se observan 
desarrollos positivos que se ven matizados por aspectos criticables. Así, a pesar de que 
el uso inadecuado que hace la Agenda “MPS” de los términos “violencia sexual” y 
“violencia basada en el género” se traslada a su implementación estatal, en términos 
generales, los Planes de Acción Nacional (PAN’s) aprobados por Estados africanos han 
ligado la comisión de crímenes de violencia sexual a la estructura patriarcal y la 
subordinación de las mujeres presente en las sociedades africanas, si bien no han 
propuesto medidas concretas con las que hacer frente a esta situación. En segundo lugar, 




comisión de crímenes internacionales, su incorporación en Derecho interno, y se insiste 
en la obligación de llevar a los responsables de tales actos ante la justicia, no se prevén 
medidas específicas para lograr este cometido. En tercer lugar, si bien reiteran la 
obligación de adoptar medidas destinadas a reparar a las víctimas de crímenes de 
violencia sexual, no mencionan en cambio la obligación de la búsqueda de la verdad 
sobre la perpetración de tales actos, que no aparece recogida en ninguno de los PAN’s 
africanos. Por todas estas razones, en nuestra opinión, en la actualidad, los PAN’s no 
están contribuyendo satisfactoriamente a la implementación de las disposiciones sobre 
justicia transicional recogidas en las resoluciones que comprenden la Agenda “MPS”.  
5. Consecuentemente, y fruto además de los problemas de financiación estatal, la 
implementación de las disposiciones recogidas en la Agenda “MPS” en África a través 
de los PAN’s está planteando más dificultades de las que en un principio cabría esperar. 
No obstante, en contraste con lo anterior, se ha de valorar positivamente la labor de las 
Organizaciones regionales en relación a la implementación de la Agenda “MPS” en el 
plano regional africano. Así, se han de celebrar las iniciativas que, desde la Unión 
Africana (UA) y otras organizaciones subregionales del ámbito africano, se vienen 
realizando en los últimos años con el fin de implementar la “Agenda” MPS a nivel 
regional y promover y coordinar la implementación estatal. En este sentido, conviene 
destacar la adecuada interpretación de los términos “género” y “sexo” realizada por la 
“Política de Género” –un tipo de Plan de Acción Regional adoptado por la UA- que, 
consecuentemente, realiza un correcto análisis de las relaciones de género y promueve 
la adopción de legislación nacional acorde con el principio de no discriminación por 
motivos de género. En lo que se refiere al campo de la justicia transicional, la actividad 
de las organizaciones regional y sub-regionales del ámbito africano supone un empuje 
para la rendición de cuentas por la comisión de crímenes internacionales de violencia 
sexual en el continente. Así, estas iniciativas realizan un llamamiento a los Estados para 
que incluyan las violaciones a los derechos de las mujeres, entre ellas la comisión de 
crímenes sexuales, en las estructuras de verdad y reconciliación y en las medidas 





IV. El Estudio de casos sobre la aplicación de mecanismos de justicia transicional a 
los crímenes de violencia sexual perpetrados en el ámbito africano. 
1. En los últimos años el continente africano se ha convertido en un verdadero “banco 
de pruebas” de los mecanismos de justicia transicional, permitiendo realizar un estudio 
de casos orientado hacia aquellos mecanismos de justicia transicional (procedimientos 
judiciales, Comisiones de la verdad y reparaciones) que han incorporado los crímenes 
de violencia sexual a sus trabajos, teniendo en cuenta dos parámetros: la inclusión de la 
perspectiva de género a dichos mecanismos y el punto de vista de las víctimas. 
2. Teniendo en cuenta que, hasta ahora, la vasta mayoría de los procedimientos 
judiciales por la comisión de crímenes internacionales de violencia sexual se han 
llevado a cabo en la CPI, que hasta ahora ha centrado la mayor parte de su actividad en 
situaciones del continente africano, el papel que ejerce este órgano en la justicia penal 
internacional post-conflicto nos permite extraer una serie de conclusiones.  
A) En primer lugar, a la luz de los últimos acontecimientos se observa con preocupación 
la intención que recientemente han mostrado algunos países africanos de retirarse del 
sistema de la CPI. En este sentido, si bien es entendible el descontento de algunos 
Estados africanos con el hecho de que la CPI haya centrado sus enjuiciamientos en 
casos de este continente, consideramos que de formalizarse esta retirada de la CPI se 
redundaría en la impunidad en el continente. De la misma manera que si finalmente es 
aprobado el proyecto elaborado por la Unión Africana, que consiste en la ampliación de 
la Corte Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, y en el que se recoge la 
inmunidad de los Jefes de Estado y de gobierno de los países que pertenecen a dicha 
organización. En la misma línea, aunque se ha de valorar positivamente el hecho de que 
en ciertos Estados africanos se estén empezando a juzgar crímenes internacionales -
incluyendo los de violencia sexual- en los sistemas jurídicos nacionales; conviene 
advertir, que aunque es pronto para poder prever el éxito de dichos procedimientos 
judiciales en el continente africano, convendría que para reforzar la lucha contra la 
impunidad los Estados desechasen la idea de retirarse de la CPI y que ésta continuase 
fomentando el enjuiciamiento de crímenes sexuales en los Estados a través del principio 
de complementariedad positiva. 
B) En segundo lugar, al albor de la adopción del ER la doctrina consideró que la 




mecanismos de justicia transicional en el sistema de la CPI. Esta idea ha sido 
confirmada por la práctica de la Fiscalía de la CPI, que ha reconocido la compatibilidad 
de los procedimientos de la CPI con dichos mecanismos, al considerar que la existencia 
de éstos será valorada para concluir el interés de abrir un caso ante la CPI, entendiendo 
que los mecanismos de justicia transicional forman parte junto a los procedimientos de 
la CPI de una estrategia global para combatir la impunidad. De esta manera se evidencia 
la compatibilidad de los procedimientos de la CPI con los mecanismos de justicia 
transicional. No obstante, hay que precisar que tal compatibilidad no quiere decir que 
dicho órgano considere que la investigación llevada a cabo por una Comisión de la 
verdad constituya una investigación en el sentido del artículo 17 ER, como en un 
principio cabría interpretar de la imprecisión de dicho precepto en relación al término 
“investigación”.  Así lo confirma la práctica actual de la CPI, que ha abierto casos en 
Guinea y Kenia para investigar los mismos crímenes que previamente ya habían 
investigado o estaban investigando sendas Comisiones de la verdad, la “Commission 
Nationale d’enquête indépendante” (Guinea) y la “Truth and Reconciliation and Justice 
Commission” (Kenia).  
Respecto a la posibilidad de que las investigaciones realizadas por una Comisión 
de la verdad pudieran servir al Fiscal en la fase de examen preliminar para abrir una 
investigación en el sentido del artículo 15.2 ER, la práctica existente no permite afirmar 
con rotundidad tal posibilidad. En todo caso sí afirmamos que los casos analizados 
indican que las investigaciones de las Comisiones de la verdad no servirían como medio 
de prueba en los procedimientos realizados ante la CPI, puesto que la misma requiere de 
un estándar de prueba mayor que el utilizado en las Comisiones.  
C) En tercer lugar, el análisis de las fases del procedimiento judicial seguido ante la CPI 
permite concluir que aunque una primera lectura del ER podría conducir a la conclusión 
de que dicho órgano jurisdiccional se orienta hacia un modelo de justicia restaurativa, 
basado en la participación de las víctimas en el proceso y la consiguiente creación de 
medidas destinadas a fomentar la seguridad y bienestar de las víctimas durante su 
participación, en realidad tal conclusión no se ve confirmada en la práctica. En este 
sentido, se constata cómo los requisitos procesales de los procedimientos seguidos ante 
la CPI limitan la participación de las víctimas y la hacen depender de las necesidades 
procesales de la CPI. Así, en la práctica, dicho órgano jurisdiccional, tal y como él 




Tal modelo se evidencia en el hecho de que, en virtud de la Regla 85 RPP, las víctimas, 
para que se confirme su condición como tales a efectos de participación, deban acreditar 
la conexión entre el daño causado y los cargos imputados al acusado antes de que se 
confirme la imputación de cargos a éste en la audiencia de confirmación de cargos. 
Además, el efecto catártico que para las víctimas supone el declarar los crímenes 
sufridos por ellas ante un órgano de tanta relevancia como es la CPI, estará 
condicionado a las posibilidades de participación que la CPI conceda a las víctimas; 
participación, que, a su vez, se ve limitada por los requisitos legales dispuestos por el 
ER y las RPP. El examen del caso Bemba confirma tales limitaciones puesto que la CPI 
aceptó que fuesen muchas las víctimas acreditadas para presentar sus opiniones y 
observaciones durante el proceso, sin embargo, no todas ellas pudieron declarar en 
persona ante las Salas de la CPI, ni todas las víctimas acreditadas pudieron presentar 
prueba. Es más, sólo una minoría de las reconocidas como víctimas pudieron presentar 
prueba, ya que la CPI consideró que, de lo contrario, se dilataría excesivamente el 
proceso en perjuicio del acusado. 
D) Si bien, conviene destacar la creación de un entramado jurídico compuesto por 
medidas destinadas a proteger la seguridad y bienestar de la víctima durante su 
participación en los procedimientos, como un aspecto positivo del sistema de la CPI, 
sobretodo en relación a las víctimas de crímenes de violencia sexual; en nuestra opinión, 
el hecho de que las víctimas de violencia sexual que aportaron prueba durante el 
procedimiento del caso Bemba lo hiciesen desprovistas de medidas de confidencialidad, 
muestra el desinterés real de la CPI hacia la seguridad y bienestar de este tipo de 
víctimas.  
E) Igualmente llama la atención que en el caso Bemba la CPI haya decidido no 
considerar la agravante de discriminación de género (Regla 145.2.b.v en relación con 
artículo 21.3 ER) a efectos de imponer la sentencia al condenado, a pesar de que, en el 
fallo del caso la CPI consideró que los crímenes de violación fueron perpetrados por 
motivos de género.  
En nuestra opinión, ambos hechos evidencian el desconocimiento de la CPI 
sobre el alcance y significado del mandato de género recogido en el artículo 21.3 ER.  
2. En términos generales se observa una cierta tendencia hacia una investigación más 




verdad africanas que han incorporado una perspectiva de género a sus mandatos. Si 
bien, se ha de advertir que el análisis de las Comisiones investigadas (Comisiones de 
Kenia, Sierra Leona, Liberia y Marruecos) revela que éste fenómeno se pone de 
manifiesto con mayor intensidad en las Comisiones que han optado por la capacitación 
en género que en aquellas que sólo han incorporado la perspectiva de género a nivel 
institucional. En este sentido, se constata que en relación con el esclarecimiento de la 
verdad las cuatro Comisiones han investigado los crímenes de violencia sexual, las 
causas y patrones de su comisión. No obstante, se ha de advertir que las tareas de 
capacitación y sensibilización en género llevadas a cabo en las Comisiones no han sido 
todo lo fructíferas que cabría esperar por dos razones. En primer lugar, llama la atención 
que en todos los casos el número de mujeres que han declarado ser víctimas de 
violencia sexual ante las Comisiones de la verdad fue muy inferior al número total de 
crímenes de este tipo documentados por las organizaciones no gubernamentales que 
trabajaron directamente con las víctimas. Segundo, sobre la base de los mismos estudios 
realizados por las ONGs, los hombres también fueron víctimas de estos actos y, sin 
embargo, las declaraciones formuladas por ellos ante las Comisiones son anecdóticas.  
3. Por tanto, para que la labor de una Comisión rehabilite y repare a las víctimas es 
necesario que se tomen medidas dirigidas a garantizar su seguridad y bienestar cuando 
éstas presten declaración ante la Comisión. Si bien se observa que las Comisiones 
africanas están empezando a prestar atención a esta cuestión, sobre todo a través de la 
puesta en marcha de medidas que garantizan la confidencialidad de las víctimas durante 
las declaraciones, los avances en este sentido son todavía mínimos. Por ello 
consideramos que sería muy conveniente, a fin de fomentar su participación en estos 
órganos, la aprobación de un protocolo de actuación a nivel internacional que recogiese 
las directrices que debería seguir una Comisión para garantizar la seguridad y bienestar 
de las víctimas cuando prestan declaración. 
4. Por otra parte, a excepción de la Comisión marroquí, las otras tres Comisiones de la 
verdad analizadas vincularon la perpetración de crímenes de violencia sexual durante el 
conflicto o la situación de tensión con la existencia de una estructura social prebélica 
patriarcal y discriminatoria de género, de modo que concluyeron que, para transformar 
la justicia de género y evitar la repetición futura de estos crímenes, era necesario 
cambiar dicha estructura social, para lo cual formularon una serie de recomendaciones 




vinculante de las mismas, su implementación dependerá únicamente de la buena 
voluntad del gobierno. Por este motivo, consideramos que para evitar que los gobiernos 
redoblen esfuerzos con el fin de fomentar su implementación, estas recomendaciones 
deberían ser incluidas en los Planes de Acción Nacional creados para aplicar la “Agenda 
MPS” en el plano nacional.  
5. El artículo 75 del ER, destinado a reparar a las víctimas de crímenes internacionales, 
constituye un hito en el sistema de justicia penal internacional pues con esta inclusión la 
CPI materializa su pretensión de orientarse hacia las víctimas. Ahora bien, aunque el 
sistema de reparaciones apenas acaba de ponerse en práctica, en nuestra opinión, ya 
pueden formularse críticas respecto al modo de proceder de la CPI. Así, a propósito del 
caso Lubanga (el único en el que por el momento se ha tratado esta cuestión) 
consideramos que la CPI, concretamente la Sala de Primera Instancia I (SPII), no siguió 
un criterio adecuado al pasar por alto el principio de causalidad que rige en las 
reparaciones e incluir a las víctimas de violencia sexual como beneficiarias, a pesar de 
que finalmente tales crímenes no habían sido incluidos en el documento de 
confirmación de cargos imputados al acusado, basándose en el mandato de género 
recogido en el artículo 54.1.b ER y en la necesidad de atender a la complejidad del 
fenómeno de la violencia sexual. Posteriormente, la Sala de Apelaciones volvió de 
nuevo a equivocarse al rechazar la decisión adoptada por la SPII y excluir a las víctimas 
de violencia sexual de la orden de reparaciones. De esta manera, con la inclusión de la 
SPII, la Corte no tuvo en cuenta el descontento y desconfianza en el sistema del ER que 
su decisión pudo generar en las víctimas de otros crímenes no incluidas en las 
reparaciones, mientras que con la exclusión posterior dio lugar a aquello que en un 
principio quería evitar: la (re) victimización de las víctimas de violencia sexual. 
Además, las discrepancias entre las Salas de la Corte evidencian la ausencia de una 
opinión uniforme respecto al tema de las reparaciones.  
Por otra parte, el hecho de que finalmente sólo se hayan otorgado a las víctimas 
del caso (los niños soldado) reparaciones simbólicas tampoco parece acertado, puesto 
que hubiera sido más apropiado que la CPI hubiese contemplado otras modalidades de 
reparación como la rehabilitación, más útiles para restaurar la dignidad de las víctimas 
y hacer frente a las necesidades psicosociales de los niños soldado. De hecho, en nuestra 
opinión, que el Fondo Fiduciario (órgano encargado de concretar y ejecutar las 




más de la inoperatividad del mismo que, necesitado de financiación externa para 
funcionar, apenas puede hacer frente a los programas asistenciales que apoya. 
Programas que no tienen la naturaleza jurídica de reparaciones, ni reconocen a las 
beneficiarias en su condición de víctimas y que, por lo tanto, en nuestra opinión, no 
pueden sustituir a las reparaciones judiciales. 
6. Consideramos que los programas estatales de reparaciones son una mejor opción 
que las reparaciones judiciales cuando se trata de reparar a las víctimas de crímenes de 
violencia sexual perpetrados en el marco de un conflicto armado, especialmente si se 
crean en virtud de una Comisión de la verdad. El estudio de los programas de 
reparaciones creados por las Comisiones de Kenia, Marruecos, Liberia y Sierra Leona 
nos lleva a concluir que éstos permitieron -al realizar un estudio sobre la situación de las 
víctimas- identificar mejor sus necesidades y, por consiguiente, elegir modalidades de 
reparación específicas para este tipo de víctimas, más adecuadas, justas y efectivas, al 
hacer partícipes del proceso a las mismas y utilizar un estándar de prueba menor que las 
de la CPI, aspecto de máxima relevancia cuando se trata de víctimas de violencia 
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